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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CHOCÓ 

 
Quibdó, veinte (20) de enero de dos mil veinte (2020). 
 
Sentencia No. ______ 
 
REFERENCIA:       27001 33 31 003 2007 00074 02 
ACCIÓN:                  GRUPO 
DEMANDANTES:       ABEL MURILLO AGUILAR Y OTROS 
DEMANDADOS:      NACIÓN- MINISTERIO DEL INTERIOR Y 

OTROS 
 
ASUNTO:   SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 
 
 

MAGISTRADO PONENTE: ARIOSTO CASTRO PEREA.  
 
 
Corresponde a la Sala decidir sobre la apelación presentada por la parte accionante, en contra 
de la Sentencia No. Nº 006 del 5 de febrero de 2018 proferida por el Juzgado Cuarto 
Administrativo del Circuito de Quibdó, que denegó el amparo solicitado. 
 
I. ANTECEDENTES. 
 
1. LA DEMANDA. 
 
El señor ABEL MURILLO AGUILAR Y OTROS por conducto de apoderado demandan a la 
NACIÓN- MINISTERIO DEL INTERIOR- MINISTERIO DE DEFENSA-FUERZAS MILITARES 
y POLICIA NACIONAL por daños materiales  e inmateriales  a ellos causados con ocasión al 
desplazamiento masivo ocurrido entre el 15 y 17 de febrero de 2015  en las poblaciones del Rio 
Bojayá. 
 
Formulan las siguientes: 
 
1.1 PRETENSIONES 
 
"PRIMERO: LA NACIÓN-MINISTERIO DEL INTERIOR-MINISTERIO DE DEFENSA-FUERZAS MILITARES - 
POLICIA NACIONAL, es (sic) administrativamente responsable por los daños y perjuicios materiales ocasionados 
a los demandantes con ocasión de los desplazamientos ocurridos el 15 y 17 de febrero de 2005 en las poblaciones 
del Rio Bojayá, los que determinaron el desplazamiento  de éstos a la cabecera Municipal del Municipio de Bojayá 
(Bellavista) en el Chocó, así como a la ciudad de Quibdó y consecuente abandono y perdida de todos sus bienes 
materiales. 
 
SEGUNDO: En consecuencia condenar a la demandada, y en favor de los demandantes, al pago de una 
indemnización colectiva consistente en la suma de Cinco Mil Millones de pesos (sic) ($25.000.000.000.00) M/cte, 
a título de resarcimiento por los perjuicios materiales causados. 
 
TERCERO: Condenar en costas a la parte vencida. 
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CUARTO: Por secretaria, désele cumplimiento a lo preceptuado en los numerales 3 y 4 del artículo 65 de la ley 
472 de 1998." 

 
1.2 HECHOS.  
 
Los hechos narrados en la demanda son en resumen los siguientes: 
 
Narra el apoderado de los accionantes que el día 13 de febrero del año 2005, integrantes de un 
gran número de las Autodefensas Unidas de Colombia-AUC, ingresan al rio Bojayá ubicado en 
la Jurisdicción del Municipio de ese mismo nombre en el Departamento del Chocó. 
 
A raíz de lo anterior, los habitantes de las comunidades (veredas, corregimientos, Cacerios) de 
Pogue, Piedra Candela, Cuía,La Toma, Corazón de Jesús, Caimanero, Majandó, Charco Gallo, 
Chancú, Peñita, Rio  Napipí; entre otras, tuvieron que salir de dichas comunidades  entre los 
días 15 y 17 de febrero del mismo año por temor  a que se repitiera la masacre ocurrida el 
fatídico 2 de mayo de 2002 en Bellavista (Bojayá), teniendo en cuenta que esta población  ha 
vivido de manera constante el horror de la guerra. 
 
Anota que al momento en que produce el desplazamiento, las personas que habitaban estas 
comunidades no contaban con presencia de institucionalidad de la fuerza pública, lo cual  
hubiese podido  ser determinante para evitar el  acaecimiento de los hechos o por lo menos 
para mitigar sus efectos. 
 
Manifiesta que para la época en que ocurrieron los hechos, la seguridad de los habitantes de la 
zona del Medio Atrato, y más concretamente de las ubicadas dentro de la jurisdicción del 
Municipio de Bojayá-Chocó se encontraba bajo la responsabilidad del Batallón Alfonso 
Manosalva Flórez con sede en Quibdó; así como de tres brigadas móviles del Ejército Nacional 
(la 8o con sede principal en Armenia; la 4o con sede en Medellín y la 17 con sede en Apartadó-
Antioquia); y adicionalmente a lo anterior se contaba con el apoyo de la infantería de Marina 
con sede en Turbo, y que tiene responsabilidad de patrullar a lo largo y ancho del Rio Atrato; 
por igual, el Ejército Nacional disponía de la fuerza de despliegue rápido -FUDRA- y la policía 
Nacional (Chocó), contaba con unidades disponibles y suficientes para de un lado, atender el 
llamado que les hizo de pedido de apoyo y protección a dichas comunidades por parte de la 
organización que tienen asiento en dicha zona; así como de haber controlado el ingreso del 
referido grupo paramilitar. 
 
Indica que a pesar de que se contaba con suficiente fuerza pública y disposición logística, 
resulta inaudito que no se haya prestado la atención debida a las voces de auxilio emitidas por 
las diversas organizaciones y entidades para evitar el desplazamiento de más de 4.000 
personas y que desde hace mucho tiempo atrás, estos grupos ilegales vienen haciendo 
presencia activa en la zona con el conocimiento de las autoridades militares que en muchas 
ocasiones habían sido prevenidas por organizaciones humanitarias y de control sobre la 
inminencia de hechos que alteraran la paz y tranquilidad de esos pueblos por esa presencia. 
 
1.3 FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Cita la parte actora como normas aplicables al caso las siguientes:  
 
-Ley 472, articulo 3  y 46 sobre la  definición y  propósito de  las acciones de Grupo. 
 
-Constitución Política de Colombia  arts. 2, 22, 58, 90  y s.s 189, 216 y ss: 93, 214. 
 
-Sentencia del H. Consejo de Estado: 
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Expediente 5347 del 18/05/89 
S.U 1184 de 2001 
 
-Sentencia de la Corte constitucional C-328 de 2000, sobre responsabilidad del Estado. 
 
2. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA: 

 
2.1 Ministerio de Defensa- Policía Nacional   
 
El apoderado judicial de la Policía Nacional  contestó la demanda dentro de la oportunidad legal 
correspondiente, expresando lo siguiente. 
 
Respecto a los hechos manifiesta que no le constan, no es cierto y se atiene a lo probado dentro 
del proceso y se opone a todas las pretensiones. 
 
Propone las excepciones de: i) Inexistencia del daño: Por cuanto la parte actora no prueba el 
daño  ni que sean desplazados. ii) Hecho de un tercero: Según se narra en los hechos de la 
demanda, las  actuaciones que dieron origen al desplazamiento fue generada por grupos al 
margen de la ley. iii) Falta de la cusa para pedir: En este caso no se vislumbra la posibilidad 
de un perjuicio material producido por la institución  ya que  ésta dentro de su jurisdicción ha 
mantenido el orden. (fls. 1816 a 1828 y 2053 a 2067) 
 
2.2  Ministerio del Interior y de Justicia 
 
El apoderado de la demandada manifiesta frente a los hechos que no le constan y se atiene a 
lo que se pruebe en el proceso, así mismo se opone a todas las pretensiones de la demanda. 
 
Dentro de los argumentos de la defensa indica  que la actividad de la fuerza pública es de 
medios y no de resultados  por tanto no pueden garantizar en términos absolutos la inexistencia 
de las manifestaciones de los grupos al margen de la ley los cuales utilizan siempre el factor 
sorpresa que casi siempre impide la oportuna acción del Estado para contrarrestarlo, dice 
también que  lo hechos narrados en la demanda no son atribuibles al Estado sino al hecho de 
un tercero; respecto a las alertas tempranas manifiesta que estas no obligan a la fuerza pública 
para que actue en tanto que esta se rige por unos planes de guerra trazados y motivados por 
los comandantes superiores. 
 
Propone las excepciones de: i Inexistencia del Derecho. Resalta que  el  Estado no puede 
responder por las conductas de terceros ajenos a la actividad propia de la administración. ii 
Indebida representación en causa por pasiva: indica que no es a esa entidad a quien le 
compete el control del orden público y tomar medidas de prevención, sino que  su  competencia 
radica en ejercer la dirección y coordinación con las autoridades Departamentales y municipales 
sobre el control del orden público, pero el control del mismo en estricto sentido se lleva a cabo 
a través del Ministerio de Defensa  Nacional y sus organismos de seguridad. iii Incapacidad o 
indebida representación del demandante: Dentro del poder conferido al apoderado  por los 
demandantes no se le confirió  el mismo para demandar al Ministerio del interior y de justicia 
configurándose la excepción  preceptuada en el Art. 97 del C. P. C (fls. 1846 a 1861 y 2068 a 
2081) 
 
2.3  Ministerio de Defensa- Ejército Nacional  
 
El apoderado de la institución militar manifiesta que se opone a las pretensiones por considerar  
que la demanda no está llamada a reparar los perjuicios  que se aducen se le causó a los 
demandantes. 
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Indica que la actividad de las fuerzas militares es de medios y no de resultados y que no se está 
ante un Estado ideal, en el que sea posible contrarrestar los efectos nocivos del conflicto 
armado. Indica que hubo razones para que el día de ocurrencia de los hechos la fuerza pública 
no haya estado allí; sin embargo cuando las condiciones mejoraron o cambiaron estuvo para 
socorrer  y llevar ayudas a la población de Bojayá y Vigía del fuerte, por tanto no existió omisión 
alguna por parte de las fuerzas miliares. 
 
Propones las excepciones de fondo de: i No acreditación por parte de los demandantes de 
la calidad de desplazado: La parte actora no allegó constancia que acredite su 
desplazamiento. ii Hecho de un tercero: Manifiesta que no fueron las fuerzas militares las que 
dieron origen al desplazamiento y por ende la llamada a reparar los perjuicios que causaron a 
los demandantes. iii Inexistencia de prueba de los perjuicios: Indica que la existencia de la 
prueba del perjuicio es trascendental  y su ausencia implica la posibilidad de pretender la 
declaratoria de la responsabilidad. (fls. 1862 a 1902 y 2082 a 2108). 
 
3. ALEGATOS DE CONCLUSION:  
 
3.1 Parte accionante. 
 
El apoderado de dicha parte, se manifestó en esta etapa procesal expresando lo siguiente: 
 
Dice que el Estado tuvo una actitud omisiva constitutiva en la falla del servicio, en tanto no se 
adelantó ninguna acción  militar de las proporciones que los actos de violencia ameritaban, que 
el Estado tenía el monopolio de las armas por lo tanto si hubiese decidido evitar la agresión del 
grupo  guerrillero y defender a la población civil  lo hubiera logrado, al no ser así la comunidad  
se vio forzada a  desplazarse. 
 
Indica respecto a la relatividad de las obligaciones del Estado, que este no acreditó  que le fue 
imposible defender a la población de los corregimientos del Rio Buey. Tal vez esa imposibilidad 
si era predicable en relación con los miembros del Éjército y de la Policía acantonados en la 
zona, pero no para la Fuerza pública, la cual como se dijo, no adelantó ninguna acción 
permitiendo que sin obstáculo el grupo al margen de la ley cumpliera sus amenazas criminales 
contra la población civil. 
 
Manifiesta que luego de demostrarse la existencia material del daño, la imputación de dicho 
daño a la responsabilidad del Estado por omisión, surge la consecuencia para el Estado de 
Reparar o indemnizar a las victimas. (fls. 2275 a 2278). 
 
3.2 Parte accionada.  
 
3.2.1 Nación- Ministerio de Defensa- Ejército - Armada Nacional. 
  
La apoderada de la entidad demandada se manifestó en los alegatos finales expresando lo 
siguiente: 
 
Indica que no hay uniformidad respecto de todos los demandantes que integran la acción, los 
hechos relacionados con el desplazamiento no pueden considerarse condiciones uniformes, 
puesto que una vez se produce el primer evento, el Ejército Nacional y la Armada ya hacían 
presencia en el lugar, como lo indican las declaraciones de los testigos obrantes en el 
expediente y que las primeras en mención ya estaban cumpliendo su obligación y la comunidad 
a pesar de ello decidieron abandonar su territorio exponiéndose bajo su propio riesgo al 
desplazamiento,  luego entonces no podría hablarse de omisión respecto al desplazamiento. 
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Indica que hay que tener en cuenta la caducidad  para promover la acción la cual es de dos 
años luego de la ocurrencia de los hechos  y en atención a que el desplazamiento fue  
progresivo, no ocurrió en un solo dia, la acción está afectada respecto a un grupo de personas, 
que por dichas razones se han ido adhiriendo al grupo. 
 
Manifiesta respecto a las pruebas que al buscarse la reparación de perjuicios materiales, el 
daño no está cuantificado, ni demostrado teniendo la parte actora la carga de la  misma  y  
resalta que debe hacerse una valoración detallada de las declaraciones rendidas y las 
manifestaciones que hacen los accionantes frente a todos los bienes que poseían, así mismo 
las ocupaciones  que tenían antes del desplazamiento. Aduce  también  que según informe 
suscrito por el director del programa presidencial para los derechos humanos y el oficio de 
acción social, se ratifica su postura de que había presencia de la fuerza pública en la zona y 
que todos los demandantes no se encuentran en la base de datos de acción social. Dice que la 
prueba testimonial se tacha de falsa por tratarse de demandantes, los cuales no pueden 
comparecer como testigos, más bien  seria procedente la declaración de parte, solicitada por la 
parte contraria. 
 
Alega que la oportunidad para la corrección de la demanda había vencido,  
Manifiesta su ratificación de los argumentos planteados en la contestación de la demanda.  (fls. 
2247 a 2263) 
 
3.2.2 Policía Nacional.  
 
La apoderada de la entidad demandada sustenta sus alegatos en los siguientes términos: 
 
Manifiesta que adquieren  plena vigencia los planteamientos esgrimidos  al contestar la 
demanda. Considera que no existe méritos para acoger los planteamientos de la demanda y 
como consecuencia se exonere de cualquier responsabilidad a la Policía Nacional.  (fls. 2265 a 
2274) 
 
4. SENTENCIA OBJETO DE IMPUGNACION 
 
El Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Quibdò  profiriò Sentencia  Nº 006 del 5 de 
febrero de 2018, en ella denegó las pretensiones de la demanda, con el siguiente argumento:  
 
“Ahora bien, descendiendo al caso sub examine, encuentra el despacho que los accionantes al ejercer su derecho 
de accion se limitaron solamente a afirmar que ante el temor de un posible enfrentamiento entre grupos al margen 
de la ley se vieron en la imperiosa necesidad de abandonar los bienes que poseian en el Municipio de Bojayá y 
desplazarse durante los dias 15 y 17 de febrero de 2005 hasta la ciudad de Quibdó 
para preservar sus vidas, y que tal situacion les causó perjuicios materiales los cuales estiman en la suma de cinco 
mil millones de pesos ($5.000.000.000); sin embargo, tales perjuicios no lograron ser acreditados en el expediente 
a travės de ningún medio de prueba; pues aunque allegaron una relación de bienes muebles, cultivos y animales, 
de dicha documentación no es posible establecer la propiedad de tales bienes, ni tampoco quien tenian la posesión 
de los mismos para la época de los hechos narrados en la demanda.  
 
Asi las cosas, es claro para el despacho que la parte actora no logró acreditar en el plenario, el presunto daño 
antijuridico alegado, por lo que ante la evidente orfandad probatoria que rodea el sub lite, acompanada de su 
desidia en demostrar sus afirmaciones efectuadas en el libelo introductor, deberá soportar las consecuencias 
desfavorables a sus pretensiones, cual es la negatoria de las súplicas de la demanda”. (fls. 2383 a 2402). 

  
5. MOTIVOS DE IMPUGNACIÓN.  
 
El apoderado de la parte accionante, manifiesta su inconformidad con el fallo proferido por el 
aquo, exponiendo las siguientes razones: 
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Expresa que en el caso sub examine, se trata se una poblacion duramente golpeada por la 
violencia. Relata los sucesos acaecidos en  el año 2002, en la masacre de Bojayà, e  indica que 
el  H. Consejo de Estado  ha manifestado que a las vìctimas del desplazamiento forzoso se les 
reconocerà  indemnizaciòn con solo acreditar  que eran residentes del lugar del que 
forzòsamente tuvieron que abandonar o que ejercìan allì su actividad econòmica habitual  
vièndose forzados a emigrar  de su lugar. 
 
Teniendo en cunenta lo antes mencionado, alega, que dentro del proceso se acreditaron los 
presupuestos legales  y que sin lugar a dudas es factible el reconocimiento de indemnizacion a 
favor de los accionantes, con ocasión al desplazamiento. (fls. 2415 a 2419). 
 

II. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 
 
1. JURISDICCION Y COMPETENCIA.  

 
Según el lugar de ocurrencia de los hechos1, y las pretensiones de la demanda, en tanto se 
dirigen contra autoridades del orden nacional2, el Tribunal, es competente para conocer del 
asunto en segunda instancia, de conformidad con lo dispuesto en el art. 51 de la Ley 472 de 
19983 y el art. 152 de la Ley 1437 de 20114. 

 
2. REQUISITOS PARA LA PROCEDENCIA DE LA PRESENTE ACCIÓN. 
 
Previo a abordar el caso concreto ha de estudiar la Sala los presupuestos para la procedencia 
del presente medio de control. Al respecto observa la Sala que los mismos se encuentran 
satisfechos en el presente caso, tal como se explica seguidamente. 
 
2.1. La caducidad. 
 
Al respecto el artículo 47 de la Ley 472 de 1998 establece: 
 
“Artículo 47º.- Caducidad. Sin perjuicio de la acción individual que corresponda por la 
indemnización de perjuicios, la acción de grupo deberá promoverse dentro de los dos (2) años 
siguientes a la fecha en que se causó el daño o cesó la acción vulnerable causante del mismo”.   
 
Por su parte el consejo de estado5, refiriéndose al tema de la caducidad, ha dicho “que el 
desplazamiento forzado causa un daño continuado que obliga a contar el termino de caducidad de la 
acción, no a partir del día en que ocurrió el desplazamiento sino del momento en que cesa el daño, es 

 
1 Municipio de Bojayá , departamento del Chocó. 
 
2 Nación-Ministerio de Defensa-Policía- Ejército  Nacional- Ministerio del Interior  y de justicia. 
 
3 Esta ley dispone que conocerá en primera instancia los jueces administrativos y los jueces civiles de circuito. En segunda instancia la 
competencia corresponderá a la sección primera del Tribunal Contencioso Administrativo o a la Sala Civil del Tribunal del Distrito Judicial al 
que pertenezca el juez de primera instancia. 
 
La misma normativa dispuso que el competente sea el juez de lugar de ocurrencia de los hechos o el del domicilio del demandado o 
demandante, a elección de éste.  
 
4 “Artículo 152. Competencia de los tribunales administrativos en primera instancia. Los Tribunales Administrativos conocerán en primera 
instancia de los siguientes asuntos:  

 
(…) 
16. De los relativos a la protección de derechos e intereses colectivos, reparación de daños causados a un grupo y de cumplimiento, contra las 
autoridades del orden nacional o las personas privadas que dentro de ese mismo ámbito desempeñen funciones administrativas.  
 
5 En su Sala de lo contencioso administrativo, sección tercera subsección c del veintiséis (26) de julio de dos mil once (2011) Consejero ponente: 
ENRIQUE GIL BOTERO Radicación número: 08001-23-31-000-2010-00762-01(41037). 
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decir, cuando están dadas las condiciones de seguridad para que se produzca el retorno o el 
restablecimiento de que trata el artículo 16 de la ley 387 de 19976”. 

En el caso concreto, la demanda fue presentada el 15 de febrero de 2007 (fl. 39) 
 
De acuerdo con  la demanda el hecho causante de los daños cuya reparación se reclama, 
consistió el desplazamiento forzoso de los habitantes del Rio Bojaya entre el 15  y 17 de febrero 
de 2005, por lo que en consideración al texto normativo del art. 47 de la Ley 472 de 1998, que 
establece el término de dos (2) años para incoar la demanda, se colige que la misma fue 
interpuesta en forma oportuna. 
 
Se advierte además, que en concordancia con la citada jurisprudencia del Consejo de Estado, 
en el presente asunto, la Sala no encuentra elementos probatorios a partir de los cuales se 
pueda determinar que la situación de desarraigo o desplazamiento respecto de los 
demandantes, alegada en este proceso ya cesó, y que están dadas las condiciones de 
seguridad para que se produzca el retorno. 
 
En conclusión no operó la caducidad en el caso concreto. 
 
2.2. Se cumplieron las exigencias formales para la procedencia de la acción7, relacionadas 
con: 
 

 
6 (…) El desplazamiento forzado también infringe un daño que es continuado y se extiende en el tiempo, como quiera que dicha 
conducta no se agota en el  primer acto de desplazamiento, por el contrario, el estado de desplazado continua hasta que las personas 
no puedan retornar a su lugar de origen, es decir, que las causas violentas que originaron el éxodo todavía existen, y por tanto, es 
imposible volver.  
 
Respecto de la forma para computar el plazo de caducidad en los eventos de daño continuado, la jurisprudencia de la sección ha sido reiterativa, 
en el sentido de que cuando se demanda la reparación de un daño continuado en el tiempo, como sería la hipótesis del desplazamiento 
forzado, el término para intentar la acción, sólo inicia su conteo a partir del momento en que se verifique la cesación de la conducta 
o hecho que dio lugar al mismo, el razonamiento discurre así:  

 
… En un tema tan complejo como el de la caducidad, que involucra de una parte razones de justicia y de otra el interés de la seguridad jurídica, 
no es posible establecer criterios absolutos, pues todo depende de las circunstancias que rodean el caso concreto. No obstante, no debe 
perderse de vista que de conformidad con la ley, para establecer el término de caducidad se debe tener en cuenta el momento de la producción 
del hecho, omisión, operación y ocupación generadores del perjuicio. Ahora bien, como el derecho a reclamar la reparación de los perjuicios 
sólo surge a partir del momento en que éstos se producen, es razonable considerar que el término de caducidad en los eventos de daños que 
se generan o manifiestan tiempo después de la ocurrencia del hecho, deberá contarse a partir de dicha existencia o manifestación fáctica, pues 
el daño es la primera condición para la procedencia de la acción reparatoria. Para la solución de los casos difíciles como los de los daños que 
se agravan con el tiempo, o de aquellos que se producen sucesivamente, o de los que son el resultado de hechos sucesivos, el Juez debe 
tener la máxima prudencia para definir el término de caducidad de la acción, de tal manera que si bien dé aplicación a la norma legal, la cual 
está prevista como garantía de seguridad jurídica, no se niegue la reparación cuando el conocimiento o manifestación de tales daños no 
concurra con su origen.  

 
Así pues frente al desplazamiento forzado se impone un tratamiento igual al de la desaparición forzada, pues el criterio conceptual determinante 
para que ésta no opere en la forma tradicional es equivalente en ambos casos.  

 
(…) 

 
Es indiscutible que cuando la estructuración del daño se prolonga en el tiempo, en lo que se denomina daño continuado, el término 
de caducidad sólo empieza a contarse a partir de su concreción, pues, de lo contrario, se estaría cercenando la posibilidad del acceso 
a la administración de justicia y se colocaría al perjudicado en una situación de incertidumbre en relación con la posibilidad de 
solicitar la reparación del menoscabo padecido.(…)”.  

 
En otra oportunidad sobre el mismo tema se pronunció: CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION 
TERCERA, SUBSECCION B, Consejero ponente: STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO, Bogotá, D.C., veintidós (22) de noviembre de dos 
mil doce (2012) Radicación número: 23001-23-31-000-2010-00380-01(40177). 

 
7 La Ley 472 de 1998, en sus artículos 3° y 49 respectivamente disponen:  
Artículo 3º.- Acción de Grupo. Son aquellas acciones interpuestas por un número plural o un conjunto de personas que reúnen 
condiciones uniformes respecto de una misma causa que originó perjuicios individuales para dichas personas.  
La acción de grupo se ejercerá exclusivamente para obtener el reconocimiento y pago de indemnización de los perjuicios. 

 
Artículo 49º.- Ejercicio de la Acción. Las acciones de grupo deben ejercerse por conducto de abogado. Cuando los miembros del grupo 
otorguen poder a varios abogados, deberá integrarse un comité y el juez reconocerá como coordinador y apoderado legal del grupo, a quien 
represente el mayor número de víctimas, o en su defecto al que nombre el comité. 
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2.2.1. El número mínimo de integrantes del grupo afectado y la titularidad de la acción 
que ostentan los demandantes.  
 
Se advierte que no es necesario que todas las personas que integran el grupo demandante 
concurran al momento de presentación de la demanda, ni que quienes presentan la demanda 
sean por lo menos 20 demandantes, toda vez, que de conformidad con lo dispuesto por el 
parágrafo del artículo 48 de la ley 472 de 1998, “en la acción de grupo el actor o quien actúe 
como demandante, representa a las demás personas que hayan sido afectadas individualmente 
por los hechos vulnerantes, sin necesidad de que cada uno de los interesados ejerza por 
separado su propia acción, ni haya otorgado poder”, pero para dar satisfacción al requisito de 
la titularidad, quien actúa como demandante debe hacerlo en nombre de un grupo no inferior a 
20 personas, al cual pertenece y debe señalar los criterios que permitan la identificación de los 
integrantes del grupo afectado. 
 
Se encuentran identificadas las personas afectadas con los hechos conforme lo requiere el 
numeral 2° de la Ley 472 de 1998, que ampliamente superan un número mayor a 20 
accionantes, en tanto, la demanda fue interpuesta por los señores:    
 
ABEL MURILLO AGUILAR, ABELARDO PALACIOS BICHIVI, ABELINA MORENO CORDOBA, 
A: r MDA DUMASA, ADELAIDA LOPEZ CORDOBA, ADELAIDA LOPEZ RENTERIA, ADELINO 
BEJARANO PALACIOS, ADELIZ ESPINOZA PEREZ, ADRIANA DIAZ IBARGUEN, AGUSTIN 
MACHADO VALENCIA, AGUSTIN WARAWATA CHAPIA, AIDA LUZ CORDOBA, AIDEN 
MENA VALENCIA, ALAIN MOSQUERA RAMIREZ, ALBERTA CORDOBA MOSQUERA, 
ALBERTO CHAMI, ALBERTO CHAVERRA ESCOBAR, ALEJANDRO CHAVERRA ROBIRA, 
ALEJANDRO CORDOBA, ALEX ROMAÑA MURILLO, ALEXIS RENTERIA MENA, ALEYDA 
RODRIGUES MORENO, ALFONSO ALVAREZ MENA, ALICIA PALACIOS PALACIOS, ALIPIO 
WARAWATA CHAPIA, ALIRIO DOJIRAMA TAPI, ALIRIO MECHA MAJORE, ALIRIO 
PALACIOS PINO, AMANCIA OLEA CONDE, AMARIS RTIVAS CORDOBA, AMERICO 
ASPRILLA PALACIOS, AMPARO MACHADO VALENCIA, ANA ASUNCION MOSQUERA 
PALACIOS, ANA AUDI LIA MOSQUERA ANA AURELINACORDOBA, ANA BEATRIZ 
CAICEDO CUESTA, ANA BERSA--PALACIOS PALACIOS, ANA CECILIA TORRES ZUÑIGA, 
CRECENCIA CÓRDOBA, ANA DELFINA MOSQUERA RIVAS, ANA DELIA CORDOBA 
ROVIRA, DOLORES CALVO CHAVERRA, ANA ENEIDA OREJUELA BARCO, ANA FLORELIS  
PALACIOS MEA, ANA LICENIA MARTINEZ PALACIOS, ANA LUCIA PALACIOS CAICEDO, 
ANA LUISA MOSQUERA PINO, ANA MARIA HOSOUÉRA, ANA MARIA ZUÑIGA SANCHEZ, 
ANA MERCEDES CUESTA, ANA MERCEDES RENTERIA ASPRILLA, ANA MIRNA 
PALACIOS PALACIOS, ANA SORAIDA PINO PALACIOS, ANASTACIA DE ROMAÑA, ANGEL 
ANTONIO ROMAÑA ROMAÑA, ANGEL CUESTA MOSQUERA, ANIVAL ESPINOZA 
ROMAÑA, AHUY FATRICIA IZQUIERDO, AQUILINO CHAVERRA VALENCIA, ARCENIA 
PALACIOS PALACIOS, ARCESIO MACHADO ALVAREZ, ARCESIO MACHADO PEREZ; 
ARCESIO PALOMEQUE PALACIOS, ARELIS MOSQUERA PINO, ARIASNI ASPRILLA 
PALACIOS, ARIEL DOMINGUEZ PEREZ, ARISON XÓRDOBA MURILLO,ARLIN PATRICIA 
CUESTA CORDOBA, ARMANDO MAHADADO CHAVERRA, ARNOLIS PALACIOS PRADO, 
ASTRID CUESTA JULIO,  ASTRID DORILA DIAZ ASPRILLA, ATANACIO PALACIOS 
PALACIOS, ATANACIO PALACIOS ROMAÑA, AULOGIA ASPRILLA DE PALACIOS, 
AURELIO CUESTA MOSQUERA, AURELIO MOSQUERA ROMAÑA, AURELIO PINO 
CUESTA, AURORA MOSQUERA PALACIOS, AURORA VALENCIA SALAS, AYDA 
PALOMINO, AZAEL PALOMEQUE BARCO, BALDOMIRO PALACIOS CHAVERRA, BALVINO 
MOSQUERA HURTADO, BARTOLA CORDOBA TORRES, BARTOLA MOSQUERA 
IBARGUEN, BARVINO BECHECHE VICHIVI, BELISARIO MONTES FLORES, BENICIO 
CORDOBA, BENICIO CORDOBA CHAVERRA, BENIGNA MORENO CUESTA, BENITO 
CUESTA BLANDON, BENITO CUESTA CORDOBA, BENJAMIN CHAVERRA GARCIA, 
BENJAMIN MOSQUERA VALOYES, BENJAMIN POTES GARCIA, VENTURA ELEUSY MENA 
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HINESTROZA, BERENGENITO MARTINEZ, BERNABE LOZANO MOSQUERA, BERNABE 
PALACIOS HINESTROZA, BESSI TATIANA OREJUELA PEÑALOZA, BETHABELINA 
PALACIOS ANDRADE, BETZABELINA PALACIOS, BONIFACIO PALACIOS MOSQUERA, 
BRAULIO MARTINEZ PALACIOS, BUENAVENTURA CHAVERRA, CABILDA ARAGON 
PALACIOS, CARLINA PALACIOS PALACIOS, CARLOS ALBERTO CUESTA VALENCIA, 
CARLOS ALBERTO PALOMEQUE, CARLOS ANDRES BETANCURT BENITEZ, CARLOS 
ANTONIO ASPRILLA CAICEDO, CARLOS PALACIOS CORDOBA, CARMEN ARNULFO 
PEREA, CARMEN CORDOBA BUENAÑOS, CARMEN ESILDA MOSQUERA, CARMEN LUCIA 
HEREDIA CHAVERRA, SEBASTIANA LOPEZ RIVAS, CECILIA CORDOBA VALENCIA, 
CEFORA JUANCHO MOSQUERA, CELEDONIA CHAVERRA HINESTROZA, CELENI 
CUESTA MOSQUERA, CELIA CHAPIA BAYLARIN, CELIA WARAWATA CHAPIA, CELMIRA 
HINESTROZA MORENO, CELEDONIA CHAVERRA HINESTROZA, CENAIDA MOSQUERA 
PALACIOS, CENAIDA PINO MOSQUERA, CENAIDA MENA ROVIRA, CIRA MARIA PINO 
PALACIOS, CERAFINA ANTONIA ALVAREZ, CEVERA PALACIOS, CEVERIANA MURILLO 
PALACIOS, CLARA PATRICIA CORDOBA BUENAÑOS, CLARENCI HINESTROZA PINO, 
CLAUDIA PATRICIA GUZMAN, CLAUDIA PATRICIA MACHADO, CLEMENCIA ISLA CUESTA, 
CLEMENTINA MENA ALVAREZ, CLEMENTTNA POTES MENA, CLEM ENTINO OREJUELA 
BARCO, CLORETH MONTOYA PALOMEQUE, CRECENCIO WARAWATA, CRISELDINO 
MOSQUERA QUINTO, CRISTINA MORENO CAÑOLA, CRIVILDA CANSARITUNAY, CRUZ 
CENOVIA QUINTO DE MOSQUERA, CRUZ DAMARIS CALVO BLANCO, CRUZ DORILA 
ASPRILLA, CRUZ ELENA MOSQUERA MOSQUERA, CRUZ MARIA VALENCIA, CRUZ 
MARIA VALENCIA MORENO, CUSTODIA ASPRILLA, DAGOBERTO MOSQUERA 
CHAVERRA, DAICI CUESTA M, DAMARIS CORDOBA, DAMASO DOGIRAMA ISARAMA, 
DANIEL CORREA CHAVERRA, DANIEL CORREA, DANIELA CUESTA CAICEDO, DANISSA 
PINO CORREA, DARIO DOMINGO MENA, DARWIN ANTONIO MOSQUERA, DAVID FLORES 
MORENO, DEINICER ANTONIO MURILLO ALVAREZ, DENIS PATRICIA ROMAÑA 
CHAVERRA, DEMETRIO ALVAREZ, DEMETRIO CAÑOLA ANDRADES, DENIS ROMAÑA 
CHAVERRA, DESIDERO ESPINOZA CORDOBA, DESIDERO ESPINOZA VALENCIA, 
DIAMANTINA MORENO CORDOBA, DIANA LUZ GARCES LOPEZ, DIANA PATRICIA 
CORRALES MENA, DICIA ORTEGA DOGIRAMA, DIEGO CORDOBA MARTINEZ, DIGNA LUZ 
MOSQUERA MORENO, DIGNA MERIS CORDOBA VALENCIA, DIGNO JESUS MOSQUERA, 
DIMAS E, CORREA, DIMAS EMAN MOSQUERA, DIMAS PALACIOS, DIOCELINA GUZMAN 
BEDOYA, DIOCELINA MORENO ROMAÑA, DIONICIO PALACIOS PEÑALOZA, DIVA 
DOMINGUEZ MENA, DIVIANA MACHAD, DOMINGA PALACIOS PALACIOS, DONALDO 
CAÑOLA ANDRADES, DONALDO SANAPI, DORA ELENA CUESTA VALENCIA, DORA 
LISCANO CORREA, DORA MARIA BARCO, EDELMIRA CORREA DOMINGUEZ, EDILBERTO 
CUESTA, EDILMA CORDOBA MORENO, EDINSON CORREA CHAVERRA, EDINSON 
CH^ERRA PALACIOS, EDINSON MENA JULIO, EDINSON MOSQUERA CHAVÉRRA, 
EDINSON MOSQUERA RENTERIA, EDUARDA PALACIOS PALACIOS, EDUARDO RAMOS 
PINO, EDUARDO SANTO IBARGUEN RAMIREZ, EDUIGES CORDOBA CALVO, EDWIN 
CORDOBA CALVO, EDWIN CORDOBA MURILLO, EDWIN MORENO CORDOBA, EDWAR 
IBARGUEN DOMINGUEZ, EFIGENIO CHAVERRA GARCIA, EFRAIN CORDOBA 
CHAVERRA, EFRAIN CORDOBA PALMA, EIMY ROCIO ALLIN, ELADIA CUESTA VALENCIA, 
ELADY VELIS MOSQUERA, ELCI MARIA PERES BUENAÑOS, ELEAZAR ASPRILLA 
RENTERIA, ELEAZAR MENA JULIO, ELEAZAR MENA MENA, ELEODORO LOPEZ 
CORDOBA, ELEODORO MACHADO VALENCIA, ELEODORA PALOMEQUE TORRES, 
EULICES SANAPI, ELIDA DEL C MOSQUERA RIVAS, ELKIN ANTONIO CUESTA MENA, 
ELKIN MOSQUERA DOMINGUEZ, ELVER CAICEDO MENA, ELVIA RENTERIA MORENO, 
EMERITA MOSQUERA QUINTO, EMI JHOANA ASPRILLA PALOMEQUE, EMILDA DIAZ 
ASPRILLA, EMILIA DUMAZA SAUZA, EMILIA HINESTROZA PINO, EMINSON CORDOBA 
ESPINOZA, EMINZON CORDOBA ESPINOZA, EMINSON HURTADO VALOY, 
ENCARNACION ESPINOZA G, ENEIDA OLEA CONDE, ENIER VALENCIA HINESTROZA 
HINESTROZA, EMPERATRIZ ROVIRA CARPETA, ENRIQUE A CHALA GUARDIA, ENRIQUE 
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ANTONIO CHALA EWARDIA, ENRIQUE BERRIO PINO, ENRIQUE MACHADO, ENRIQUE 
MENA VALENCIA, ENRIQUE RENTERIA CUESTA, ERACLEO LOPEZ RENTERIA, ERACLIO 
IZQUIERDO BERMUDEZ, ERASMO IZQUIERDO PALOMEQUE, ERCINA DOGIRAMA, 
EREIZA MOSQUERA PALOMEQUES, ERIBERTO CHAVERRA VALENCIA, ERNESTINA 
CHAVERRA VALENCIA, ERNY RUBI ANO, ESAU PAACIO HINESTROZA, ESAUD MENA 
PEREZ, ESELDA MORENO PEREZ, ESTEBAN MOSQUERA ASPRILLA, ETANISLADA 
PALACIOS ASPRILLA, ETENOLDO CUESTA AYIN, EUCLIDES PALACIOS PALACIOS, 
EUGENIA PALACIOP, EUGENIO RENTERIA MOSQUERA, EULALIA MARMOLEJO, EULALIO 
POLO GUARDIA, AUSEBIA MOSQUERA PEREA, EUTALISLADO PALACIOS MORENO, EVA 
MORENO CUESTA, EVARISTO CALVO CASAS, EVELIN CORDOBA MENA, EVERLIDES 
RENTERIA MORENO, EVERTO UNFRIED MACHADO, EVIR CUESTA MOSQUERA, EYDA 
PALACIOS PINO, EYVIS EMILIA PALACIOS PINO, FABIO M SANCHEZ CORDOBA, FANNY 
ALVAREZ RENTERIA, FANNY DEL CARMEN AYIN CHAVERRA, FAULKNER ALVAREZ 
RENTERIA, FAUSTO CUESTA CAICEDO, FEDERICO POTES MENS, FELICIA CHAVERRA, 
FELICIDAD MENA MORENO, FELIPE CAICEDO PALOMEQUE, FELIX ELADIO PALOMINO, 
FELIX VICENTE PALACIOS, FELIZ CHAVERRA MURILLO, FELIZ MEDARDO CHAVERRA 
MURILLO, FERNANDO MACHADO ALVAREZ, FERNANDA VICTORIA MENA, FERNELIS 
CHAMORRO, FIDEL SAUZA CHAMORRO, FIDEL VALENCIA GUARDIA, FIDEL VALENCIA 
MOSQUERA, FIDELIA CUESTA CAICEDO, FIDELINA CAICEDO LARGACHA, FIDELIO 
PALOMEQUE BARCO, FLOR CLARICE PALACIOS PINO, FLOR MARIA IBARGUEN 
COPETE, FLORIANA RIVAS CUESTA, FLORICELDA VALOY RENTERIA, FRANYON YO VAN 
N Y CAÑOLA A, FRANCISCA MORENO, FRANCISCO ABRAHAN ROMAÑA MANYOMA, 
FRANCISCO A CUESTA CORDOBA, FRANCISCO LUIS MORENO MOSQUERA, FRANKLIN 
CORDOBA CORDOBA, FRANKLIN PALACIOS, FREDINSON MACHADO CORDOBA, FREDY 
ROMAÑA MENA, FREYLI ENRIQUE MORENO CUESTA, GABRIEL CHORI M, GABRIELA 
PALOMEQUE TORRES, GEILERIBARGUEN DOMINGUEZ, GENNY MENA MORENO, 
GENOVEVA PALACIOS MORENO, GERARDO MORENO CUESTA, GERBACIO COMPE 
MECHA, GERMAN MACHADO VALENCIA, GERMAN MACHADO C, GERSON MACHAO 
CORDOBA, GILBERTO CORREA CHAVERRA, GILBERTO PALACIOS MORENO, GLADYS 
MARIA CUESTA CORDOBA, GLADYS MOSQUERA, GLORIA MARIA PALACIOS, GLORIA 
MERCEDES PALACIOS PINO, GRISELDINO MOSQUERA MOSQUERA, GUILLERMO 
PALACIOS MORENO, HALINSON PALACIOS, HARLINTON MOSQUERA, HECTOR ALIRIO 
PINO GARCIA, HECTOR ELOY MENA CUESTA, HERADIO CAÑOLA PALACIOS, HERASMO 
MORENO CORDOBA, HERMAN MOSQUERA QUINTO, HERNAN PALACIOS TORREN, 
HERNESTINA CUESTA MOSQUERA, HENRY PALACIOS, HEYNER OREJUELA ASPRILLA, 
HOLBERTO HINESTROZA PINO, HONORINA PINO, HORACIO A MORENO ORTIZ, HUGO 
MANUEL MENA PEREZ, I DALI DES MENA ASPRILLA, ILDA MARLENIS LIZCANO C, INGRI 
ROMAÑA RENTERIA, IRAN JOSE HINESTROZA CHAVERRA, IRENE RIASCO LOZANO, 
ISAAC MACHADO CORDOBA, ISABELINA CALVO CORDOBA, ISIDRO MENA MENA, 
ISIDRO PEREZ MOSQUERA, ISMAEL CALVO CUESTA, JACSON MENA CUESTA, JAIME 
CUESTA MACHADO, JAIME CUESTA MOSQUERA, JAMILTON MOSQUERA MOSQUERA, 
JAMINTON CHAVERRA HINESTROZA, JANIER PALACIOS, JARMAN ISABEL MANCHADO 
MENA, JATHER PALOMEQUE RODRIGUEZ, JAVIER ANTONIO LOPEZ CORDOBA, JAVIER 
CAÑOLA ANDRÁDES, JAVIER CUESTA MOSQUERA, JAVIER ESPINOSA CALVO, 
JEFERSON MACHADO VALENCIA, JENRY MACHADO CORDOBA, JESUS ANTONIO 
MOSQUERA, JESUS ANTONIO PALACIOS , JESUS MARIA ZUÑIGA SANCHEZ, JAYLER 
JOSE MENA CHAVERRA, JHERLIN MOSQUERA VALENCIA, JHOJALI ROMAÑA MURILLO, 
JHON ANDRES CALVO MENA, JHON FREDY CALVO CORDOBA, JHON FREDY MENA 
CUESTA, JHON GEY ORTIZ MENA, JHON JAIRO PALOMEQUE, JHON JAMES VALENCIA 
MENA, JONATAN MACHADO, JORGE ANTONIO CALVO CORDOBA, JORGE BECHECHE, 
JORGE BERMUDEZ ROA, JORGE ENRIQUE CORDOBA, JORGE JAVIER CORDOBA 
RENTERIA, JOSE ADAN PALACIOS ASPRILLA, JOSE ANGEL DIAZ PALOMEQUE, JOSE 
ANGEL MOSQUERA CHAVERRA, JOSE ANTONIO ESPINOZA CAICEDO, JOSE APARECIO 
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PALACIOS MOSQUERA, JOSE CASTRO CUESTA ASPRILLA, JOSE DELMIRO GOMEZ 
MOSQUERA, JOSE ELICEO PALACIOS MOSQUERA, JOSE ELOI MENA MENA, JOSE FELIX 
MORENO FLORES, JOSE FLORINDO MOSQUERA, JOSE GREGORIO GUARDIA MENA, 
JOSE IRENO PALACIOS PALACIOS, JOSE ISABEL PALACIOS, JOSE LIVARDO OLEA 
CONDE, JOSE LUIS DOGIRAMA S, JOSE NILSON QUINTO, JOSE RÁMON MORENO, JOSE 
REYES MAYO CHAVERRA, JOSE REYES PALACIOS, JOSE SIRILO MARTINEZ PALACIOS, 
JOSE TRINIDAD PINO MOSQUERA, JOSE VIRGILIO MACHADO MENA, JUAN ANTONIO 
PALACIOS, JUAN BERCELIA MURILLO, JUAN C MENA MENA, JUAN CUESTA CUESTA, 
JUAN DE DIOS CALVO HINESTROZA, JUAN DE LA CRUZ MARTINEZ MORENO, JUAN 
DIDIER PALACIOS, JAUN ESTEBAN CORDOBA, JUAN EVANGELISTA CHAVERRA 
GAR<&A, JUAN EVANGELISTA RIVAS, JUAN GREGORIO MORENO, JUAN OLlVÍO 
PALACIOS PINO, JUAN PALACIOS PALACIOS, JUAN VALENCIA INCEL, JUAN VALENCIA 
PALACIOS, JUAN 4^ VICENTE ASPRILLA ANDRADES, JUAN VICENTE ASPRILLA A, JUANA 
DOMINGA URRUTIA, JUANA FLORES MOSQUERA, JULIA ESTER MORENO, JULIA 
PALOMEQUE TORRES, JULIAN CUESTA CORDOBA, JULIAN CUESTA PINO, JULIO 
ENRIQUE HURTADOP, JUSTINA RENTERIA MORENO, JUSTO MOSQUERA TORRES, 
KATERINE ESPINOZA CALVO, KELLY JHOANA MACHADO PALOMEQUE, KELLY 
JHONANA VICTORIA MENA, KENNAIDA CUESTA IZQUIERZO, KETTY MOSQUERA 
PALACIOS, LACINA CUNAMPIA OLEA, LEIDA ROSA CHALA GUARDIA, LEIDY LANA C, 
LEISON PALACIOS P, LENIS MARIA OREJUELA RIVAS, LEON JAIR QUEJADA PALACIOS, 
LEOPOLDO RENGIFO GUARDIA, LEYDI PATRICIA VALOIS, LIBARDO HOROBO LOPEZ, 
LIBORIO CHAVERRA MURILLO, LICENIA CALVO VALENCIA, LILI JOANA HINESTROZA 
CHAVERRA, LILIAN ERINA MOSQUERA, LILIANA MORENO MACHADO, LINA MARIA 
MECHA MECHA, LINDA EMERITA PALACIOS PALACIOS, LINO ESCAPETA, LIRIS JOHANA 
MACHADO CORDOBA, LUIS MAYO CHAVERRA, LIVIA MARIA CORDOBA CHAVERRA, , 
LIVIO CANSARI OLEA, LIVIO MANUEL MORENO, LIVIS MARIA RAMIREZM, W LOURDE 
MARIA GUTIERREZ CORREA, LUCIA REYES CORDOBA, LUCILA ESPINOZA MORENO, 
LICILA ESPINOZAMOSQUERA, LUCIO PALACIOS, LUIS ALBERTO LEUDO, LUIS ANGEL 
ROMAÑA CHAVERRA, LUIS ANIBAL HURTADO P, LUIS ANTONIO SABEDRA, LUIS 
ARCADIO MOSQUERA, LUIS ARMANDO MACHADO, LUIS ELIN PALACIOS PALACIOS, 
LUIS ELOY MOSQUERA PINO, LUIS ELOY VALOYES ZUÑIGA, LUIS EVELIO OREJUELA 
BARCO, LUIS EVERTO BARCO R, LUIS HERNAN PALACIOS ASPRILLA, LUIS JOSE 
PALACIOS CORDOBA, LUIS OLFIDIO CUESTA ROMAÑA, LUIS RIVARDO VALOY, LUIS 
IBARGUEN MORENO, LUS ARMANDO MACHADO, LUS MILA URRUTIA, LUVARNINA 
CABRERA PIPILAY, LUZ CAMILA CALVO BLANDON, LUZ DARI ESPINOZA CAICEDO, LUZ 
DEL CARMEN CHAVERRA, LUZ MARI CORREA CHAVERRA, LUZ MARI MOSQUERA 
OREJUELA, LUZ MARINA CAÑOLA DE P, LUZ MARINA IZQUIERDO PALACIOS, LUZ 
MARINA MARTINEZ CORDOBA, LUZ MARINA RENTERIA CHAVERRA, LUZ MARINA 
REYES ZUÑIGA, LUZ MERI CHAVERRA PALACIOS, LUZ MILA MORENO MOSQUERA, LUZ 
MILA RODRIGUEZ CORDOBA, LUZ NEREIDA MOSQUERA MORENO, LUZ NEY CHAVERRA 
GARCIA, LUZ YANETH QUEJADA PALACIOS, MACARIA AYIN CHAVERRA, MACARIO 
ASPRILLA PALOMEQUE, MACARIO MOSQUERA A, MAGNECIO CAÑOLA ANDRADES, 
MAGNOLIA MACHADO CORDOBA, MAGNOLIA PALACIOS PALACIOS, MAMERTA 
MOSQUERA MURILLO, MANUEL ABILIO MOSQUERA PALACIOS, MANUEL AGUSTO 
GARCIA P, MANUEL BAQURASA, MANUEL CLEMENTE CASTRO, MAUEL ENRIQUE 
PALACIOS MORENO, MANUEL ERMINIO PALACIOS A, MANUEL ESPINOZA CAICEDO, 
MANUEL FRANCISCO HIROBO I.OPEZ, MANUEL HUMBERTO DIAZ ASPRILLA, MANUEL 
RAMO MOSQUERA P, MARCELINA RENTERIA, MARCELINO PINO MOSQUERA, MARCIAL, 
ASPRILLA MENDOZA, MARCIAL CORDOBA GANZALES, MARCIANO CORDOBA MURILLO, 
MARCO ANTONIO PALACIOS ASPRILLA, MARDONIO MENA ROBIRA, MARGARITA CALVO 
BLANDON, MARI MENA CUESTA, MARIA ANTONIA VALOY ZUÑIGA, MARIA BENITA 
VALOY PEREA, MARIA CELINA MARTINEZ, MARIA CHAVERRA MURILLO, MARIA 
CRISELDA ROBIRA, MARIA CRISTINA PALOMINO, MARIA CUSTODIA RIVAS CORDOBA, 
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MARIA DE JESUS MURILLO CORDOBA, MARIA DE JESUS PALACIOS COSSIO, MARIA DE 
LA CRUZ BARCO, MARIA DE LA CRUZGUARDIA, MARIA DEL CARMEN CUESTA 
CORDOBA, MARIA DEL PILAR ASPRILLA MOSQUERA, MARIA EDUARDO RENTERIA 
GOEZ, MARIA ELVITA PALACIOS PALACIOS, MARIA EMILIANA BARCO, MARIA ESILDA 
COPETE MORENO, MARIA EUGENIA PALACIOS TORRES, MARIAEVILA MOSQUERA 
ROMAÑA, MARIA FANCI MOSQUERA MARTINEZ, MARIA GARCIA CORDOBA, MARIA 
GREGORIA RIVAS, MARIA INEZ RENTERIA GOEZ, MARIA ISABEL ZUÑIGA, MARIA JESUS 
VALENCIA, MARIA JOSEFA SANCHEZ, MARIA LESLY MACHADO VALECIA, MARIA LUS 
MASERA GUERRERO, MARIA LUZNEI HURTADO SERA, MARIA NELLY RAMIREZ 
HINESTROZA, MARIA O HINESTROZA, MARIA PASCUALA MORENO GARCIA, MARIA 
PIEDAD MOSQUERA ASPRILLA, MARIA PILAR MURILLO ROVIRA, MARIA RAMOS PINO, 
MARIA SANTOS CORDOBA RENTERIA, MARIA SEBASTIANA RIVAS PALACIOS, MARIA 
SEGUNDA VALENCIA, MARIA SORAIDA PALACIOS MOSQUERA, MARIA VICTORIA 
MORENO PALACIOS, MARIA VICTORIA MOSQUERA, MARIA WILFRIDA MOSQUERA DE 
LOZANO, MARIA YANETH ZUÑIGA H, MARIANO CORDOBA, MARIANA LIZCANO CORREA, 
MARICEL PINO CHAVERRA, MARIELA CHAMI, MARINA CUESTA VALENCIA, MARINO 
CUESTA CORDOBA, MARINO MARTINEZ VALENCIA, MARIO DOMINGUEZ MENA, MARIO 
ROJAS ISAMARA, MARISETH PINO CHAVERRA, MARISOL PANESSO PALACIOS MARITZA 
DEL C, ASPRILLA Q, MARLEDIS MENDOZA MORALES, MARLEDYS PALACIOS ASPRILLA, 
MARLENIS CUESTA MOSQUERA, MARLENIS MECHA MECHA, MARLENIS MENA 
ROMAÑA, MARLEVINSON CAÑOLA HINESTROZA, MARLI ESPINOZA VALENCIA, MARHTA 
AURORA PEDROZA SANCHEZ, MARTHA LUCIA ARCE QUINTO, MARTIN ALBERTO MENA 
CUESTA, MURCIA DOMINGUEZ MENA, MAVILIA ESPINOZA MOSQUERA, MAXIMA 
ASPRILLA A, MAXIMA PALACIOS ASPRILLA, MAXIMILIANO PALACIOS, MAXIMO PLACIOS 
ASPRILLA, MAYODIS OREJUELA RIVAS, MELKIN HINESTROZA RAMIREZ, MERLIN 
CUESTA MACHADO, MICAELA VALENCIA DE MACHADO, MIDELEA PALACIOS PALACIOS, 
MIGELINA CORDOBA CORDOBA, MIGUEL MARIA GARCIA, MILTON CAÑOLA CAICEDO, 
MILTON MENA VALENCIA, MILVIO MARTINEZ PALACIOS, MIRIAN PALACIOS PALACIOS, 
MIRNA JULIO VELASQUEZ, MIRSA LESCANO CORREA, MISAEL MENA CHAVERRA, 
MISAEL PALOMEQUE CUESTA, MOISES DIAZ ASPRILLA, MOISES ROMAÑA ROMAÑA, 
NAIDA CUESTA MACHADO, NANCY MACHADO VALENCIA, NANCYITOBO VALENCIA, 
NANCY UNFRIED MACHADO, NANCY VALENCIA MOSQUERA, NARCISO ASPRILLA R, 
NARLI MOSQUERA GONZALES, NATIVIDAD DEL SOCORRO LANCE, NECTOLIA 
MOSQUERA DE CUESTA, NEIBER LOPEZ RENTERIA, NEIFI DEL CARMEN DOMINGUEZ 
M, NEIFY DEL CARMEN MOSQUERA, NELI DEL C, PALACIOS, NELSON CHAVERRA 
VALENCIA, NELSON MOSQUERA PALOMEQUE, NEMESIO MURILLO CAICEDO, NESTOR 
PALACIOS PALACIOS, NICOLASA CORDOBA VALENCIA, NI@&LÁSA RENTERIA 
MORENO, NICOLAZA PALOMEQUE BARCO, NICOLAZA VAQUERO FLORES, NILDA MARIA 
MOSQUERA PACHECO, NILSA IMELDA GONZALES, NILSON MACHADO MOSQUERA, 
NIRIAN DOMINGUEZ MENA, NISENIA CALVO VALERNCIA, NISON MENA CUESTA, NIVIA 
CHAVERRA HINESTROZA, NIXON PALACIOS PALACIOS, NOEL ESPINOZA ROMAÑA, 
NOELIA ASPRILLA PALACIOS, NOLASCO AYIN CHAVERRA, NOLASCO CUESTA AYIN, 
NOLBERTO HINESTROZA H, NORA PEREA MORENO, NORA SANCHEZ URRUTIA, 
NORBERTO HINESTROZA PINO, NORBERTO PALACIOS PALACIOS, NORELA PRADO 
PALACIOS, NORIS MACHADO SALAS, NORMANIA BERRIO MOSQUERA, NORMILA 
MORENO PEREA, NUMAR CHAVERRA MENA, OBDULIA CORDOBA ALVAREZ, 
OBTAVIANO ASPRILLA CUESTA, OCTAVILO LOPEZ CUESTA, OCTAVIO ESPINOSA 
ROMAÑA, OCTAVIO ESPINOZA CAICEDO, OCTAVIO ESPINOZA PALACIOS, OLIVA MENA 
ROMAÑA, OLIVIA DOMINGUEZ MENA, OMAIRA HIESTROZA DE CHAVERRA, OMAR 
CHAVERRA GARCIA, ONORINA PINO GARCIA, ORACIO PALACIOS ARIAS, O RE LIA 
CUESTA PINO, ORTELIO MORENO ASPRILLA, OSCAR ESPINOZA OSIAS MARTINEZ 
BERMUDEZ, PABLO EMILIO OREJUELA BARCO, PARMENIO MOSQUERA, PASTOR 
PALACIOS MOSQUERA, PATROCINIA PALACIOS MOSQUERA, PATROCINIO PALACIOS, 
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PAULA ARAMINTA PALACIOS, PAULA CORREA CUESTA, PAULA LESCANO CORREA, 
PAULINO AVILES LINOM, PAULO PALACIOS OREJUELA, PEDRO C HINESTROZA 
HURTADO, PEDRO CARLOS CUESTA ROMAÑA, PEDRO CUESTA MORENO, PEDRO 
LIZCANO CORREA, PEDRO MANUELA PALACIOS PALACIOS, PEDRO MARIANO 
RENTERIA, PEDRO NOLASCO ASPRILLA, AYIN PEDRO VICENTE PALACIOS, PETRONA 
POLO GUARDIA, PLACIDA LIMON, PLACIDO MENA ROMAÑA, PORIFICACION CHAVERRA 
VALENCIA, PORTO CHAVERRA HINESTROZA, PRIMERO CONDE MECHA, RAFAEL 
OREJUELA CORDOBA, RAFAELA VELEZ PACHECO, RAMON MACHADO SANCHEZ, 
RANGEL IZQUIERDO PALOMEQUE RAQUEL MENA MOSQUERA, REGULO VALENCIA 
MOSQUERA, REINERIO MOSQUERA QUINTO, REINERIO PALACIOS MOSQUERA, 
RELINSON DOJIRAMA SANAPI, RICAEL RENGIFO PALACIOS, RICARDO ORTIZ 
VALENCIA, RICAUTER DE JESUS VALENCIA, RIQUILDO DUMASA DOGIRAMA, ROBINSON 
MACHADO CH, ROBINSON MACHADO CORDOBA, ROBINSON MENA RIVAS, ROGERIO 
PALACIOS INBA, ROMAN MOSQUERA, ROMINSER MOSQUERA PALOMEQUE, 
ROMUALDO PALACIOS MOSQUERA, ROÑAL UNIFRIED CORDOBA, RONELSON 
JARAMILLO OYOS, ROSA APULIA MOSQUERA MARTINEZ, ROSA ARLIN MORENO SALAZ, 
ROSA CLAVO MENA, ROSA CRISTINA PALACIOS ASPRILLA, ROSA DE LAS NIEVES 
CHAVERRA ALVAREZ, ROSA DEL C PALACIOS, ROSA ELENA MARTINEZ P, ROSA ELENA 
MOSQUERA, ROSA ENITH MOSQUERA M, ROSA ESILDA ASPRILLA, ROSA ESTHER 
MOSQUERA ASPRILLA, ROSA EUVILA CALVO CUESTA, ROSA FABIOLA ASPRILLA 
RAMIREZ, ROSA ISABEL RENTERIA, ROSA NARDELIS LIZCANO CORREA, ROSA NERI 
MOSQUERA MOSQUERA, ROSALIA ASPRILLA MOSQUERA, ROSALIA PINO GARCIA, 
ROSALIA POTES MENA, ROSALILIA CORREA CHAVERRA, ROSALINO ASPRILLA, 
ROSARIO PALACIOS MOSQUERA, ROSAURA CUESTA MACHADO, ROSIBETH MACHADO 
CHAVERRA, ROSIBETH MACHADO CORDOBA, ROSIBETH MENA CUESTA, ROSMIRA 
PALACIOS PINO, ROSNEI MACHADO SANCHEZ, RUBIELA BENITES OQUENDO, RUBIELA 
PEREA ORTIZ, RUBILIA CUESTA ROVIRA, RUBY ROVIRA PALACIOS, RUFINA CHAVERRA 
GARCIA, RUPERTO PALACIOS P, RUSEL ANTONIO MOSQUERA, RUTBEL MOSQUERA 
MOSQUERA, RUT ENILDA PALACIOS CHAVERRA, RUTH MARIA RIVAS ANDRADES, 
SABULON MENA PEREZ, SACARIAS MACHADO CORDOBA, SADY MARTINEZ BLANDON, 
SAMIRA PALACIOS HINESTROZA, SAMUEL VICTORIA SALAZAR, SAN MARTE CHARRITO, 
SANDRA LOPEZ RENTERIA, SANTO CORDOBA HEREDIA, SANTOS EDUARDO 
LARGACHA POTES, SANTOS GUMARANDO ZUÑIGA P, SARA AURELINA, SATURIO 
WARAWATA CHAPIA, SATURNINA CHAVERRA ARROYO, SATURNINA ORTIZ HEREDIA, 
SAUL MENA MOSQUERA, SAULO ENRIQUE MOSQUERA P, SAULON MENA CUESTA, 
SEGUNDA CHAVERRA GONZALEZ, SENEN PTE MENA, SILVIA MARIA MARTINEZ 
BLANDON, SILVIA MARIELA MORENO LOPEZ, SINFORIANO PALACIOS MOSQUERA, 
SIRIACO LESCANO CUESTA, SIXTO HINESTROZA CUESTA, SIXTO PALOMEQUE BARCO, 
SOILA MORENO BUENAÑOS, SONIA IBARGUEN MOSQUERA, SONIA MENA PALACIOS, 
SORIS ARGENIS MORENO M, TARCIILA PALACIOS MOSQUERA, TEODOXIA 
HINESTROZA DE V, TERECILA PALACIOS MOSQUERA, TEREZA CORREA ORTIZ, 
TEREZA EVANGELINA PRADO, TIBERINO IBAMIA ISARAMA, TILSA MARIA MOSQUERA 
VALENCIA, TIRSON HINESTROZA CHAVERRA, TOLENTINO DUMAZA DOGIRAMA, TOMAS 
MORENO CORDOBA, TOMASA CORDOBA MOSQUERA, TOMASA PALACIOS MORENO, 
TOMAZA CORDOBA ORTIZ, ULIER CHORI D, UVERTINA PINILLA CORDOBA, VENTURA 
MOSQUERA CHAVERRA, VERRAY PALACIOS HERRON, VIASNEY A DOMINGUEZ P, 
VICENTE MENA R, VICENTE ORTIZ VICTORIA, VICTOR CALVO ROVIRA, VICTOR MENA 
ROVIRA, VICTOR RIVÁS LOPEZ, VIRGELINA CORDOBA RENTERIA, VIGILIO DOGIRAMA 
ISARAMA, VIRGINIA PALACIOS PEÑALOZA, WALDINA ESPINOZA CHAVERRA, WANNER 
ALVAREZ, WILFRIDO ESCARPENTA MENA, WILFRIDO MOSQUERA RIVAS, WILLINSON 
ASPRILLA PALACIOS, WILMAN HINESTRO PINO, WILMAR PALOMEQUE BARCO, WILSON 
ASPRILLA MURILLO, WILSON CORDOBA ROMANA, WILSON CUÑAPA, WILSON MORENO 
G, WILSON PALACIOS ASPRILLA, WILTON MACHADO POLO, WUARNER CUESTA 
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CORDOBA, WULLINTON CORDOBA RENTERIA, XIMENA MENA MENA, YACSON CUESTA, 
YADELIS SANCHEZ PALOMINO, YADIRA DEL C CUESTA M, YADIRA DEL CARMEN 
CUESTA, YANETH PALACIOS CORDOBA, YAMIL RENTERIA VALENCIA, YAMILETH 
PALOMEQUE P, YAMILSON PALACIOS MOSQUERA, YANELIS CHAVERRA BEJARANO, 
YANELIS CHAVERRA BEJARANO, YANETH CUESTA CORDOBA, YANETH MACHADO 
VALENCIA, YANNI ALVAREZ MARTINEZ, YANNI MARIA PALACIOS MOSQUERA, YARLEY 
RENTERIA MOYA, YARLEY ASPRILLA PALACIOS, YARLEYDIS PALACIOS ARANGO, 
YASIRA CHAVERRA GARCIA, YEFER PALACIOS P, YEFERSON MENS HEREDIA, INER 
CAÑOLA PALACIOS, ISON MACHADO MOSQUERA, MENSON CAÑOLA PALACIOS, NINI 
YANETH BERRIO CORDOBA, RLIN CALVO MENA, RLIN RENTERIA MOSQUERA, RNI 
MILENA CORDOBA HINESTROZA, YESMITH MENA, YIDIA PALACIOS MOSQUERA, 
YIRLEAN ASPRILLA PALACIOS, YIRMA MARIA ASPRILLA PALACIOS, YIRTON ASPRILLA 
BARCO, YONIER CUESTA MACHADO, YOLEYDIS MACHADO MENA, YONIER CUESTA 
MACHADO, YUBELIS MOSQUERA MENS, YUDIS ABADIA MENA, YULI MARIA MENA 
BERRIO, YULIS MARIA ROMAÑA, YUNNI MOSQUERA DIAS, YURANIS ESTHER ALVAREZ 
LOPEZ, YUSNAY CUESTA MOSQUERA, YUSNAY MENA CHAVERRA, YUVERLI CUESTA 
CHAVERRA, ZIRLEY MARTINEZ P y ZULEINA ROMAÑA CHAVERRA.  
 
Por conducto de apoderado judicial, instauraron Acción de Grupo contra la NACIÓN-
MINISTERIO DEL INTERIOR-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-FUERZAS MILITARES 
y POLICÍA NACIONAL. 
 
2.2.2 En la demanda se suministraron los criterios para identificar al grupo de personas 

afectadas. 
 

Se afirma en la demanda que el grupo está integrado por habitantes del área rural  del municipio 
de Bojayá,-Chocó, correspondientes a los corregimientos de Pogue, Piedra Candela, Cuía, La 
Loma, Corazón de Jesús, Caimanero, Majandó, Charco Gallo, Chancú, Peñita, Rio Napipí, entre 
otros poblados que por intensos  enfrentamientos  en la zona  entre la guerrilla y las AUC, por 
temor a ser que se repitiera la masacre del 2 de mayo 2002, se vieron compelidos a abandonar 
su territorio y sus bienes entre los días 15 y 17 de febrero de 2005, sin que el Estado acudiera 
a contrarrestar el actuar de los grupos ilegales. 
 
De acuerdo con lo anterior, y la Ley 387 de 1997 y desarrollos jurisprudenciales, en el presente 
caso, sólo tendrán la calidad de desplazados, quienes demuestren que entre el 15 y 17 de 
febrero   habitaban los corregimientos y veredas  de Rio Bojayá,  Medio Atrato-Chocó, 
correspondientes a los corregimientos de Pogue, Piedra Candela, Cuía, La Loma, Corazón de 
Jesús, Caimanero, Majandó, Charco Gallo, Chancú, Peñita, Rio Napipí, entre otros poblados 
aledaños y desempeñaron allí su actividad económica, pero que se vieron forzados a migrar, 
como consecuencia de la omisión de la fuerza pública en dispensarles seguridad a las 
mencionadas comunidades de Bojayá. 
 
2.2.3. Los demandantes todos actúan a través de abogado, dando así cumplimiento a lo 
establecido en el primer inciso del artículo 49 de la Ley 472 de 19988, conforme los poderes 
obrantes del folio 37 a 81 del expediente9.  
 
2.2.4. Los perjuicios individuales se hacen derivar de una causa común, que se imputa a 
las entidades demandadas: La omisión de la fuerza Pública, la  cual no hizo  presencia en las 

 
8Artículo 49º.- Ejercicio de la Acción. Las acciones de grupo deben ejercerse por conducto de abogado. 
Cuando los miembros del grupo otorguen poder a varios abogados, deberá integrarse un comité y el juez reconocerá como coordinador y 
apoderado legal del grupo, a quien represente el mayor número de víctimas, o en su defecto al que nombre el comité. 
 
9Véase el anexo No. 1, respecto de los demandantes que otorgaron poder en su propio nombre y en representación de menores de edad. 
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zonas de combate lo cual conllevó al desplazamiento y por ende la pérdida de los bienes 
materiales e inmateriales de los accionantes. 
 
2.2.5. Las pretensiones son netamente reparatorias. Están orientadas a obtener la 
indemnización de los perjuicios que sufrieron los integrantes del grupo como consecuencia de 
los hechos imputables a la entidad demandada. 
 
3. DE LAS EXCEPCIONES. 

 
Las accionadas Nación-Mindefensa-Policía Nacional, Ejército Nacional, Ministerio del Interior y 
de Justicia en sus respectivas contestaciones propusieron excepciones: i inexistencia del 
daño por cuanto  la parte actora no prueba el daño ni que sean desplazados ii  hecho de un 
tercero, en tanto las actuaciones que dieron origen al desplazamiento fue generada por grupos 
al margen de la ley, iii Falta de la causa para pedir e Inexistencia de prueba de los 
perjuicios, pués no se se vislumbra la posibilidad de un perjuicio material producido por la 
institución, iv Inexistencia del Derecho, en consideración que el  Estado no puede responder 
por las conductas de terceros ajenos a la actividad propia de la administración, v Indebida 
representación en causa por pasiva, en tanto el Ministerio de Justicia no es esa entidad a 
quien le compete el control del orden público y tomar medidas de prevención, sino que  su  
competencia radica en ejercer la dirección y coordinación con las autoridades Departamentales 
y municipales sobre el control del orden público, pero el control del mismo en estricto sentido 
se lleva a cabo a través del Ministerio de Defensa  Nacional y sus organismos de seguridad vi 
Incapacidad o indebida representación del demandante: Dentro del poder conferido al 
apoderado por los demandantes no se le confirió  el mismo para demandar al Ministerio del 
Interior y de Justicia. 
 
Advierte la Sala que se pronunciará en primer lugar respecto de la falta de legitimación en la 
causa tanto por pasiva como por activa. De no prosperar ninguna de éstas, de las restantes 
excepciones se pronunciará al momento de resolver el fondo del asunto. 
 
Ante la solicitud elevada por la parte demandada en el sentido de declarar la falta de legitimación 
en la causa por pasiva, la Sala estima necesario referirse a la naturaleza jurídica de la noción 
de legitimación en la causa. 
 
La jurisprudencia constitucional se ha ocupado de definir la legitimación en la causa como la 
“calidad subjetiva reconocida a las partes en relación con el interés sustancial que se discute 
en el proceso10”, de forma tal que, cuando una de las partes carecen de dicha calidad o 
condición, no puede el juez adoptar una decisión favorable a las pretensiones demandadas. 
 
Conforme con la posición básica que informa el instituto de la legitimación en la causa, en esa 
materia específica, está circunscrita a determinar qué sujetos se encuentran jurídicamente 
habilitados o autorizados para promover el proceso, para intervenir en él y para contradecir las 
pretensiones de la demanda; función que debe ejercer teniendo en cuenta la naturaleza de la 
actuación de que se trate y los fines o propósitos que con ella se persiguen.  
 
Por su parte el H. consejo de Estado ha sostenido, que la legitimación en la causa consiste en 
la identidad de las personas que figuran como sujetos (por activa o por pasiva) de la pretensión 
procesal, con las personas a las cuales la Ley otorga el derecho para postular determinadas 
pretensiones. Entendido así el concepto de legitimación en la causa, es evidente que cuando 
ella falte, bien en el demandante o bien en el demandado, la sentencia no puede ser inhibitoria 
sino desestimatoria de las pretensiones aducidas, pues querrá decir que, quien las adujo o la 

 
10 Corte Constitucional. Sentencia C- 965 de 2003. 
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persona contra las que se adujeron, no eran las titulares del derecho o de la obligación 
correlativa alegada11.  
 
También ha dicho esa Corporación, que la legitimación en la causa puede ser de hecho, cuando 
la relación se establece entre las partes por razón de la pretensión procesal, es decir, de la 
atribución de una conducta que el demandante hace al demandado en su demanda, o material, 
frente a la participación real de las personas en el hecho origen de la formulación de la 
demanda, independientemente de que dichas personas hayan demandado o hayan sido 
demandadas, razón por la cual, la ausencia de esta clase de legitimación, no constituye una 
excepción de fondo, porque no enerva la pretensión procesal en su contenido, sino que es una 
condición anterior y necesaria para dictar sentencia de mérito, sin que el estar legitimado en la 
causa otorgue el derecho a ganar, lo que sucede aquí, es que si la falta recae en el demandante, 
el demandado tiene derecho a ser absuelto, no porque él haya probado un hecho que enerve 
el contenido material de las pretensiones, sino porque quien lo atacó no es la persona que frente 
a la ley tiene el interés sustantivo para hacerlo – no el procesal – por el contrario, si la falta de 
legitimación en la causa es del demandado, al demandante se le negarán las pretensiones, no 
porque los hechos sustentados no le den el derecho, sino porque a quien se las atribuyó no es 
el sujeto que debe responder, y por eso, el demandado debe ser absuelto12 
 
3.1 Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva. 
 
Procede la Sala a pronunciarse respecto de la "falta de legitimación en la causa por pasiva" 
alegada por los demandados, dentro del escrito de contestación de la demanda. 
 
Conforme lo precisado por la jurisprudencia la "legitimación en la causa" es una relación, a la 
vez material y procesal, entre los sujetos de la pretensión (por activa o por pasiva) con el objeto 
que se pretende. En tal sentido ha de determinar si los demandados son realmente los obligados 
a reparar los daños reclamados por la parte actora en su demanda. 
 
Se tiene que la pretensión principal de la demanda se centra en obtener la reparación del daño 
irrogado a los demandantes por una falla en el servicio de vigilancia y protección respecto de 
las personas habitantes de los habitantes de las comunidades (veredas, corregimientos, 
Cacerios) de Pogue, Piedra Candela, Cuía,La Toma, Corazón de Jesús, Caimanero, Majandó, 
Charco Gallo, Chancú, Peñita, Rio  Napipí; entre otras del municipio de Bojayá. Funciones estas 
que según las voces de los artículos 216 de la Constitución Política13 se encuentran en cabeza 
de la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército – Armada Nacional y Policía Nacional. 
 
Por lo anterior, encuentra la Sala que la excepción así planteada, por la Nación – Ministerio de 
Defensa Nacional – Ejército Nacional y Policía Nacional, no tienen vocación de prosperar, 
contrario a lo alegado por la Nación-Ministerio del Interior y de Justicia, en razón a que dentro 
del marco funcional a él encomendado legalmente no le asisten funciones de salvaguarda, 
defensa y seguridad de la población civil, en los términos del artículo 216 citado en precedencia, 
que expresamente dispone a quien le competen. 
 

 
11 Al respecto, el alto Tribunal ha sostenido: “La legitimación en la causa consiste en la identidad de las personas que figuran como sujetos (por 
activa o por pasiva) de la pretensión procesal, con las personas a las cuales la ley otorga el derecho para postular determinadas pretensiones. 
Cuando ella falte bien en el demandante o bien en el demandado, la sentencia no puede ser inhibitoria sino desestimatoria de las pretensiones 
aducidas, pues querrá decir que quien las adujo o la persona contra las que se adujeron no eran las titulares del derecho o de la obligación 
correlativa alegada”. Sentencia del 23 de octubre de 1990. Expediente No. 6054. 
 
12 Consejo de Estado, Sentencia del 11 de noviembre de 2009, Rad. 18.163. M.P. Mauricio Fajardo Gómez. 
 
13 “Artículo 216. La fuerza pública estará integrada en forma exclusiva por las Fuerzas Militares y la Policía Nacional. Todos los colombianos 
están obligados a tomar las armas cuando las necesidades públicas lo exijan para defender la independencia nacional y las instituciones 
públicas. La Ley determinará las condiciones que en todo tiempo eximen del servicio militar y las prerrogativas por la prestación del mismo”. 
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Así las cosas se declarará no probada la excepción de falta de legitimación en la causa por 
pasiva propuesta por la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional y Policía 
Nacional, y declarará probada dicha excepción respecto de la Nación-Ministerio del Interior y 
de Justicia. 
 
3.2 Falta de legitimación en la causa por activa. 
 
Alega la parte accionada que las personas integrantes del grupo demandante no acreditaron la 
legitimación en la causa, en tanto no aportaron listado ni declaración alguna que demuestre su 
condición de desplazados.  
 
Como lo ha establecido la jurisprudencia14, el Registro de Desplazados constituye una 
herramienta declarativa de la calidad de desplazado más no constitutiva de ella y, por ende, la 
inexistencia de listado o constancia emanada de Acción Social, en torno a la calidad o condición 
de desplazado respecto de los accionantes, de manera alguna, impide verificar a partir de otras 
pruebas la condición que alegan tener en su demanda quienes integran el grupo de accionantes. 
 
Además para la Sala la legitimación en la causa por activa de los demandantes integrantes del 
grupo, se puede verificar con el censos poblacionales emanados de autoridad competente, o 
cualquier otro documento, como el que obra a folios 1941 -1967, que de cuenta de la condición 
de residentes del área rural  de Bojayá,-Chocó, correspondientes a los corregimientos de 
Pogue, Piedra Candela, Cuía, La Loma, Corazón de Jesús, Caimanero, Majandó , Charco Gallo, 
Chancú, Peñita, Rio Napipí, entre otros poblados, sin perjuicio de excluir a quien no cumpla con 
todos los requisitos para el efecto. 
Por lo anterior para la Sala la excepción así planteada no tiene vocación de prosperar.  
 
Sobre las restantes excepciones: inexistencia del daño,  hecho de un tercero, falta de causa 
para pedir, inexistencia del derecho,  Incapacidad o indebida representación del 
demandante, No acreditación por parte de los demandantes de la calidad de desplazado, 
inexistencia de prueba de perjuicio, advierte la Sala que se pronunciará al resolver el fondo 
del asunto en relación con la responsabilidad de las demandadas Nación – Ministerio de 
Defensa Nacional –Ejército - Policía Nacional, Ministerio del Interior y de Justicia. 
 
4.- PROBLEMA JURÍDICO: El problema jurídico se contrae a establecer si es administrativa y 
extracontractualmente responsable el Estado representado por el MINISTERIO DE DEFENSA- 
POLICÍA  y- EJÉRCITO NACIONAL- MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA  por los 
perjuicios materiales (daño emergente y lucro cesante) y morales, causados a los demandantes 
con ocasión a la falla en el servicio de protección y seguridad respecto a los habitantes del área 
rural de Bojayá, que conllevó al desplazamiento masivo de mas de 2.000 personas  entre 
febrero y marzo de 2005. 
 

 
14 Para el Consejo de Estado, al margen de los procedimientos establecidos por la ley - artículo 32 de la ley 387 de 1997 – para acceder a los 
beneficios que en la misma ley se señalan para las personas en condición de desplazamiento, la condición de desplazado es un hecho que se 
refiere a la migración interna forzada, y por tanto constituye una situación fáctica y no una calidad jurídica.  
 
A este respecto, ha dicho esa Corporación que: “ … al margen de esos beneficios, la condición de desplazado la tiene quien se vea obligado 
a migrar internamente en las circunstancias y por los motivos señalados en la ley, porque, se reitera, ser desplazado es una situación 
fáctica y no una calidad jurídica”. Sentencia SI 00213-01 DE 2006 S3. Enero veintiséis (26) de dos mil seis (2006). 
 
Para esa alta Corporación ser desplazado es una situación fáctica y no una calidad jurídica que se adquiera con la inscripción en una lista 
oficial o por el hecho de recibir atención humanitaria estatal. 
 
En otras oportunidades sobre el mismo tema: “El desplazamiento forzado ha sido definido como una situación fáctica como consecuencia de 
la cual se produce un desarraigo producto de la violencia generalizada, la vulneración de los derechos humanos o la amenaza de las garantías 
del derecho humanitario. (…)”Nota de relatoría: Consultar. Corte Constitucional. Sentencia T-630 de 15 de agosto de 2007; C-278 de 18 de 
abril de 2007; Su-1150 de 22 de enero de 2000, C-372 de 27 de mayo de 2009. 
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La parte actora fundamenta sus pretensiones en el régimen de falla del servicio en tanto el 
Estado debe responder por los daños antijurídicos causados a las personas con su omisión, los 
cuales no están en la obligación de soportar.  
 
En virtud de lo anterior, considera la Sala, que es indispensable hacer un breve análisis de la 
normatividad y la jurisprudencia vigente, aplicables al caso concreto, luego de ello se analizará 
el caso concreto de cara a lo que resultó probado en este asunto. 
 
Es claro que los actos realizados por las autoridades públicas en cualquiera de sus actividades, 
sobre todo cuando se encuentran en ejercicio de la función administrativa, deben sujetarse a 
los principios constitucionales y preceptos legales que rigen para el Estado y sus agentes, en 
tanto consagran los derechos de los ciudadanos y garantizan su protección. 
 
5.- Fundamento de la responsabilidad del Estado. 
 
Por principio general, quien sufre un daño imputable a título de delito o culpa cometido por otra 
persona, tiene derecho a la reparación integral, conforme a lo establecido en los arts. 2 y 90 de 
la Constitución Política. 
 
Los citados artículos a la letra dicen: 
 
“Las autoridades están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, 
bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del 
Estado y de los particulares”15. 
 
“El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción 
o la omisión de las autoridades públicas. 
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido 
consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste16”. 

 
Con fundamento en las anteriores normas, se fijó la responsabilidad patrimonial por parte del 
Estado para reparar el daño antijurídico, cuando quiera que el mismo le sea imputable por 
acción u omisión. 
 
Del texto mismo de estas normas transcritas, se desprenden los elementos que configuran dicha 
responsabilidad, los cuales son: 1. El daño antijurídico, 2. La imputación del mismo a la entidad 
pública demandada por acción u omisión, y 3. el nexo causal eficiente y determinante. 
 
La jurisprudencia ha definido el daño antijurídico: como el detrimento, perjuicio, menoscabo, 
dolor o molestia causado a alguien, en su persona, bienes, libertad, honor, afectos, creencias, 
etc., suponiendo la destrucción o disminución de ventajas o beneficios patrimoniales o 
extrapatrimoniales de que goza un individuo, sin que el ordenamiento jurídico le haya impuesto 
a la víctima el deber de soportarlo, es decir, que el daño carezca de causales de justificación17.  
 
Respecto de la imputación, es preciso verificar lo que al respecto ha señalado la jurisprudencia 
del H. Consejo de Estado. 
 
En relación con la imputación jurídica, para que el daño resulte antijurídico, debe decirse que 
la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado, en Sentencia de 19 de abril de 
2012, unificó su posición para señalar que, al no existir consagración constitucional de ningún 
régimen de responsabilidad en especial, corresponde al juez encontrar los fundamentos 

 
15 Conforme al art. 2 de la Constitución Política. 
16 Art. 90 ibídem. 
 
17  (Consejo de Estado – Sección Tercera, sentencia del 27 de enero del 2000, M.P: Alier  E. Hernández Enríquez).  
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jurídicos de sus fallos, en tanto, los títulos de imputación hacen parte de los elementos 
argumentativos de la motivación de la sentencia y en ese sentido se dijo18: 
 
“En lo que refiere al derecho de daños, como se dijo previamente, se observa que el modelo de responsabilidad 
estatal establecido en la Constitución de 1991 no privilegió ningún régimen en particular, sino que dejó en 
manos del juez la labor de definir, frente a cada caso concreto, la construcción de una motivación que 
consulte razones, tanto fácticas como jurídicas que den sustento a la decisión que habrá de adoptar. Por 
ello, la jurisdicción contenciosa ha dado cabida a la adopción de diversos “títulos de imputación” como una manera 
práctica de justificar y encuadrar la solución de los casos puestos a su consideración, desde una perspectiva 
constitucional y legal, sin que ello signifique que pueda entenderse que exista un mandato constitucional que 
imponga al juez la obligación de utilizar frente a determinadas situaciones fácticas un determinado y exclusivo título 
de imputación. 
 
En consecuencia, el uso de tales títulos por parte del juez debe hallarse en consonancia con la realidad probatoria 
que se le ponga de presente en cada evento, de manera que la solución obtenida consulte realmente los principios 
constitucionales que rigen la materia de la responsabilidad extracontractual del Estado, tal y como se explicó 
previamente en esta providencia”. 

 
5.1 De la falla del servicio por violación del contenido obligacional de la administración. 
 
Al respecto precisó el alto Tribunal de lo Contencioso Administrativo que: 
 
“La jurisprudencia ha señalado que, en casos como el que es objeto de estudio en el presente proveído, el título 
de imputación aplicable es el de la falla del servicio19. En efecto, frente a supuestos en los cuales se analiza si 
procede declarar la responsabilidad del Estado como consecuencia de la producción de daños en cuya ocurrencia 
ha sido determinante la omisión, por parte de una autoridad pública, en el cumplimiento de las funciones que el 
ordenamiento jurídico le ha atribuido, el Consejo de Estado ha señalado que es necesario efectuar el contraste 
entre el contenido obligacional que, en abstracto, las normas pertinentes fijan para el órgano administrativo 
implicado, de un lado, y el grado de cumplimiento u observancia del mismo por parte de la autoridad demandada 
en el caso concreto, de otro; (…), esta imputación requiere para que se configure la responsabilidad, 
demostrar el hecho dañoso y la conducta falente, el daño antijurídico y el nexo de causalidad eficiente y 
determinante. 
 
En este sentido, se ha sostenido que la responsabilidad, incluso bajo la óptica del Artículo 90 de la Carta, sólo 
puede surgir cuando se evidencia la existencia de una falla del servicio, teniendo en cuenta que tal concepción es 
relativa. 
 
En estos casos, y en los daños a la población civil, se predica expresamente la necesidad de colmar el deber de 
anticipación por parte del Estado, que como lo ha explicado la Sección Tercera del Consejo de Estado20 en otras 
oportunidades, comprende todas aquellas medidas de carácter jurídico, político, administrativo y cultural que 
promuevan la salvaguarda de los derechos humanos y que aseguren el cumplimiento de los mandatos de 
protección derivados del derecho internacional humanitario aplicables al conflicto armado interno, especialmente 
cuando se trata de resguardar a la población civil en el respeto de sus bienes e intereses y su debida garantía21. 

 
 
18 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Consejero Ponente: HERNÁN ANDRADE RINCÓN, sentencia de 
19 de abril de 2012, Expediente: 190012331000199900815 01 (21515) Actora: María Hermenza Tunubalá Aranda, Demandada: Nación- 
Ministerio de Defensa – Policía Nacional. Acción: Reparación Directa. además el mismo Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera, Subseccion B, Consejero ponente: DANILO ROJAS BETANCOURTH; Sentencia de 30 de abril de 2014, 
Radicación número: 41001-23-31-000-1993-07386-00(28075), Actor: Alejandro Semanate y Otros, Demandado: Nación-Ministerio de Defensa 
Nacional-Ejercito Nacional. y Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, Consejero Ponente: 
RAMIRO PAZOS GUERRERO; Sentencia de 26 de junio de 2014, Radicación número: 05001-23-31-000-1998-03751-01 (26161), 
Actor: Inversiones La Sorpresa Ltda., Demandado: Municipio de Medellín, Asunto: Acción de reparación directa, entre otras. 
 
 
19 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Seccion Tercera, Sala Plena, Consejero ponente: HERNÁN ANDRADE RINCÓN; 
Sentencia de unificación del 23 de agosto de 2012, Radicación número: 18001-23-31-000-1999-00454- 1(24392), Actor: Hugo Giraldo Herrera y 
OTROS, Demandado: Nación - Rama Judicial y Otro, Referencia: Acción de Reparación Directa (Apelación Sentencia). 
 
20 Consejo de Estado. Sección Tercera, Subsección “C”; Sentencias: 
 
- del 19 de agosto de 2011. Exp: 20.227. CP Jaime Orlando Santofimio Gamboa; 
- 31 de agosto de 2011. Exp: 19.195. CP Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
  
21 “62.1 De tal manera, cabe observar la atribución jurídica del daño antijurídico, en principio, a las entidades demandadas por falla en el servicio 
consistente en el incumplimiento e inobservancia de los deberes positivos derivados de exigencias constitucionales, legales, y del bloque 
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Ahora bien, una vez se ha establecido que la entidad responsable no ha atendido -o lo ha hecho de forma deficiente 
o defectuosa- al referido contenido obligacional, esto es, se ha apartado -por omisión- del cabal cumplimiento de 
las funciones que el ordenamiento jurídico le ha asignado, es menester precisar si dicha ausencia o falencia en su 
proceder tiene relevancia jurídica dentro del proceso causal de producción del daño atendiendo. 
 
Así planteadas las cosas, son dos los elementos cuya concurrencia se precisa para que proceda la declaratoria de 
responsabilidad administrativa por omisión, como en el presente caso resulta probada: en primer término, la 
existencia de una obligación normativamente atribuida a la entidad pública que ejerza la función administrativa 
censurada y a la cual ésta no haya atendido o no haya cumplido oportuna o satisfactoriamente; y, en segundo 
lugar, la virtualidad jurídica del eventual cumplimiento de dicha obligación, de haber interrumpido el proceso causal 
de producción del daño, daño que, no obstante no derivarse -temporalmente hablando- de manera inmediata de 
la omisión administrativa, regularmente no habría tenido lugar de no haberse evidenciado ésta. 
 
…. 
7.3.2. La protección de la población civil y de sus derechos [en especial del derecho a la vida e integridad 
personal] desde la perspectiva convencional: derecho internacional humanitario y de protección de los 
derechos humanos. 
 
63 Debe observarse lo consagrado en el Convenio IV de Ginebra del 12 de agosto de 1949, “relativo a la protección 
debida a las personas civiles en tiempo de guerra” (ratificado por Colombia el 8 de noviembre de 1961), y en el 
Protocolo adicional II a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, “relativo a la protección de las víctimas 
de los conflictos armados sin carácter internacional”. 
 
63.1 De acuerdo con el Convenio IV de Ginebra son aplicables en este tipo de eventos, y dentro del concepto de 
conflicto armado interno el artículo 3 común, ya que tratándose de conflictos no internacionales el Estado parte 
está llamado a aplicar “como mínimo” los siguientes criterios: 
 
“[…] 1) Las personas que no participen directamente en las hostilidades […] y las personas puestas fuera de 
combate por […] detención o por cualquier otra causa, serán en todas las circunstancias, tratadas con humanidad, 
sin distinción alguna de índole desfavorable, basada en la raza, el color, la religión o la creencia, el sexo, el 
nacimiento o la fortuna, o cualquier otro criterio análogo. 
 
A este respecto, se prohíben, en cualquier tiempo y lugar, por lo que atañe a las personas arriba mencionadas: 
 
a) los atentados contra la vida y la integridad corporal, especialmente el homicidio en todas sus formas, las 
mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y los suplicios […]” [subrayado fuera de texto]. 
 
63.2 Luego, tratándose de situaciones ocurridos en el marco del conflicto armado interno, el Estado debe 
orientar su accionar no sólo a cumplir los mandatos constitucionales [artículo 2, especialmente, de la Carta 
Política] y legales, sino también a dar cabal aplicación y respetar lo consagrado en el Protocolo II a los 
Convenios de Ginebra, en especial los siguientes mandatos positivos: i) es aplicable a los conflictos 
armados “que se desarrollen en el territorio de una Alta Parte contratante entre sus fuerzas armadas y 
fuerzas disidentes o grupos armados organizados que, bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan 
sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas 
y concertadas y aplicar el presente Protocolo” (artículo 1); ii) será aplicable “a todas las personas afectadas 
por un conflicto armado” (artículo 2); iii) la invocación de este Protocolo, en los términos del artículo 3.1, 
no puede hacerse con el objeto de “menoscabar la soberanía de un Estado o la responsabilidad que 
incumbe al gobierno de mantener o restablecer la ley y el orden en el Estado o de defender la unidad 
nacional y la integridad territorial del Estado por todos los medios legítimos” (respeto del principio de 
soberanía en sus dimensiones positiva y negativa); iv) como garantía fundamental se establece que todas 
“las personas que no participen directamente en las hostilidades, o que hayan de participar en ellas, estén o 
no privadas de libertad, tienen derecho a que se respeten su persona, su honor (…) Serán tratadas con humanidad 

 
ampliado de constitucionalidad (artículo 93), esto es, del derecho internacional humanitario y del derecho internacional de los derechos 
humanos, que pueden ser constitutivos de una falla en el servicio. 
 
62.2 Desde la perspectiva constitucional y convencional es claro que la obligación positiva que asume el Estado de asegurar a todas las 
personas residentes en Colombia la preservación de sus derechos a la vida, a la integridad física, a la propiedad no se encuentra dentro de la 
clasificación moderna de las obligaciones como de resultado sino de medio, llevando a concebir que las autoridades públicas están llamadas 
a establecer las medidas de salvaguarda que dentro de los conceptos de razonabilidad y proporcionalidad resulten pertinentes, a fin de evitar 
la lesión o amenaza de los citados derechos constitucional y convencionalmente reconocidos.”. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Seccion Tercera, Subseccion “C”, Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA; Sentencia del 12 de febrero 
de 2014, Radicación número: 50001-23-31-000-2000-00001-01(26013), Actor: Durabio Pérez y Otros, Demandado: Nación - Ministerio de 
Defensa - Policía Nacional, Referencia: Acción de Reparación Directa (Apelación Sentencia). 
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en toda circunstancia, sin ninguna distinción de carácter desfavorable. Queda prohibido ordenar que no haya 
supervivientes” (artículo 4.1); y, v) se prohíben los “atentados contra la vida, la salud y la integridad física o mental 
de las personas, en particular el homicidio (…) o toda forma de pena corporal” [artículo 4.2].22”. 
 
Así las cosas, el Estado responde cuando con su conducta produce una violación de derechos humanos, así como 
también cuando con su omisión renuncia expresamente al deber jurídico de prevenir el daño mediante el 
ejercicio oportuno del estándar de diligencia debida. La Corte Interamericana al precisar el alcance del 
estándar de diligencia debida incorporada en el “Pacto de San José”23, precisó: (Negrillas y resaltados de la 
Sala). 
 
Es, pues, claro que, en principio, es imputable al Estado toda violación a los derechos reconocidos por la 
Convención cumplida por un acto del poder público o de personas que actúan prevalidas de los poderes que 
ostentan por su carácter oficial. No obstante, no se agotan allí las situaciones en las cuales un Estado está obligado 
a prevenir, investigar y sancionar las violaciones a los derechos humanos, ni los supuestos en que su 
responsabilidad puede verse comprometida por efecto de una lesión a esos derechos. En efecto, un hecho ilícito 
violatorio de los derechos humanos que inicialmente no resulte imputable directamente a un Estado, por 
ejemplo, por ser obra de un particular o por no haberse identificado al autor de la transgresión, puede 
acarrear la responsabilidad internacional del Estado, no por ese hecho en sí mismo, sino por falta de la 
debida diligencia para prevenir la violación o para tratarla  en los términos requeridos por la Convención.24 
(Negrillas y resaltados de la Sala). 

 
Por su parte la Corte Constitucional, en innumerables pronunciamientos25, ha reiterado el 
derecho que tienen las víctimas de desplazamiento forzado, a ser resarcidas y reparadas de 
forma integral. También ha reconocido el drama humanitario que causa el desplazamiento 
forzado como un hecho notorio:  
 
“La jurisprudencia constitucional ha reconocido el drama humanitario que causa el desplazamiento forzado como 
un hecho notorio, así como la dimensión desproporcionada del daño antijurídico que causa este grave delito, el 
cual ha calificado como (i) una vulneración múltiple, masiva, sistemática y continua de los derechos fundamentales 
de las víctimas de desplazamiento; (iii) una pérdida o afectación grave de todos los derechos fundamentales y de 
los bienes jurídicos y materiales de esta población, que produce desarraigo, pérdida de la pertenencia, de la 
autonomía personal, y por tanto dependencia, marginalidad, exclusión social y discriminación de esta población; y 
(iv) por consiguiente como una situación de extrema vulnerabilidad y debilidad manifiesta, de inusual y gravísima 
desprotección e indefensión de las víctimas de este delito. Teniendo en cuenta las dimensiones del daño causado 
por el desplazamiento forzado y el carácter sistemático, continuo y masivo de este delito, la Corte ha (i) declarado 
el estado de cosas inconstitucional en relación con la vulneración masiva, continua, sistemática del desplazamiento 
forzado; (ii) la obligación y responsabilidad del Estado en materia de prevención y de atención integral 
desde la ayuda humanitaria de emergencia hasta la estabilización socioeconómica y la reparación integral 
a las víctimas; (ii) ha evidenciado las carencias y falencias por parte de la respuesta estatal e institucional en 
relación con la prevención y atención integral del desplazamiento y ha adoptado medidas que fijan parámetros 
constitucionales mínimos para la superación de dichas falencias y del estado de cosas inconstitucional, para el 
logro del goce efectivo de los derechos de esta población; y (iii) ha insistido en que el proceso de restablecimiento 
y de reparación integral a las víctimas de desplazamiento forzado es una cuestión de justicia restaurativa y 
distributiva y no puede tener un carácter asistencialista” 

 

Así mismo, en torno al derecho de las víctimas a la reparación, ha considerado lo siguiente:  
 
“(…) 
 
En relación con las diferentes vías para que las víctimas individuales y colectivas de delitos en general, así como 
de graves violaciones a los derechos humanos y del desplazamiento forzado en particular, puedan obtener el 

 
22 Al respecto, ver entre otras la sentencia de esta sección del 8 de julio de 2009, radicación 05001-03-26-000-1993-00134-01(16974), actor: 
Fanny de J. Morales Gil y otros, demandado: Nación – Ministerio de Defensa –Policía. Lo anterior sin perjuicio de lo dicho por la Sala Plena 
de la Sección Tercera en la Sentencia del 19 de abril de 2012, C.P. HERNÁN ANDRADE RINCÓN, radicación 19001-23-31-000-1999-00815-
01(21515), actor: María Hermenza Tunubalá Aranda, demandado: Nación - Ministerio de Defensa - Policía Nacional.  
23 “Los Estados partes de esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y 
pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.” 
 
24 “Artículo 1º Adóptense como legislación permanente los siguientes Decretos legislativos dictados a partir del 21 de mayo de 1965: Parágrafo 
1°. Igualmente adóptense como legislación permanente las siguientes disposiciones de los Decretos legislativos enumerados a continuación: 
El Decreto 3398 de diciembre 24 de 1965, con excepción de los artículos 30 y 34 (...)”. 
 
25 Así por ejemplo ver sentencia SU254/13, y T-025 y sus autos de seguimiento.  
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derecho a la reparación integral, en general los ordenamientos prevén tanto la vía judicial como la vía 
administrativa. Estas diferentes vías de reparación a víctimas presentan diferencias importantes: (i) la reparación 
en sede judicial hace énfasis en el otorgamiento de justicia a personas individualmente consideradas, examinando 
caso por caso las violaciones. En esta vía se encuentra articulada la investigación y sanción de los responsables, 
la verdad en cuanto al esclarecimiento del delito, y las medidas reparatorias de restitución, compensación y 
rehabilitación de la víctima. Propia de este tipo de reparación judicial, es la búsqueda de la reparación plena del 
daño antijurídico causado a la víctima. ii) Mientras que por otra parte, la reparación por la vía administrativa se 
caracteriza en forma comparativa (i) por tratarse de reparaciones de carácter masivo, (ii) por buscar una reparación, 
que si bien es integral, en cuanto comprende diferentes componentes o medidas de reparación, se guía 
fundamentalmente por el principio de equidad, en razón a que por esta vía no resulta probable una reparación 
plena del daño, ya que es difícil determinar con exactitud la dimensión, proporción o cuantía del daño sufrido, y (iii) 
por ser una vía expedita que facilita el acceso de las víctimas a la reparación, por cuanto los procesos son rápidos 
y económicos y más flexibles en materia probatoria. Ambas vías deben estar articuladas institucionalmente, deben 
guiarse por el principio de complementariedad entre ellas, y deben garantizar en su conjunto una reparación 
integral, adecuada y proporcional a las víctimas”. 

 

5.2 Reparación de las víctimas del desplazamiento forzado. 
 
El H. Consejo de Estado, en materia de reparación a las víctimas de desplazamiento forzado 
ha tenido la oportunidad de abordar, entre otros los siguientes temas: (i) la condición de 
desplazado, (ii) origen común del daño en las acciones de grupo, (iii) la responsabilidad estatal 
por acción o por omisión, (iv) La indemnización por daños materiales y morales, y (v) régimen 
de protección legal constitucional y convencional. Al respecto se transcribe en lo pertinente. 

 
“i) Condición de desplazado 

 
(..) la condición de desplazado es una circunstancia anómala, ajena a la voluntad de la persona, que crea una 
situación fáctica de calamidad, donde el individuo se ve despojado de sus propiedades, tenencia, arraigo, 
etc., y que por tanto el juez debe hacer prevalecer el derecho sustancial con el fin de asegurar la eficacia inmediata 
de los derechos fundamentales de las personas víctimas de desplazamiento y en esos casos resulta procedente 
conceder el amparo de tutela en aplicación de la figura de la excepción de inconstitucionalidad–art. 4 CN- para 
proteger los derechos de las personas marginadas por circunstancias ajenas a su voluntad”.26 

 

Para el Consejo de Estado, al margen de los procedimientos establecidos por la ley - artículo 
32 de la ley 387 de 1997 – para acceder derecho a los beneficios que en la misma ley se señalan 
para las personas en condición de desplazamiento, la condición de desplazado es un hecho 
que se refiere a la migración interna forzada, y por tanto constituye una situación fáctica y no 
una calidad jurídica.  
 

A este respecto, ha dicho esa Corporación que: “… al margen de esos beneficios, la condición de 
desplazado la tiene quien se vea obligado a migrar internamente en las circunstancias y por los 
motivos señalados en la ley, porque, se reitera, ser desplazado es una situación fáctica y no una 
calidad jurídica”.27(Resalta la Sala). 
 

Igualmente el Consejo de Estado ha sostenido la aplicación de las normas de derecho 
internacional sobre la prohibición del desplazamiento forzado y su atención y protección, al 
constituir tratados Internacionales sobre Derechos Humanos que hacen parte integrante del 
bloque de constitucionalidad, según reza el artículo 93 de la Carta de 1991 y la jurisprudencia 
de la Corte Constitucional, tales como: el Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra, 
ratificado por la ley 171 de 1994. Así mismo, ha reconocido que los Principios Rectores de los 
Desplazamientos Internos de la Organización de Naciones Unidas y el Protocolo Adicional a los 
Convenios de Ginebra, relativo a la protección de víctimas de los conflictos armados sin carácter 
internacional, aprobado por la Ley 171 de 1994, se refieren al deber del Estado de atender con 
prontitud, proteger y prestar apoyo para suplir las necesidades de este grupo de personas. De 

 
26 Sentencia 279-01 AC de 2001 S3. Sentencia del veintidós (22) de marzo de dos mil uno (2.001). Reiterado en Sentencia 0032-01AC de 2003, 
y sentencia0268-01 de 2003 S3 del 03/05/08. Mediantes estas decisiones el Consejo protegió el derecho a la vida, vivienda y trabajo. 
27 Sentencia SI 00213-01 DE 2006 S3. Enero veintiséis (26) de dos mil seis (2006). 
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esta manera, ha reconocido el carácter prevalente del Derecho Internacional Humanitario, de 
los tratados e instrumentos internacionales, así como la importancia de la jurisprudencia 
internacional, para la protección en el orden interno de los derechos fundamentales de la 
población desplazada.28 
 
ii) Origen común del daño en las acciones de grupo 
 
En cuanto al origen de la reparación de perjuicios dentro de la acción de grupo, ha aclarado el 
Consejo de Estado que ésta puede tener origen en la vulneración de derechos de cualquier 
naturaleza y no necesariamente de derechos colectivos.  A este respecto, ha sostenido que la 
acción de grupo, cuando se entabla para obtener la indemnización por causa del 
desplazamiento forzado, se encuentra orientada “a obtener la indemnización de los perjuicios 
individuales que sufrieron los integrantes del grupo como consecuencia del desplazamiento a 
que fueron forzados por hechos imputables a la entidad demandada”.29 Así mismo, ha afirmado 
que en el caso del desplazamiento forzado y por tratarse de una acción indemnizatoria, la acción 
de grupo en estos eventos tiene una clara semejanza con la acción de reparación directa, en 
razón a que ambas se tramitan a través de procesos dirigidos a demostrar la responsabilidad a 
partir de los elementos estructuradores de la misma, tales como: la calidad que se predica de 
los miembros del grupo afectado y en cuya condición reclaman indemnización, la existencia del 
daño, su antijuridicidad, su proveniencia de una causa común y, por último, su imputabilidad al 
demandado.30 
 
En relación a la causa común del daño derivado del desplazamiento forzado, ha establecido el 
Consejo de Estado que los perjuicios individuales se originan en una causa común que es 
imputable al Estado por las acciones o las omisiones de las autoridades públicas que o bien no 
previnieron o no reaccionaron ante los hechos violentos generadores del desplazamiento31. 
 
iii) La responsabilidad del Estado por acción o por omisión ante hechos de 
desplazamiento forzado. 
 
En relación con el tema de la responsabilidad del Estado frente a los hechos que originan el 
desplazamiento, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha establecido que al Estado le 
corresponde una doble responsabilidad: de un lado, le compete prevenir que los hechos del 
desplazamiento se produzcan, en cuanto es el encargado de velar por los derechos 
fundamentales de los asociados, pero que una vez ocurrido el desplazamiento, al Estado le 
corresponde la responsabilidad de atender y reparar a la víctima del desplazamiento, con el fin 
de que pueda reconstruir sus vidas. En punto a este tema, la alta Corporación afirmó:  
 
“Al Estado le compete impedir que el desplazamiento se produzca, en razón a que las autoridades han sido 
establecidas para respetar y hacer respetar la vida, honra y bienes de los asociados, pero si éste no es capaz de 

 
28Ver Sentencia SI 00213-01 DE 2006 S3, Acción de Grupo iniciada por el desplazamiento del corregimiento de La Gabarra; y sentencia SI 
00004-01 de 2007 S3, Acción de Grupo iniciada por el desplazamiento del corregimiento de Filo Gringo. 
 
29 Sentencia SI 00213-01 de 2006 S3, Acción de grupo adelantada por el desplazamiento causado por la toma del corregimiento La Gabarra 
del municipio de Tibú. 
30 Sentencia SI 00213-01 de 2006 S3, Acción de grupo adelantada por el desplazamiento causado por la toma del corregimiento La Gabarra 
del municipio de Tibú. 
 
31 En este sentido ha sostenido el Consejo que: “[l]os perjuicios individuales se hacen derivar de una causa común, que se imputa a la 
entidad demandada: las acciones y omisiones de las autoridades militares y de policía que no previnieron ni reaccionaron y, por el 
contrario, colaboraron con la incursión y las masacres cometidas por el grupo paramilitar que se tomó violentamente el corregimiento 
La Gabarra del municipio de Tibú, desde el 29 de mayo de 1999, que generó en los demandantes el fundado temor de perder sus vidas, por lo 
que se vieron obligados a abandonar sus viviendas y sitios habituales de trabajo.” (Resalta la Sal) Sentencia SI 00213-01 DE 2006 S3. También 
ha precisado el Consejo de Estado que en estos casos las pretensiones son netamente reparatorias, en tanto están orientadas a obtener la 
indemnización de los perjuicios individuales que sufrieron los integrantes del grupo como consecuencia del desplazamiento a que fueron 
forzados por los hechos imputables a la entidad demandada y la destrucción total o parcial de sus viviendas y enseres. Sentencia SI 00004-01 
de 2007 S3, Acción de grupo por el desplazamiento del corregimiento de Filo Gringo. 
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impedir que sus asociados sean expulsados de sus lugares de origen, tiene al menos que garantizarles la 
atención necesaria para reconstruir sus vidas.”32(Resalta la Sala) 
 

En cuanto a la función de prevenir el desplazamiento, el Consejo de Estado ha sostenido que 
de conformidad con la Constitución, las autoridades públicas están estatuidas para defender a 
todos los ciudadanos y asegurar el cumplimiento de los deberes del Estado y de los particulares 
y, que el omitir dichas funciones, genera no sólo una responsabilidad individual para el 
funcionario, sino una responsabilidad institucional que deslegitima al Estado. Sobre este tema 
expuso: 
 
“De acuerdo con el mandato constitucional, la razón de ser de las autoridades públicas es la defender a todos los 
residentes en el país y asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. Omitir 
el cumplimiento de esas funciones no sólo genera responsabilidad personal del funcionario sino además 
responsabilidad institucional, que de ser continúa pone en tela de juicio su legitimación.”33 (Énfasis de la 
Sala) 

 
En otra oportunidad reiteró ese Alto Tribunal que “[d]e acuerdo con el mandato constitucional, 
la razón de ser de las autoridades públicas es la defender a todos los residentes en el país y 
asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”.34 
 
En cuanto a la acreditación de la responsabilidad del Estado por omisión, el Consejo de Estado 
ha establecido los siguientes requisitos: “[…] a) la existencia de una obligación legal o 
reglamentaria a cargo de la entidad demandada de realizar la acción con la cual se 
habrían evitado los perjuicios; b) la omisión de poner en funcionamiento los recursos de 
que se dispone para el adecuado cumplimiento del deber legal, atendidas las 
circunstancias particulares del caso;  c) un daño antijurídico, y d) la relación causal entre 
la omisión y el daño.”35 (Resalta la Sala) 
 

Así mismo, el Consejo de Estado ha sostenido que al Estado le es imputable responsabilidad 
bien sea por acción o por omisión, bajo los títulos de falla del servicio o de riesgo excepcional. 
En el primero de los casos, la responsabilidad por falla del servicio se produce por la omisión 
del Estado en la prestación de los servicios de protección y vigilancia a su cargo,  lo que 
configura la omisión y el consecuente deber de reparar. En cuanto al riesgo excepcional, ha 
sostenido que esta figura jurídica se presenta entre otros eventos, cuando el Estado en 
desarrollo de su accionar expone a ciertos particulares a un hecho dañoso causado por un 
tercero y rompe con ello el principio de igualdad frente a las cargas públicas.36 
 

 
32 Sentencia SI 00213-01 de 2006 Sección Tercera, Acción de grupo adelantada por el desplazamiento causado por la toma del corregimiento 
La Gabarra del municipio de Tibú. 
 
33 Sentencia SI 00213-01 de 2006 S3, Acción de Grupo adelantada por el desplazamiento causado por la toma del corregimiento La Gabarra 
del municipio de Tibú. 
 
34 Sentencia SI 00004-01 de 2007 S3, Acción de Grupo por el desplazamiento del corregimiento de Filo Gringo. 
 
35 Sentencia SI 00213-01 de 2006 S3, Acción de grupo adelantada por el desplazamiento causado por la toma del corregimiento La Gabarra 
del municipio de Tibú. “En relación con la responsabilidad del Estado por omisión, ha considerado la Sala que para la prosperidad de la demanda 
es necesario que se encuentren acreditados los siguientes requisitos: a) la existencia de una obligación legal o reglamentaria a cargo de la 
entidad demandada de realizar la acción con la cual se habrían evitado los perjuicios; b) la omisión de poner en funcionamiento los recursos 
de que se dispone para el adecuado cumplimiento del deber legal, atendidas las circunstancias particulares del caso;  c) un daño antijurídico, 
y d) la relación causal entre la omisión y el daño. Frente a este último aspecto, la Sala, con apoyo en la doctrina, que a su vez se inspiró en la 
distinción realizada en el derecho penal entre delitos por omisión pura y de comisión por omisión, precisó que en este tipo de eventos lo 
decisivo no es la existencia efectiva de una relación causal entre la omisión y el resultado, sino la omisión de la conducta debida, 
que de haberse realizado habría interrumpido el proceso causal impidiendo la producción de la lesión. De acuerdo con la 
jurisprudencia de la Sala, para que pueda considerarse que el Estado es responsable por omisión, en los eventos en los cuales se le 
imputa el daño por falta de protección, se requiere previo requerimiento a la autoridad, pero en relación a ese requerimiento no se 
exige ninguna formalidad, porque todo dependerá de las circunstancias particulares del caso. Es más, ni siquiera se precisa de un 
requerimiento previo cuando la situación de amenaza es conocida por dicha autoridad”.  
 
36 Ver Sentencia 01472 - 01 de 2006, S3.  
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A este respecto, el Consejo de Estado expresó: “[e]n materia de la responsabilidad del Estado […] 
se parte del supuesto de que la conducta dañosa la desplega un tercero ajeno a la estructura pública, y 
que jurídicamente tal conducta le es imputable al Estado, entre otros, por acción o por omisión, bajo los 
títulos de falla del servicio o de riesgo excepcional, según el caso. En el primero de esos títulos 
jurídicos, falla en el servicio, el daño se produce por la omisión del Estado en la prestación de 
los servicios de protección y vigilancia a su cargo, al no utilizar todos los medios que tiene a su 
alcance para repeler, evitar o atenuar el hecho dañoso, cuando ha tenido conocimiento previo de 
la posible ocurrencia del acontecimiento, previsibilidad que se constituye en el aspecto más 
importante dentro de este título de imputación, pues no es la previsión de todos los posibles hechos, los 
que configuran la omisión y el consecuente deber de reparar, sino las situaciones individuales de cada 
caso que no dejen margen para la duda y que sobrepasen la situación de violencia ordinaria. Y en cuanto 
al segundo título jurídico, riesgo excepcional, se presenta cuando, entre otros, el Estado expone a ciertos 
particulares a un hecho dañoso por virtud de que sus instrumentos de acción, que son para proteger a 
la comunidad, son blanco delincuencial, rompiendo el principio de igualdad frente a las cargas públicas 

y sin consideración a que el daño es causado por un tercero.”37 (Resalta la Sala) 

 
En cuanto a la responsabilidad por omisión o falla en el servicio por falta de protección, de 
conformidad con la jurisprudencia del Consejo de Estado, ésta se produce cuando el Estado ha 
tenido conocimiento previo de la posible ocurrencia del hecho dañoso, en cuyo caso se requiere 
que exista un requerimiento previo a la autoridad correspondiente, requerimiento que sin 
embargo, no exige ninguna formalidad, ya que todo depende de las circunstancias particulares 
de cada caso, y aún más, en algunos casos ni siquiera es necesaria, como cuando la situación 
de amenaza es conocida por la autoridad.38  
 
En el mismo sentido ha precisado que la responsabilidad del Estado por omisión se evidencia 
por la clara inactividad de éste a pesar de que cuenta con la capacidad para prevenir y combatir 
el accionar de los grupos delincuenciales pudiendo desplegar las acciones correspondientes 
para evitar el desplazamiento.39 
 
iv) La indemnización por daños materiales y morales que ocasiona el desplazamiento 
forzado. 
 
En relación con el daño moral que produce el desplazamiento forzado a las víctimas de este 
delito, ha sostenido el Consejo de Estado que constituye un hecho notorio el que el 
desplazamiento produce un claro daño moral, por el dolor, la angustia, y la desolación que 
genera en quienes son víctimas de este flagelo. En este sentido, ha afirmado ese alto Tribunal 
que “[n]o es necesario acreditar el dolor, la angustia y la desolación que sufren quienes 
se ven obligados a emigrar del sitio que han elegido como residencia o asiento de su 
actividad económica, abandonando todo cuanto poseen, como única alternativa para 
salvar sus vidas, conservar su integridad física o su libertad, sufriendo todo tipo de 

 
37 Ver Sentencia 01472 - 01 de 2006, S3. 
 
38 Así, en el caso de la Acción de Grupo adelantada por el desplazamiento causado por la toma del corregimiento La Gabarra del municipio de 
Tibú, el Consejo de Estado concluyó que “…de las pruebas que obran en el expediente, que la incursión paramilitar en La Gabarra no sólo era 
previsible, por haber sido anunciada públicamente por el jefe de esa organización criminal, sino que, además, fue conocida por la autoridad 
policiva de la región, que abusando de sus funciones contribuyó a la producción del hecho.” Sentencia SI 00213-01 de 2006 S3. 
 
39 Sentencia SI 00004-01 de 2007 S3. 
 
Igualmente, en el caso del desplazamiento de la Gabarra el Consejo de Estado concluyó la responsabilidad patrimonial de la demandada, 
“porque con las pruebas que obran en el expediente, se acreditaron el desplazamiento forzado a que se sometió a la población y la falla en la 
prestación del servicio, por la omisión de las autoridades públicas de cumplir su deber de protegerla, por cuanto no adelantaron ninguna 
operación estratégica ni militar tendiente a impedir la incursión paramilitar, a pesar de que tenían conocimiento previo de que ésta se iba a 
producir y de que los violentos pasaron por los sitios donde se encontraban instalados el batallón de contraguerrillas No. 46, Héroes de Saraguro 
del Ejército y la estación de Policía de La Gabarra y sólo hicieron presencia en el corregimiento al día siguiente de la toma, cuando ya se había 
consumado la masacre de los pobladores y el desplazamiento forzado del grupo que hoy demanda” Sentencia SI 00213-01 DE 2006 S3. 
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carencias y sin la certeza del retorno, pero sí de ver aún más menguada su precaria 
condición económica, social y cultural. (….)”40 (Negrillas fuera de texto) 
 
En esa misma oportunidad el Consejo de Estado expresó que: “[c]onstituye un hecho notorio 
que el desplazamiento forzado produce daño moral a quienes lo padecen. En 
consecuencia, se reconocerá la indemnización a todas las personas que demostraron haberse 
visto obligadas a desplazarse del corregimiento La Gabarra, entre el 29 de mayo y el mes de 
junio de 1999, como consecuencia de la incursión paramilitar ocurrida en esa zona del país, 
desde el 29 de mayo de 1999, por el dolor, la angustia y la desolación que sufrieron al verse 
obligados a abandonar el sitio que habían elegido como residencia o asiento de su actividad 
económica, como única alternativa para salvar sus vidas.”41 (Resalta la Sala) 
 
En otra ocasión, el Consejo de Estado accedió también al reconocimiento de la indemnización 
por daño moral, por el dolor que sufrieron las víctimas del desplazamiento y por la alteración a 
sus condiciones existencia, esto es, por la modificación anormal del curso de su existencia que 
implicó para ellos el desplazamiento forzado, debiendo abandonar su lugar de trabajo, de 

estudio, su entorno social y cultural. Al respecto consideró que: “el hecho del desplazamiento 

causa dolor a quien lo sufre, por el miedo, la situación de abandono e indefensión que lo obligan 
a abandonar el lugar de su domicilio, pero, además, esa situación incide de manera adversa en 
su vida familiar y en su entorno socio cultural, el cual deberán reconstruir, en el mejor de los casos 
de manera provisional, en situaciones de mayor vulnerabilidad, alejados del tejido familiar, social, laboral, 
sobre el que se sustentaba su crecimiento como ser. “42 (Resalta la Sala) 
 

En relación con la indemnización por daños materiales, esa Corporación ha reconocido que el 
daño material comprende tanto el daño emergente como el lucro cesante. En este sentido, esa 
Alta Corporación ha definido los perjuicios materiales como “el daño emergente y el lucro cesante 
causado a cada uno de los miembros del grupo con el hecho del desplazamiento, entre ellos, el valor de 
los predios y muebles perdidos y lo invertido en transporte para evacuar la zona de expulsión y 
reinstalarse en el sitio de recepción”43 

 
El Consejo de Estado, en decisiones que resuelven acciones de grupo, ha encontrado a la 
Nación, al Ministerio de Defensa, al Ejército y a la Policía Nacional, patrimonialmente 
responsables por el desplazamiento forzado de los grupos demandantes, por los perjuicios 
morales y materiales ocasionados a las personas integrantes de estos grupos en su condición 
de víctimas de desplazamiento forzado.44 
 
Ese Alto Tribunal ha establecido que aunque se produzca el retorno de la población desplazada 
a su lugar de origen, no por ello se debe modificar el valor de la indemnización reconocida, en 
cuanto ésta se otorga con el fin de compensar el daño moral causado a las víctimas de 

 
40 Sentencia SI 00213-01 de 2006 S3, Acción de grupo adelantada por el desplazamiento causado por la toma del corregimiento La Gabarra 
del municipio de Tibú. 
 
41 Sentencia SI 00213-01 de 2006 S3, Acción de grupo adelantada por el desplazamiento causado por la toma del corregimiento La Gabarra 
del municipio de Tibú. 
 
42Sentencia SI 00004-01 de 2007 S3, Acción de Grupo adelantada por el desplazamiento ocasionado en el corregimiento de Filo Gringo, zona 
del Catatumbo. 
 
43 En la Acción de Grupo adelantada por el desplazamiento ocasionado en el corregimiento de Filo Gringo, zona del Catatumbo, el Consejo de 
Estado reconoció la destrucción de algunas viviendas y el daño material ocasionado por dicha destrucción. En materia de prueba de dicho daño 
afirmó el Consejo: “Considera la Sala que el reconocimiento que hizo la Red de Solidaridad Social por destrucción de bienes a las personas 
relacionadas es prueba del daño que sufrieron. Por lo tanto, se considera que las personas afectadas con los daños a las viviendas relacionadas 
en la lista que suministró la Red de Solidaridad Social son los propietarios de esos inmuebles o de las mejoras construidas sobre los mismos.” 
Sentencia SI 00004-01 de 2007 S3. Sentencia del quince (15) de agosto de dos mil siete (2007). 
44 Así por ejemplo el Consejo de Estado en la sentencia anteriormente citada reconoció la indemnización en el caso de las víctimas del 
desplazamiento forzado del corregimiento de Filo Gringo en la región del Catatumbo.  
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desplazamiento forzado, por el dolor que sufrieron al verse forzados a salir de sus viviendas o 
sitios habituales de trabajo, por la violencia que los afectó y la imposibilidad de retornar al sitio.45 
 
De otra parte, el Consejo de Estado ha diferenciado claramente entre la indemnización que se 
reconoce y concede a las víctimas por el daño antijurídico causado por el desplazamiento 
forzado, en razón de la responsabilidad patrimonial que se deriva para el Estado de conformidad 
con el artículo 90 Superior, y la atención que el Estado concede a las víctimas durante el 
desplazamiento, tales como: la atención humanitaria o las ayudas para el retorno o la 
estabilización socioeconómica, a través de proyectos productivos, las cuales se fundamentan 
en el principio de solidaridad.  
 
Acerca de este tema ha sostenido el Consejo que “(…) de la indemnización que reciban los 
beneficiarios de esta condena no se descontará el valor de los bienes que hubieren recibido por 
parte del Estado durante el desplazamiento porque tales bienes les son entregados a las víctimas 
de tales delitos no a título de indemnización sino en desarrollo del principio de solidaridad, como 
ayuda humanitaria para su subsistencia en el momento en que se produzca el hecho o durante el tiempo 
posterior, para su retorno o asentamiento a través de la implementación de proyectos económicos, en 
tanto que la indemnización que aquí se reconoce tiene como causa la responsabilidad 
patrimonial de la entidad demandada por la acusación de un daño antijurídico que le es 

imputable, de conformidad con lo previsto en el artículo 90 de la Constitución.”46(Resalta la Sala) 
 
A nivel Internacional es preciso resaltar lo que respecto al tema de la indemnización por el hecho 
del desplazamiento ha dicho la Comisión de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
 
“(….)un criterio de justicia respecto a la reparación pecuniaria debe involucrar aspectos que, en el contexto 
específico, no resulten ilusorios o irrisorios y permitan una contribución real para que la víctima enfrente las 
consecuencias negativas que dejaron las violaciones de derechos humanos en su vida”. 

 
(…) 
“La Comisión ha reiterado la conexión entre los derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación, y en relación 
con este último ha insistido en que (i) las víctimas de graves violaciones de los derechos humanos, del derecho 
internacional humanitario o de crímenes de lesa humanidad tienen derecho a ser reparadas de manera 
adecuada, proporcional, integral y eficaz respecto del daño sufrido; (ii) la reparación se concreta a través de 
la restitución íntegra o plena, pero también a través de la indemnización, de la rehabilitación, de la satisfacción 
de alcance colectivo, y de la garantía de no repetición; (iii) la reparación a las víctimas por el daño ocasionado 
se refiere tanto a los daños materiales como a los inmateriales, (iv) la reparación se concreta a través de 
medidas tanto individuales como colectivas, y que (v) estas medidas se encuentran encaminadas a restablecer a 
la víctima en su dignidad por el grave daño ocasionado. 

 

Es entonces, bajo todos los lineamientos hasta aquí señalados que se abordará el estudio del 
caso en concreto, teniendo en cuenta toda la normatividad y jurisprudencia mencionada. 
 
6.- Del caso concreto. 
 
Determinará la Sala si es administrativa y extracontractualmente responsable el Estado 
representado por el MINISTERIO DE DEFENSA- POLICÍA  ACIONAL –EJÉRCITO NACIONAL-
MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA por los perjuicios materiales (daño emergente y 
lucro cesante) y morales, causados a los demandantes con ocasión a la falla en el servicio de 
protección y seguridad brindado a los habitantes de las comunidades rurales de Bojayá, estas 
son:  Pogue, Piedra Candela, Cuia, la Loma, Corazón de Jesús , Caimanero, Majandó, Charco 
Gallo, Chancú, Peñita y Rio Napipí, que conllevó al desplazamiento masivo de mas de 2.000 
personas entre febrero y marzo de 2005. 

 
45 Sentencia SI 00213-01 de 2006 S3, Acción de grupo adelantada por el desplazamiento causado por la toma del corregimiento La Gabarra 
del municipio de Tibú. 
46Sentencia SI 00004-01 de 2007 S3, Acción de Grupo adelantada por el desplazamiento ocasionado en el corregimiento de Filo Gringo, zona 
del Catatumbo.   
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Está acreditado el hecho y la causa que dio origen al daño cuya indemnización se reclama, esto 
es, el desplazamiento forzado de los habitantes de comunidades de rio  Bojayá, generado por 
la omisión de las entidades demandadas en dispensarle seguridad y protección a los habitantes 
de las comunidades antes mencionadas, y en tanto no reaccionaron positiva y activamente en 
aras de evitar la crisis humanitaria. 
 
Las pruebas que se aportaron para acreditar tales hechos son las siguientes: 
 
6.1. Documentales aportados en copias47:  
 
i Comunicado emitido por el Consejo Comunitario de la Asociación Campesina Integral del 
Atrato- COCOMACIA  y la Diosesis de Quibdó, con fecha del 25 de julio de 2005, en el cual 
responsabilizan al Estado Colombiano por los perjuicios que se puedan presentar con ocasión 
al retorno de las comunidades de la Loma de Bojayá, Corazón de Jesús, y caimanero sin 
condiciones de garantia, las cuales se desplazaron el 17 de febrero de 200548 ii Comunicados 
de prensa del el Consejo  Comunitario de la Asociación campesina Integral del Atrato- 
COCOMACIA del 27 de mayo de 2005 donde indica que se reunieron en la Ciudad de Quibdó, 
los miembros de la  asociación, con el Ministro de defensa nacional  donde se trató el tema 
relacionada con la restricción de alimentos en el Rio Atrato   y la situación de orden público de 
la zona de  del Medio Atrato y Bojaýa49 iii Carta abierta de junio de 2004  dirigida a las ONGS 
donde solicitan ayuda  humanitaria  a las comunidades del Municipio de Bojayá y vigía del fuerte 
con ocasión al conflicto armado50 iv Comunicado a la opinión pública del 24, 26 de febrero,  4 
de marzo y 5 de junio sobre alerta por combates en las comunidades negras e indígenas51 v 
Comunicado a la opinión  pública Nacional e Internacional emitido por el Consejo  Comunitario 
de la Asociación campesina Integral del Atrato- COCOMACIA con fecha  del 2 de junio de 2004 
donde se pone de presente la situación de orden público  de comunidades del del Rio bojayá52  
vi Comunicado a la opinión pública  con fecha  del 25 de julio de 2005 emitido por el Consejo  
Comunitario de la Asociación campesina Integral del Atrato- COCOMACIA, La Comision Vida, 
Justicia Y Paz De La Diocesis De Quibdó, donde se pronuncian sobre el retorno de los 
desplazados del 17 de febrero de 2005 de habitantes de la loma de Bojayá, Corazón de Jesús 
y Caimanero efectuado el 29 de julio de 200553 vii Informe ejecutivo de la Minga Interétnica por 
la Defensa del Territorio  del 28 de abril  de 2005 la cual tiene como propósito exigirle al Gobierno 
el compañamiento a la comunidad  y acciones encaminadas a salvaguardar los derechos 
Humanos de los habitantes de las comunidades negras e indígenas de Bojayá54, viii 
Comunicado a la opinión pública sobre graves infracciones al DIH en el Atrato Medio del 7 de 
mayo de 200555 ix Reporte noticioso del Ministerio de Defensa del 26 de mayo de 2005, donde 
hacen mención a las labores realizadas con miras a controlar el actuar de los grupos al margen 
de la ley  en la zona56 x Informe  con fecha del 7 de  diciembre de 2007  rendido por el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar-ICBF- sobre las ayudas brindadas a los desplazados de La 

 
47 Salvo respecto de las que específicamente se precise en qué forma fueron aportadas (original o auténticas) 
 
48 Fl.1646 del expediente. 
 
49 Fls.1649-1650 del expediente. 
 
50 Fls.1659-1661 del expediente. 
51 Fls1661-1668 del expediente. 
 
52 Fls.1716-1718 del expediente. 
 
53 Fls 1726 del expediente. 
 
54 Fls 1728-1731 del expediente. 
 
55 Fls. 1733 del expediente. 
 
56 Fls. 1734-1935 del expediente. 
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Loma, Piedra Candela, Pogue, Caimanero, Sagrado Corazon y Cuia entre el mes de julio y 
agosto de 200557  xi Registro Único de Población Desplazadas (R.U.P.D) remitido por la 
Coordinadora de Atención a Población Desplazada de Acción Social58 xii Informe de la 
Presidencia de la República con fecha del 12 de diciembre de 2007 en el cual  se remiten los 
antecedentes en atencion al desplazamiento de las comunidades rivereñas del  Rio Bojayá y 
Bellavista59. 
 
6.2 Testimoniales: Declaracion rendida por los señores Alfonso Alvarez Mena con 
cc.4.795.856 de Bojaya, Saulo Enrique Mosquera Palacios, con C.c 4.795871 de Bojayá y 
Macario Mosquera Asprilla, con C.C 2221 rendidas ante  el Juzgado Promiscuo Municipal de 
Bojayá60. 

 
A los anteriores medios de prueba la Sala les otorgará pleno valor en tanto no fueron tachados 
de falso y con fundamento en la jurisprudencia del Consejo de Estado, que ha sostenido que, 
cuando se estudia la responsabilidad estatal por graves violaciones a los derechos humanos y 
al derecho internacional humanitario, la valoración fáctica probatoria debe hacerse con más 
flexibilidad, más aún cuando la labor investigativa del Estado ha sido precaria o casi nula, al 
respecto ha dicho:  
 
 “(…) en la gran mayoría de casos, las graves violaciones de derechos humanos e infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario en Colombia, cometidas en el marco del conflicto armado interno, han acaecido en zonas 
alejadas de los grandes centros urbanos y en contextos de impunidad61. Lo anterior ha producido que las víctimas, 
como sujetos de debilidad manifiesta, queden en muchos casos en la imposibilidad fáctica de acreditar estas 
afrentas a su dignidad humana. Más aun, cuando no se ha llevado una investigación seria por parte de las 
autoridades competentes, como en este caso, lo cual se traduce en una expresa denegación de justicia. 
 
7.4.1. Por tal razón, el juez administrativo, consciente de esa inexorable realidad, deberá acudir a criterios flexibles, 
privilegiar la valoración de medios de prueba indirectos e inferencias lógicas guiadas por las máximas de la 
experiencia, a efectos de reconstruir la verdad histórica de los hechos y lograr garantizar los derechos 
fundamentales a la verdad, justicia y reparación de las personas afectadas. 
 
7.4.2 Lo anterior resulta razonable y justificado, ya que en graves violaciones de derechos humamos e infracciones 
al Derecho Internacional Humanitario, se rompe el principio de la dogmática jurídico procesal tradicional según el 
cual las partes acceden al proceso en igualdad de condiciones y armas, pues en estos eventos las víctimas 
quedan en una relación diametralmente asimétrica de cara a la prueba; estas circunstancias imponen al 
juez de daños la necesidad de ponderar la situación fáctica concreta y flexibilizar los estándares 
probatorios62.  

 
57 Fls.1940 del expediente. 
 
58 Fls. 1941-1967 del expediente. 
 
59 Fls. 1972-2002 del expediente. 
 
60 Fls. 2117-2225 del expediente. 
 
61 En Colombia la violencia desencadenada por el conflicto armado interno se ha concentrado históricamente en las zonas rurales. Ver: 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, Colombia Rural, razones para la esperanza, Informe Nacional de Desarrollo Humano, 
Bogotá, INDH-PNUD, 2011, p. 231; Centro Nacional de Memoria Histórica, Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad, Bogotá, 2013, 
p. 323 y s; BERRY, Albert, “Aspectos jurídicos, políticos y económicos de la tragedia de la Colombia rural de las últimas décadas: hipótesis 
para el análisis”, en Tierra, Guerra y Estado, Revista Estudios Socio-Jurídicos, n.° 1, volumen 16, junio del 2014, Universidad del Rosario, 
Bogotá, pp. 7-23.  
 
62 La Subsección B de la Sección Tercera en sentencia del 27 de septiembre del 2013, Rad. 19939, M.P. STELLA CONTO DÍAZ DEL 
CASTILLO, al resolver un caso de graves violaciones a los Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario acudió a 
la flexibilización de los estándares probatorios en materia de prueba documental: “Puestas las cosas en los términos anteriormente señalados 
y tratándose, como en el presente caso, del deber de reparar integralmente a víctimas de graves vulneraciones de derechos humanos y/o del 
derecho internacional humanitario, sean directas o indirectas, resulta indispensable aplicar el principio de equidad y, en consecuencia, 
flexibilizar el estándar probatorio. Es que las víctimas de graves violaciones de derechos humanos, en un caso como el presente –en el que, 
además, como lo revelan los hechos y lo reconoce la sentencia de primera instancia, las autoridades en lugar de facilitar la búsqueda del 
desaparecido entorpecieron las labores de su madre y hermanos–, ocupan el lado más débil de la balanza así que, de conformidad con lo 
ordenado por el artículo 13 superior, requieren mayor soporte y protección. Se reitera en este lugar lo ya afirmado arriba y es que en estos 
casos los principios de verdad, de justicia y de reparación integral han sido catalogados como derechos fundamentales que rigen en virtud del 
ius cogens, por lo que no cabe alegar obstáculos de orden normativo interno para efectos de dificultar su realización”. 
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7.4.3. Esta postura resulta acorde con la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos humanos, 
que al respecto ha señalado que en casos de responsabilidad por violación de derechos humanos, el juez 
goza de una amplia flexibilidad en la valoración de la prueba: 
 
(….)63. 

 
7.4.4. Asimismo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que en casos de violaciones a 
derechos humanos es el Estado quien tiene el control de los medios para desvirtuar una situación fáctica: “a 
diferencia del derecho penal interno en los procesos sobre violaciones de derechos humanos la defensa del Estado 
no puede descansar sobre la imposibilidad del demandante de allegar pruebas, cuando es el Estado quien tiene 
el control de los medios para aclarar hechos ocurridos dentro de su territorio”64. 
 
7.4.5. Bajo esos mismos presupuestos, en tratándose de casos de desaparición forzada y ejecuciones 
sumarias, comprendidos como violaciones a los derechos humanos, la Corte Interamericana ha 
manifestado que por el hecho de que el Estado haya consentido tales eventos, el estándar probatorio le es 
más exigente, y por ello, le asiste una carga probatoria mayor: “La Corte no puede ignorar la gravedad especial 
que tiene la atribución a un Estado Parte en la Convención del cargo de haber ejecutado o tolerado en su territorio 
una práctica de desapariciones. Ello obliga a la Corte a aplicar una valoración de la prueba que tenga en 
cuenta este extremo y que, sin perjuicio de lo ya dicho, sea capaz de crear la convicción de la verdad de 
los hechos alegados”65. 

 

En ese orden de ideas, la Sala considera pertinente advertir que le otorgará valor probatorio a 
las declaraciones obrantes dentro del proceso, visibles a folios 2117-2225 rendidas por: 
ALFONSO ÁLVAREZ MENA, SAULO ENRIQUE MOSQUERA PALACIOS y MACARIO 
MOSQUERA ASPRILLA, ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Bojayá, quienes declararon, 
entre otros, acerca de su condición de desplazados, el motivo que los conllevó a desplazarse y 
la actividad económico productiva a la que se dedicaban.  
 
La Sala, tendrá en cuenta los documentos aportados al proceso, con excepción de los 
documentos obrantes a folios 920 -164566,  por cuanto se refiere a una relacion de pérdida de 
bienes materiales  de los cuales no hay soporte probatorio alguno que acredite lo que allí se 
consigna. 
 
Le otorgará valor probatorio a todos los restantes documentos traídos al proceso en copia 
simple, en tanto fueron aportados durante las oportunidades (demanda67 y contestación de la 
demanda68 y de las respectivas excepciones69), previstas por las normas procesales aplicables 
a los procesos de competencia de la jurisdicción de lo contencioso administrativo70 y no fueron 

 
63 Esta postura de flexibilización de los medios de prueba ante graves violaciones a los derechos humanos fue adoptada por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en las siguientes sentencias: 15 de septiembre del 2005, caso Mapiripán vs. Colombia, párr. 73; 
sentencia del 24 de junio del 2005, caso Acosta Calderón vs. Ecuador, párr. 41; sentencia del 23 de junio del 2005, casto Yatama vs. Nicaragua, 
párr. 108; sentencia del 20 de junio del 2005, caso Fermín Ramírez vs. Guatemala, 45; sentencia del 2 de julio del 2004, caso Herrera Ulloa 
vs. Costa Rica, párr. 57. 
 
64 Se remite a los siguientes pronunciamientos jurisprudenciales: sentencia del 6 de julio del 2009, caso Escher y otros vs. Brasil, párr. 127; 
sentencia del 29 de julio de 1988, caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, párr. 135; sentencia del 28 de enero del 2009, caso Ríos y otros 
vs. Venezuela, párr. 98; sentencia del 3 de abril del 2009, caso Kawas Fernández vs. Honduras, párr. 95. 
 
65 Sentencia del 29 de julio de 1988, caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, párr. 135.  
 
66 Llistado de perdida de bienes materiales aportados con la demanda. 
 
67 Ver art. 52 num 7 de la Ley 472 de 1998, en conc. con el art. 162 num. 5º y 166 num 2º ley 1437 de 2011. 
 
68 Art. 175 de la Ley 1437 de 2011. 
 
69 art. 57 Ley 472 de 1998. 
 
70 “Artículo 164. Necesidad de la prueba. 
 
Toda decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso. (…)”. 
“Artículo 173. Oportunidades probatorias. 
 
Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y 
oportunidades señalados para ello en este código. 
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tachados  como falsos, en los términos de los artículos 269 y siguientes del Código  General 
del Proceso71,  por la parte contra la cual se pretenden hacer valer, y en concordancia con la 
jurisprudencia del Consejo de Estado72. 
 
6.3 De lo que resultó acreditado en el caso. 
 
Resultó acreditado mediante comunicado del Consejo comunitario Mayor de la Asociacion 
Campesina Integral del Atrato-COCOMACIA, la Comision Vida, Justiacia y Paz de la Diosesis 
de Quibdó, con fecha del 25 de junio de 2005, el desplazamiento ocurrido el 17 de febrero de 
2005: 
 
“Desde el 17 de febrero de 2005 se presentó un desplazamiento masivo de todas las comunidades negras del río 
Bojayá (2043 personas), ante la presencia de un contingente paramilitar del bloque Elmer Cárdenas que entró al 
río Bojayá. La posibilidad de fuertes combates con la guerrilla y los 
retenes que obstaculizaron la libre movilización de las personas civiles, obligó al desplazamiento. 
 
Hasta el dia de hoy, el Consejo Comunitario Mayor de la Asociación Campesina integral de Atrato COCOMACIA, 
organizacion que legalmente representa estas comunidades, ha hecho ingentes esfuerzos ante las   
instituciones estatales, el gobierno nacional  y los organismos nacionales e internacionales, para normalizar la 
situación, de tal forma que las personas desplazadas puedan retornar en condiciones dignas, y bajo los principios 
de Voluntariedad, Dignidad y Seguridad, como también lo enfatiza el Defensor del pueblo en carta enviada al 
gobernador del Chocó." 

 
Madiante comunicado del 22 de  marzo de 2005, el Consejo Comunitario Mayor de la Asociacion 
Campesina Integral del Atrato-COCOMACIA, la Comision Vida, Justiacia y Paz de la Diosesis 

 
(…)”. 
 
71 Artículo 269. Procedencia de la tacha de falsedad. 
 
La parte a quien se atribuya un documento, afirmándose que está suscrito o manuscrito por ella, podrá tacharlo de falso en la contestación de 
la demanda, si se acompañó a esta, y en los demás casos, en el curso de la audiencia en que se ordene tenerlo como prueba. 
 
Esta norma también se aplicará a las reproducciones mecánicas de la voz o de la imagen de la parte contra quien se aduzca. 
 
No se admitirá tacha de falsedad cuando el documento impugnado carezca de influencia en la decisión. 
Los herederos de la persona a quien se atribuye un documento deberán tacharlo de falso en las mismas oportunidades”. 
 
72 Consejo de Estado, Sección Tercera –en pleno-, sentencia del 28 de agosto de 2013, Radicación número: 05001-23-31-000-1996-00659-
01(25022) M.P. Enrique Gil Botero. Sobre el valor probatorio de las copias simples, precisó: “Decide la Sala Plena de la Sección Tercera, por 
importancia jurídica y con fines de unificación de la jurisprudencia, previo a abordar el análisis del problema jurídico, sobre la posible 
valoración de los documentos que fueron allegados a este proceso por el demandante, consistentes en la copia simple de la actuación 
penal adelantada en su contra. 
 
Si bien se advierte que el proceso penal fue aportado con la demanda en copia simple, y dicha circunstancia prima facie, haría invalorable los 
medios de convicción que allí reposan, no obstante, conforme a los lineamientos legales y jurisprudenciales recientes, se reconocerá valor a la 
prueba documental en tanto respecto de la misma se surtió el principio de contradicción. 
 
Esto por cuanto, se tiene que las disposiciones contenidas en los artículos 252 y 254 del C.P.C., modificadas por la ley 1395 de 2011, cuyo 
texto indica que “en todos los procesos, los documentos privados manuscritos, firmados o elaborados por las partes, presentados en original o 
en copia para ser incorporados a un expediente judicial con fines probatorios, se presumirán auténticos, sin necesidad de presentación personal 
ni autenticación”, resultan aplicables a los procesos de naturaleza contencioso administrativa en curso, de conformidad con la regla de 
integración normativa contenida en el artículo 267 del C.C.A. 
 
Si bien es cierto que con la promulgación de la ley 1437 de 2011 se profirió una disposición especial aplicable a los asuntos de conocimiento 
de esta jurisdicción, que incorporaba la regulación legal del valor probatorio de las copias en su artículo 215, permitiendo que las partes 
aportaran los documentos que tenían en su poder en copia, sin importar que los mismos fueran elaborados por aquéllas, por terceros o inclusive 
que provinieran de una autoridad administrativa o judicial, debe tenerse en cuenta que con la expedición de la ley 1564 de 2012 –nuevo código 
general del proceso–, se derogó expresamente el inciso primero del artículo 215 del C.P.A.C.A., motivo por el cual las normas para la valoración 
de las copias vigentes a la fecha son las contenidas en los mencionados artículos 252 y 254 del C.P.C. 
 
Es por ello que la Sala, en aras de respetar el principio constitucional de buena fe, así como el deber de lealtad procesal reconocerá valor a la 
prueba documental que ha obrado a lo largo del presente proceso y que, surtidas las etapas de contradicción, no fue cuestionada en su 
veracidad por las entidades demandadas. Esto dejando claro que con ello no se están aplicando normas derogadas (retroactividad) o cuya 
vigencia se encuentra diferida en el tiempo (ultractividad), puesto que simplemente se quiere reconocer que el modelo hermenéutico de las 
normas procesales ha sufrido cambios significativos que permiten al juez tener mayor dinamismo en la valoración de las pruebas que integran 
el acervo probatorio, para lo cual puede valorar documentos que se encuentran en copia simple y frente a los cuales las partes han guardado 
silencio, razón por la que mal haría el juzgador en desconocer los principios de buena fe y de lealtad que han imperado en el trámite, con el fin 
de adoptar una decisión que no refleje la justicia material en el caso concreto o no consulte los postulados de eficacia y celeridad”. 
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de Quibdó, ponen de presente la situacion que se estaba presentado en los territorios aledaños 
al Rio  Bojayá: 
 
“En el rio Bojayá resisten todavia 270 afrodescendientes de la comunidad de Pogue, entre ellos 120 niños, y 
alrededor de 2.000 indigenas de 15 comunidades que corren el peligro de quedar atrapados por el fuego cruzado 
y, ya están sufriendo un desabastecimiento total de alimentos y artículos de primera necestaad. Hacemos 
responsables a las autoridades del Estado Colombiano por lo que  pueda Suceder a estas personas, ya que  la 
avanzada paramilitar se desarrolló ante la mirada indolente e inclusive con el consentimiento de la Fuerza Pública 
que desde hace casi tres años mantiene un rígido control a lo largo del rio Atrato sobre las vias de acceso a este 
territorio, pero al parecer en los numerosos retenes sólo controlan a la poblacion civil”. (Fl 1864) 

 
Por comunicado del 7 de mayo de 2005 dirigido a la opinion pùblica, las Organizaciones de las 
Naciones Unidas hacen un llamado sobre la grave situacion humanitaria y de derechos 
humanos en el Medio Atrato Chocoano: 
 
“Las agencias firmantes condenan la actuación de los grupos armados ilegales en particular las FARC-EP y los 
paramilitares del Bloque Élmer Cárdenas, los cuales siguen cometiendo graves infracciones al derecho 
intemacional humanitario. 
 
La situación humanitaria y de seguridad alimentaria de esta población sigue siendo afectada negativamente por 
los continuos enfrentamientos bélicos que se dan en el marco del conflicto armado intemo. En el municipio de 
Bojayá más de 2 mil personas de las  comunidades afrocolombianas se encuentran desplazadas y 
hacinadas en busca de atención en Bellavista, cabecera municipal cuya población total es de 1200 
habitantes. 
 
 Entre la poblacion civil desplazada se incluyen más de 600 niñas y de 500 niños con enormes carencias. Cerca 
de 4 mil indigenas emberas se resisten a desplazarse de  sus teritorios y se encuentran en alto riesgo frente al 
fuego cruzado entre los grupos armados ilegales. La población civil de Bojayá requiere de manera urgente la 
presencia integral y pemanente del Estado que debe garantizar la atención de todos los derechos ciudadanos.(…) 
 
(…).El acceso de los alimentos y medicinas sigue estando restringido pese a la presencia de Fuerza Pública. Las 
agencias firmantes observan con preocupacion los continuos casos de connivencia entre miembros de la Fuerza 
Pública y grupos paramiltares que operan en la region” (…)(fl 1678) 

 
En el Oficio N° 1365/MDDD-HHH-725 del 11 de enero de 2018 (fl. 209-2011), el Minsterio de 
Defensa Nacional en su informe de las operaciones realizadas entre los dias 15 y 17 de febrero 
de 2005 en la zona rivereña del Rio Bojayá, indica que el día 14  de febrero del mismo año se 
vieron afectadas las comunidades de la Loma de Bojayá, Bocas Rio Cuía, Bellavista, 
Caimanero, Piedra Candela, Vigia del Fuerte y Napipí, por las acciones terroristas del  la 
cuadrilla 57 de las FARC y el bloque Élmer Cárdenas, lo que generó su desplazamiento. 
 
En el oficio allegado por el Instituto Colombiano De Bienestar Familiar, se informa al despacho 
sobre las actividades de apoyo  que se adelantaron en el proceso de desplazamiento de las 
comunidades mencionadas, consistente en atencion bajo la modalidad de brigadas mòviles 
(atencion psicosocial), raciones alimentarias de emergencia para 3 meses y acompañamiento 
para el retorno de las comunidades de Cuìa,Caimanero, Corazòn de Jesùs y la Loma, que se 
llevó a cabo en julio de 2005 y  posteriormente el de Piedra Candela, en agosto del mismo año. 
 
El certificado emitido por Accion Social en el que suministra informacion sobre el registro en el 
Sistema de Informacion de Poblacion Desplazada  (SIPOD), se tiene que de 881 personas 
sujetas a verificacion como accionantes de la presente acción, 506 se encuentran sin datos en 
el sistema, 375 se encuetran inscritas, de donde  372  personas se encuentran inscritas e 
incluidas y 3 personas se encuentran inscritas y no incluidas como desplazados en los hechos 
ocurridos en el municipio de Bojayá desde el 2 de mayo de 2002 hasta el 26 de octubre de 
2007. 
 
Las pruebas testimoniales rendidas por ALFONSO ÁLVAREZ MENA, SAULO ENRIQUE 
MOSQUERA PALACIOS, MACARIO MOSQUERA ASPRILLA, ante el Juzgado Promiscuo 
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Municipal de Bojayá, tambien dan cuenta de que efectivamente hubo desplazamiento de los 
habitantes de las poblaciones de  Bojayá durante el año 2005, entre el 13 y el 15 de febrero. 
 
El hecho del desplazamiento fue previsto, anunciado y advertido a las entidades accionadas, 
Nación –Ministerio de Defensa-Policía Nacional. Al respecto se verifica que, el Consejo 
Comunitario Mayor de la Asociacion Campesina Integral del Atrato- COCOMACIA envió  el 2 
de junio de 2004 un comunicado a la opinion publica manifestando un peligro inminente de 
masacre en el municipoo de Bojayá: 
 
“EI Consejo comunitario Mayor de la Asociación Campesina integral del Atrato COCOMACIA" alerta a la opinión 
pùblica nacional e internacional y a las instituciones del Estado colombiano sobre la grave situación que padecen 
las comunidades del municipio de Bojayá: 
 
1. Nuevamente el accionar de los actores armados al margen de la ley y la fuerza pública, coloca en peligro la vida, 
honra y bienes de los ciudadanos, siendo que éste es un derecho garantizado en la Constitución Colombiana  y 
en los tratados Internacionales relacionados con el tema.  
 
2. Desde mediados del mes de mayo, el accionar de los actores en mención ha venido desplazando de manera 
familiar y gota a gota a personas de las comunidades del rio Bojayá, Napipi, Carrillo y Amburibidó. Esta 
situación se agudizó el día 29 de mayo cuando se 
desplazaron 116 familias conformadas por 445 personas 
de la comunidad de Piedra Candela hacía Bellavista, 21 
familias correspondiente a 86 personas de la comunidad 
de Corazón de Jesús, 430 personas de la comunidad de Napipi, todas estas asentadas en Bellavista. 
 
3. Los operativos militares con bombardeos y el accionar de 
la guerrilla no esta permitendo que las personas ejerzan 
sus actividades productivas, lo que está generando un 
caos alimenticio generalizado por el miedo a caer enmedio de un enfrentamiento entre estos grupos. 
 
4 Hace dos años alertamos sobre la posible masacre que después se convirtió en realidad en Bojayá y no se 
tomaron las medidas efectivas para evitarlo, hoy 
alertamos nuevamente sobre el peligro que están 
corriendo las comunidades. 
5. Después del retorno de las comunidades y de que el Estado asumiera ciertos compromisos en términos de 
Superar las necesidades básicas insatisfechas, hoy vemos 
con preocupación que en ninguna de éstas comunidades 
existen medios de comunicación (teléfonos), ni servicios 
publicos (energía eléctrica, salud). 
 
Exigimos de los actores armados ilegales y a la fuerza pública 
el respeto por las normas humanitarias, las autoriodades 
tradicionales y sus reglamentos internos. Exigimos del Estado 
garantizar la vida, bienes y honra de los ciudadanos.” 

 
Ahora, en cuanto a las actuaciones del Estado tendientes a mitigar el impacto del conflicto 
armado sobre las poblaciones en mencion, la salvaguarda de los derechos fundamentales y su 
responsabilidad como garantes de los mismos en tanto se dan las primeras alertas tempranas, 
partiendo que desde que se presentó la masacre del 2 de mayo del 2002 estan encendidas 
esas alertas ya que los combates entre la guerilla y autodefensas por disputa territorial en la 
zona no ha cesado despues de la nefasta masacre, sinó que segun lo indican los organismos  
Nacioneles e internacionales, la crisis humanitaria  en la zona se ha agudizado. 
 
De la narracion de los hechos  y las pruebas aportadas al proceso, se tiene   que la  mera  
incursion del grupo paramiliar  del bloque Elmer Cárdenas que entró en el Rio Bojayá, crea un 
ambiente de terror y sozobra en la comunidad por lo que de ello se pueda devenir, teniendo en 
cuenta los antecedentes bélicos que han padecido, especialmente la masacre del año 2002, es 
por ello que es apenas razonable, que como medio de proteccion y salvaguarda de su integridad 
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personal, las comunidades que habitanban en esos  terrirorios  de Bojayá se hayan visto 
compelidos a desplazarse hacia un lugar más seguro. 
 
En este punto es necesario preguntarnos el motivo por el cual el grupo  paramiliar invadió el 
territorio y la tarea que desempeñó en ese caso la fuerza pública que tenia  jurisdiccion en la 
zona para  evitarlo. 
 
El Estado a través del Ejército y la Policía Nacional no adoptó diligentemente las medidas 
necesarias para proteger a la población en función de las circunstancias vistas y descritas, por 
lo que le son imputables al mismo Estado las violaciones de derechos que tuvieron lugar con 
ocasión al desplazamiento de los demandantes. Las Fuerzas militares incumplieron su 
obligación de salvaguardar y garantizar la creación de condiciones para proteger las personas 
sometidas a su jurisdicción como lo fueron los miembros de las comunidades negras e indigenas 
de Bojayá  víctimas del desplazamiento, y que pudieran gozar de una vida en condiciones 
dignas, en los lugares donde fincaron su hábitat y lugar de trabajo. 
 
Al Estado le compete impedir que el desplazamiento se produzca, porque las autoridades han 
sido establecidas para respetar y hacer respetar la vida, honra y bienes de los asociados, y en 
el caso concreto quedó acreditado que el Estado en cabeza de las fuerzas militares omitió el 
deber constitucional y legal de impedir que sus asociados fueran expulsados de sus lugares de 
origen. La falta de respuesta adecuada y efectiva del Estado en garantizar la permanencia de 
las comunidades en sus respectivos territorios, a sabiendas de la situación de inseguridad que 
afrontaban, originó sin menor duda el fenómeno del desplazamiento.  
 
Las autoridades conocían y sabían que las referidas comunidades estaban siendo amenazadas, 
por los grupos al margen de la ley, especialmente por el bloque Elmer cárdenas y las FARC, y 
las autoridades  fueron negligentes e inoperantes para actuar conforme al deber legal,  dejando 
desamparadas a estas personas a su suerte, de allí que, ellas en un acto tan natural de 
supervivencia deciden desplazarse a los lugares donde se sintieran seguros, esto es a la 
cabecera municipal de Bellavista y Quibdó. 
Conforme lo ha explicado la Sección Tercera del Consejo de Estado73, en estos casos, y en los 
daños a la población civil, se predica expresamente la necesidad de colmar el deber de 
anticipación por parte del Estado, que, comprende todas aquellas medidas de carácter jurídico, 
político, administrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de los derechos humanos y que 
aseguren el cumplimiento de los mandatos de protección derivados del derecho internacional 
humanitario aplicables al conflicto armado interno, especialmente cuando se trata de resguardar 
a la población civil en el respeto de sus bienes e intereses y su debida garantía74. El Estado 
responde cuando con su conducta produce una violación de derechos humanos, así como 
también cuando con su omisión renuncia expresamente al deber jurídico de prevenir el daño 
mediante el ejercicio oportuno del estándar de diligencia debida.  

 
73 Consejo de Estado. Sección Tercera, Subsección “C”; Sentencias: 
 
- del 19 de agosto de 2011. Exp: 20.227. CP Jaime Orlando Santofimio Gamboa; 
- 31 de agosto de 2011. Exp: 19.195. CP Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
  
74 “62.1 De tal manera, cabe observar la atribución jurídica del daño antijurídico, en principio, a las entidades demandadas por falla en el servicio 
consistente en el incumplimiento e inobservancia de los deberes positivos derivados de exigencias constitucionales, legales, y del bloque 
ampliado de constitucionalidad (artículo 93), esto es, del derecho internacional humanitario y del derecho internacional de los derechos 
humanos, que pueden ser constitutivos de una falla en el servicio. 
 
62.2 Desde la perspectiva constitucional y convencional es claro que la obligación positiva que asume el Estado de asegurar a todas las 
personas residentes en Colombia la preservación de sus derechos a la vida, a la integridad física, a la propiedad no se encuentra dentro de la 
clasificación moderna de las obligaciones como de resultado sino de medio, llevando a concebir que las autoridades públicas están llamadas 
a establecer las medidas de salvaguarda que dentro de los conceptos de razonabilidad y proporcionalidad resulten pertinentes, a fin de evitar 
la lesión o amenaza de los citados derechos constitucional y convencionalmente reconocidos.”. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Seccion Tercera, Subseccion “C”, Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA; Sentencia del 12 de febrero 
de 2014, Radicación número: 50001-23-31-000-2000-00001-01(26013), Actor: Durabio Pérez y Otros, Demandado: Nación - Ministerio de 
Defensa - Policía Nacional, Referencia: Acción de Reparación Directa (Apelación Sentencia). 
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La falla en la prestación del servicio de seguridad de la demandada, consistente en la omisión 
de sus deberes legales y constitucionales,  se advierte en el caso concreto, por la inoperancia 
de la entidad, al no haber desplegado todas las medidas razonables, proporcionables y exigibles 
normativamente (deberes positivos normativos), al tener esta la posición de garante, pués la 
inobservancia del deber de custodiar y salvaguardar a los comunidades indígenas cuyo auxilio 
solicitaron de las autoridades militares y de policía, fue el que, conllevó, sin duda alguna, al 
desplazamiento de estas comunidades. 
 
De las pruebas obrantes en el proceso, ya analizadas, es claro para la Sala que los habitantes 
de las comunidades negras e indigenas del rio de Bojayà, estas son,  Pogue, Piedra Candela, 
Cuía, La Toma, Corazón de Jesús, Caimanero, Majandó, Charco Gallo, Chancú, Peñita y Rio  
Napipí; se desplazaron de sus terrirorios entre los días 15 y 17 de febrero de 2005  por falta de 
garantías  por parte del Estado para permanecer en sus territorios en forma segura y en 
condiciones dignas. 
 
Lo anterior, como ya se dijo, representa para la Sala una falla en la prestación del servicio por 
omisión por parte del Estado Ministerio de Defensa Ejército Nacional y Policía Nacional, 
encargados de salvaguardar la vida e integridad personal de todos los habitantes del territorio 
colombiano y a no ser desplazado forzadamente, contrario al mandato constitucional 
constitutivo de una conducta por demás antijurídica reprochable y causante del daño que se le 
endilga en la demanda. 
Considera esta instancia de las pruebas analizadas que el Estado por medio de las Fuerzas 
militares del Ejército no acometió las acciones necesarias para atender a una población que 
acudió antes del desplazamiento a manifestarle las razones por las cuales temían por sus vidas, 
dejándoles a su suerte, convirtiéndose para ellos el desplazamiento la única opción para 
salvaguardar su integridad, pués alejarse del lugar donde imperaban las amenazas y 
hostigamientos en contra de ellos, fue la manera que encontraron de proteger el bien y derecho 
a la vida.  
 
Ninguna prueba aportó el Ministerio de Defensa-Ejército Nacional -Policía Nacional tendiente a 
demostrar acciones por ellos acometidas en procura de proteger a los habitantes de las 
comunidades  del area rural de  Bojayá. 
 
Del ofcio Nº 1365 MDD-HH-725 del 11 de enero de 2008, referente a las acciones llevadas a 
cabo por la fuerza pública en la jurisdiccion del municipio de Bojayá entre el 15 y 17 de febrero 
de 200575, suscrito por el Teniente coronel Juan Carlos Gòmez Ramìrez, Director de Derechos 
Humanos y DIH, se recogen las acciones reportadas po el Ejercito Nacional y  la Armada 
Nacional. En él se hizo referencia a unas operaciones militares que pudieron haberse realizado 
para mitigar el  actuar de los grupos ilegales en la zona, sin embargo no se aportaron las 
ordenes y fichas correspondientes a esas operaciones militares para poder determinar con 
certeza la época en las cuales se desarrollaron. 
 
Ahora bien, en sana discusión, si se aceptara que los demandantes no solicitaron, ni advirtieron, 
ni informaron o avisaron previamente de los motivos de seguridad que los indujo al 
desplazamiento, de la normativa y jurisprudencia analizada en el acápite respectivo de esta 
providencia76, se colige, que de todas maneras al Estado (Armada, Ejército y Policía Nacional) 

 
75 Fls. 2009-2011 del expediente 
 
76 Se resalta “Al Estado le compete impedir que el desplazamiento se produzca, en razón a que las autoridades han sido establecidas para 
respetar y hacer respetar la vida, honra y bienes de los asociados, pero si éste no es capaz de impedir que sus asociados sean expulsados 
de sus lugares de origen, tiene al menos que garantizarles la atención necesaria para reconstruir sus vidas. Sentencia SI 00213-01 de 
2006 Sección Tercera, Acción de grupo adelantada por el desplazamiento causado por la toma del corregimiento La Gabarra del municipio de 
Tibú. En la misma providencia En cuanto a la función de prevenir el desplazamiento, el Consejo de Estado ha sostenido que de conformidad 
con la Constitución, las autoridades públicas están estatuidas para defender a todos los ciudadanos y asegurar el cumplimiento de los deberes 
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frente a los hechos que originan el desplazamiento, le corresponde una doble responsabilidad: 
De un lado, le compete prevenir que los hechos del desplazamiento se produzcan, en cuanto 
es el encargado de velar por los derechos fundamentales de los asociados, pero que una vez 
ocurrido el desplazamiento, al Estado le corresponde la responsabilidad de atender y reparar a 
la víctima del desplazamiento, con el fin de que pueda reconstruir sus vidas. Ninguno de las dos 
responsabilidades fue atendida o cumplidas por las entidades accionadas, en el caso concreto.  

 
Resaltando por tanto, que, ninguna determinación o diligencia emprendieron las accionadas, 
relacionadas con los deberes de prevención y protección de derechos fundamentales y 
humanos, del personal demandante. No respondió activamente, ni actuó en la zona territorial 
de ninguna forma, para al menos establecer el grado de dificultad o situación de seguridad y de 
orden público en las referidas comunidades, tarea que le asiste en concordancia con su deber 
jurídico y posición de garante. Ninguna medida concreta ni acción específica demostró haber 
ejecutado en procura del cumplimiento de su obligación positiva de prevención y protección de 
los derechos humanos de las poblaciónes de rio Bojayà, víctimas de los hechos que originaron 
su desplazamiento. 
 
La Fuerza Pública integrada por las Fuerzas Militares y la Policía Nacional77; tiene como 
finalidad primordial78 la defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio 
nacional y del orden constitucional y el mantenimiento de las condiciones necesarias para el 
ejercicio de los derechos y libertades públicas, y para asegurar que los habitantes de Colombia 
convivan en paz79.  
 
Lo anterior indica entonces que la Fuerza Pública no puede tener lugares vedados en el territorio 
nacional para ejercer o ejecutar los actos y acciones necesarias para garantizar los derechos y 
deberes, y en especial propender por la protección efectiva en cuanto a la seguridad y 
salvaguarda de los habitantes. 
 
Tampoco es de recibo el argumento de defensa exceptivo propuesto por las accionadas, según 
el cual, la actividad de la fuerza pública es de medio y no de resultado, y que por lo tanto no les 
es imputable los daños padecidos por los accionantes. 
 
Para la Sala como se anotó no es de recibo el anterior argumento, por cuanto, desde la 
perspectiva constitucional y convencional, es claro que la obligación positiva que asume el 
Estado de garantizar a todas las personas residentes en Colombia la preservación de sus 
derechos a la vida, a la integridad física y a la propiedad, lleva a concebir que las autoridades 
públicas están llamadas a establecer las medidas de salvaguarda que dentro de los conceptos 

 
del Estado y de los particulares y, que el omitir dichas funciones, genera no sólo una responsabilidad individual para el funcionario, sino una 
responsabilidad institucional que deslegitima al Estado. Sobre este tema expuso:“De acuerdo con el mandato constitucional, la razón de ser de 
las autoridades públicas es la defender a todos los residentes en el país y asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de 
los particulares. Omitir el cumplimiento de esas funciones no sólo genera responsabilidad personal del funcionario sino además 
responsabilidad institucional, que de ser continúa pone en tela de juicio su legitimación.” (Énfasis de la Sala) 
 
 
77 Artículo 216 
 
“Artículo 216. La fuerza pública estará integrada en forma exclusiva por las Fuerzas Militares y la Policía Nacional. Todos los colombianos están 
obligados a tomar las armas cuando las necesidades públicas lo exijan para defender la independencia nacional y las instituciones públicas. 
La Ley determinará las condiciones que en todo tiempo eximen del servicio militar y las prerrogativas por la prestación del mismo”. 
 
78 “Artículo 217. La Nación tendrá para su defensa unas Fuerzas Militares permanentes constituidas por el Ejército, la Armada y la Fuerza 
Aérea. Las Fuerzas Militares tendrán como finalidad primordial la defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional 
y del orden constitucional. La Ley determinará el sistema de reemplazos en las Fuerzas Militares, así como los ascensos, derechos y 
obligaciones de sus miembros y el régimen especial de carrera, prestacional y disciplinario, que les es propio”.  
 
79 “Artículo 218. La ley organizará el cuerpo de Policía. La Policía Nacional es un cuerpo armado permanente de naturaleza civil, a cargo de la 
Nación, cuyo fin primordial es el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas, y para 
asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz. La ley determinará su régimen de carrera, prestacional y disciplinario”. 
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de razonabilidad y proporcionalidad resulten pertinentes, a fin de evitar la lesión o amenaza de 
los citados derechos constitucional y convencionalmente reconocidos80. 
 
Los mismos mandatos contenidos en los artículos 2° y 216 y s.s de la Constitución Política  
denotan la legitimidad de la intervención que la fuerza pública en cabeza de la Policía y el 
Ejército deben realizar para controlar situaciones que seriamente pongan en riesgo la vida, 
seguridad e integridad de las personas en el territorio, aun mas en las comunidades negras e 
indigenas conocidas, lugar que,  de conformidad con lo previsto en la misma Constitución, hace 
parte del territorio colombiano y por tanto, debió controlar con el único objetivo de proteger en 
debida forma la vida, honra, bienes y demás derechos y libertades, individuales de las 
comunidades que se encontraban en riesgo.  
  
Ninguna justificación esgrimió la accionada para acometer las acciones necesarias y oportunas 
tendientes a evitar que respecto de las comunidades conocidas, se presentara el 
desplazamiento del que fueron víctimas. Tampoco advierte la Sala de las pruebas obrantes 
dentro de la actuación impedimento de tipo físico, logístico o material que limitará la obligación 
que respecto de la seguridad y protección a ella ha encargado la Constitución y la Ley que 
tornara imposible81 salvaguardar la vida e integridad de los miembros de las comunidades 
negras e indígenas víctimas del desplazamiento. 
 
El deber jurídico de proteger se enmarca dentro de la posición de garante institucional, 
previniendo los riesgos en los que se ven comprometidos los derechos humanos de los 
ciudadanos que se encuentran bajo su cuidado; y protección, que como se ha dicho a lo largo 
de esta providencia, no fue el debido, ni adecuado, ni oportuno, en tanto, se omitió fue el 
acatamiento fiel al deber de salvaguardar a las comunidades víctimas de los hechos que 
generaron el desplazamiento, y que conforme el recuento probatorio visto, le son imputables, 
a título de falla del servicio por omisión en el cumplimiento del deber, sin que tenga cabida la 
eximente de responsabilidad alegada, consistente en hecho de un tercero. Pues sabido es que, 
cuando el Estado tiene la posición de garante, es éste y no otro, quien debe acometer los actos 
y diligencias necesarias tales como proveer, precaver y prevenir la amenaza y vulneración de 
los derechos fundamentales de los ciudadanos con ocasión de la acción de terceros82. 

 
80 Así lo ha precisado el H. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, Consejero ponente: 
JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA, sentencia del 14 de febrero de 2014, Radicación número: 50001-23-31-000-2000-00001-
01(26013), Actor:Durabio Pérez y Otros, Demandado: Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, Referencia: Acción de Reparación 
Directa. 
81 Si bien es cierto que la jurisprudencia del Consejo ha establecido la relatividad de las obligaciones del Estado, reconociendo las limitaciones 
de sus obligaciones cuando se encuentra imposibilitado para evitar el daño a la vida y bienes de los ciudadanos, con fundamento en el principio 
según el cual “nadie está obligado a lo imposible”, también lo es, que esa misma Corporación ha establecido que este principio no excusa el 
incumplimiento de las obligaciones propias del Estado, y no es óbice para la responsabilidad estatal, la cual debe establecerse en cada caso. 
A este respecto ha dicho esa Corporación: “[e]s cierto que la jurisprudencia ha considerado que la relatividad de las obligaciones del Estado, 
esto es, no le son imputables los daños a la vida o bienes de las personas cuando son causados por los particulares, en consideración a que 
las obligaciones del Estado están limitadas por las capacidades que en cada caso concreto se establezcan, dado que “nadie está obligado a lo 
imposible”. No obstante, esta misma Corporación en providencias posteriores ha aclarado que la relatividad de las obligaciones del Estado 
no excusa el incumplimiento de sus obligaciones, sino que debe indagarse en cada caso si en efecto fue imposible cumplir aquéllas 
que en relación con el caso concreto le correspondían.” Precisión realizada por la Sala en providencia de 10 de agosto de 2000, exp. 
11.585. (Negrillas de la Sala) 
 
82 Al respecto ver entre otras sentencias: Sentencia del 15 de agosto de 2007, expediente número 27434; Sentencia de 15 de agosto de 2007, 
expedientes números AG-00004 Y AG-00385, sentencia de 18 de febrero de 2010, expediente número 18436.  En ellas se trata el tema de la 
responsabilidad del Estado por hechos cometidos por terceros, la posición de garante institucional del Estado. Precisa que el deber jurídico de 
protección consiste en la precaución y prevención de los riesgos en los que se ven comprometidos los derechos humanos de los ciudadanos 
que se encuentran bajo su cuidado. Al respecto: 
 
“Se trata de afirmar la responsabilidad del Estado pese a que los hechos son causados por terceros, en la medida en que a la administración 
pública le es imputable al tener una “posición de garante institucional”, del que derivan los deberes jurídicos de protección consistentes en la 
precaución y prevención de los riesgos en los que se vean comprometidos los derechos humanos de los ciudadanos que se encuentran bajo 
su cuidado, tal como se consagra en el artículo 2 de la Carta Política. Luego, sustancial para endilgar la responsabilidad es que se deduzca a 
quién competía el deber de evitar las amenazas y riesgos para los derechos humanos de las personas afectadas. (…) en la misma doctrina se 
propone establecer “estructuras de imputación” de la responsabilidad del Estado cuando son “actores no-estatales” o terceros los que perpetran, 
o llevan a cabo acciones que producen el desplazamiento forzado(…). 
 
En su momento, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Velasquez Rodríguez”, estableción que la aplicación del estándar 
de diligencia llevó a constatar que el “Estado permitió que el acto se realizara sin tomar las medidas para prevenirlo”. Esto permite reconducir 

fre
dy

a.
lop

ez
o

426093489 GS-2023-018725-SEGEN

mailto:des02tacho@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

Sentencia:            Segunda instancia 

Referencia:           27001 33 31 003 2007 00074 02 

Acción:                 Grupo 

Demandantes :     Abel Murillo Aguilar Y Otros 

Demandados:       Nación- Ministerio Del Interior Y Otros 

 

 

Calle 24 No. 1 – 30, Palacio de Justicia – Oficina 405 

Correo electrónico: des02tacho@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Telefax 6 71 39 82 

 

Página 38 de 98 
 
 

 

Por lo que no existe duda que la omisión de la entidad demandada afectó, el derecho que la 
Constitución y la ley les garantizan a las comunidades ribereñas de Bojayà a la vida, honra, 
bienes, tranquilidad, paz, trabajo, seguridad y a no ser desterrados y desplazados de sus 
territorios. 
 
Así las cosas considera esta Sala que hubo negligencia por parte de las entidades encargadas  
de brindar el servicio de seguridad y salvaguarda de la vida, honra y bienes de los habitantes 
de las comunidades Boja de Pogue, Piedra Candela, Cuía,La Toma, Corazón de Jesús, 
Caimanero, Majandó, Charco Gallo, Chancú, Peñita y Rio  Napipí;  pertenecientes al Municipio 
de Bojayà, lo cual fue determinante en las consecuencias que finalmente se presentaron como 
fue el desplazamiento masivo de esa población. 
 
Es pertinente anotar en concordancia con la jurisprudencia citada que el  derecho a la vida 
conjuntamente con el derecho a la integridad personal ocupan un lugar fundamental en la Carta 
Política, por ser el presupuesto esencial para el ejercicio de los demás derechos. Por tal motivo 
el Estado tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran 
para que no se produzcan violaciones de esos derechos y, en particular, el deber de impedir el 
desplazamiento masivo. Esta protección activa del derecho a la vida y a la integridad  personal 
por parte del Estado involucra a toda institución estatal y a quienes deben resguardar la 
seguridad, en especial a sus fuerzas armadas, por recaer en estas la competencia de 
conformidad con los arts. 216, 217 y 218 de la Constitución Política. 
 
De lo anterior se puede concluir que efectivamente existe un daño antijurídico padecido por las 
comunidades de Pogue, Piedra Candela, Cuía,La Toma, Corazón de Jesús, Caimanero, 
Majandó, Charco Gallo, Chancú, Peñita y Rio  Napipí; pertenecientes al Municipio de Bojayà 
concretado en negligencia en la prestación del servicio de seguridad  brindado antes, durante y 
despues del 15 de febrero de 2005, que les ocasionaron un daño material e inmaterial 
evidenciado en el desplazamiento y la dejación y pérdidas de todas sus raíces y bienes. De los 
que se infiere que efectivamente se presentó una falla en el servicio de seguridad y un nexo de 
causalidad entre la misma y el resultado dañino.  
 
De lo anterior también se infiere que las excepciones propuestas por la parte demandada: 
Inexistencia del daño, Hecho de un tercero, Inexistencia del Derecho, Indebida representación 
en causa por pasiva, no acreditación por parte de los demandantes de la calidad de desplazado, 
Inexistencia de prueba de los perjuicios, propuestas por la demandada Nación – Ministerio de 
Defensa Nacional – Ejército y Policía Nacional,  no tienen vocación de prosperidad. 
 
Teniendo en cuenta que toda violación de una obligación constitucional o legal por parte del 
Estado que haya producido daño comporta el deber de repararlo83, procede la Sala a  verificar 

 
el régimen de responsabilidad del Estado hacia la inactividad como presupuesto sustancial, sustentado en la existencia de obligaciones 
positivas de prevención y protección, con las que se busca afirmar el concepto de “capacidad de actuar” del Estado ante la violación, amenaza 
o lesión de los derechos humanos, incumpliéndose de modo “omisivo puro” el deber de poner fin o impedir hechos o actos ajenos a su actuación 
que pueden provocar situaciones que como el desplazamiento forzado afecta los derechos de las personas. Luego no puede ofrecerse como 
única vía la aplicación de la posición de garante ya que cuando dicha violación se produce como consecuencia de la acción de “actores-no 
estatales”, se exige determinar que la situación fáctica existió y que respecto a ella se concretaron tres elementos: “i) los instrumentos de 
prevención utilizados; ii) la calidad de la respuesta y ii) la reacción del Estado ante tal conducta”, que en términos del Comité de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas se entiende como el estándar de diligencia exigible al Estado”. 
 
83 El H. Consejo de Estado ha señalado que en aquellos casos en los que se ha verificado la violación a los Derechos Humanos y al Derecho 
Internacional Humanitario, el afectado está asistido del derecho a solicitar la reparación integral de los daños irrogados, de esta manera, 
mediante sentencia fechada el 19 de octubre de 2007, dictada dentro del expediente No. 29.273, la Sección Tercera, con ponencia del 
Consejero Enrique Gil Botero, indicó:  
 
“Toda reparación, parte de la necesidad de verificar la materialización de una lesión a un bien jurídico tutelado (daño antijurídico), o una violación 
a un derecho que, consecuencialmente, implica la concreción de un daño que, igualmente, debe ser valorado como antijurídico dado el origen 
del mismo (una violación a un postulado normativo preponderante). Así las cosas, según lo expuesto, es posible arribar a las siguientes 
conclusiones lógicas: Toda violación a un derecho humano genera la obligación ineludible de reparar integralmente los daños derivados de 
dicho quebrantamiento. No todo daño antijurídico reparable (resarcible), tiene fundamento en una violación o desconocimiento a un derecho 
humano y, por lo tanto, si bien el perjuicio padecido deber ser reparado íntegramente, dicha situación no supone la adopción de medidas de 
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lo pertinente frente a lo pedido por la parte demandante. Para ello, es pertinente precisar 
quiénes son considerados víctimas del desplazamiento forzado en este asunto. 
 
7. Las víctimas del desplazamiento forzado. 
 
Desde una perspectiva y análisis de convencionalidad la Sala verificará a partir de la prueba 
obrante en el expediente quienes para los efectos de este fallo serán considerados víctimas. 
 
Tal como se verificó en el acápite de lo que resultó probado, el número de personas 
desplazadas integrantes de las comunidades negras del río Bojayá  ascendia a  2043 personas, 
según comunicado del Consejo Comunitario Mayor de la Asociacion Campesina Integral del 
Atrato-COCOMACIA, la Comision Vida, Justiacia y Paz de la Diosesis de Quibdó, con fecha del 
25 de junio de 2005, frente al  desplazamiento ocurrido entre el 15 y  17 de febrero de 2005 
 
Según oficio N° 1365/MDDD-HHH-725 del 11 de enero de 2008 obrante a fls. 2009-2011 cuad. 
No. 8, el Minsterio de Defensa Nacional en su informe  de las operaciones realizadas en las 
fechas señaladas en la demanda, se indica que para el día 14 de febrero de 2005 se tenian 
cifras registradas ante la Red de Solidaridad Social de 1620 personas desarraigadas de la 
regiòn, entre el 15 y 17 de febrero de 2015. 
  
Mediante oficio del 7 de mayo de 2005 (fl 1678),  las Organizaciones de las Naciones Unidas 
hacen un llamado a la opinion pùblica sobre la grave situacion humanitaria en el Medio Atrato 
Chocoano, se indica que en el municipio de Bojayá más de 2.000 mil personas de las  
comunidades afrocolombianas se encuentran desplazadas y hacinadas en busca de atección 
en Bellavista, cabecera Municipal y que  entre la poblacion civil desplazada se incluyen más de 
600 niñas y de 500 niños. 
 
La Sala de conformidad con lo anterior tendrá como víctimas del desplazamiento a 2.043 
personas desplazadas, pertenecientes a las comunidades de Bojayà durante el año 2005, 
especialmente entre los dias 15 y 17 de febrero del mismo año, en tanto, dicho dato, resultó del 
censo poblacional efectuado por del Consejo Comunitario Mayor de la Asociacion Campesina 
Integral del Atrato-COCOMACIA, la Comision Vida, Justiacia y Paz de la Diosesis de Quibdó, 
en la fecha cercana al desplazamiento acaecido en dichas comunidades, y aunque existen otros 
informes al respectos, todos fueron emitidos con posteriorida y se remiten a su vez a otros cuya 
fuente no se precisa en modo alguno. 
 

 
justicia restaurativa. Como se aprecia, en la primera hipótesis, nos enfrentamos a una situación en la cual el operador judicial interno, dentro 
del marco de sus competencias, debe establecer en qué proporción puede contribuir a la reparación integral del daño sufrido, en tanto, en estos 
eventos, según los estándares normativos vigentes (ley 446 de 1998 y 975 de 2005), se debe procurar inicialmente por la restitutio in integrum 
(restablecimiento integral) del perjuicio y de la estructura del derecho trasgredido, para constatada la imposibilidad de efectuar la misma, abordar 
los medios adicionales de reparación como la indemnización, rehabilitación, satisfacción, medidas de no repetición y, adicionalmente el 
restablecimiento simbólico, entre otros aspectos. Debe colegirse, por lo tanto, que el principio de reparación integral, entendido éste como aquel 
precepto que orienta el resarcimiento de un daño, con el fin de que la persona que lo padezca sea llevada, al menos, a un punto cercano al 
que se encontraba antes de la ocurrencia del mismo, debe ser interpretado y aplicado de conformidad al tipo de daño producido, es decir, bien 
que se trate de uno derivado de la violación a un derecho humano, según el reconocimiento positivo del orden nacional e internacional, o que 
se refiera a la lesión de un bien o interés jurídico que no se relaciona con el sistema de derechos humanos (DDHH). En esa perspectiva, la 
reparación integral en el ámbito de los derechos humanos supone, no sólo el resarcimiento de los daños y perjuicios que se derivan, 
naturalmente, de una violación a las garantías de la persona reconocidas internacionalmente, sino que también implica la búsqueda del 
restablecimiento del derecho vulnerado, motivo por el cual se adoptan una serie de medidas simbólicas y conmemorativas, que no propenden 
por la reparación de un daño (strictu sensu), sino por la restitución del núcleo esencial del derecho o derechos infringidos. Por el contrario, la 
reparación integral que opera en relación con los daños derivados de la lesión a un bien jurídico tutelado, diferente a un derecho humano, se 
relaciona, específicamente, con la posibilidad de indemnizar plenamente todos los perjuicios que la conducta vulnerante ha generado, sean 
éstos del orden material o inmaterial. Entonces, si bien en esta sede el juez no adopta medidas simbólicas, conmemorativas, de rehabilitación, 
o de no repetición, dicha circunstancia, per se, no supone que no se repare íntegramente el perjuicio. Como corolario de lo anterior, para la 
Sala, la reparación integral propende por el restablecimiento efectivo de un daño a un determinado derecho, bien o interés jurídico y, por lo 
tanto, en cada caso concreto, el operador judicial de la órbita nacional deberá verificar con qué potestades y facultades cuenta para obtener el 
resarcimiento del perjuicio, bien a través de medidas netamente indemnizatorias o, si los supuestos fácticos lo permiten (trasgresión de 
derechos humanos en sus diversas categorías), a través de la adopción de diferentes medidas o disposiciones”.   
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Con base en el listado de 875 presuntas víctimas presentado por el apoderado de la parte actora 
en el escrito de demanda (en adelante “el listado de víctimas”), a continuación procede la Sala 
a determinar quiénes serán consideradas víctimas en el caso concreto. 
 
Como lo ha establecido la jurisprudencia constitucional, el Registro de Desplazados constituye 
una herramienta declarativa de la calidad de desplazado más no constitutiva de ella y, por ende, 
no corresponde excluir a persona alguna por no obrar en el expediente constancia de que los 
demandantes  hacen parte del RUPD, como víctimas del desplazamiento. Esto por cuanto, “es 
claro que una persona se considera desplazada interna en el momento en que configuren los 
hechos por los cuales se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional, abandonado su 
localidad de residencia o actividades económicas habituales”. 
 
Se anticipa que, de conformidad con las consideraciones anteriores, del listado original de  
víctimas presentado por el apoderado de los demandantes en la demanda, la Sala considerará 
a 253 personas como víctimas del presente caso y 3 personas màs que a pesar de no estar en 
la lista de demandantes, allegaron poder y se encuentran registradas en la unidad de 
victimas;seran tenidas como tales, para un total de 256  demandantes,  siendo que son las 
personas que tuvieron que desplazarse por los hechos del presente caso, según la relación 
allegada por la misma parte,  que confirieron poder, previo cotejo con la relación expedida por 
Accion social, hoy UARIV, obrantes en el expediente. 
 
 
7.1 LISTADO DE VÍCTIMAS DEL GRUPO ACCIONANTE84 
 
Desde una perspectiva y análisis de convencionalidad la Sala verificará a partir de la prueba 
obrante en el expediente quienes para los efectos de este fallo serán considerados víctimas. 
 
Quedó demostrado a partir de los antecedentes de orden público existentes en la zona del 
Medio Atrato ya analizados, y demás pruebas obrante dentro de la actuación85, que por la 
incursion de grupos ilegales  en el rio Bojayà  
se desplazaron personas de las comunidades, corregimientos y veredas de Bojayà, tal como: 
pogue, Piedra Candela, Cuìa; La Loma, Corazòn de Jesùs, Caimanero, Majandò, Charco Gallo, 
Chancù, Peñita, Rio Napipì ubicados en las imediaciones del rio bojayà. 
 
De las certificaciones emitidas por ACCIÓN SOCIAL, que obran en el expediente se  harà una 
revision para determinar las víctimas del desplazamiento acaecido durante el año 2005  en las 
comunidades rurales del municipio de Bojayà y sus alrededores. 
 
 

 NOMBRE  DOC.  ID. REL. 
FAMILIAR  

REGISTRO 
UNIDA DE 
VICTIMAS. 
VICTIMAS 

PODER FOL 

1 ABEL MURILLO AGUILAR 11565150 JEFE 
HOGAR 

X X 40 

2 ABELARDO PALACIOS BICHIVI, 4821225 
 

  X 41 
 

3 ABELINA MORENO CORDOBA, 
 

26265384 ESPOSA/C
OM 

X X 42 

4 ADELAIDA DUMASA,  
 

26264765 
 

   43 

5 ADELAIDA LOPEZ CORDOBA,  
 

26265298 
 

  X 44 

 
84 Correspondiente a las personas integrantes de las comunidades de rio Bojayà,estos son : Pogue, Piedra Candela, Cuìa; La Loma, Corazòn 
de Jesùs, Caimanero, Majandò, Charco Gallo, Chancù, Peñita  y  Rio Napipì(teniendo en cuenta los respectivos números de identidad se 
integraron en un solo listado) 
74 Censo poblacional de personas desplazadas aportado y certificado por la Agencia Presidencial para la Accion Social y la Cooperacion 
Internacional, con fecha del 12 de diciembre de 2007 obrante a folios 1940-1967. 
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6 ADELAIDA LOPEZ RENTERIA 
 

26265298 
 

JEFE 
HOGAR 

 X 45 

7 
ADELINO BEJARANO PALACIOS 

82230030     x 
46 
 

8 
ADELIO ESPINOZA PEREZ 

4,794643     x 
47 
 

9 
 ADRIANA DIAZ IBARGUEN 

35899958 
Jefe(a) de 
hogar 

NO 
INCLUIDO X 48 

10 
 AGUSTIN MACHADO VALENCIA 

11615993 
JEFE DE 
GOGAR X X 49 

11 
 AGUSTIN WARAWATA CHAPIA 

11616580     X 50 

12 
 AIDA LUZ CORDOBA 

43776355     X 51 

13 
 AIDEN MENA VALENCIA 

4795979     X 708 

14 
 ALAIN MOSQUERA RAMIREZ 

11585158 
JEFE DE 
HOGAR X X 52 

15 
ALBERTA CORDOBA MOSQUERA 

35775178 
JEFE DE 
HOGAR 22-mar-04 X 53 

16 
ALBERTO CHAMI 

11615598     X 54 

17 
ALBERTO CHAVERRA ESCOBAR 

4795501 
JEFE DE 
HOGAR X X 55 

18 
 ALEJANDRA CHAVERRA ROVIRA 

26464558     X 56 

19 
 ALEJANDRO CORDOBA 

1584809     X 57 

20 
ALEX ROMAÑA MURILLO 

11616877     X 58 

21 
ALEXIS RENTERIA MENA 

4795925 
JEFE DE 
HOGAR X X 59 

22 
ALEYDA RODRIGUES MORENO 

35555458     X 60 

23 
ALFONSO ALVAREZ MENA 

4795856 
JEFE DE 
HOGAR X X 61 

24 
 ALICIA PALACIOS PALACIOS 

35555597 
ESPOSA/C
OM 2003 X 62 

25 
 ALIPIO WARAWATA CHAPIA 

11615638     X 63 

26 
 ALIRIO DOJIRAMA TAPI 

11616495     X 64 

27 
 ALIRIO MECHA MAJORE 

14795990007
7 

JEFE DE 
HOGAR 2002 X 65 

28 
 ALIRIO PALACIOS PINO 

82110107 
JEFE DE 
HOGAR X X 66 

29 
 AMANCIA OLEA CONDE 

26265221     X 67 

30 
AMARIS RIVAS CORDOBA 

38436485     X 68 

31 
 AMERICO ASPRILLA PALACIOS 

11616913     X 69 

32 
 AMPARO MACHADO VALENCIA 

26265078 
Jefe(a) de 
hogar X X 70 

33 
 ANA ASUNCION MOSQUERA PALACIOS 

35555557   2004 X 71 

34 
 ANA AUDILIA MOSQUERA P 

26264000   2004 X 72 

35 
 ANA AURELINA  CORDOBA H. 

26263727 
Esposo(a)/ 
Compañ X X 73 

36 
ANA BEATRIZ CAICEDO CUESTA 

36050090   2002 X 74 

37 
ANA VEIVA  PALACIOS PALACIOS 

26261408     X 75 

38 
 ANA CECILIA TORRES ZUÑIGA 

26374149     X 76 

39 
ANA CRECENCIA CÓRDOBA 

32195381     X 77 

40 
ANA DELFINA MOSQUERA RIVAS 

26263574 

Esposo(a)/ 
Compañer 
°(a) 

ESPACIO 
EN  
BLANCO  X 78 

41 
 ANA DELIA CORDOBA ROVIRA 

26265069 

Esposo(a)/ 
Compañer 
°(a) X X 79 

42 
 DOLORES CALVO CHAVERRA 

          

43 
 ANA ENEIDA OREJUELA BARCO 

35555694     X 81 
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44 
 ANA FLORELIS  PALACIOS MENA 

26265064     X 82 

45 
 ANA LICENIA MARTINEZ PALACIOS 

43108348     X 83 

46 
 ANA LUCIA PALACIOS CAICEDO 

1133629673     X 84 

47 
 ANA LUISA MOSQUERA PINO 

26263623     X 85 

48 
 ANA MARIA MOSOUÉRA M 

35555575     X 86 

49 
 ANA MARIA ZUÑIGA SANCHEZ 

33253922 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) X X 87 

50 
 ANA MERCEDES CUESTA 

26264733     X 88 

51 
 ANA MERCEDES RENTERIA ASPRILLA 

35555708     X 89 

52 
 ANA MIRNA PALACIOS PALACIOS 

35899921 
NO 
REGISTRA X X 90 

53 
 ANA SORAIDA PINO PALACIOS 

36050004   2002 X 91 

54 
 ANASTACIA DE ROMAÑA 

26264749     X 92 

55 
 ANGEL ANTONIO ROMAÑA ROMAÑA 

4795841     X 93 

56 
 ANGEL CUESTA MOSQUERA 

1079289043 
Jefe(a) de 
hogar X X 94 

57 
 ANIBAL ESPINOZA ROMAÑA 

4795891     X 95 

58 
 ANNY FATRICIA IZQUIERDO P 

26263534     X 96 

59 
AQUILINO CHAVERRA VALENCIA 

15366591 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 97 

60 
 ARCENIA PALACIOS PALACIOS 

2626365   2003 X 98 

61 
 ARCESIO MACHADO ALVAREZ 

4795497     X 99 

62 
 ARCESIO MACHADO PEREZ 

1584688 
Jefe(a) de 
hogar X X 100 

63 
ARCESIO PALOMEQUE PALACIOS 

1020393584     X 101 

64 
 ARELIS MOSQUERA PINO 

1133629664     X 102 

65 
 ARIASNI ASPRILLA PALACIOS 

          

66 
 ARIEL DOMINGUEZ PEREZ 

11616068     X 103 

67 
 ARINSON CÓRDOBA MURILLO 

11811466     X 104 

68 
ARLIN PATRICIA CUESTA CORDOBA 

26265271     X 105 

69 
 ARMANDO MAHADADO CHAVERRA 

no registra 
otros 
parientes  X X 106 

70 
 ARNOLIS PALACIOS PRADO 

26263385     X 107 

71 
 ASTRID CUESTA JULIO 

26265250 

JEFE 
CABEZA DE 
HOGAR X X 108 

72 
  ASTRID DORILA DIAZ ASPRILLA 

3555689     X 109 

73 
 ATANACIO PALACIOS PALACIOS 

          

74 
 ATANACIO PALACIOS ROMAÑA 

11580118   2004 X 110 

75 
 AULOGIA ASPRILLA DE PALACIOS 

          

76 
 AURELIO CUESTA MOSQUERA 

11615450 

JEFE 
CABEZA DE 
HOGAR X X 111 

77 
AURELIO MOSQUERA ROMAÑA 

71312264   2004 X 112 

78 
 AURELIO PINO CUESTA 

72141840 

JEFE 
CABEZA DE 
HOGAR X X 113 

79 
 AURORA MOSQUERA PALACIOS 

35555558   2004 X 114 

80 
 AURORA VALENCIA SALAS 

4795776   2003 X 115 

81 
 AYDE F PALOMINO A 

32819356     X 116 
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82 
AZAEL PALOMEQUE BARCO 

82110102     X 117 

83 
BALDOMIRO PALACIOS CHAVERRA 

12021029 
JEFE DE 
HOGAR 

ESTADO EN 
BLANCO X 118 

84 
BALVINO MOSQUERA HURTADO 

4856296     X 119 

85 
BARTOLA CORDOBA TORRES 

52497579 
Jefe(a) de 
hogar X X 120 

86 
BARTOLA MOSQUERA IBARGUEN 

35555577 
Jefe(a) de 
hogar X X 121 

87 
BALVINO BECHECHE VICHIVI 

4795690     X 158 

88 
BELISARIO MONTES FLORES 

8186102 
Jefe(a) de 
hogar X X 122 

89 
BENICIO BERRIO  CORDOBA 

11813767 
Jefe(a) de 
hogar X X 123 

90 
BENICIO CORDOBA CHAVERRA 

116155883 
JEFE DE 
HOGAR X X 124 

91 
BENIGNA MORENO CUESTA 

26264645 
Jefe(a) de 
hogar X X 125 

92 
BENITO CUESTA BLANDON 

        126 

93 
BENITO CUESTA CORDOBA 

11615760 
Jefe(a) de 
hogar X X 127 

94 
BENJAMIN CHAVERRA GARCIA 

82110086 
Jefe(a) de 
hogar X X 128 

95 
BENJAMIN MOSQUERA VALOYES 

12020391     X 129 

96 
BENJAMIN POTES GARCIA 

11805145     X 130 

97 
BENTURA ELEUSY MENA HINESTROZA 

11617038     X 131 

98 
BERENGENITO MARTINEZ 

4599249     X 132 

99 
BERNABE LOZANO MOSQUERA 

11780094 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) 2003 Y 2004 X 133 

100 
BERNABE PALACIOS HINESTROZA 

11616807     X 134 

101 
BESSI TATIANA OREJUELA PEÑALOZA 

133629633     X 135 

102 
BETHSABELINA PALACIOS ANDRADE 

          

103 
BETZABELINA PALACIOS 

          

104 
BONIFACIO PALACIOS MOSQUERA 

4804656     X 136 

105 
BRAULIO MARTINEZ PALACIOS 

2990619     X 137 

106 
BUENAVENTURA CHAVERRA 

36050012     X 138 

107 
CABILDA ARAGON PALACIOS 

          

108 
CARLINA PALACIOS PALACIOS 

355555854     X 140 

109 
CARLOS ALBERTO CUESTA VALENCIA 

79686237 
Jefe(a) de 
hogar X X 141 

110 
CARLOS ALBERTO PALOMEQUE 

11616111     X 142 

111 
CARLOS ANDRES BETANCURT BENITEZ 

89012363487     X 143 

112 
CARLOS ANTONIO ASPRILLA CAICEDO 

82110039 
Jefe(a) de 
hogar X X 144 

113 
CARLOS PALACIOS CORDOBA 

4795893 No pariente 
ESTADO EN 
BLANCO X 145 

114 
CARMEN ARNULFA PEREA 

35555531     X 146 

115 
CARMEN CORDOBA BUENAÑOS 

26264582     X 147 

116 
CARMEN ESILDA MOSQUERA 

32195834     X 148 

117 
CARMEN LUCIA HEREDIA CHAVERRA 

32195294 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 149 

118 
SEBASTIANA LOPEZ RIVAS 

35892672     X 150 

119 
CECILIA CORDOBA VALENCIA 

36050085 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 151 

120 
CEFORA JUANCHO MOSQUERA 

26264754     X 152 
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121 
CELEDONIA CHAVERRA HINESTROZA 

26265021 
No 
Responde   X 153 

122 
CELENI CUESTA MOSQUERA 

35555631     X 157 

123 
CELIA CHAPIA BAYLARIN 

26263864     X 154 

124 
CELIA WARAWATA CHAPIA 

26452734     X 155 

125 
CELMIRA HINESTROZA MORENO 

36050021     X 

156 
Y 
174 

126 
CELODONIA CHAVERRA HINESTROZA 

          

127 
CENAIDA MOSQUERA PALACIOS 

26264794     X 916 

128 
CENAIDA PINO MOSQUERA 

36050079     X 
159, 
913 

129 
CENEIDA MENA ROVIRA 

26264861   X X 160 

130 
CIRA MARIA PINO PALACIOS 

26263254     X 161 

131 
CERAFINA ANTONIA ALVAREZ 

26264984     X 162 

132 
CEVERA PALACIOS P 

35775082     X 163 

133 
CEVERIANA MURILLO PALACIOS 

26263994     X 164 

134 
CLARA PATRICIA CORDOBA BUENAÑOS 

1133629674 
Otros 
Parientes X X 165 

135 
CLARENCI HINESTROZA PINO 

        166 

136 
CLAUDIA PATRICIA GUZMAN 

35555553 
Jefe(a) de 
hogar X X 167 

137 
CLAUDIA PATRICIA MACHADO 

35555553     X 168 

138 
CLEMENCIA ISLA CUESTA 

26264603     X 169 

139 
CLEMENTINA MENA ALVAREZ 

26264728 
Jefe(a) de 
hogar X X 170 

140 
CLEMENTTNA POTES MENA 

26265066 
Jefe(a) de 
hogar X X 171 

141 
CLEMENTINO OREJUELA BARCO 

82110017     X 172 

142 
CLORETH MONTOYA PALOMEQUE 

26265409     X 173 

143 
CRECENCIO WARAWATA 

3477578     X 175 

144 
CRISELDINO MOSQUERA QUINTO 

          

145 
CRISTINA MORENO CAÑOLA 

20574581     X 176 

146 
CRIVILDA CANSARI TUNAY 

      X 177 

147 
CRUZ CENOVIA QUINTO DE MOSQUERA 

26264551 

Esposo(a)/ 
Compañer 
°(a) X X 178 

148 
CRUZ DAMARIS CALVO BLANCO 

1133629657     X 180 

149 
CRUZ DORILA ASPRILLA 

26264786 
Jefe(a) de 
hogar 2002 X 181 

150 
CRUZ ELENA MOSQUERA MOSQUERA 

26263328 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 182 

151 
CRUZ MARIA VALENCIA 

35660034 
Jefe(a) de 
hogar 2003 X 184 

152 
CUSTODIA ASPRILLA 

35555663     X 185 

153 
DAGOBERTO MOSQUERA CHAVERRA 

4795976     X 186 

154 
DAICI CUESTA M 

26265309     X 185 

155 
DAMARIS CORDOBA 

26263515     X 188 

156 
DAMASO DOGIRAMA ISARAMA 

82110628     X 189 

157 
DANIEL CORREA CHAVERRA,  

11617016 
Jefe(a) de 
hogar X X 190 

158 
DANIEL CORREA R. 

1599167 
Jefe(a) de 
hogar X X 191 
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159 
DANIELA CUESTA CAICEDO 

52885989 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 192 

160 
DANISSA PINO CORREA 

1079288976 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) 2002 X 193 

161 
DARWIN ANTONIO MOSQUERA 

          

162 
DAVID FLORES MORENO 

11804234     X 195 

163 
DEINICER ANTONIO MURILLO ALVAREZ 

11585152 
Jefe(a) de 
hogar X X 196 

164 
DENIS PATRICIA ROMAÑA CHAVERRA 

1077437937     X 197 

165 
DEMETRIO ALVAREZ 

11615785     X 198 

166 
 DEMETRIO CAÑOLA ANDRADES 

82110087     X 199 

167 
DENIS ROMAÑA CHAVERRA 

1077437     X 200 

168 
DESIDERO ESPINOZA CORDOBA 

11617058 
Jefe(a) de 
hogar X X 201 

169 
DESIDERO ESPINOZA VALENCIA 

1584806     X 202 

170 
DIAMANTINA MORENO CORDOBA 

35890260 
Jefe(a) de 
hogar X X 203 

171 
DIANA LUZ GARCES LOPEZ 

35555712 
Jefe(a) de 
hogar X X 204 

172 
DIANA PATRICIA CORRALES MENA 

26263887     X 205 

173 
DICIA ORTEGA DOGIRAMA 

          

174 
DIEGO CORDOBA MARTINEZ 

8435906 
Jefe(a) de 
hogar 2004 X 206 

175 
DINA LUZ MOSQUERA MORENO 

26265386     X 207 

176 
DIGNA MERIS CORDOBA VALENCIA 

35555647     X 208 

177 
DIGNO JESUS MOSQUERA P 

4861354     X 209 

178 
DIMAS E.CORREA Q 

4795648     X 210 

179 
DIMAS MENA MOSQUERA 

11616800 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) 2004 X 211 

180 
DIMAS PALACIOS P 

1587428     X 212 

181 
DIOCELINA GUZMAN BEDOYA 

26263888     X 213 

182 
DIOCELINA MORENO ROMAÑA 

35890467 Suegros X X 214 

183 
DIONICIO PALACIOS PEÑALOZA 

11560354     X 215 

184 
DIVA DOMINGUEZ MENA 

          

185 
DIVIANA MACHADO 

          

186 
DOMINGA PALACIOS PALACIOS 

35775078 
Jefe(a) de 
hogar 2002 X 217 

187 
DONALDO CAÑOLA ANDRADES 

11616112     X 218 

188 
DONALDO SANAPI 

11615028     X 219 

189 
DORA ELENA CUESTA VALENCIA 

          

190 
DORA LISCANO CORREA 

26263877     X 220 

191 
DORA MARIA BARCO 

26264764 
Jefe(a) de 
hogar X X 221 

192 
EDELMIRA CORREA DOMINGUEZ 

32195319 
Jefe(a) de 
hogar X X 222 

193 
EDILBERTO CUESTA 

11616118     X 223 

194 
EDILMA CORDOBA MORENO 

35890275 
Jefe(a) de 
hogar X X 224 

195 
EDINSON CORREA CHAVERRA 

1129044461     X 225 

196 
EDINSON CHAVERRA PALACIOS 

NO 
REGISTRA 

Hijo(a)/Hija 
stro(a) X     

197 
EDINSON MENA JULIO 

1077420143 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) x X 226 
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198 
EDINSON MOSQUERA CHAVÉRRA 

          

199 
EDINSON MOSQUERA RENTERIA 

11617114 
Jefe(a) de 
hogar x X 227 

200 
EDUARDA PALACIOS PALACIOS 

1133629667 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) 2003 X 228 

201 
EDUARDO RAMOS PINO 

11615888     X 229 

202 
EDUARDO SANTO IBARGUEN RAMIREZ 

11790594     X 230 

203 
EDUIGES CORDOBA CALVO 

      X   

204 
EDWIN CORDOBA CALVO 

      X 234 

205 
EDWIN CORDOBA MURILLO 

11615963 
No 
Responde 2004 X 235 

206 
EDWIN MORENO CORDOBA 

11616855       237 

207 
EDWAR IBARGUEN DOMINGUEZ 

1077432354     X 238 

208 
EFIGENIO CHAVERRA GARCIA 

11617026     X 239 

209 
EFRAIN CORDOBA CHAVERRA 

11616894 
Jefe(a) de 
hogar X X 240 

210 
EFRAIN CORDOBA PALMA 

4794806 
Jefe(a) de 
hogar 

ESTADO EN 
BLANCO X 241 

211 
EIMY ROCIO ALLIN 

26265337     X 242 

212 
ELADIA CUESTA VALENCIA 

26264507 
Jefe(a) de 
hogar X X 243 

213 
ELADY VELIS MOSQUERA 

          

214 
ELCI MARIA PERES BUENAÑOS 

1133629608     X 244 

215 
ELEAZAR ASPRILLA RENTERIA 

82110011     X 245 

216 
ELEAZAR MENA JULIO 

11615956 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) X X 246 

217 
ELEAZAR MENA MENA 

4795742 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 247 

218 
ELEODORO LOPEZ CORDOBA 

11616108     X 249 

219 
ELEODORO MACHADO VALENCIA 

11617033     X 250 

220 
ELEODORA PALOMEQUE TORRES 

8115481     X 251 

221 
EULICES SANAPI 

11799259     X 252 

222 
ELIDA DEL C MOSQUERA RIVAS 

54258751     X 253 

223 
ELKIN ANTONIO CUESTA MENA 

4795989 
Jefe(a) de 
hogar X X 254 

224 
ELKIN MOSQUERA DOMINGUEZ 

11616144 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) X X 

231 
Y 
255 

225 
ELVER CAICEDO MENA 

2021156     X 256 

226 
ELVIA RENTERIA MORENO 

26263984     X 257 

227 
EMERITA MOSQUERA QUINTO 

26265073 
Jefe(a) de 
hogar X X 258 

228 
EMI JHOANA ASPRILLA PALOMEQUE 

26615986     X 259 

229 
ESMILA DIAZ ASPRILLA 

35555690     X 260 

230 
EMILIO DUMAZA SAUZA 

11616654     X 261 

231 
EMILIA HINESTROZA PINO 

36050091     X 262 

232 
EMINSON CORDOBA ESPINOZA 

1133629660     X 263 

233 
EMINZON CORDOBA ESPINOZA 

          

234 
EMILSON HURTADO VALOIS 

1079288608     X 264 

235 
ENCARNACION ESPINOZA G 

26262885     X 265 
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236 
ENEIDA OLEA CONDE 

26263781     X 266 

237 
ENIER VALENCIA HINESTROZA  

1079288496 
Jefe (a) de 
hogar X X 267 

238 
EMPERATRIZ ROVIRA SCARPETA 

26264874 
Jefe(a) de 
hogar X X 268 

239 
ENRIQUE A CHALA GUARDIA 

11617076 
Jefe(a) de 
hogar X X 269 

240 
ENRIQUE BERRIO PINO 

7197277 
Jefe(a) de 
hogar X X 270 

241 
ENRIQUE MACHADO 

4795527     X 271 

242 
ENRIQUE MENA VALENCIA 

11811249 
Jefe(a) de 
hogar   X 272 

243 
ENRIQUE RENTERIA CUESTA 

8426558 
Jefe(a) de 
hogar 

ESTADO EN 
BLANCO X 273 

244 
ERACLEO LOPEZ RENTERIA 

11804418     X 274 

245 
HERACLIO IZQUIERDO BERMUDEZ 

4795863     X 236 

246 
ERASMO IZQUIERDO PALOMEQUE 

11810875 
Jefe(a) de 
hogar X X 275 

247 
ERCINA DOGIRAMA 

26263956     X 276 

248 
EREIZA MOSQUERA PALOMEQUE 

36050003     X 277 

249 
ERIBERTO CHAVERRA VALENCIA 

4794692     X 

278 
Y 
279 

250 
ERNESTINA CHAVERRA VALENCIA 

26264939 
Jefe(a) de 
hogar 2002 X 280 

251 
ERNY RUBI ANO 

82110133 
Jefe(a) de 
hogar 2002 X 281 

252 
ESAU PALACIO HINESTROZA 

8335345     X 282 

253 
ESAUD MENA PEREZ 

4795923     X 283 

254 
ESELDA MORENO PEREZ 

          

255 
ESTEBAN MOSQUERA ASPRILLA 

11615954     X 284 

256 
ETANISLADA PALACIOS ASPRILLA 

26264678 
Jefe(a) de 
hogar X X 301 

257 
ETENOLDO CUESTA ALLIN 

4795991 
Jefe(a) de 
hogar X X 285 

258 
 EUCLIDES PALACIOS PALACIOS 

11617018 

Esposo(a)/ 
Compañer 
°(a) X X 286 

259 
EUGENIA PALACIO P 

36050009     X 287 

260 
EUGENIO RENTERIA MOSQUERA 

11617103 
Jefe(a) de 
hogar X X 288 

261 
EULALIA MARMOLEJO 

26264787     X 289 

262 
EULALIO POLO GUARDIA 

4795933     X 290 

263 
AUSEBIA MOSQUERA PEREA 

26379600     X 291 

264 
EURALISLADA PALACIOS MORENO 

36050030     X 292 

265 
EVA MORENO CUESTA 

26264872 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 293 

266 
EVARISTO CALVO CASAS 

4795821     X 294 

267 
EVELIN CORDOBA MENA 

26263880     X 295 

268 
EVERLIDES RENTERIA MORENO 

26263897     X 296 

269 
EVERTO UNFRIED MACHADO 

11616462     X 297 

270 
EDIR CUESTA MOSQUERA 

11616183     X 298 

271 
EYDA PALACIOS PINO 

8812139078 
Hijo(a)/Hlja 
stro(a) X X 299 

272 
EYVIS EMILIA PALACIOS PINO  

35545733     X 300 

273 
FABIO M. SANCHEZ CORDOBA 

4795924 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 308 
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274 
FANNY ALVAREZ RENTERIA 

1077421913     X 309 

275 
FANNY DEL CARMEN ALLIN CHAVERRA 

26263359     X 310 

276 
FAULKNER ALVAREZ RENTERIA 

4794268 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) X X 311 

277 
FAUSTINO CUESTA CAICEDO 

4994942     X 312 

278 
FEDERICO POTES MENA 

4795608 
Padre o 
Madre X X 

313 
Y 
314 

279 
FELICIA CHAVERRA A 

26264866 
Jefe(a) de 
hogar X X 315 

280 
FELICIDAD MENA MORENO 

26256873 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) 

ESTADO EN 
BLANCO X 316 

281 
FELIPE CAICEDO PALOMEQUE 

11616827     X 317 

282 
FELIX ELADIO PALOMINO 

4795672     X 318 

283 
FELIX VICENTE PALACIOS 

11616789     X 319 

284 
FELIZ CHAVERRA MURILLO 

11788070     X 320 

285 
FELIZ MEDARDO CHAVERRA MURILLO 

11616045 
Otros 
Parientes X X 321 

286 
FERNANDA MACHADO ALVAREZ 

26264947 
Jefe (a) de 
hogar 

ESTADO EN 
BLANCO X 322 

287 
FERNANDA VICTORIA MENA 

11615879     X 323 

288 
FERNELIS CHAMORRO 

11615652     X 324 

289 
FIDEL SAUZA CHAMORRO 

11616501     X 325 

290 
FIDEL VALENCIA GUARDIA 

8110101 
Jefe(a) de 
hogar X     

291 
FIDEL VALENCIA MOSQUERA 

8110008 
Jefe(a) de 
hogar X X 326 

292 
FIDELIA CUESTA CAICEDO 

35555641     X 327 

293 
FIDELINA CAICEDO LARGACHA 

26326826     X 328 

294 
FIDELIO PALOMEQUE BARCO 

82110172     X 329 

295 
FLOR CLARICE PALACIOS PINO 

36050088 
Jefe(a) de 
hogar X X 330 

296 
FLOR MARIA IBARGUEN COPETE 

26263983 

Esposo(a)/ 
Compañer 
°(a) X X 331 

297 
FLORIANA RIVAS CUESTA 

26263894     X 332 

298 
FLORICELDA VALOY RENTERIA 

36050187     X 333 

299 
FRAN YOVANNY CAÑOLA  A 

11616763     X 334 

300 
FRANCISCA RENTERIA MORENO 

26279590     X 335 

301 
FRANCISCO ABRAHAN ROMAÑA 
MANYOMA 4795887     X 336 

302 
FRANCISCO A CUESTA CORDOBA 

1079289065     X 337 

303 
FRANCISCO LUIS MORENO MOSQUERA 

4795827   2004 X 338 

304 
FRANKLIN CORDOBA CORDOBA 

11615694 
Jefe(a) de 
hogar X X 339 

305 
FRANKLIN PALACIOS 

11789593     X 340 

306 
FREDINSON MACHADO CORDOBA 

11616840 
Jefe(a) de 
hogar X X 341 

307 
FREDY ROMAÑA MENA 

11615789     X 342 

308 
FREYLI ENRIQUE MORENO CUESTA 

11616856     X 343 

309 
GABRIEL CHORI M 

4807567     X 344 

310 
GABRIELA PALOMEQUE TORRES 

26263538     X 345 

311 
JEILER IBARGUEN DOMINGUEZ 

11616875     X 414 
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312 
GENNY MENA MORENO 

11615882     X 346 

313 
GENOVEVA PALACIOS MORENO 

26265058 
Jefe(a) de 
hogar X X 347 

314 
GERARDO MORENO CUESTA 

4795526 
Jefe(a) de 
hogar X X 348 

315 
GERBACIO COMPE MECHA 

11607423     X 349 

316 
GERMAN MACHADO VALENCIA 

1584810 

Esposo(a)/ 
Compañer 
°(a) X X 350 

317 
GERMAN MACHADO CORDOBA 

11805433 
Jefe(a) de 
hogar X X 351 

318 
GERSON MACHADO CORDOBA 

11617112 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 352 

319 
GILBERTO CORREA CHAVERRA 

          

320 
GILBERTO PALACIOS MORENO 

11615923 
Jefe(a) de 
hogar X X 353 

321 
GLADYS MARIA CUESTA CORDOBA 

26279786     X 354 

322 
GLADYS MOSQUERA 

26264934     X 355 

323 
GLORIA MARIA PALACIOS 

39415703     X 356 

324 
GLORIA MERCEDES PALACIOS PINO 

35555449     X 357 

325 
GRISELDINO MOSQUERA MOSQUERA 

4795540 
Otros 
Parientes 2004 X 358 

326 
GUILLERMO PALACIOS MORENO 

1004066922     X 359 

327 
HARINSON PALACIOS 

11616003     X 360 

328 
HARLINTON MOSQUERA 

11616036     X 361 

329 
HECTOR ALIRIO PINO GARCIA 

82110108     X 307 

330 
HECTOR ELOY MENA CUESTA 

12020551 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) X X 362 

331 
HERACLIIO CAÑOLA PALACIOS 

4795657     X 363 

332 
 HERASMO MORENO CORDOBA 

11617014     X 303 

333 
HERMAN MOSQUERA QUINTO 

11612100     X 364 

334 
HERNAN PALACIOS TORRES 

4795545 
Jefe(a) de 
hogar X X 367 

335 
HERNESTINA CUESTA MOSQUERA 

35775149     X 305 

336 
HENRY PALACIOS 

12021020     X 368 

337 
HEYNER OREJUELA ASPRILLA 

1077996531     X 369 

338 
HOLBERTO HINESTROZA PINO 

          

339 
HONORINA PINO 

26264789     X 370 

340 
HORACIO A MORENO ORTIZ 

11615892 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) 2004 X 371 

341 
HUGO MANUEL MENA PEREZ,  

1584829     X 372 

342 
IDALIDES MENA ASPRILLA 

26265397     X 373 

343 
ILDA MARLENIS LIZCANO C 

26265393     X 374 

344 
INGRI ROMAÑA RENTERIA 

35604460     X 366 

345 
IRAN JOSE HINESTROZA CHAVERRA 

8427697 
Jefe(a) de 
hogar X X 

375 
Y 
376 

346 
IRENE RIASCO LOZANO 

35555711 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 377 

347 
ISAAC MACHADO CORDOBA 

4795977 
Jefe(a) de 
hogar X X 378 

348 
ISABELINA CALVO CORDOBA 

26265061     X 380 

349 
ISIDORA MENA MENA 

54255922     X 381 
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350 
ISIDORO PEREZ MOSQUERA 

3795892 
Jefe(a) de 
hogar X X 382 

351 
ISMAEL CALVO CUESTA 

11615889 
Jefe(a) de 
hogar X X 

383 
Y 
384 

352 
JACSON MENA CUESTA 

11617032     X 385 

353 
JAIME CUESTA MACHADO 

1079288624 
Hijo(a)/Hijast
ro(a) X X 386 

354 
JAIME CUESTA MOSQUERA 

11617019     X 387 

355 
JAMILTON MOSQUERA MOSQUERA 

85110170     X 388 

356 
JAMINTON CHAVERRA HINESTROZA 

11615673 
Hijo(a)/Hijast
ro(a) X X 389 

357 
JANIER PALACIOS 

NO 
REGISTRA 

Hijo(a)/Hija 
stro(a) 2002     

358 
JARMAN ISABEL MACHADO MENA 

26263876 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 391 

359 
JATHER PALOMEQUE RODRIGUEZ 

1076320545     X 

392 
Y 
393 

360 
JAVIER ANTONIO LOPEZ CORDOBA 

11615884     X 394 

361 
JAVIER CAÑOLA ANDRÁDES 

11812654     X 395 

362 
JAVIER CUESTA MOSQUERA 

11617088 
Jefe(a) de 
hogar X X 

396 
Y 
413 

363 
JAVIER ESPINOSA CALVO 

11813254     X 397 

364 
YEFERSON MACHADO VALENCIA 

1010010927     X 903 

365 
JENRY MACHADO CORDOBA 

          

366 
JESUS ANTONIO MOSQUERA 

4795731 
Jefe(a) de 
hogar X X 398 

367 
JESUS ANTONIO PALACIOS  

11616033     X 399 

368 
JESUS MARIA ZUÑIGA SANCHEZ 

4794347     X 400 

369 
JAYLER JOSE MENA CHAVERRA 

1010010466     X 401 

370 
JHERLIN MOSQUERA VALENCIA 

11616905     X 
402, 
860 

371 
JHOJALI ROMAÑA MURILLO 

1004066923     X 403 

372 
JHON ANDRES CALVO MENA 

11615965     X 404 

373 
JHON FREDY CALVO CORDOBA 

11615986 
Jefe(a) de 
hogar X X 405 

374 
JHON FREDY MENA CUESTA 

97102501288 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) 2002 X 406 

375 
JHON GEY ORTIZ MENA 

11813856 
Jefe(a) de 
hogar X X 407 

376 
JHON JAIRO PALOMEQUE 

11615683     X 408 

377 
JHON JAMES VALENCIA MENA 

          

378 
JONATAN MACHADO 

          

379 
JORGE ANTONIO CALVO CORDOBA 

11809739     X 409 

380 
JORGE BECHECHE 

11616604     X 410 

381 
JORGE BERMUDEZ ROA 

11615689     X 411 

382 
JORGE ENRIQUE CORDOBA 

4615990     X 416 

383 
JORGE JAVIER CORDOBA RENTERIA 

11616132 
Jefe(a) de 
hogar X X 417 

384 
JOSE ADAN PALACIOS ASPRILLA 

11807196     X 418 

385 
JOSE ANGEL DIAZ PALOMEQUE 

82110089     X 419 

386 
 JOSE ANEL MOSQUERA CHAVERRA 

82110176     X 420 

387 
JOSE ANTONIO ESPINOZA CAICEDO 

11805318 
Jefe(a) de 
hogar X X 421 
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388 
JOSE APARICIO PALACIOS MOSQUERA 

4794532     X 422 

389 
JOSE CASTRO CUESTA ASPRILLA 

11615667     X 423 

390 
JOSE DELMIRO GOMEZ MOSQUERA 

          

391 
JOSE ELICEO PALACIOS MOSQUERA 

11780163 
Jefe(a) de 
hogar 2007     

392 
JOSE ELOI MENA MENA 

12023728 
Jefe(a) de 
hogar X X 825 

393 
JOSE FELIX MORENO FLORES 

11799385 
Jefe(a) de 
hogar X X 826 

394 
JOSE FLORINDO MOSQUERA 

82110019 
Jefe(a) de 
hogar X X 427 

395 
JOSE GREGORIO GUARDIA MENA 

4795938     X 428 

396 
JOSE IRENO PALACIOS PALACIOS 

4808076 
Jefe(a) de 
hogar 2004 X 

429 
Y 
444 

397 
JOSE ISABEL PALACIOS 

4855641     X 430 

398 
JOSE LIVARDO OLEA CONDE 

11616516     X 431 

399 
JOSE LUIS DOGIRAMA S 

82110018     X 432 

400 
JOSE NILSON QUINTO 

8112237     X 433 

401 
JOSE RÁMON MORENO 

49O5706 
Jefe(a) de 
hogar X X 434 

402 
JOSE REYES MAYO CHAVERRA 

8423754 
Jefe(a) de 
hogar X x 435 

403 
JOSE REYES PALACIOS 

11780093 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) 2004 X 443 

404 
JOSE SIRILO MARTINEZ PALACIOS 

82110111     X 436 

405 
JOSE TRINIDAD PINO MOSQUERA 

82110007 
Jefe(a) de 
hogar X X 437 

406 
JOSE VIRGILIO MACHADO MENA 

11617118 
Jefe(a) de 
hogar X X 

438 
Y 
445 

407 
JUAN ANTONIO PALACIOS 

118015055 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) 2004 X 439 

408 
JUANA BERCELIA MURILLO 

26283266     X 440 

409 
JUAN C MENA MENA 

11780053 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) 2004 X 441 

410 
JUAN CUESTA CUESTA 

19680012     X 442 

411 
JUAN DE DIOS CALVO HINESTROZA 

          

412 
JUAN DE LA CRUZ MARTINEZ MORENO 

4556082     X 447 

413 
JUAN DIDIER PALACIOS 

1079289087     X 448 

414 
JAUN ESTEBAN CORDOBA 

4747059     X 449 

415 
JUAN EVANGELISTA CHAVERRA GARCIA 

4794868 
Jefe(a) de 
hogar X X 450 

416 
JUAN EVANGELISTA RIVAS 

4800105     x 451 

417 
JUAN GREGORIO MORENO 

11617013 
Jefe(a) de 
hogar X x 452 

418 
JUAN OLlVÍO PALACIOS PINO 

82110001 
Hermanos o 
Cuñados X x 453 

419 
JUAN PALACIOS PALACIOS 

NO 
REGISTRA 

Jefe (a) de 
hogar X     

420 
JUAN VALENCIA INCEL 

12022352     x 454 

421 
JUAN VALENCIA PALACIOS 

12000861     x 456 

422 
JUAN  VICENTE ASPRILLA ANDRADES 

4794683 
Jefe(a) de 
hogar 

ESTADO EN 
BLANCO x 456 

423  MARITZA DEL C ASPRILLA Q 32116558     X 587 

424 
JUANA DOMINGA URRUTIA 

26297882 
Jefe(a) de 
hogar X x 457 

425 
JUANA FLORES MOSQUERA 

26265139     x 458 

426 
JULIA ESTER MENA MORENO 

26264972 
Jefe (a) de 
hogar X X 459 
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427 
JULIA PALOMEQUE TORRES 

26264863 
Jefe (a) de 
hogar X X 460 

428 
JULIAN CUESTA CORDOBA 

4795833 
Jefe(a) de 
hogar X X 461 

429 
JULIAN CUESTA PINO 

4795833 
Jefe(a) de 
hogar X X 446 

430 
JULIO ENRIQUE HURTADO P 

82110174     X 462 

431 
JUSTINA RENTERIA MORENO 

26258848 
Jefe(a) de 
hogar X X 463 

432 
JUSTO MOSQUERA TORRES 

11806557 
Jefe(a) de 
hogar X X 464 

433 
KATERINE ESPINOZA CALVO 

113629611     X 465 

434 
KELLY JHOANA MACHADO PALOMEQUE 

35898288 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 466 

435 
KELLY JHONANA VICTORIA MENA 

26265303 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) X X 467 

436 
KENNAIDA CUESTA IZQUIERZO 

1133629614     X 468 

437 
KETTY MOSQUERA PALACIOS 

35898042     X 469 

438 
LACINA CUNAMPIA OLEA 

35555774     X 477 

439 
LEIDA ROSA CHALA GUARDIA 

26263899 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 476 

440 
LEIDY LANA C 

35555717     X 475 

441 
LEISON PALACIOS P 

11616796 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) 2004 X 474 

442 
LENIS MARIA OREJUELA RIVAS 

          

443 
LEON JAIR QUEJADA PALACIOS 

4794483 
Hijo(a)/H¡ja 
stro(a) 2002 X 470 

444 
LEOPOLDO RENGIFO GUARDIA 

4794872 
Jefe(a) de 
hogar X X 472 

445 
LEYDI PATRICIA VALOIS 

26263874     X 471 

446 
LIBARDO HOROBO LOPEZ 

11585073     X 481 

447 
LIBORIO CHAVERRA MURILLO 

4795935 
Jefe(a) de 
hogar X X 482 

448 
LICENIA CALVO VALENCIA 

26265018 
No 
Responde X X 438 

449 
LILI JOANA HINESTROZA CHAVERRA 

1077428643     X 473 

450 
LILIAN ERINA MOSQUERA 

1042732073     X 484 

451 
LILIANA MORENO MACHADO 

1079288679 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) X     

452 
LINA MARIA MECHA MECHA 

34471959     X 486 

453 
LINDA EMERITA PALACIOS PALACIOS 

26263452 
No 
Responde X X 487 

454 
LINO ESCAPETA 

1584689     X 489 

455 
LIRIS JOHANA MACHADO CORDOBA 

1079288888     X 490 

456 
LUIS MAYO CHAVERRA 

          

457 
LIVIA MARIA CORDOBA CHAVERRA 

35555661 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) 2002 X 492 

458 
LIVIO CANSARI OLEA 

82110119     X 493 

459 
LIVIO MANUEL MORENO 

11780172     X 494 

460 
LIVIS MARIA RAMIREZ M 

1332696680     X 495 

461 
LOURDE MARIA GUTIERREZ CORREA 

26290351     X 496 

462 
LUCIA REYES CORDOBA 

26329142     X 497 

463 
LUCILA ESPINOZA MORENO 

26795172     X 498 

464 
LICILA ESPINOZAMOSQUERA 

          

465 
LUCIO PALACIOS 

4854912     X 499 
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466 
LUIS ALBERTO LEUDO 

11615468     X 500 

467 
LUIS ANGEL ROMAÑA CHAVERRA 

1077427409     X 501 

468 
LUIS ANIBAL HURTADO P 

11616125 
Jefe(a) de 
hogar X X 

502 
Y 
503 

469 
LUIS ANTONIO SABEDRA 

6708737     X 504 

470 
LUIS ARCADIO MOSQUERA 

4795828 
Jefe(a) de 
hogar 2002 X 505 

471 
LUIS ARMANDO MACHADO 

1079288546     X 506 

472 
LUIS ELIN PALACIOS PALACIOS 

11617040 
Jefe(a) de 
hogar X X 507 

473 
LUIS ELOY MOSQUERA PINO 

8115862     X 478 

474 
LUIS ELOY VALOYES ZUÑIGA 

4817029     X 508 

475 
LUIS EVELIO OREJUELA BARCO 

82110037     X 509 

476 
LUIS EVERTO BARCO R 

82110020     X 510 

477 
LUIS HERNAN PALACIOS ASPRILLA 

4795899 
Jefe(a) de 
hogar X X 511 

478 
LUIS JOSE PALACIOS CORDOBA 

4580073     X 512 

479 
LUIS ORFIDIO CUESTA ROMAÑA 

1584692     X 513 

480 
LUIS RICARDO VALOY 

4817141     X 514 

481 
LUISA  IBARGUEN MORENO 

35603888     X 515 

482 
LUIZ ARMANDO MACHADO P 

          

483 
LUS MILA URRUTIA 

26263636     X 516 

484 
LUVARNINA CABRERA PIPILAY 

35555859     X 517 

485 
LUZ YAMILA CALVO BLANDON 

26265231     X 518 

486 
LUZ DARI ESPINOZA CAICEDO 

26263976 
Jefe (a) de 
hogar X X 519 

487 
LUZ DEL CARMEN CHAVERRA 

54250523 Nieto(a) 2002 X 520 

488 
LUZ MARI CORREA CHAVERRA 

262263568 
Jefe(a) de 
hogar X X 526 

489 
LUZ MARI MOSQUERA OREJUELA 

1079288630     X 521 

490 
LUZ MARINA CAÑOLA DE P 

54250624     X 522 

491 
LUZ MARINA IZQUIERDO PALACIOS 

35555624 
Hijo(a)/H¡ja 
stro(a) 2004 X 523 

492 
LUZ MARINA MARTINEZ CORDOBA 

26265304 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 524 

493 
LUZ MARIA RENTERIA CHAVERRA 

26264921     X 525 

494 
LUZ MARINA REYES ZUÑIGA 

26368184 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 527 

495 
LUZ MERI CHAVERRA PALACIOS 

50989589 
Jefe(a) de 
hogar X X 480 

496 
LUZ MILA MORENO MOSQUERA 

35555527 
No 
Responde X X 528 

497 
LUZ MILA RODRIGUEZ CORDOBA 

43058497     X 529 

498 
LUZ NEREIDA MOSQUERA MORENO 

26264935 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 530 

499 
LUZ NEY CHAVERRA GARCIA 

26263883 
No 
Responde 2002 X 531 

500 
LUZ YANETH QUEJADA PALACIOS 

1077424447 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) 2002 X 532 

501 
MACARIA ALLIN CHAVERRA 

26263400     X 
541, 
625 

502 
MACARIO ASPRILLA PALOMEQUE 

82110090 

Esposo(a)/ 
Compañer 
°(a) X X 

536, 
584 
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503 
MACARIO MOSQUERA A 

4795906 
Jefe(a) de 
hogar X X 576 

504 
MAGNECIO CAÑOLA ANDRADES 

82110016     X 546 

505 
MAGNOLIA MACHADO CORDOBA 

11617082     X 558 

506 
MAGNOLIA PALACIOS PALACIOS 

35775053 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) 2004 X 539 

507 
MAMERTA MOSQUERA MURILLO 

26263992 

Esposo(a)/ 
Compañer 
°(a) X X 600 

508 
MANUEL AVILIO MOSQUERA PALACIOS 

4795650 
Jefe(a) de 
hogar X X 

560, 
589 

509 
MANUEL AGUSTO GARCIA P 

71986986     X 543 

510 
MANUEL BAQUIASA 

82384823     X   

511 
MANUEL CLEMENTE CASTRO 

4823635     X 597 

512 
MAUEL ENRIQUE PALACIOS MORENO 

11615337 
Jefe(a) de 
hogar X X 599 

513 
MANUEL ERMINIO PALACIOS  

11615306     X 627 

514 
 MANUEL ESPINOZA CAICEDO 

11616114     X 571 

515 
MANUEL FRANCISCO HIROBO LOPEZ 

115580025     X 559 

516 
MANUEL HUMBERTO DIAZ ASPRILLA 

8115858     X 
566, 
583 

517 
MANUEL RAMOS MOSQUERA P 

4795725     X 579 

518 
MARCELINA RENTERIA 

26265077 
Jefe(a) de 
hogar X X 636 

519 
MARCELINO PINO MOSQUERA 

          

520 
MARCIAL ASPRILLA MENDOZA,  

11580077     X 553 

521 
MARCIAL CORDOBA GANZALES 

4800605 
Jefe(a) de 
hogar X X 551 

522 
MARCIANO CORDOBA MURILLO 

11806502 
Jefe(a) de 
hogar 2002 X 534 

523 
MARCO ANTONIO PALACIOS ASPRILLA 

82110003     X 574 

524 
MARDONIO MENA ROBIRA 

          

525 
MARGARITA CALVO BLANDON 

26279744     X 593 

526 
MARI MENA CUESTA 

26265232     X 617 

527 
MARIA ANTONIA VALOY ZUÑIGA 

26298002     X 544 

528 
MARIA BENITA VALOY PEREA 

54257684     X 624 

529 
MARIA CELINA MARTINEZ 

43264634     X 645 

530 
MARIA CHAVERRA MURILLO 

35555688     X 613 

531 
MARIA CRISELDA ROVIRA 

26264646         

532 
MARIA CRISTINA PALOMINO 

26265041 

esposo (a;/ 
Compañer 
o(a) X X 595 

533 
MARIA CUSTODIA RIVAS CORDOBA 

26265003     X 537 

534 
MARIA DE JESUS MURILLO CORDOBA 

          

535 
MARIA DE JESUS PALACIOS COSSIO 

35775085     X 540 

536 
MARIA DE LA CRUZ BARCO 

26263332 
Jeíe(a) de 
hogar X x 592 

537 
MARIA DE LA CRUZ GUARDIA 

32190082     X 563 

538 
MARIA DEL CARMEN CUESTA CORDOBA 

26264962 
Jefe(a) de 
hogar X X 562 

539 
MARIA DEL PILAR ASPRILLA MOSQUERA 

35555693 
Jefe(a) de 
hogar 2002 X 557 

540 
MARIA EDUARDA RENTERIA GOEZ 

32195283 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 610 
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541 
MARIA ELVITA PALACIOS PALACIOS 

          

542 
MARIA EMILIANA BARCO 

          

543 
MARIA ESILDA COPETE MORENO 

          

544 
MARIA EUGENIA PALACIOS TORRES 

54257315 
Padre o 
Madre X X 634 

545 
MARIA EVILA MOSQUERA ROMAÑA 

36225388     X 545 

546 
MARIA FANCI MOSQUERA MARTINEZ 

35696497 
No 
Responde X X 604 

547 
MARIA GARCIA CORDOBA 

26264812 
Jeíe(a) de 
hogar X X 

561,
564 

548 
MARIA GREGORIA RIVAS 

26263711 
Jefe(a) de 
hogar X X   

549 
MARIA INES  RENTERIA GOEZ 

1079288606     X 611 

550 
MARIA ISABEL ZUÑIGA 

39416680 
Jefe(a) de 
hogar X X 632 

551 
MARIA JESUS VALENCIA 

26264647     X 594 

552 
MARIA JOSEFA SANCHEZ 

26263985     X 622 

553 
MARIA LESLY MACHADO VALECIA 

35555628 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) X X 570 

554 
MARIA LUS MASERA GUERRERO 

          

555 
MARIA LUZNEI HURTADO SERNA 

26265290 

Esposo(a)/ 
Compañer 
°(a) X X 608 

556 
MARIA NELLY RAMIREZ HINESTROZA 

35545324         

557 
MARIA O HINESTROZA 

5775052     X 639 

558 
MARIA PASCUALA MORENO GARCIA 

26264615     X 618 

559 
MARIA PIEDAD MOSQUERA ASPRILLA 

36050089 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 535 

560 
MARIA PILAR MURILLO ROVIRA 

26264994 

Esposo(a)/ 
Compañer 
°(a) X X 568 

561 
MARIA RAMOS PINO 

          

562 
MARIA SANTOS CORDOBA RENTERIA 

32195373 
Jefe(a) de 
hogar X X 538 

563 
MARIA SEBASTIANA RIVAS PALACIOS 

26263715     X 646 

564 
MARIA SEGUNDA VALENCIA 

35600805 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 567 

565 
MARIA SORAIDA PALACIOS MOSQUERA 

  
No 
Responde 2002     

566 
MARIA VICTORIA MORENO PALACIOS 

43152666     X 614 

567 
MARIA VICTORIA MOSQUERA 

          

568 
MARIA WILFRIDA MOSQUERA DE LOZANO 

35775075     X 635 

569 
MARIA YANETH ZUÑIGA H 

26265400     X 620 

570 
MARIANO CORDOBA 

4795812 
Jefe(a) de 
hogar X X   

571 
MARIANA LIZCANO CORREA 

          

572 
MARICEL PINO CHAVERRA 

          

573 
MARIELA CHAMI 

36050711     X 556 

574 
MARINA CUESTA VALENCIA 

          

575 
MARINO CUESTA CORDOBA 

11615927 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) X X 

575, 
601 

576 
MARINA MARTINEZ VALENCIA 

35604727     X 555 

577 
MARIO DOMINGUEZ MENA 

          

578 
MARIO ROJAS ISAMARA 

14795990005
9 

Jefe(a) de 
hogar 2002     
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579 
MARISETH PINO CHAVERRA 

26265335     X 578 

580 
MARISOL PANESSO PALACIOS 

32195894     X 638 

581 
MARLEDIS MENDOZA MORALES 

26265355 
Jefe(a) de 
hogar X X 596 

582 
MARLEDYS PALACIOS ASPRILLA 

32195836     X 585 

583 
MARLENIS CUESTA MOSQUERA 

26263990     X 572 

584 
MARLENIS MECHA MECHA 

1079288032     X 633 

585 
MARLENIS MENA ROMAÑA 

26263995     X 606 

586 
MARLEVINSON CAÑOLA HINESTROZA 

36050021     X 629 

587 
MARLI ESPINOZA VALENCIA 

35898892     X 637 

588 
MARHTA AURORA PEDROZA SANCHEZ 

          

589 
MARTHA LUCIA ARCE QUINTO 

36050087 

Esposo(a)/ 
Compañer 
°(a) X X 621 

590 
MARTIN ALBERTO MENA CUESTA 

11615465 
Hijo(a)/H¡ja 
stro(a) X X 623 

591 
MUARICIA DOMINGUEZ MENA 

26265042     X 626 

592 
MABILIA ESPINOZA MOSQUERA 

26263989     X 
565, 
581 

593 
MAXIMA ASPRILLA A 

35555469     X 552 

594 
MAXIMA PALACIOS ASPRILLA 

36050069 
Jefe(a) de 
hogar X X 582 

595 
MAXIMILIANO PALACIOS 

11615691 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) X X 554 

596 
MAXIMO PALACIOS ASPRILLA 

          

597 
MAYODIS OREJUELA RIVAS 

          

598 
MELKIN HINESTROZA RAMIREZ 

11615686 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) X x 591 

599 
MERLIN CUESTA MACHADO 

1017126124     X 598 

600 
MICAELA VALENCIA DE MACHADO 

26264891 
Jefe(a) de 
hogar 2002 X 603 

601 
MIDELIA PALACIOS PALACIOS 

26265219     X 619 

602 
 MIGELINA CORDOBA CORDOBA 

          

603 
MIGUEL MARIA GARCIA 

11615508 
Jefe(a) de 
hogar x X 602 

604 
MILTON CAÑOLA CAICEDO 

82110027     X 647 

605 
 MILTON MENA VALENCIA 

11617048 
Jefe(a) de 
hogar x X 550 

606 
MILVIO MARTINEZ PALACIOS 

82110112     X 549 

607 
 MIRIAN PALACIOS PALACIOS 

          

608 
MIRNA JULIO VELASQUEZ 

26288960     X 612 

609 
MIRSA LESCANO CORREA 

26263896     X 630 

610 
MISAEL MENA CHAVERRA 

6733020 
Jefe(a) de 
hogar X X 542 

611 
MISAEL PALOMEQUE CUESTA 

11615685     X 588 

612 
MOISES DIAZ ASPRILLA 

82110083 
No 
Responde 2002 X   

613 
MOISES ROMAÑA ROMAÑA 

4795880     X 
533, 
569 

614 
NAIDA CUESTA MACHADO 

26263995     X 648 

615 
NANCY MACHADO VALENCIA 

26265063     X 650 

616 
NANCY IROBO VALENCIA 

26265132     X 663 

617 
NANCY UNFRIED MACHADO 

1133629679     X 686 
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618 
NANCY VALENCIA MOSQUERA 

26264804 
Jefe(a) de 
hogar X X 652 

619 
NARCISO ASPRILLA R 

4795732     X 655 

620 
NARLI MOSQUERA GONZALES 

          

621 
NATIVIDAD DEL SOCORRO LANCE 

26378361 
Jefe (a) de 
hogar X X 657 

622 
NECTOLIA MOSQUERA DE CUESTA 

26264862 
Jefe(a) de 
hogar   X 691 

623 
NEIBER LOPEZ RENTERIA 

11809413   X X 654 

624 
NEIFI DEL CARMEN DOMINGUEZ M 

26265043 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a)   X 649 

625 
NEIFY DEL CARMEN MOSQUERA 

35555648     X 695 

626 
NELI DEL C. PALACIOS 

26379497     X 656 

627 
NELSON CHAVERRA VALENCIA 

11806774086
3 

Jefe(a) de 
hogar 

ESTADO EN 
BLANCO     

628 
NELSON MOSQUERA PALOMEQUE 

4795911     X 692 

629 
NEMESIO MURILLO CAICEDO 

4795911 
Jefe(a) de 
hogar X     

630 
NESTOR PALACIOS PALACIOS 

          

631 
NICOLASA CORDOBA VALENCIA 

35894658     X 
651, 
674 

632 
NICOLASA RENTERIA MORENO 

35775207 
Jefe (a) de 
hogar   X 653 

633 
NICOLAZA PALOMEQUE BARCO 

1077429610     X 667 

634 
NICOLAZA VAQUERO FLORES 

26265376     X 694 

635 
NILDA MARIA MOSQUERA PACHECO 

36050091     X 679 

636 
NILSA IMELDA GONZALES 

35555574     X 685 

637 
 NILSON MACHADO MOSQUERA 

11814283 
Jefe(a) de 
hogar 2004 X 684 

638 
NIRIAN DOMINGUEZ MENA 

1133629355 
Jefe(a) de 
hogar X X 673 

639 
NISENIA CALVO VALENCIA 

          

640 
NIXON MENA CUESTA 

11617081     X 671 

641 
NIMIA CHAVERRA HINESTROZA 

1133629648     X 689 

642 
NIXON PALACIOS PALACIOS 

11811050     X 677 

643 
NOEL ESPINOZA ROMAÑA 

4795867     X 661 

644 
NOELIA ASPRILLA PALACIOS 

1077433912 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) X X 668 

645 
NOLASCO ALLIN CHAVERRA 

4795511     X 669 

646 
NOLASCO CUESTA ALLIN 

1616788     X   

647 
NOLBERTO HINESTROZA H 

11616064     X 
668, 
678 

648 
NORA PEREA MORENO 

35555639 
Jefe(a) de 
hogar X     

649 
NORA SANCHEZ URRUTIA 

26264895     X 693 

650 
NORBERTO HINESTROZA PINO 

          

651 
NOLBERTO PALACIOS PALACIOS 

11616916     X 
676, 
680 

652 
NORELA PRADO PALACIOS 

35555645 
No 
Responde   X 688 

653 
NORIS MACHADO SALAS 

26263884     X 658 

654 
NORMANIA BERRIO MOSQUERA 

26265070 
Jefe(a) de 
hogar X X 660 

655 
NORMILA MORENO PEREA 

1077421011 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) 2002     

656 
NUMAR CHAVERRA MENA 

11615914 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 690 
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657 
OBDULIA CORDOBA ALVAREZ 

26264504 
Jefe(a) de 
hogar X X 696 

658 
OBTAVIANO ASPRILLA CUESTA 

11610146     X 709 

659 
OCTAVILO LOPEZ CUESTA 

4858031     X 702 

660 
OCTAVIO ESPINOSA ROMAÑA 

4795805 
Jefe(a) de 
hogar X X 700 

661 
OCTAVIO ESPINOZA CAICEDO 

11615678 
Jefe(a) de 
hogar X X 699 

662 
OCTAVIO ESPINOZA PALACIOS 

1079288654 
Otros 
Parientes X X 701 

663 
OLIVA MENA ROMAÑA 

26264809 
Jefe(a) de 
hogar X X 703 

664 
OLIVIA DOMINGUEZ MENA 

NO 
REGISTRA 

Jefe(a) de 
hogar X     

665 
OMAIRA HIESTROZA DE CHAVERRA 

26264833 

Esposo(a)/ 
Compañer 
°(a)   X 706 

666 
OMAR CHAVERRA GARCIA 

1133629662 
Hijo(a)/H¡ja 
stro(a) X X 704 

667 
ONORINA PINO GARCIA, 

          

668 
ORACIO PALACIOS ARIAS 

4800087     X 707 

669 
ORELIA CUESTA PINO 

          

670 
ORTELIO MORENO ASPRILLA 

4795504     X 710 

671 
OSCAR ESPINOZA 

4795951     X 697 

672 
OSIAS MARTINEZ BERMUDEZ 

11615783 
Jefe(a) de 
hogar X X 698 

673 
PABLO EMILIO OREJUELA BARCO 

8211004     X 712 

674 
PARMENIO MOSQUERA 

11616747     X 724 

675 
PASTOR PALACIOS MOSQUERA 

11806347     X 726 

676 
PATROCINIA PALACIOS MOSQUERA 

26263283     X 723 

677 
PATROCINIO PALACIOS 

26263283     X 728 

678 
PAULA ARAMINTA MOSQUERA PALACIOS 

1077426127     X 713 

679 
PAULA CORREA CUESTA 

26264803     X 729 

680 
PAULA LESCANO CORREA 

36050083     X 722 

681 
PAULINO AVILES LIMON 

11617128 
Jefe(a) de 
hogar X X 731 

682 
PAULO PALACIOS OREJUELA 

11615688     X 715 

683 
PEDRO C HINESTROZA HURTADO 

11705560 
Jefe(a) de 
hogar X X 733 

684 
PEDRO CARLOS CUESTA ROMAÑA 

4795613 
Jefe (a) de 
hogar   X 725 

685 
PEDRO CUESTA MORENO 

4806249 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) X X 714 

686 
PEDRO LUIS  LEZCANO CORREA 

82110074     X 730 

687 
PEDRO MANUEL PALACIOS PALACIOS 

11616101 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) 2004 X 

718, 
727 

688 
PEDRO MARIANO RENTERIA 

4795779     X 734 

689 
PEDRO NOLASCO ASPRILLA ALLIN 

11615954     X 711 

690 
 PEDRO VICENTE PALACIOS P 

11616805 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) 2004 X 720 

691 
PETRONA POLO GUARDIA 

26264943 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a)   X 716 

692 
PLACIDA LIMON 

35646136     X 717 

693 
PLACIDO MENA ROMAÑA 

8110073 
Jefe(a) de 
hogar X     

694 
PURIFICACION CHAVERRA VALENCIA 

26265052 
Jefe(a) de 
hogar X X 732 

695 
PORTO CHAVERRA HINESTROZA 

11615979 
Jefe(a) de 
hogar X X 719 
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696 
PRIMERO CONDE MECHA 

          

697 
RAFAEL OREJUELA CORDOBA 

11813349 

Esposo(a)/ 
Compañer 
°(a) X X 735 

698 
RAFAELA VELEZ PACHECO 

26374563     X 747 

699 
RAMON MACHADO SANCHEZ 

11615871 
No 
Responde X X 758 

700 
RANGEL IZQUIERDO PALOMEQUE  

82110106     x 786 

701 
RAQUEL MENA MOSQUERA 

35555583 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) 2003 X 755 

702 
REGULO VALENCIA MOSQUERA 

11785682 
Jefe(a) de 
hogar X X 751 

703 
REINERIO MOSQUERA QUINTO 

4795949     X 773 

704 
REINERIO PALACIOS MOSQUERA 

          

705 
RELINSON DOJIRAMA SANAPI 

11616552     X 749 

706 
RICAEL RENGIFO PALACIOS 

6733265 
Jefe(a) de 
hogar 2002 X 736 

707 
RICARDO ORTIZ VALENCIA 

8110100 
Jefe(a) de 
hogar X x 790 

708 
RICAUTER DE JESUS VALENCIA 

11615466     X 745 

709 
RIQUILDO DUMASA DOGIRAMA 

82110148     X 766 

710 
ROBINSON MACHADO CHAVERRA 

1077438 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) X X 757 

711 
ROBINSON MACHADO CORDOBA 

11617035 
Jefe(a) de 
hogar X X 

735, 
775 

712 
ROBINSON MENA RIVAS 

11617054     X 742 

713 
ROGERIO PALACIOS INBA 

8425002 
Hijo(a)/H¡ja 
stro(a) 2004 X 776 

714 
ROMAN MOSQUERA M 

          

715 
ROMINSER MOSQUERA PALOMEQUE 

11615682     x 795 

716 
ROMUALDO PALACIOS MOSQUERA 

11787105 
Jefe(a) de 
hogar 2004 X 756 

717 
RONAL UNIFRIED CORDOBA 

8795909     x 795 

718 
RONELSON JARAMILLO HOYOS 

4795981     X 665 

719 
ROSA APULIA MOSQUERA MARTINEZ 

26263401     X 740 

720 
ROSA ARLIN MORENO SALAS 

1077428388     X 764 

721 
ROSA CALVO MENA 

26264996     X 744 

722 
ROSA CRISTINA PALACIOS ASPRILLA 

26263873 
Jefe(a) de 
hogar X X 769 

723 
ROSA DE LAS NIEVES CHAVERRA 
ALVAREZ 26265022 

Jefe(a) de 
hogar 

ESTADO EN 
BLANCO X 741 

724 
ROSA DEL C PALACIOS 

262665390     x 785 

725 
ROSA ELENA MARTINEZ P 

35899918     X 739 

726 
ROSA ELENA MOSQUERA 

36195682     X 780 

727 
ROSA ENITH MOSQUERA M 

32195861     X 781 

728 
ROSA ESILDA ASPRILLA 

          

729 
ROSA ESTHER MOSQUERA ASPRILLA 

36050024     X 769 

730 
ROSA EUVILA CALVO CUESTA 

26264996     X 760 

731 
ROSA FABIOLA ASPRILLA RAMIREZ 

35555685 
Jefe(a) de 
hogar X X 770 

732 
ROSA ISABEL RENTERIA 

26264858     x 787 

733 
ROSA NARDELIS LIZCANO CORREA 

36050084     X 765 

734 
ROSA NERI MOSQUERA MOSQUERA 

54256080 
Jefe(a) de 
hogar X x 793 
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735 
ROSALIA ASPRILLA MOSQUERA 

26263981 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X x 792 

736 
ROSALIA PINO GARCIA 

26263882 
Jefe(a) de 
hogar X X 754 

737 
ROSALIA POTES MENA 

          

738 
ROSA LILIA CORREA CHAVERRA 

26265053     x 794 

739 
ROSALINO ASPRILLA 

4795849     X 779 

740 
ROSARIO PALACIOS MOSQUERA 

26264795 
Jefe(a) de 
hogar X X 762 

741 
ROSAURA CUESTA MACHADO 

35555632 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) X X 797 

742 
ROSIBETH MACHADO CHAVERRA 

1079288590 
Otros 
Parientes X X 759 

743 
ROSIBETH MACHADO CORDOBA 

35600781     X 777 

744 
ROSIBETH MENA CUESTA 

1077420753 
Hijo(a)/Hija 
stro(a) X X 778 

745 
ROSMIRA PALACIOS PINO 

36050062 
Otros 
Parientes 2002 X 782 

746 
ROSNEI MACHADO SANCHEZ 

52497556     X 763 

747 
RUBIELA BENITES OQUENDO 

39401631 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 746 

748 
RUBIELA PEREA ORTIZ 

35555684     X 772 

749 
RUBILIA CUESTA ROVIRA 

26264884 
Jefe(a) de 
hogar X X 743 

750 
RUBY ROVIRA PALACIOS 

26263604 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) 2004 X 750 

751 
RUFINA CHAVERRA GARCIA 

26263454     x 788 

752 
RUPERTO PALACIOS P 

11780127     X 743 

753 
RUSBEL ANTONIO MOSQUERA 

11616892     X 784 

754 
RUTBEL MOSQUERA MOSQUERA 

11616892     X 774 

755 
RUT ENILDA PALACIOS CHAVERRA 

35601779 
Jefe(a) de 
hogar X X 

768, 
771 

756 
RUTH MARIA RIVAS ANDRADES 

26265389 
Jefe(a) de 
hogar X x 789 

757 
SABULON MENA PEREZ 

4795745     X 919 

758 
SACARIAS MACHADO CORDOBA 

11617111     X 917 

759 
SADY MARTINEZ BLANDON 

35555512 
Jefe(a) de 
hogar X X 810 

760 
SAMIRA PALACIOS HINESTROZA 

35896453     X 808 

761 
SAMUEL VICTORIA SALAZAR 

4794685 
Jefe(a) de 
hogar X X 814 

762 
SAN MARTE CHARRITO 

11615623     X 817 

763 
SANDRA LOPEZ RENTERIA 

1010010922 
Jefe(a) de 
hogar X X 823 

764 
SANTO CORDOBA HEREDIA 

8115480 
Jefe(a) de 
hogar X X 822 

765 
SANTOS EDUARDO LARGACHA POTES 

10497995 
Jefe(a) de 
hogar X X 820 

766 
SANTOS GUMARANDO ZUÑIGA P 

4817223     X 816 

767 
SARA AURELINA  

22181612 
NO 
REGISTRA X   815 

768 
SATURIO WARAWATA CHAPIA 

11615661     X 824 

769 
SATURNINA CHAVERRA ARROYO 

26265212 
No 
Responde X X 809 

770 
SATURNINA ORTIZ HEREDIA 

22177081 
Jefe(a) de 
hogar X X   

771 
SAUL MENA MOSQUERA 

11811072 
Jefe(a) de 
hogar X X 812 

772 
SAULO ENRIQUE MOSQUERA P 

4795871     X 818 
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773 
SAULON MENA CUESTA 

          

774 
SEGUNDA CHAVERRA GONZALEZ 

26264769     X 811 

775 
SENEN POTE MENA 

4795806 
Jefe(a) de 
hogar X X 801 

776 
SILVIA MARIA MARTINEZ BLANDON 

54259290 
No 
Responde X X 798 

777 
SILVIA MARIELA MORENO LOPEZ 

54258726 
Jefe(a) de 
hogar 2002 X 802 

778 
SINFORIANO PALACIOS MOSQUERA 

4975562     X 805 

779 
SIRIACO LESCANO CUESTA 

4795718     X 800 

780 
SIXTO HINESTROZA CUESTA 

4975830     X 804 

781 
SIXTO PALOMEQUE BARCO 

82110108     X 
803,
813 

782 
SOILA MORENO BUENAÑO 

          

783 
 SONIA IBARGUEN MOSQUERA 

35560202 

Esposo(a)/ 
Compañero°
(a) X X 807 

784 
SONIA MENA PALACIOS 

26265297     X 799 

785 
SORIS ARGENIS MORENO M 

35546536 
Otros 
Parientes 2004 X 821 

786 
TARCIILA PALACIOS MOSQUERA 

          

787 
TEODOXIA HINESTROZA DE V 

26264901     x 832 

788 
 TERECILA PALACIOS MOSQUERA 

35775048 
Hijo(a)/ 
Hijastro(a) 2004 X 

827, 
830 

789 
TEREZA CORREA ORTIZ 

32195487     x 836 

790 
TEREZA EVANGELINA PRADO 

22178734     x 835 

791 
TIBERINO IBAMIA ISARAMA 

11615730     X 828 

792 
TILSA MARIA MOSQUERA VALENCIA 

26258484     x 833 

793 
TIRSON HINESTROZA CHAVERRA 

1077420106     X 825 

794 
TOLENTINO DUMAZA DOGIRAMA 

4795903     X 829 

795 
TOMAS MORENO CORDOBA 

11616121 
Jefe(a) de 
hogar X x 837 

796 
TOMASA CORDOBA MOSQUERA 

32571676 
Hijo(a)/ 
Hijastro(a) X X 831 

797 
TOMASA PALACIOS MORENO 

26265211 
Jefe(a) de 
hogar X X 826 

798 
TOMAZA CORDOBA ORTIZ 

26376692     x 834 

799 
ULIER CHORI D 

11615710     x 838 

800 
UVERTINA PINILLA CORDOBA 

1133629663     x 839 

801 
VENTURA MOSQUERA CHAVERRA 

11806774104
4 

Hijo(a)/Hija 
stro(a) 2002 X 843 

802 
VERRAY PALACIOS HERRON 

          

803 
VIASNEY A DOMINGUEZ P 

          

804 
VICENTE MENA R 

4795969 
Jefe(a) de 
hogar X X 849 

805 
VICENTE ORTIZ VICTORIA 

8110006 
Jefe(a) de 
hogar X X 848 

806 
VICTOR CALVO ROVIRA 

11805071 
Jefe(a) de 
hogar X X 845 

807 
VICTOR MENA ROVIRA 

8420520 
Jefe(a) de 
hogar X X 840 

808 
VICTOR RIVÁS LOPEZ 

12022483     X 841 

809 
VIRGELINA CORDOBA RENTERIA 

26263987 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 847 

810 
 VIGILIO DOGIRAMA ISARAMA 

8115629     X 842 

811 
VIRGINIA PALACIOS PEÑALOZA 

54256118 
Jefe(a) de 
hogar 2002 X 844 
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812 
WALDINA ESPINOZA CHAVERRA 

26263956     X 859 

813 
WANNER R ESCARPETA ALVAREZ 

11809770     X 855 

814 
WILBERTO ESCARPETA MENA 

4794979     X 862 

815 
WILFRIDO ESCARPENTA MENA 

          

816 
WILFRIDO MOSQUERA RIVAS 

          

817 
WILLINSON ASPRILLA PALACIOS 

1079288550 1079288550 X X 858 

818 
WILMAN HINESTROZA PINO 

82110115     X 856 

819 
WILMAN PALOMEQUE BARCO 

82110171     X 851 

820 
WILSON ASPRILLA MURILLO 

4849139 

Esposo(a)/ 
Compañer 
°(a) X X 853 

821 
WILSON CORDOBA ROMANA 

          

822 
WILSON CUÑAPA 

82110082     X 854 

823 
WILSON MORENO G 

11790479 
Jefe(a) de 
hogar   X 865 

824 
WILSON PALACIOS ASPRILLA 

11615308 
Jefe(a) de 
hogar X X 857 

825 
WILTON MACHADO POLO 

11615690 
No 
Responde X X 861 

826 
WUALNER CUESTA CORDOBA 

11616837     X 864 

827 
WULLINTON CORDOBA RENTERIA 

          

828 
XIMENA MENA MENA 

26265240     X 850 

829 
YACSON CUESTA V. 

1077423908     X 866 

830 
YADELIS SANCHEZ PALOMINO 

1033688493     X 909 

831 
YADIRA DEL C CUESTA M 

26263645     X 
896, 
897 

832 
YADIRA DEL CARMEN CUESTA 

          

833 
YAFETH PALACIOS CORDOBA 

1077433918     X 870 

834 
YAMIL RENTERIA VALENCIA 

          

835 
YAMILETH PALOMEQUE P 

35555626     X 879 

836 
YAMINSON PALACIOS MOSQUERA 

71350671     X 890 

837 
YANELIS CHAVERRA BEJARANO 

          

838 
YANELIS CHAVERRA BEJARANO 

1010062997     X 891 

839 
YANETH CUESTA CORDOBA 

35555654 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X     

840 
YANETH MACHADO VALENCIA 

26263879 

Esposo(a)/ 
Compañer 
o(a) X X 898 

841 
YANNI ALVAREZ MARTINEZ 

35898935     X 869 

842 
YANNI MARIA PALACIOS MOSQUERA 

35899945     X 888 

843 
YARLEY RENTERIA MOYA 

          

844 
YARLEY ASPRILLA PALACIOS 

35895684     X 887 

845 
YARLEYDIS PALACIOS ARANGO 

1077424650     X 874 

846 
YASIRA CHAVERRA GARCIA, 

32100419     X 901 

847 
YEFER PALACIOS P 

11616802     X 871 

848 
YEFERSON MENA HEREDIA 

4616815     X 895 

849 
YEINER CAÑOLA PALACIOS 

1079288567     X 900 

fre
dy

a.
lop

ez
o

426093489 GS-2023-018725-SEGEN

mailto:des02tacho@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

Sentencia:            Segunda instancia 

Referencia:           27001 33 31 003 2007 00074 02 

Acción:                 Grupo 

Demandantes :     Abel Murillo Aguilar Y Otros 

Demandados:       Nación- Ministerio Del Interior Y Otros 

 

 

Calle 24 No. 1 – 30, Palacio de Justicia – Oficina 405 

Correo electrónico: des02tacho@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Telefax 6 71 39 82 

 

Página 63 de 98 
 
 

 

850 
JEISON MACHADO MOSQUERA 

12022342     X 906 

851 
MENSON CAÑOLA PALACIOS 

          

852 
NINI YANETH BERRIO CORDOBA 

26263875     X 894 

853 
YERLIN CALVO MENA 

11616839     X 
884,
899 

854 
YERLIN RENTERIA MOSQUERA 

          

855 
YERNI MILENA CORDOBA HINESTROZA 

37133667     X 887 

856 
YESMITH MENA J. 

26265382     X 881 

857 
YIDIANA PALACIOS MOSQUERA 

20373049     X 902 

858 
YIRLEAN ASPRILLA PALACIOS 

32195853     X 885 

859 
YIRMA MARIA ASPRILLA PALACIOS 

26265396     X 880 

860 
YIRTON ASPRILLA BARCO 

11615902     X 
892 , 
893 

861 
YONIER CUESTA MACHADO 

11616853 
Otros 
Parientes X X 

877, 
905 

862 
YOLEYDIS MACHADO MENA 

35555627     X 867 

863 
YUBELIS MOSQUERA MENA 

35604299     X 907 

864 
YUDIS ABADIA MENA 

1133629649 
Hijo(a)/ 
Hijastro(a) X X 883 

865 
YULI MARIA MENA BERRIO 

          

866 
YULIS MARIA ROMAÑA 

32196073     X 876 

867 
YUNNI MOSQUERA DIAS 

35555692 
Jefe(a) de 
hogar X X 873 

868 
YURANIS ESTHER ALVAREZ LOPEZ 

1042732115 
Jefe(a) de 
hogar X X 875 

869 
YUSNAY CUESTA MOSQUERA 

26265055 
Jefe(a) de 
hogar X X 889 

870 
YUSNAY MENA CHAVERRA 

          

871 
YUVELI CUESTA CHAVERRA 

1079288543     X 878 

872 
ZIRLEY MARTINEZ P  

          

873 
 CRUZ MARIA VALENCIA MORENO 

35660034 
Jefe(a) de 
hogar 2003     

874  DARIO DOMINGUEZ MENA 11615788     X 194 

875 
ZULEINA ROMAÑA CHAVERRA.  

32183342     X 912 

 
De la relación anterior, las siguientes personas otorgaron poder y acreditaron ser víctimas del 
desplazamiento entre febrero a abril de 2005: 
 
 

Nº  NOMBRES Y APELLIDOS D. IDENT POSICION FAMILIAR FOLIO 
PODER 

1 ABEL MURILLO AGUILAR 11565150 JEFE HOGAR 40 

2  ABELINA MORENO CORDOBA 26265384 ESPOSA/COM 42 

3  ADELAIDA LOPEZ RENTERIA  26265298 JEFE DE GOGAR 45 

4  AGUSTIN MACHADO VALENCIA 11615993 JEFE DE GOGAR 49 

5  ALAIN MOSQUERA RAMIREZ 11585158 JEFE DE HOGAR 52 

6 ALBERTO CHAVERRA ESCOBAR 4795501 JEFE DE HOGAR 55 

7 ALEXIS RENTERIA MENA 4795925 JEFE DE HOGAR 59 

8 ALFONSO ALVAREZ MENA 4795856 JEFE DE HOGAR 61 

9  ALIRIO PALACIOS PINO 82110107 JEFE DE HOGAR 66 

10  AMPARO MACHADO VALENCIA 26265078 Jefe(a) de hogar 70 

11  ANA AURELINA  CORDOBA H. 26263727 Esposo(a)/  73 
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Compañero(a) 

12  ANA DELIA CORDOBA ROVIRA 26265069 Esposo(a)/  
Compañero(a) 

79 

13  ANA MARIA ZUÑIGA SANCHEZ 33253922 Hijo(a)/Hijastro(a) 87 

14  ANA MIRNA PALACIOS PALACIOS 35899921 NO REGISTRA 90 

15  ANGEL CUESTA MOSQUERA 1079289043 Jefe(a) de hogar 94 

16 AQUILINO CHAVERRA VALENCIA 15366591 Esposo(a)/  
Compañero(a) 

97 

17  ARCESIO MACHADO PEREZ 1584688 Jefe(a) de hogar 100 

18  ARMANDO MAHADADO CHAVERRA no registra otros parientes  106 

19  ASTRID CUESTA JULIO 26265250 JEFE CABEZA DE HOGAR 108 

20  AURELIO CUESTA MOSQUERA 11615450 JEFE CABEZA DE HOGAR 111 

21  AURELIO PINO CUESTA 72141840 JEFE CABEZA DE HOGAR 113 

22 BARTOLA CORDOBA TORRES 52497579 Jefe(a) de hogar 120 

23 BARTOLA MOSQUERA IBARGUEN 35555577 Jefe(a) de hogar 121 

24 BELISARIO MONTES FLORES 8186102 Jefe(a) de hogar 122 

25 BENICIO BERRIO  CORDOBA 11813767 Jefe(a) de hogar 123 

26 BENICIO CORDOBA CHAVERRA 116155883 JEFE DE HOGAR 124 

27 BENIGNA MORENO CUESTA 26264645 Jefe(a) de hogar 125 

28 BENITO CUESTA CORDOBA 11615760 Jefe(a) de hogar 127 

29 BENJAMIN CHAVERRA GARCIA 82110086 Jefe(a) de hogar 128 

30 CARLOS ALBERTO CUESTA VALENCIA 79686237 Jefe(a) de hogar 141 

31 CARLOS ANTONIO ASPRILLA CAICEDO 82110039 Jefe(a) de hogar 144 

32 CARMEN LUCIA HEREDIA CHAVERRA 32195294 Esposo(a)/  
Compañero(a) 

149 

33 CECILIA CORDOBA VALENCIA 36050085 Esposo(a)/  
Compañero(a) 

151 

34 CELEDONIA CHAVERRA HINESTROZA 26265021 No Responde 153 

35 CENEIDA MENA ROVIRA 26264861 Jefe(a) de hogar 160 

36 CLARA PATRICIA CORDOBA BUENAÑOS 1133629674 Otros Parientes 165 

37 CLAUDIA PATRICIA GUZMAN 35555553 Jefe(a) de hogar 167 

38 CLEMENTINA MENA ALVAREZ 26264728 Jefe(a) de hogar 170 

39 CLEMENTTNA POTES MENA 26265066 Jefe(a) de hogar 171 

40 CRUZ CENOVIA QUINTO DE MOSQUERA 26264551 Esposo(a) 
/ Compañero(a) 

178 

41 CRUZ ELENA MOSQUERA MOSQUERA 26263328 Esposo(a)/  
Compañero(a) 

182 

42 DANIEL CORREA CHAVERRA,  11617016 Jefe(a) de hogar 190 

43 DANIEL CORREA R. 1599167 Jefe(a) de hogar 191 

44 DANIELA CUESTA CAICEDO 52885989 Esposo(a)/  
Compañero(a) 

192 

45 DEINICER ANTONIO MURILLO ALVAREZ 11585152 Jefe(a) de hogar 196 

46 DESIDERO ESPINOZA CORDOBA 11617058 Jefe(a) de hogar 201 

47 DIAMANTINA MORENO CORDOBA 35890260 Jefe(a) de hogar 203 

48 DIANA LUZ GARCES LOPEZ 35555712 Jefe(a) de hogar 204 

49 DIOCELINA MORENO ROMAÑA 35890467 Suegros 214 

50 DORA MARIA BARCO 26264764 Jefe(a) de hogar 221 

51 EDELMIRA CORREA DOMINGUEZ 32195319 Jefe(a) de hogar 222 

52 EDILMA CORDOBA MORENO 35890275 Jefe(a) de hogar 224 

53 EDINSON CHAVERRA PALACIOS NO REGISTRA Hijo(a)/Hija stro(a) 225 

54 EDINSON MENA JULIO 1077420143 Hijo(a)/Hija stro(a) 226 
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55 EDINSON MOSQUERA RENTERIA 11617114 Jefe(a) de hogar 227 

57 EFRAIN CORDOBA CHAVERRA 11616894 Jefe(a) de hogar 240 

58 ELADIA CUESTA VALENCIA 26264507 Jefe(a) de hogar 243 

59 ELEAZAR MENA JULIO 11615956 Hijo(a)/Hija stro(a) 246 

60 ELEAZAR MENA MENA 4795742 Esposo(a)/ Compañer o(a) 247 

61 ELKIN ANTONIO CUESTA MENA 4795989 Jefe(a) de hogar 254 

62 ELKIN MOSQUERA DOMINGUEZ 11616144 Hijo(a)/Hija stro(a) 231 Y 255 

63 EMERITA MOSQUERA QUINTO 26265073 Jefe(a) de hogar 258 

64 ENIER VALENCIA HINESTROZA  1079288496 Jefe (a) de hogar 267 

65 EMPERATRIZ ROVIRA SCARPETA 26264874 Jefe(a) de hogar 268 

66 ENRIQUE A CHALA GUARDIA 11617076 Jefe(a) de hogar 269 

67 ENRIQUE BERRIO PINO 7197277 Jefe(a) de hogar 270 

68 ERASMO IZQUIERDO PALOMEQUE 11810875 Jefe(a) de hogar 275 

69 ETANISLADA PALACIOS ASPRILLA 26264678 Jefe(a) de hogar 301 

70 ETENOLDO CUESTA ALLIN 4795991 Jefe(a) de hogar 285 

71  EUCLIDES PALACIOS PALACIOS 11617018 Esposo(a)/ Compañer °(a) 286 

72 EUGENIO RENTERIA MOSQUERA 11617103 Jefe(a) de hogar 288 

73 EVA MORENO CUESTA 26264872 Esposo(a)/ Compañer o(a) 293 

74 EYDA PALACIOS PINO 8812139078 Hijo(a)/Hlja stro(a) 299 

75 FABIO M. SANCHEZ CORDOBA 4795924 Esposo(a)/ Compañer o(a) 308 

76 FAULKNER ALVAREZ RENTERIA 4794268 Hijo(a)/Hija stro(a) 311 

77 FAUSTINO CUESTA CAICEDO 4994942 Jefe(a) de hogar 312 

78 FEDERICO POTES MENA 4795608 Padre o Madre 313 Y 314 

79 FELICIA CHAVERRA A 26264866 Jefe(a) de hogar 315 

80 FELIZ MEDARDO CHAVERRA MURILLO 11616045 Otros Parientes 321 

81 FIDEL VALENCIA MOSQUERA 8110008 Jefe(a) de hogar 326 

82 FLOR CLARICE PALACIOS PINO 36050088 Jefe(a) de hogar 330 

83 FLOR MARIA IBARGUEN COPETE 26263983 Esposo(a)/ Compañer °(a) 331 

84 FRANKLIN CORDOBA CORDOBA 11615694 Jefe(a) de hogar 339 

85 FREDINSON MACHADO CORDOBA 11616840 Jefe(a) de hogar 341 

86 GENOVEVA PALACIOS MORENO 26265058 Jefe(a) de hogar 347 

87 GERARDO MORENO CUESTA 4795526 Jefe(a) de hogar 348 

88 GERMAN MACHADO VALENCIA 1584810 Esposo(a)/ Compañer °(a) 350 

89 GERMAN MACHADO CORDOBA 11805433 Jefe(a) de hogar 351 

90 GERSON MACHADO CORDOBA 11617112 Esposo(a)/ Compañer o(a) 352 

91 GILBERTO PALACIOS MORENO 11615923 Jefe(a) de hogar 353 

92 HECTOR ELOY MENA CUESTA 12020551 Hijo(a)/Hija stro(a) 362 

93 HERNAN PALACIOS TORRES 4795545 Jefe(a) de hogar 367 

94 IRAN JOSE HINESTROZA CHAVERRA 8427697 Jefe(a) de hogar 375 Y 376 

95 IRENE RIASCO LOZANO 35555711 Esposo(a)/ Compañer o(a) 377 

96 ISAAC MACHADO CORDOBA 4795977 Jefe(a) de hogar 378 

97 ISIDORO PEREZ MOSQUERA 3795892 Jefe(a) de hogar 382 

98 ISMAEL CALVO CUESTA 11615889 Jefe(a) de hogar 383 Y 384 

99 JAIME CUESTA MACHADO 1079288624 Hijo(a)/Hijastro(a) 386 

100 JAMINTON CHAVERRA HINESTROZA 11615673 Hijo(a)/Hijastro(a) 389 

101 JARMAN ISABEL MACHADO MENA 26263876 Esposo(a)/ Compañer o(a) 391 

102 JAVIER CUESTA MOSQUERA 11617088 Jefe(a) de hogar 396 Y 413 
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103 JESUS ANTONIO MOSQUERA 4795731 Jefe(a) de hogar 398 

104 JHON FREDY CALVO CORDOBA 11615986 Jefe(a) de hogar 405 

105 JHON GEY ORTIZ MENA 11813856 Jefe(a) de hogar 407 

106 JORGE JAVIER CORDOBA RENTERIA 11616132 Jefe(a) de hogar 417 

107 JOSE ANTONIO ESPINOZA CAICEDO 11805318 Jefe(a) de hogar 421 

108 JOSE ELOI MENA MENA 12023728 Jefe(a) de hogar 825 

109 JOSE FELIX MORENO FLORES 11799385 Jefe(a) de hogar 826 

110 JOSE FLORINDO MOSQUERA 82110019 Jefe(a) de hogar 427 

111 JOSE RÁMON MORENO 49O5706 Jefe(a) de hogar 434 

112 JOSE REYES MAYO CHAVERRA 8423754 Jefe(a) de hogar 435 

113 JOSE TRINIDAD PINO MOSQUERA 82110007 Jefe(a) de hogar 437 

114 JOSE VIRGILIO MACHADO MENA 11617118 Jefe(a) de hogar 438 Y 445 

115 JUAN EVANGELISTA CHAVERRA GARCIA 4794868 Jefe(a) de hogar 450 

116 JUAN GREGORIO MORENO 11617013 Jefe(a) de hogar 452 

117 JUAN OLlVÍO PALACIOS PINO 82110001 Hermanos o Cuñados 453 

118 JUANA DOMINGA URRUTIA 26297882 Jefe(a) de hogar 457 

119 JULIA ESTER MENA MORENO 26264972 Jefe (a) de hogar 459 

120 JULIA PALOMEQUE TORRES 26264863 Jefe (a) de hogar 460 

121 JULIAN CUESTA CORDOBA 4795833 Jefe(a) de hogar 461 

122 JULIAN CUESTA PINO 4795833 Jefe(a) de hogar 446 

123 JUSTINA RENTERIA MORENO 26258848 Jefe(a) de hogar 463 

124 JUSTO MOSQUERA TORRES 11806557 Jefe(a) de hogar 464 

125 KELLY JHOANA MACHADO PALOMEQUE 35898288 Esposo(a)/ Compañer o(a) 466 

126 KELLY JHONANA VICTORIA MENA 26265303 Hijo(a)/Hija stro(a) 467 

127 LEIDA ROSA CHALA GUARDIA 26263899 Esposo(a)/ Compañer o(a) 476 

128 LEOPOLDO RENGIFO GUARDIA 4794872 Jefe(a) de hogar 472 

129 LIBORIO CHAVERRA MURILLO 4795935 Jefe(a) de hogar 482 

130 LICENIA CALVO VALENCIA 26265018 No Responde 438 

131 LILIANA MORENO MACHADO 1079288679 Hijo(a)/Hija stro(a) 845 

132 LINDA EMERITA PALACIOS PALACIOS 26263452 No Responde 487 

133 LUIS ANIBAL HURTADO P 11616125 Jefe(a) de hogar 502 Y 503 

134 LUIS ELIN PALACIOS PALACIOS 11617040 Jefe(a) de hogar 507 

135 LUIS HERNAN PALACIOS ASPRILLA 4795899 Jefe(a) de hogar 511 

136 LUZ DARI ESPINOZA CAICEDO 26263976 Jefe (a) de hogar 519 

137 LUZ MARI CORREA CHAVERRA 262263568 Jefe(a) de hogar 526 

138 LUZ MARINA MARTINEZ CORDOBA 26265304 Esposo(a)/ Compañer o(a) 524 

139 LUZ MARINA REYES ZUÑIGA 26368184 Esposo(a)/ Compañer o(a) 527 

140 LUZ MERI CHAVERRA PALACIOS 50989589 Jefe(a) de hogar 480 

141 LUZ MILA MORENO MOSQUERA 35555527 No Responde 528 

142 LUZ NEREIDA MOSQUERA MORENO 26264935 Esposo(a)/ Compañer o(a) 530 

143 MACARIO ASPRILLA PALOMEQUE 82110090 Esposo(a)/ Compañer °(a) 536, 584 

144 MACARIO MOSQUERA A 4795906 Jefe(a) de hogar 576 

145 MAMERTA MOSQUERA MURILLO 26263992 Esposo(a)/ Compañer °(a) 600 

146 MANUEL AVILIO MOSQUERA PALACIOS 4795650 Jefe(a) de hogar 560, 589 

147 MAUEL ENRIQUE PALACIOS MORENO 11615337 Jefe(a) de hogar 599 

148 MARCELINA RENTERIA 26265077 Jefe(a) de hogar 636 

149 MARCIAL CORDOBA GANZALES 4800605 Jefe(a) de hogar 551 
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150 MARIA CRISTINA PALOMINO 26265041 esposo (a;/ Compañer o(a) 595 

151 MARIA DE LA CRUZ BARCO 26263332 Jeíe(a) de hogar 592 

152 MARIA DEL CARMEN CUESTA CORDOBA 26264962 Jefe(a) de hogar 562 

153 MARIA EDUARDA RENTERIA GOEZ 32195283 Esposo(a)/ Compañer o(a) 610 

154 MARIA EUGENIA PALACIOS TORRES 54257315 Padre o Madre 634 

155 MARIA FANCI MOSQUERA MARTINEZ 35696497 No Responde 604 

156 MARIA GARCIA CORDOBA 26264812 Jeíe(a) de hogar 561,564 

157 MARIA GREGORIA RIVAS 26263711 Jefe(a) de hogar 640 

158 MARIA ISABEL ZUÑIGA 39416680 Jefe(a) de hogar 632 

159 MARIA LESLY MACHADO VALECIA 35555628 Hijo(a)/Hija stro(a) 570 

160 MARIA LUZNEI HURTADO SERNA 26265290 Esposo(a)/ Compañer °(a) 608 

161 MARIA PIEDAD MOSQUERA ASPRILLA 36050089 Esposo(a)/ Compañer o(a) 535 

162 MARIA PILAR MURILLO ROVIRA 26264994 Esposo(a)/ Compañer °(a) 568 

163 MARIA SANTOS CORDOBA RENTERIA 32195373 Jefe(a) de hogar 538 

164 MARIA SEGUNDA VALENCIA 35600805 Esposo(a)/ Compañer o(a) 567 

165 MARIANO CORDOBA 4795812 Jefe(a) de hogar 642 

166 MARINO CUESTA CORDOBA 11615927 Hijo(a)/Hija stro(a) 575, 601 

167 MARLEDIS MENDOZA MORALES 26265355 Jefe(a) de hogar 596 

168 MARTHA LUCIA ARCE QUINTO 36050087 Esposo(a)/ Compañer °(a) 621 

169 MARTIN ALBERTO MENA CUESTA 11615465 Hijo(a)/H¡ja stro(a) 623 

170 MAXIMA PALACIOS ASPRILLA 36050069 Jefe(a) de hogar 582 

171 MAXIMILIANO PALACIOS 11615691 Hijo(a)/Hija stro(a) 554 

172 MELKIN HINESTROZA RAMIREZ 11615686 Hijo(a)/Hija stro(a) 591 

173 MIGUEL MARIA GARCIA 11615508 Jefe(a) de hogar 602 

174  MILTON MENA VALENCIA 11617048 Jefe(a) de hogar 550 

175 MISAEL MENA CHAVERRA 6733020 Jefe(a) de hogar 542 

176 NANCY VALENCIA MOSQUERA 26264804 Jefe(a) de hogar 652 

177 NATIVIDAD DEL SOCORRO LANCE 26378361 Jefe (a) de hogar 657 

178 NEIFI DEL CARMEN DOMINGUEZ M 26265043 Esposo(a)/ Compañer o(a) 649 

179 NEMESIO MURILLO CAICEDO 4795911 Jefe(a) de hogar 692 

180 NICOLASA RENTERIA MORENO 35775207 Jefe (a) de hogar 653 

181 NIRIAN DOMINGUEZ MENA 1133629355 Jefe(a) de hogar 673 

182 NOELIA ASPRILLA PALACIOS 1077433912 Hijo(a)/Hija stro(a) 668 

183 NORA PEREA MORENO 35555639 Jefe(a) de hogar 664 

184 NORELA PRADO PALACIOS 35555645 No Responde 688 

185 NORMANIA BERRIO MOSQUERA 26265070 Jefe(a) de hogar 660 

186 NUMAR CHAVERRA MENA 11615914 Esposo(a)/ Compañer o(a) 690 

187 OBDULIA CORDOBA ALVAREZ 26264504 Jefe(a) de hogar 696 

188 OCTAVIO ESPINOSA ROMAÑA 4795805 Jefe(a) de hogar 700 

189 OCTAVIO ESPINOZA CAICEDO 11615678 Jefe(a) de hogar 699 

190 OCTAVIO ESPINOZA PALACIOS 1079288654 Otros Parientes 701 

191 OLIVA MENA ROMAÑA 26264809 Jefe(a) de hogar 703 

192 OLIVIA DOMINGUEZ MENA NO REGISTRA Jefe(a) de hogar 216 

193 OMAIRA HIESTROZA DE CHAVERRA 26264833 Esposo/ Compañer °(a) 706 

194 OMAR CHAVERRA GARCIA 1133629662 Hijo(a)/H¡ja stro(a) 704 

195 OSIAS MARTINEZ BERMUDEZ 11615783 Jefe(a) de hogar 698 

196 PAULINO AVILES LIMON 11617128 Jefe(a) de hogar 731 

197 PEDRO C HINESTROZA HURTADO 11705560 Jefe(a) de hogar 733 
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198 PEDRO CARLOS CUESTA ROMAÑA 4795613 Jefe (a) de hogar 725 

199 PEDRO CUESTA MORENO 4806249 Hijo(a)/Hija stro(a) 714 

200 PETRONA POLO GUARDIA 26264943 Esposo(a)/ Compañer o(a) 716 

201 PURIFICACION CHAVERRA VALENCIA 26265052 Jefe(a) de hogar 732 

202 PORTO CHAVERRA HINESTROZA 11615979 Jefe(a) de hogar 719 

203 RAFAEL OREJUELA CORDOBA 11813349 Esposo(a)/ Compañer °(a) 735 

204 RAMON MACHADO SANCHEZ 11615871 No Responde 758 

205 REGULO VALENCIA MOSQUERA 11785682 Jefe(a) de hogar 751 

206 RICARDO ORTIZ VALENCIA 8110100 Jefe(a) de hogar 790 

207 ROBINSON MACHADO CHAVERRA 1077438 Hijo(a)/Hija stro(a) 757 

208 ROBINSON MACHADO CORDOBA 11617035 Jefe(a) de hogar 735, 775 

209 ROSA CRISTINA PALACIOS ASPRILLA 26263873 Jefe(a) de hogar 769 

210 ROSA FABIOLA ASPRILLA RAMIREZ 35555685 Jefe(a) de hogar 770 

211 ROSA NERI MOSQUERA MOSQUERA 54256080 Jefe(a) de hogar 793 

212 ROSALIA ASPRILLA MOSQUERA 26263981 Esposo(a)/ Compañer o(a) 792 

213 ROSALIA PINO GARCIA 26263882 Jefe(a) de hogar 754 

214 ROSARIO PALACIOS MOSQUERA 26264795 Jefe(a) de hogar 762 

215 ROSAURA CUESTA MACHADO 35555632 Hijo(a)/Hija stro(a) 797 

216 ROSIBETH MACHADO CHAVERRA 1079288590 Otros Parientes 759 

217 ROSIBETH MENA CUESTA 1077420753 Hijo(a)/Hija stro(a) 778 

218 RUBIELA BENITES OQUENDO 39401631 Esposo(a)/ Compañer o(a) 746 

219 RUBILIA CUESTA ROVIRA 26264884 Jefe(a) de hogar 743 

220 RUT ENILDA PALACIOS CHAVERRA 35601779 Jefe(a) de hogar 768, 771 

221 RUTH MARIA RIVAS ANDRADES 26265389 Jefe(a) de hogar 789 

222 SADY MARTINEZ BLANDON 35555512 Jefe(a) de hogar 810 

223 SAMUEL VICTORIA SALAZAR 4794685 Jefe(a) de hogar 814 

224 SANDRA LOPEZ RENTERIA 1010010922 Jefe(a) de hogar 823 

225 SANTO CORDOBA HEREDIA 8115480 Jefe(a) de hogar 822 

226 SANTOS EDUARDO LARGACHA POTES 10497995 Jefe(a) de hogar 820 

227 SARA AURELINA  22181612 NO REGISTRA 815 

228 SATURNINA CHAVERRA ARROYO 26265212 No Responde 809 

229 SATURNINA ORTIZ HEREDIA 22177081 Jefe(a) de hogar 806 

230 SAUL MENA MOSQUERA 11811072 Jefe(a) de hogar 812 

231 SENEN POTE MENA 4795806 Jefe(a) de hogar 801 

232 SILVIA MARIA MARTINEZ BLANDON 54259290 No Responde 798 

233  SONIA IBARGUEN MOSQUERA 35560202 Esposo(a)/ Compañer °(a) 807 

234 TOMAS MORENO CORDOBA 11616121 Jefe(a) de hogar 837 

235 TOMASA CORDOBA MOSQUERA 32571676 Hijo(a)/Hija stro(a) 831 

236 TOMASA PALACIOS MORENO 26265211 Jefe(a) de hogar 826 

237 VICENTE MENA R 4795969 Jefe(a) de hogar 849 

238 VICENTE ORTIZ VICTORIA 8110006 Jefe(a) de hogar 848 

239 VICTOR CALVO ROVIRA 11805071 Jefe(a) de hogar 845 

240 VICTOR MENA ROVIRA 8420520 Jefe(a) de hogar 840 

241 VIRGELINA CORDOBA RENTERIA 26263987 Esposo(a)/ Compañer o(a) 847 

242 WILLINSON ASPRILLA PALACIOS 1079288550 1079288550 858 

243 WILSON ASPRILLA MURILLO 4849139 Esposo(a)/ Compañer °(a) 853 

244 WILSON MORENO G 11790479 Jefe(a) de hogar 865 
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245 WILSON PALACIOS ASPRILLA 11615308 Jefe(a) de hogar 857 

246 WILTON MACHADO POLO 11615690 No Responde 861 

247 YANETH CUESTA CORDOBA 35555654 Esposo(a)/ Compañera 
o(a) 

904 

248 YANETH MACHADO VALENCIA 26263879 Esposo(a)/ Compañera 
o(a) 

898 

249 YONIER CUESTA MACHADO 11616853 Otros Parientes 877, 905 

250 YUDIS ABADIA MENA 1133629649 Hijo(a)/Hijastro(a) 883 

251 YUNNI MOSQUERA DIAS 35555692 Jefe(a) de hogar 873 

252 YURANIS ESTHER ALVAREZ LOPEZ 1042732115 Jefe(a) de hogar 875 

253 YUSNAY CUESTA MOSQUERA 26265055 Jefe(a) de hogar 889 

 

Las personas que a continuación se relacionan no se encuentran en el listado de demandantes, 
sin embargo otorgaron poder para actuar dentro del presente proceso, por tanto se predica de 
quienes no se encuentran acreditados como desplazados la excepción de causa de legitimidad 
para actuar. 

 Nº NOMBRES Y APELLIDOS D.IDENT FOLIO  REL. 
FAMILIAR 

INCLUIDO  

1 ANA DOLORES MAYO CHAVERRA 26265060 80   NO 

2 BENITO CUESTA VALENCIA  4795804 126   NO 

3 BENJAMIN PALACIOS MOSQUERA 4804656 136   NO 

4 CASILDA ARANGO PALACIOS 26309300 139   NO 

5 CLAUDIA PATRICIA  26261910 166   NO 

6 CLICIA ORTEGTA DOGIRAMA 26050448 179   NO 

7 CARMELINA VALENCIA M 26264629 183   NO 

8 OLIVA DOMINGUEZ MENA 1042732102 216 Jefe(a)de 
hogar 

SI 

9 EDUAR VALENCIA CALVO 11616888 233   NO 

10 ELEODORO LOPEZ CALVO  475789 248   NO 

11 ELIMELET MORENO MARTINEZ 71970157 302   NO 

12 EDWIN BERRIO CORDOBA 11615680 304   NO 

13 ESILDA MORENO PEREZ 26263998 306   NO 

14 HELEODORO MACHADO MENA 11615660 365   NO 

15 ISIDORO CUESTA COSSIO 3646150 379   NO 

16 JARLIN PALACIOS PALACIOS 11615699 390   NO 

17 JUAN DE DIOS VALENCIA 
HINESTROZA  

11617127 412   NO 

18 HENRI MACHADO CORDOBA 80111410 415   NO 

19 JOSE DELMIRO GOMEZ MOSQUERA 15367394 424   NO 

20 LIVORIO ASPRILLA ZUÑIGA 11780177 479   NO 

21 LINO CHAVERRA ALVAREZ 11787912 488 Jefe(a) de 
hogar 

SI 

22 LEVIS MAYO CHAVERRA 11617107 491   NO 

23 MARIA GIMENEZ  27365240 547   NO 

24 MARIA EMILIANA OREJUELA B. 36050027 548   NO 

25 MARIA ERVITA PALACIOS MENA 35775133 573   NO 

26 MARCELINA PINO MOSQUERA 36050023 577   NO 

27 MARTHA A PEDROZA SANTACRUZ 26263890 580   NO 

28 MARIANO LESCANO CORREA 12021809 590   NO 

29 MIGUELINA CÒRDOBA CÒRDOBA 32195383 605   NO 

30 MARINO CUESTA VALENCIA 475876 607   NO 
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31 MARILUZ MOSQUERA  GUERRERO 26263895 609   NO 

32 MAGDONIO MENA ROVIRA 4795892 615   NO 

33 MARIA ROJAS ISARAMA 11616850 616   NO 

34 MARTHA LUCIA ASPRILLA 
PALOMEQUE  

35555700 628   NO 

35 MARIA DE LA CRUZ ALVAREZ MENA 26264756 643   NO 

36 NELBA ROSA HINESTROZA PALACIOS 35775156 662   NO 

37 NORA PEREA MORENO 26265294 664 No 
responde  

SI 

38 NASLY MOSQUERA GONZALES 35555672 670   NO 

39 NEYSON MOSQUERA PALOMEQUE 82110116 672   NO 

40 NIMIA HINESTROZA CHAVERRA 26564902 675   NO 

41 NICANOR  PALACIOS PALACIOS 11787606 681   NO 

42 NIRIAN PALACIOS PALACIOS 1077422766 682   NO 

43 NELSON PALACIOS PINO 10792886 683   NO 

44 OMAIRA PALACIOS PALACIOS 35775137 705   NO 

45 PEDRO VICENTE PALACIOS M  11780077 720   NO 

46 PREMICO CONDE MECHA 8115591 721   NO 

47 RAMON MOSQUERA M 1133629653 737   NO 

48 ROSA ESILDA MOSQUERA ASRILLA 26263752 738   NO 

49 ROSA ELENA CUESTA VALENCIA 26255569 752   NO 

50 REINERO MOSQUERA PALACIOS 11616808 761   NO 

51 ROSA NARDELIS LOZANO CORREA 36050084 783   NO 

52 SERVELIO OLEA MECHA 82110085 819   NO 

53 VERNY PALACIOS HERRON  35839841 846   NO 

54 WILLINTON CORDOBA RENTERIA 11615672 852   NO 

55 WILBERTO CORRE CHEVERRA 11615430 863   NO 

56 WILSON CORDOBA BUENAÑOS 4745853 860   NO 

57 ZULLY MARIA MENA BARRIOS 26263250 872   NO 

58 YUSNAY MENA VALENCIA  26265076 882   NO 

59 YANETH RENTERIA VALENCIA 26236355 886   NO 

60 YONATAN MACHADO FLOREZ 11616876 908   NO 

61 ZABULON MENA CUESTA 11811097 910   NO 

62 ZACARIA ALVAREZ DE M 26264814 911   NO 

63 ZURLEY MARTINEZ PALACIOS 2027525 914   NO 

64 ZULIA RAMO PINO 3555691 915   NO 

65 ZOILA MARIA BUENAÑO ARCE  26264582 918   NO 

 
De esta lista, como puede apreciarse, solo 3 se encuentran registrados en la base de datos de 
la Unidad de Victimas, como desplazados.  Por tanto aunque no se encuentren en la lista de 
demandantes  se tendrán como tal, ellos  son: 
 

OLIVA DOMINGUEZ MENA 1042732102 

LINO CHAVERRA ALVAREZ 11787912 

NORA PEREA MORENO 26265294 

 
Para un total de 256 personas que confirieron poder dentro del presente proceso y que a su vez 
acreditaron la calidad de desplazados. 
 
8. LIQUIDACIÓN DE PERJUICIOS E INDEMNIZACIONES. 
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Sobre el tema en materia de desplazamiento es preciso destacar lo siguiente: 
 
En relación a la reparación integral la Corte Interamericana de Derechos Humanos reiteró que: 
 
“…el artículo 63.1 de la Convención Americana refleja una norma consuetudinaria que constituye uno de los 
principios fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo sobre la responsabilidad de los Estados.  De 
esta manera, al producirse un hecho ilícito imputable a un Estado surge de inmediato la responsabilidad 
internacional de éste por la violación de la norma internacional de que se trata, con el consecuente deber de 
reparación y de hacer cesar las consecuencias de la violación86. 
 
(…) 
 
La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional requiere, siempre que sea 
posible, la plena restitución (restitutio in integrum), la cual consiste en el restablecimiento de la situación anterior.  
De no ser esto posible, …, cabe al tribunal internacional determinar una serie de medidas para, además de 
garantizar los derechos conculcados, reparar las consecuencias que las infracciones produjeron, así como 
establecer el pago de una indemnización como compensación por los daños ocasionados87.  El Estado obligado 
no puede invocar las disposiciones de derecho interno para modificar o incumplir sus obligaciones de reparar, las 
cuales son reguladas en todos los aspectos (alcance, naturaleza, modalidades y determinación de los 
beneficiarios) por el Derecho Internacional88. 
(...) 
 
Es preciso tomar en consideración que en muchos casos de violaciones a derechos humanos, como el 
presente, no es posible la restitutio in integrum, por lo que, teniendo en cuenta la naturaleza del bien 
afectado, la reparación se realiza, inter alia, según la jurisprudencia internacional, mediante una justa 
indemnización o compensación pecuniaria.  Es necesario añadir las medidas de carácter positivo que el 
Estado debe adoptar para asegurar que no se repitan hechos lesivos como los ocurridos en el presente 
caso89”.  

 
En el ordenamiento interno, el artículo 16 de la Ley 446 de 1998 establece que en la valoración 
de los daños irrogados a las personas y a las cosas, dentro de cualquier proceso que se 
adelante ante la administración de justicia, se deben aplicar a los principios de reparación 
integral y de equidad, los cuales se sobreponen a los principios procesales de congruencia, 
de jurisdicción rogada y de no reformatio in pejus, al respecto el Consejo de Estado ha 
dicho90: 
 
“…, de acuerdo con reiterada jurisprudencia del Consejo de Estado91, existen casos en los que el juez puede 
ordenar medidas que atiendan a la reparación integral del daño, aunque ello conlleve restricciones a los 
mencionados principios procesales. Esto ocurre cuando se juzga la responsabilidad del Estado por graves 
violaciones de los derechos humanos pues, en estos eventos, la obligación de reparar integralmente el daño 
surge, principalmente, de distintos tratados y convenios de derechos humanos ratificados por Colombia 

 
86 Cfr. Caso Baena Ricardo y otros. Competencia, supra nota 164, párr. 65; Caso Maritza Urrutia, supra nota 3, párr. 142; y Caso Myrna Mack 
Chang, supra nota 3, párr. 235. 
 
87 Cfr. Caso Maritza Urrutia, supra nota 3, párr. 143; Caso Myrna Mack Chang, supra nota 3, párr. 236; y Caso Bulacio, supra nota 3, párr. 72. 
 
88 Cfr. Caso Maritza Urrutia, supra nota 3, párr. 143; Caso Myrna Mack Chang, supra nota 3, párr. 236; y Caso Bulacio, supra nota 3, párr. 72. 
 
89 Cfr. Caso Maritza Urrutia, supra nota 3, párr. 144; Caso Bulacio, supra nota 3, párr. 73 y Caso Juan Humberto Sánchez, supra nota 147, párr. 
150. 
 
90 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, Consejero ponente: DANILO ROJAS 
BETANCOURTH, Sentencia de 11 de septiembre de 2013, Radicación número: 41001-23-31-000-1994-07654-01(20601), Actor: María del 
Carmen Chacón y Otros, Demandado: Ministerio de Defensa - Ejercito Nacional, Referencia: Acción de Reparación Directa. 
 
91 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias de 21 de febrero de 2001, exp. 20046, C.P. Mauricio Fajardo Gómez; de 26 de marzo de 
2009, exp. 17.794, C.P. Enrique Gil Botero; de 20 de febrero de 2008, exp. 16996 C.P. Enrique Gil Botero. 
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que prevalecen en el orden interno92, pero también de otros instrumentos de derecho internacional93 que, aunque 
no tienen carácter estrictamente vinculante –razón por la cual se los denomina “derecho blando” o “soft law”–, 
gozan de cierta relevancia jurídica y práctica en el ámbito internacional y nacional en tanto exhiben “una clara e 

inequívoca vocación axiológica o normativa general”94 y sirven como “criterios auxiliares de interpretación de 
los tratados internacionales sobre derechos humanos”95.  
 
Así las cosas, se ha considerado que es posible establecer restricciones a los principios de congruencia, 
jurisdicción rogada y no reformatio in pejus con el fin, bien sea de dar cumplimiento a los mandatos 
contenidos en normas internacionales de derechos humanos con prevalencia en el orden interno, o de 
proteger otros derechos, valores y principios constitucionales, que lleguen a ser de mayor trascendencia”. 

 
Como se aprecia, el Estado colombiano reconoce claramente el derecho que le asiste a toda 
persona a deprecar, de cualquiera que haya ocasionado una determinada lesión antijurídica a 
la persona o a cosas, la correspondiente reparación integral del perjuicio, la cual deberá 
garantizarse en términos de equidad. 
 
8.1. De los perjuicios por el desplazamiento. 
 

Al respecto es pertinente citar lo siguiente96: 
 
“Cabe señalar que en relación con los daños inmateriales que se causa con el desplazamiento forzado, la 
Sala consideró en decisiones anteriores, que los mismos debían ser reparados como daños morales. En otras 
oportunidades, consideró que ese hecho configuraba también una alteración a las condiciones materiales de 
existencia, por lo que la indemnización debía comprender ambos perjuicios.   
Por ejemplo, en sentencia de 26 de enero de 200697, en la cual se condenó al Estado por el desplazamiento 
forzado de los habitantes del corregimiento La Gabarra, del municipio de Tibú, Norte de Santander, se reconoció 
a cada uno de los integrantes del grupo demandante una indemnización de 50 salarios mínimos legales mensuales, 
por el daño moral que ese hecho les produjo:  
  
Debe advertirse que a pesar de que en la demanda se solicitó la reparación de los perjuicios morales, materiales 
y a la vida de relación causados con el hecho, y que la sentencia puede ser modificada sin límites, porque se revisa 
en el grado jurisdiccional de consulta, de conformidad con lo establecido en el artículo 386 del Código de 
Procedimiento Civil, en armonía con lo dispuesto en el artículo 68 de la ley 472 de 1998, sólo se condenará al 
pago de la indemnización por los perjuicios morales porque, además de constituir hechos notorios fueron 
acreditados en el proceso con prueba testimonial, pero no sucedió lo propio con los demás perjuicios, los 
cuales no fueron debidamente demostrados.    
 
En efecto, constituye un hecho notorio que el desplazamiento forzado produce daño moral a quienes lo padecen. 
No es necesario acreditar el dolor, la angustia y la desolación que sufren quienes se ven obligados a emigrar del 

 
92 Entre ellos, la Convención Americana de Derechos Humanos (artículo 63), la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanas o degradantes (artículo 13), y la Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura (artículo 9). Se hace claridad en 
que, conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 93 de la Constitución Política, para que un tratado de derechos humanos ratificado 
por el Congreso prevalezca en el orden interno –en resultado de integrarse al bloque de constitucionalidad como lo ha entendido la Corte 
Constitucional- es necesario que se refiera a derechos ya reconocidos en la propia Constitución.  Siendo así, se entiende que los tratados 
mencionados prevalecen en el orden interno, debido a que el derecho de las víctimas de hechos delictivos a la reparación, se encuentra 
expresamente estipulado en el artículo 250 del ordenamiento superior. 
 
93 Entre ellos, el Conjunto de principios para la protección y promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad; los 
Principios y directrices básicas sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos 
y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones; la Declaración sobre los principios 
fundamentales de justicia para las víctimas de los delitos y de abuso de poder; y la Declaración sobre la protección de todas las personas 
contra las desapariciones forzadas. 
 
94 Luis Manuel Castro. “Soft law y reparaciones a víctimas de violaciones de derechos humanos: Reflexiones iniciales”, en Rodrigo Uprimny 
(coord.), Reparaciones en Colombia: Análisis y propuestas. Universidad Nacional de Colombia. Bogotá, 2009. p. 66. 
 
95 Corte Constitucional, sentencia C-872 de 2003, M.P. Clara Inés Vargas Hernández. 
 
96 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN TERCERA–SUBSECCIÓN B Consejero Ponente: 
Ramiro Pazos Guerrero  Bogotá, D.C., doce (12) de diciembre de dos mil catorce (2014) Radicación número: 50001233100020010024201 
(31.188) Actor: Pedro Nel Burgos Romero y otros Demandados: Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional y otros Asunto: Acción de 
reparación directa. 
 
97 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 6 de enero de 2006, exp. AG250002326000200100213-01, C.P. Ruth Stella Correa 
Palacio.   
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sitio que han elegido como residencia o asiento de su actividad económica, abandonando todo cuanto poseen, 
como única alternativa para salvar sus vidas, conservar su integridad física o su libertad, sufriendo todo tipo de 
carencias y sin la certeza del retorno, pero sí de ver aún más menguada su precaria condición económica, social 
y cultural. Quienes se desplazan forzadamente experimentan, sin ninguna duda, un gran sufrimiento, por la 
vulneración múltiple, masiva y continua de los derechos fundamentales, como lo ha señalado reiteradamente la 
Corte Constitucional98.  
(…)  
 
En consecuencia, se reconocerá la indemnización a todas las personas que demostraron haberse visto obligadas 
a desplazarse del corregimiento La Gabarra, entre el 29 de mayo y el mes de junio de 1999, como consecuencia 
de la incursión paramilitar ocurrida en esa zona del país, desde el 29 de mayo de 1999, por el dolor, la angustia y 
la desolación que sufrieron al verse obligados a abandonar el sitio que habían elegido como residencia o asiento 
de su actividad económica, como única alternativa para salvar sus vidas.  
  
En el mismo sentido, se profirió la sentencia de 21 de marzo de 201299. En esta, igualmente se limitó la 
indemnización al daño moral:   
 
La Sala accederá al reconocimiento de la indemnización por el dolor que sufrieron la señora Ana Elida Estrada 
Fuentes, Arcadio Beltrán Tovar y su hijas Liliana Elida y Diana Johanna Beltran Estrada, quienes acreditaron que 
residían en Cravo Norte en la calle 2ª No. 4-02/08, donde tenían su domicilio y se vieron forzadas a desplazarse 
de ese lugar a otro dentro del mismo municipio, como consecuencia de los recurrentes enfrentamientos armados 
que se originaban en inmediaciones de su residencia, por los ataques a la estación de policía por parte de grupos 
subversivos y en razón de las medidas adoptadas por los miembros de la policía que prestaban sus servicios en 
esa estación, con el fin de hacer frente a esos ataques. La indemnización en este caso se fijará en 25 salarios 
mínimos legales mensuales vigentes a favor de cada uno de los demandantes.  

   
 Sin embargo, en sentencia de 15 de agosto de 2007100, la indemnización 101que se concedió a cada una de las 
personas desplazadas de la vereda Filo Gringo del municipio de Tibú, Norte de Santander, abarcó el daño moral 
y la alteración a las condiciones materiales de existencia:    
 
En la demanda se solicitó indemnización de perjuicios por los daños morales y a la vida de relación causados a 
los accionantes. La Sala accederá al reconocimiento de la indemnización por el dolor que sufrieron las víctimas 
del desplazamiento y por la alteración a sus condiciones existencia, esto es, por la modificación anormal del curso 
de su existencia que implicó para ellos el desplazamiento forzado, debiendo abandonar su lugar de trabajo, de 
estudio, su entorno social y cultural.    
 
A propósito del daño moral considera la Sala que el hecho del desplazamiento causa dolor a quien lo sufre, 
por el miedo, la situación de abandono e indefensión que lo obligan a abandonar el lugar de su domicilio, pero, 
además, esa situación incide de manera adversa en su vida familiar y en su entorno socio cultural, el cual deberán 
reconstruir, en el mejor de los casos de manera provisional, en situaciones de mayor vulnerabilidad, alejados del 
tejido familiar, social, laboral, sobre el que se sustentaba su crecimiento como ser. Aspecto que ha sido destacado 
por la jurisprudencia de la Sala y de la Corte Constitucional, así: 
“…constituye un hecho notorio que el desplazamiento forzado produce daño moral a quienes lo padecen. No es 
necesario acreditar el dolor, la angustia y la desolación que sufren quienes se ven obligados a emigrar del sitio que 
han elegido como residencia o asiento de su actividad económica, abandonando todo cuanto poseen, como única 
alternativa para salvar sus vidas, conservar su integridad física o su libertad, sufriendo todo tipo de carencias y sin 
la certeza del retorno, pero sí de ver aún más menguada su precaria condición económica, social y cultural. 

 
98 Sentencia SU-1150 de 2000. En el mismo sentido, sentencia T-1635 de 2000. En sentencia T-1215 de 1997 ha dicho esa Corporación: “No 
existe duda sobre la violación continua de los derechos de las personas obligadas a migrar de su lugar de origen y cuya circunstancia de 
vulnerabilidad e indefensión es manifiesta. Los devastadores y trágicos efectos materiales de quienes se ven obligados intempestivamente a 
dejarlo todo con el único fin de proteger su vida e integridad personal, van acompañados del sentimiento de pérdida, incertidumbre y frustración 
que conlleva el desarraigo de sus bienes, de su tierra y de su entorno natural, pues, de alguna manera, impide que los afectados reconstruyan 
en el corto plazo su vida familiar, social, cultural, psicológica y económica”. Criterio que más recientemente esa Corte reiteró en sentencia T-
721 de 2003 al señalar: “También la Corte ha destacado que las heridas físicas y afectivas generadas por el desplazamiento, comportan 
traumas de toda índole de difícil recuperación, los que se agravan al tener que soportar las escasas o nulas posibilidades de acceder a una 
vida digna, que les ofrecen las ciudades, que los albergan en condiciones de hacinamiento e indigencia. Así mismo, habrá de señalarse que 
el desplazamiento –de acuerdo con los estudios realizados al respecto- conlleva abruptos cambios sicológicos y culturales en las mujeres, 
debido a que a éstas a menudo les corresponde asumir solas la reconstrucción del hogar en todos los órdenes, y ser el apoyo de los hombres 
enfermos e incapacitados, no pocas veces en razón de los mismos hechos que dieron lugar al desplazamiento, como también de niños y 
ancianos, atemorizados e inermes”.   
99 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia 21 de marzo de 2012, exp. 23.778, Ruth Stella Correa.  
  
100 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 15 de agosto de 2007, exp. AG. 

 
101 -01, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.   
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Quienes se desplazan forzadamente experimentan, sin ninguna duda, un gran sufrimiento, por la vulneración 
múltiple, masiva y continua de los derechos fundamentales, como lo ha señalado reiteradamente la Corte 
Constitucional102. 
En cuanto a la alteración de las condiciones materiales de existencia, el Consejero Enrique Gil Botero, con 
apoyo en la doctrina nacional y en  jurisprudencia y la doctrina nacional foráneas, ha precisado dicho daño en estos 
términos:   
 
“Este daño no puede confundirse con el perjuicio moral, pues su naturaleza y estructura son en esencia diferentes, 
el tratadista Juan Carlos Henao ha señalado: ‘esta noción, que puede ser definida según el profesor Chapus como 
‘una modificación anormal del curso de la existencia del demandante, en sus ocupaciones, en sus hábitos o en sus 
proyectos’. También por fuera de la hipótesis de la muerte de una persona, el juez reconoce la existencia de las 
alteraciones, cuando una enfermedad de un ser próximo cambia la vida de la otra persona…Perjuicio moral y 
alteración en las condiciones de existencia son, entonces, en derecho francesa, rubros del perjuicio que no son ni 
sinónimos ni expresan el mismo daño. El objetivo de su indemnización es independiente: mediante la figura de la 
alteración en las condiciones de existencia, el juez francés indemniza una ‘modificación anormal dada al curso 
normal de existencia del demandante’, en tanto que mediante el daño moral se indemniza el sufrimiento producido 
por el hecho dañino’.  
 
“En síntesis, para que se estructure en forma autónoma el perjuicio de alteración de las condiciones de 
existencia, se requerirá de una connotación calificada en la vida del sujeto, que en verdad modifiquen en 
modo superlativo sus condiciones habituales, en aspectos significativos de la normalidad que el individuo 
llevaba y que evidencien efectivamente un trastocamiento de los roles cotidianos, a efectos de que la alteración 
sea entitativamente de un perjuicio autónomo, pues no cualquier modificación o incomodidad sin solución de 
continuidad podría llegar a configurar ese perjuicio, se requiere que el mismo tenga significado, sentido y afectación 
en la vida de quien lo padece”103.  

    
Según los criterios adoptados por la Sala en sentencias de unificación de 28 de agosto de 2014, la tipología 
de perjuicios inmateriales se concreta en: (i) daños morales, referidos al dolor, la angustia, la aflicción que 
sufren las personas por un daño antijurídico104; (ii) daños a la salud, referido exclusivamente a las 
alteraciones temporales o definitivas de la integridad síquica y corporal105, y106107 (iii) perjuicios 
inmateriales derivados de afectaciones relevantes a bienes o derechos convencional y 
constitucionalmente amparados, cuya reparación se hace a través de medidas no pecuniarias, salvo 
cuando dichas medidas no sean suficientes o posibles para consolidar la reparación integral108(subraya 
fuera del texto).   

  
Se extrae de lo anterior, en relación a los perjuicios inmateriales, que los mismos se concretan 
según las sentencias de unificación de 28 de agosto de 2014, en: (i) daños morales, referidos 
al dolor, la angustia, la aflicción que sufren las personas por un daño antijurídico; (ii) daños a la 
salud, referido exclusivamente a las alteraciones temporales o definitivas de la integridad 

 
102 Sentencia SU-1150 de 2000. En el mismo sentido, sentencia T-1635 de 2000. En sentencia T-1215 de 1997 ha dicho esa Corporación: “No 
existe duda sobre la violación continua de los derechos de las personas obligadas a migrar de su lugar de origen y cuya circunstancia de 
vulnerabilidad e indefensión es manifiesta. Los devastadores y trágicos efectos materiales de quienes se ven obligados intempestivamente a 
dejarlo todo con el único fin de proteger su vida e integridad personal, van acompañados del sentimiento de pérdida, incertidumbre y frustración 
que conlleva el desarraigo de sus bienes, de su tierra y de su entorno natural, pues, de alguna manera, impide que los afectados reconstruyan 
en el corto plazo su vida familiar, social, cultural, psicológica y económica”. Criterio que más recientemente esa Corte reiteró en sentencia T-
721 de 2003 al señalar: “También la Corte ha destacado que las heridas físicas y afectivas generadas por el desplazamiento, comportan 
traumas de toda índole de difícil recuperación, los que se agravan al tener que soportar las escasas o nulas posibilidades de acceder a una 
vida digna, que les ofrecen las ciudades, que los albergan en condiciones de hacinamiento e indigencia. Así mismo, habrá de señalarse que 
el desplazamiento –de acuerdo con los estudios realizados al respecto- conlleva abruptos cambios sicológicos y culturales en las mujeres, 
debido a que a éstas a menudo les corresponde asumir solas la reconstrucción del hogar en todos los órdenes, y ser el apoyo de los hombres 
enfermos e incapacitados, no pocas veces en razón de los mismos hechos que dieron lugar al desplazamiento, como también de niños y 
ancianos, atemorizados e inermes”.   

 
103 ENRIQUE GIL BOTERO. Temas de Responsabilidad Extracontractual del Estado. Medellín, Librería Jurídica COMLIBROS, 3ª ed., 2006, 
págs. 111-112.   
  
104 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias de 28 de agosto de 2014, exp. 27.709, C.P. Carlos Alberto Zambrano (en caso de muerte); 
exp. 31.172, C.P. Olga Mélida Valle de De La Hoz (en caso de lesiones personales), y exp. 36.149, C.P. Hernán Andrade Rincón (en caso de 
privación injusta de la libertad).  
    
105 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias de 28 de agosto de 2014, exps.  

 
106 .804, C.P. Stella Conto Díaz Del Castillo; 28.832, C.P. Danilo Rojas Betancourth; y   
 
107 .170, C.P. Enrique Gil Botero.   
  
108 .551, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa y 32.988, C.P. Ramiro Pazos Guerrero.   
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síquica y corporal, y (iii) perjuicios inmateriales derivados de afectaciones relevantes a bienes 
o derechos convencional y constitucionalmente amparados, cuya reparación se hace a través 
de medidas no pecuniarias, salvo cuando dichas medidas no sean suficientes o posibles para 
consolidar la reparación integral.  
 
Se tiene entonces que los demandantes solicitan que se condene a las entidades demandadas 
a efectuar el pago de una indemnizacion colectiva, por la suma de cinco mil millones de pesos 
$ 5.000.000 M/cte a tìtulo de resarcimiento de perjuicios materiales. 
 

La Sala señala que, producto del incumplimiento del deber estatal de garantizar el derecho a la 
seguridad de las comunidades rurales del Municipio de Bojayà, estas han sufrido un daño que 
va más allá del mero detrimento patrimonial, pués se vieron profundamente afectadas no solo 
al ser despojadas de sus lugares habitados, sino también de las actividades que habitual o 
regularmente realizaban tanto lúdica o recreativa como economicas. Lo anterior sin duda alguna 
ocasionó a los demandantes angustia, dolor, sufrimiento, tristeza e impotencia. 
 
Para la Sala es claro que la falta de acceso a los territorios por el hecho del desplazamiento 
sufrido por parte de las comunidades rurales de Bojayà los les impide usar y disfrutar de los 
recursos naturales necesarios para procurar su subsistencia, mediante sus actividades 
tradicionales, acceder a los demás bienes y servicios tradicionales o socioculturales. La anterior 
situación las expone a condiciones de vida precaria o infrahumana, a mayor vulnerabilidad. 
 
El Tribunal recuerda que en el contexto del derecho de propiedad de miembros de las 
comunidades étnicas pueblos afro e indígenas, la normativa y jurisprudencia colombiana109 e 
internacional110 protege la vinculación estrecha que las comunidades, guardan con sus tierras, 
así como con los recursos naturales de los territorios ancestrales y los elementos incorporales 
que se desprendan de ellos. Debido precisamente a esa conexión intrínseca que los integrantes 
de los pueblos tienen con su territorio, la protección del derecho a la propiedad, uso y goce 
sobre éste es necesaria para garantizar su supervivencia física y cultural 111. 
 
Así las cosas no queda duda alguna que los habitantes de los municipios, corregimientos y 
veredas conocidos, que hacen parte del Consejo Comunitario de la Asociación Campesina 
Integral del Atrato- COCOMACIA, sufrieron los perjuicios materiales y morales reclamados, sin 
embargo en consideración a que dentro del expediente no hay un parámetro técnico a partir del 
cual se determine la indemnización con arreglo a criterios de productividad, y en el entendido 
que de conformidad con los artículos 55 y 65 de la Ley 472 de 1998112 y la jurisprudencia de las 

 
109 La Corte Constitucional ha establecido que “la propiedad debe ser considerada como un derecho fundamental, siempre que ella se encuentre 
vinculada de tal manera al mantenimiento de unas condiciones materiales de existencia, que su desconocimiento afecte el derecho a la igualdad 
y a llevar una vida digna”. Sentencia No. T-506/92 de 21 de agosto de 1992. 
 
110 artículo 21 de la Convención de DDHH. 
 
111 Sentencia T-506 de 1992 Corte Constitucional. 
112 Al respecto el citado artículo 55 de la Ley 472 de 1998, establece, entre otras cosas que “la integración de nuevos miembros al grupo, con 
posterioridad a la sentencia, no incrementará el monto de la indemnización contenida en ella.”  Por su parte el artículo 65 ejusdem se refiere al 
contenido de la sentencia en las acciones de grupo, de la siguiente manera:” La sentencia que ponga fin al proceso se sujetará a las 
disposiciones generales del Código de Procedimiento Civil y además, cuando acoja las pretensiones incoadas; dispondrá: 1. El pago de 
una indemnización colectiva, que contenga la suma ponderada de las indemnizaciones individuales. 2. El señalamiento de los requisitos que 
deben cumplir los beneficiarios que han estado ausentes del proceso a fin de que puedan reclamar la indemnización correspondiente, en los 
términos establecidos en el artículo 61 de la presente Ley. 3. El monto de dicha indemnización se entregará al Fondo para la Defensa de los 
Derechos e Intereses Colectivos, dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria, el cual será administrado por el Defensor del Pueblo y 
a cargo del cual se pagarán: a) Las indemnizaciones individuales de quienes formaron parte del proceso como integrantes del grupo, según la 
porcentualización que se hubiere precisado en el curso del proceso. El Juez podrá dividir el grupo en subgrupos, para efectos de establecer y 
distribuir la indemnización, cuando lo considere conveniente por razones de equidad y según las circunstancias propias de cada caso; 60 
Aclaración. La sentencia no es revocable ni reformable por el juez que la pronunció. Con todo, dentro del término de la ejecutoria, de oficio o a 
solicitud de parte, podrán aclararse en auto complementario los conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, siempre que estén 
contenidas en la parte resolutiva de la sentencia o que influyan en ella. b) Las indemnizaciones correspondientes a las solicitudes que llegaren 
a presentar oportunamente los interesados que no hubieren intervenido en el proceso y que reúnan los requisitos exigidos por el Juez en la 
sentencia. Todas las solicitudes presentadas oportunamente se tramitarán y decidirán conjuntamente mediante Acto Administrativo en el cual 
se reconocerá el pago de la indemnización previa comprobación de los requisitos exigidos en la sentencia para demostrar que forma parte del 
grupo en cuyo favor se decretó la condena. Cuando el estimativo de integrantes del grupo o el monto de las indemnizaciones fuere inferior a 
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Altas Cortes113, en las acciones de grupo no es posible dictar sentencias, condenas o 
indemnizaciones en abstracto114 y, aún menos, sentencias complementarias con el fin de 
establecer el monto de perjuicios o de la condenala Sala en aplicación del principio de 
equidad115, y al precedente del Consejo de Estado vigente sobre el tema, analizada en 
precedencia, que imponen la observancia y aplicación de los principios de reparación integral, 
sobre los principios procesales de congruencia y de jurisdicción rogada116, en forma ponderada 

 
las solicitudes presentadas, el Juez o el Magistrado podrá revisar, por una sola vez, la distribución del monto de la condena, dentro de los 
veinte (20) días siguientes contados a partir del fenecimiento del término consagrado para la integración al grupo de que trata el artículo 61 de 
la presente Ley. Los dineros restantes después de haber pagado todas las indemnizaciones serán devueltos al demandando. 4. La publicación, 
por una sola vez, de un extracto de las sentencia, en un diario de amplia circulación nacional, dentro del mes siguiente a su ejecutoria o a la 
notificación del auto que hubiere ordenado obedecer lo dispuesto por el superior, con la prevención a todos los interesados igualmente 
lesionados por los mismos hechos y que no concurrieron al proceso, para que se presenten al Juzgado, dentro de los veinte (20) días siguientes 
a la publicación, para reclamar la indemnización. 5. La liquidación de las costas a cargo de la parte vencida, teniendo en cuanta las expensas 
necesarias para la publicación del extracto de la sentencia. 6. La liquidación de los honorarios del abogado coordinador, que corresponderá al 
diez por ciento (10%) de la indemnización que obtengan cada uno de los miembros del grupo que no hayan sido representado judicialmente”. 
 
113 Al respecto: “[E]l Tribunal Administrativo de Santander en la providencia del 28 de junio de 2011 y la sentencia complementaria del 30 de 
abril de 2014. (…) luego de encontrar probado el daño antijurídico ocasionado a los pensionados de la empresa ANSON DRILLING COMPANY 
OF COLOMBIA S.A. liquidada, expresó que el mismo era imputable a la Superintendencia de Sociedades a título de falla en el servicio. Así las 
cosas, se pronunció sobre la cuantificación de los perjuicios materiales (…) al no tener certeza sobre el valor de los activos con los que 
realmente contaba la empresa al momento en que inició el trámite de su liquidación obligatoria, ni del pasivo pensional, profirió una sentencia 
en abstracto. Al respecto, la Sala manifiesta, en primer lugar, que de conformidad con el artículo 56 de la Ley 472 de 1998 en materia de 
acciones de grupo existen reglas especiales determinadas en la ley, las cuales deben ser observadas por los jueces al momento de dictar 
sentencia, entre estas, la que obliga a que debe ser en la sentencia donde se establezca la suma ponderada de la indemnización individual a 
reconocer, es decir, de conformidad con la ley antes mencionada, el Tribunal accionado debió pronunciarse en la providencia del 28 de junio 
de 2011 sobre la indemnización colectiva y la suma ponderada de las indemnizaciones individuales , toda vez que tratándose de acciones de 
grupo no es posible dictar indemnizaciones en abstracto y, aún menos, sentencias complementarias con el fin de establecer el monto de la 
condena”. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN QUINTA Consejera ponente: ROCÍO 
ARAÚJO OÑATE Bogotá, D.C., cuatro (4) de mayo de dos mil diecisiete (2017) Radicación número: 11001-03-15-000-2016-02961-01(AC) 
Actor: SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES Y OTRO Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE SANTANDER. Ver al respecto la 
sentencia del Consejo de Estado, Sección Quinta del 23 de febrero de 2017. C.P. Carlos Enrique Moreno Rubio. Rad. 11001-03-15-000-2016-
01568-01. 
 
114 Al respecto: “[E]l Tribunal Administrativo de Santander en la providencia del 28 de junio de 2011 y la sentencia complementaria del 30 de 
abril de 2014. (…) luego de encontrar probado el daño antijurídico ocasionado a los pensionados de la empresa ANSON DRILLING COMPANY 
OF COLOMBIA S.A. liquidada, expresó que el mismo era imputable a la Superintendencia de Sociedades a título de falla en el servicio. Así las 
cosas, se pronunció sobre la cuantificación de los perjuicios materiales (…) al no tener certeza sobre el valor de los activos con los que 
realmente contaba la empresa al momento en que inició el trámite de su liquidación obligatoria, ni del pasivo pensional, profirió una sentencia 
en abstracto. Al respecto, la Sala manifiesta, en primer lugar, que de conformidad con el artículo 56 de la Ley 472 de 1998 en materia de 
acciones de grupo existen reglas especiales determinadas en la ley, las cuales deben ser observadas por los jueces al momento de dictar 
sentencia, entre estas, la que obliga a que debe ser en la sentencia donde se establezca la suma ponderada de la indemnización individual a 
reconocer, es decir, de conformidad con la ley antes mencionada, el Tribunal accionado debió pronunciarse en la providencia del 28 de junio 
de 2011 sobre la indemnización colectiva y la suma ponderada de las indemnizaciones individuales , toda vez que tratándose de acciones de 
grupo no es posible dictar indemnizaciones en abstracto y, aún menos, sentencias complementarias con el fin de establecer el monto de la 
condena”. CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN QUINTA Consejera ponente: ROCÍO 
ARAÚJO OÑATE Bogotá, D.C., cuatro (4) de mayo de dos mil diecisiete (2017) Radicación número: 11001-03-15-000-2016-02961-01(AC) 
Actor: SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES Y OTRO Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE SANTANDER. 
 
115 En cuanto a la reparación integral, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha indicado: 
“La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional requiere, siempre que sea posible, la plena restitución 
(restitutio in integrum), la cual consiste en el restablecimiento de la situación anterior. De no ser esto posible cabe al tribunal internacional 
determinar una serie de medidas para, además de garantizar los derechos conculcados, reparar las consecuencias que las infracciones 
produjeron, así como establecer el pago de una indemnización como compensación por los daños ocasionados. Es necesario añadir las 
medidas de carácter positivo que el Estado debe adoptar para asegurar que no se repitan hechos lesivos como los ocurridos en el 
[…]”. Caso Ximenes Lopes. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C n°. 149, párr. 209; Caso Baldeón García. Sentencia de 6 de abril de 2006. 
Serie C n°. 147, párr. 176; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C n°. 146, párr. 197; Caso 
Acevedo Jaramillo y otros. Sentencia de 7 de febrero de 2006. Serie C n°. 144, párr. 296; Caso Blanco Romero y otros. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2005. Serie C n°. 138, párr. 69; Caso García Asto y Ramírez Rojas. Sentencia de 25 de noviembre de 2005. Serie C n°. 137, 
párr. 248; Caso Gómez Palomino. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C n°. 136, párr. 113; Caso de la “Masacre de Mapiripán”. 
Sentencia de 15 septiembre de 2005. Serie C n°. 134, párr. 244; Caso Raxcacó Reyes. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C n°. 
133, párr. 115; Caso Gutiérrez Soler. Sentencia de 12 de septiembre de 2005. Serie C n°. 132, párr. 63; Caso “Cinco Pensionistas”. Sentencia 
de 28 de febrero de 2003. Serie C n°. 98, párr. 174. 
 
En el ordenamiento interno, el artículo 16 de la Ley 446 de 1998 establece que en la valoración de los daños irrogados a las personas y a las 
cosas, dentro de cualquier proceso que se adelante ante la administración de justicia, se deben aplicar a los principios de reparación integral 
y de equidad, los cuales se sobreponen a los principios procesales de congruencia, de jurisdicción rogada y de no reformatio in pejus, al 
respecto el Consejo de Estado ha dicho. Al respecto: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, 
Consejero ponente: DANILO ROJAS BETANCOURTH, Sentencia de 11 de septiembre de 2013, Radicación número: 41001-23-31-000-1994-
07654-01(20601), Actor: María del Carmen Chacón y Otros, Demandado: Ministerio de Defensa - Ejercito Nacional, Referencia: Acción de 
Reparación Directa;  SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO-SALA PLENA-SECCION TERCERA-Consejero ponente: JAIME 
ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA-, veintiocho (28) de agosto de dos mil catorce (2014)-Radicación número: 66001-23-31-000-2001-00731-
01(26251)-Actor: ANA RITA ALARCON VDA. DE GUTIERREZ Y OTROS-Demandado: MUNICIPIO DE PEREIRA-Referencia: ACCION DE 
REPARACION DIRECTA (APELACION SENTENCIA - SENTENCIA DE UNIFICACION). 
 
116 al respecto el Consejo de Estado ha dicho: 
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a cada uno de los damnificados con el hecho del desplazamiento, conforme a las certificaciones 
analizadas, y las declaraciones rendidas por los señores Alfonso Álvarez Mena, Saulo Enrique 
Mosquera Palacios y Macario Mosquera Asprilla, que dan cuenta de las distintas actividades, 
oficios u ocupaciones a las que se dedicaban los pobladores de las comunidades afectadas, y 
que como se advirtió en el acápite respectivo, gozan de pleno valor, se les reconocerá a cada 
uno de los 256 accionantes, víctimas del desplazamiento, la suma de 25 smlmv por concepto 
de perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente, la suma de 25 smlmv por 
concepto de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante y  la suma de 50 smlmv 
por concepto de perjuicios morales. Para los restantes beneficiarios que corresponde a un 
número de 1787 personas, la Sala reconocerá a cada uno sólo perjuicios morales, en un 
equivalente a 50 smlmv.  
 
El valor del salario mínimo legal mensual será el vigente a la fecha de ejecutoria de la presente 
providencia. 
 
8.2 Otras reparaciones. 
 
Adicional a lo anterior, toda vez que en el presente asunto ocurrió una vulneración grave 
de los derechos humanos de un número significativo de personas, de los corregimientos y 
veredas que comprenden el area rural del Municipio de Bojayà , estos son: Pogue ,Piedra 
Candela, Cuìa, La Loma, Corazòn de Jesùs, Caimanero, Majandò, Charco Gallo, Chancù, 
peñita y el Rio Napipì, debido a la falta de seguridad, protección y presencia en esa zona 
territorial de miembros de la fuerza pública, y con la finalidad de minimizar los riesgos de 
que se vuelvan a presentar, la Sala117 acogiendo la jurisprudencia de la Sección Tercera del 
H. Consejo de Estado, y en ejercicio del control de convencionalidad subjetivo, encuentra que 
procede ordenar y exhortar a las entidades demandadas al cumplimiento de “medidas de 
reparación no pecuniarias”, con el objeto de responder al principio de la “restitutio in integrum”, 
los principios de precaución y prevención, decretará de oficio, al margen del principio de 
congruencia, el cumplimiento in solidum por parte de las entidades demandadas de las 
siguientes medidas de justicia restaurativa:118 a) Adelantar dentro del término de seis (6) 

 
“…, de acuerdo con reiterada jurisprudencia del Consejo de Estado116, existen casos en los que el juez puede ordenar medidas que atiendan 
a la reparación integral del daño, aunque ello conlleve restricciones a los mencionados principios procesales. Esto ocurre cuando se juzga la 
responsabilidad del Estado por graves violaciones de los derechos humanos pues, en estos eventos, la obligación de reparar integralmente 
el daño surge, principalmente, de distintos tratados y convenios de derechos humanos ratificados por Colombia que prevalecen en 
el orden interno116, pero también de otros instrumentos de derecho internacional116 que, aunque no tienen carácter estrictamente vinculante –
razón por la cual se los denomina “derecho blando” o “soft law”–, gozan de cierta relevancia jurídica y práctica en el ámbito internacional y 

nacional en tanto exhiben “una clara e inequívoca vocación axiológica o normativa general”116 y sirven como “criterios auxiliares de 
interpretación de los tratados internacionales sobre derechos humanos”. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Tercera, Sala Plena, Consejero ponente: DANILO ROJAS BETANCOURTH, Sentencia de 11 de septiembre de 2013, Radicación número: 
41001-23-31-000-1994-07654-01(20601), Actor: María del Carmen Chacón y Otros, Demandado: Ministerio de Defensa - Ejercito Nacional, 
Referencia: Acción de Reparación Directa. En providencia anterior: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias de 21 de febrero de 2001, 
exp. 20046, C.P. Mauricio Fajardo Gómez; de 26 de marzo de 2009, exp. 17.794, C.P. Enrique Gil Botero; de 20 de febrero de 2008, exp. 
16996 C.P. Enrique Gil Botero.  
 
117 En aplicación al PRINCIPIO DE REPARACION INTEGRAL O RESTITUTIUM IN INTEGRUM - Medida de reparación no pecuniaria. Acto 
público de reconocimiento de responsabilidad / MEDIDA DE REPARACION NO PECUNIARIA - Garantía de no repetición. Acto público 
de reconocimiento de responsabilidad / PRINCIPIO DE REPARACION INTEGRAL O RESTITUTIUM IN INTEGRUM - Medida de 
reparación no pecuniaria. / MEDIDA DE REPARACION NO PECUNIARIA - Garantía de no repetición. SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO-SALA PLENA-SECCION TERCERA-Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA-, veintiocho (28) 
de agosto de dos mil catorce (2014)-Radicación número: 66001-23-31-000-2001-00731-01(26251)-Actor: ANA RITA ALARCON VDA. DE 
GUTIERREZ Y OTROS-Demandado: MUNICIPIO DE PEREIRA-Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA (APELACION 
SENTENCIA - SENTENCIA DE UNIFICACION). 
 
118 La jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, en aplicación de los artículos 16 de la Ley 446 de 1998 y 8 de la ley 975 de 
2005, ha enseñado que cuando se trate de graves violaciones a derechos humanos, el juez cuenta con la facultad de decretar todo tipo de 
medidas de justicia restaurativa (correctiva), encaminadas a la satisfacción y el restablecimiento del derecho o derechos lesionados. Esta Alta 
Corporación ha precisado que si existe una colisión entre el principio de reparación integral con los principios de congruencia procesal y de 
jurisdicción rogada, estos últimos deben ceder frente al primero en cuanto concierne a las medidas de satisfacción, rehabilitación, y garantías 
de no repetición, toda vez que el parámetro indemnizatorio, esto es, el reconocimiento de los perjuicios materiales e inmateriales es el único 
contenido del principio de reparación integral que se encuentra amparado por los citados principios del proceso que tienden a garantizar el 
derecho de defensa del demandado, esto es, la garantía de la congruencia y de la no reformatio in pejus, siempre que se trate de un escenario 
de grave vulneración a derechos humanos o medie la afectación significativa de un derecho fundamental constitucional. SALA PLENA-
SECCION TERCERA-Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA-, veintiocho (28) de agosto de dos mil catorce (2014)-
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meses contados desde la ejecutoria de la presente providencia, un estudio pormenorizado de 
seguridad, a fin de que como resultado del mismo se tomen acciones o medidas de carácter 
estructural y permanente para que cese en forma definitiva la crisis humanitaria y el estado de 
zozobra e incertidumbre de los habitantes de la región del Atrato, bien sea el aumento del pie 
de fuerza o la instalación de un batallón o unidad de fuerza pública permanente en la zona 
mencionada, b) Publicar en un diario de amplia circulación nacional, por una sola vez, y en el 
sitio web oficial, al menos por un (1) año, la parte resolutiva de la presente sentencia, c) 
Disponer lo necesario para diagnosticar y prestarle a las víctimas, el tratamiento integral y 
adecuado psicosocial que éstos requieran, por el hecho del desplazamiento, previa 
manifestación de su consentimiento, así como d) adelantar y coordinar con las entidades 
competentes el retorno de las víctimas a sus respectivos corregimientos, como medidas de 
rehabilitación y reparación no pecuniaria. 
 
9. Reglas para la Ejecución de la sentencia. 
 
En lo que respecta a las reglas para la ejecución de esta sentencia y que deben ser tenidas en 
cuenta por el Administrador del Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos, 
se indican las siguientes: 
 
Todas aquellas personas que se crean con derecho de adherirse al grupo, y por ende a lo 
resuelto en esta sentencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 55 de la Ley 472 de 
1998, deberán i) acreditar su condición de desplazado(a)s de los territorios que comprenden el 
area rural del Municipio de Bojayà , estos son: Pogue ,Piedra Candela, Cuìa, La Loma, Corazòn 
de Jesùs, Caimanero, Majandò, Charco Gallo, Chancù, peñita y el Rio Napipì, y ii) presentar 
ante el respectivo administrador copia de la cédula de ciudadanía. 
 
Se le pagará a cada uno de los 256 accionantes, víctimas del desplazamiento, relacionadas y 
enlistadas en esta providencia, la suma de 25 smlmv por concepto de perjuicios materiales 
en la modalidad de daño emergente, la suma de 25 smlmv por concepto de perjuicios 
materiales en la modalidad de lucro cesante y  la suma de 50 smlmv por concepto de 
perjuicios morales.  
 
Para los restantes beneficiarios, 1787 personas, que se adhieran, con posterioridad de esta 
sentencia, y que acrediten su condición de víctimas del desplazamiento, se le pagará a cada 
uno la suma de 50 smlmv, por concepto de perjuicios morales.  
 
El valor del salario mínimo legal mensual será el vigente a la fecha de ejecutoria de la presente 
providencia. 
 
El pago se hará en primer lugar a los desplazados, víctimas constituidas como parte en este 
proceso, y luego a los que acrediten serlo con posterioridad a esta sentencia. El Defensor del 
Pueblo, como administrador de dicho Fondo deberá cancelar las indemnizaciones 
correspondientes a quienes se presenten dentro de los veinte (20) días siguientes a la 
publicación de la sentencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 65 de la Ley 472 
de 1998. 
 
Las entidades demandadas harán las provisiones de rigor para garantizar el pago de las 
indemnizaciones individuales y colectivas a que haya lugar de conformidad con los lineamientos 
trazados en esta providencia. 
 

 
Radicación número: 66001-23-31-000-2001-00731-01(26251)-Actor: ANA RITA ALARCON VDA. DE GUTIERREZ Y OTROS-Demandado: 
MUNICIPIO DE PEREIRA-Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA (APELACION SENTENCIA - SENTENCIA DE UNIFICACION) 
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10. Los criterios para el pago de la indemnización. 
 
De conformidad con el artículo 65 de la Ley 472 de 1998, como contenido indispensable de la 
sentencia de esta acción, cuando quiera que se acojan las pretensiones de la demanda, debe 
ordenarse “El pago de una indemnización colectiva, que contenga la suma ponderada de las 
indemnizaciones individuales”, resulta necesario fijar las pautas que, de acuerdo con la 
demanda y la prueba recaudada se tendrán en cuenta para hacer efectivo el pago de la 
indemnización. 
 
Advierte la Sala que conforme lo que resultó probado, el número total de damnificados 
corresponde a 2043 personas, y será el  factor objetivo para proceder a establecer en este fallo 
la suma ponderada total de las indemnizaciones colectivas e individuales a las víctimas del 
desplazamiento de los Corregimientos y Veredas Pogue, Piedra Candela, Cuìa, La Loma, 
Corazòn de Jesùs, Caimanero, Majandò, Charco Gallo, Chancù, peñita y el Rio Napipì, del 
municipio de Bojayá que se llegaren a presentar dentro del plazo fijado en el numeral 4º del 
artículo 65 de la Ley 472, determinando de esa manera la suma total que deberán consignar 
las entidades accionadas al Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos. 
Para el efecto se verifican los siguientes grupos y subgrupos. 
 
11. El grupo y los subgrupos119. 

 
119 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA SUBSECCION A, Consejero ponente: 
MAURICIO FAJARDO GOMEZ,  trece (13) de febrero de dos mil trece (2013), Radicación número: 630012333000201200052 01 (AG), Actor: 
Manuel JOSE ISAZA CASTAÑO Y OTROS, Demandado: LA NACION – MINISTERIO DEL INTERIOR Y OTROS. 

 
“En punto concreto al medio de control de reparación de los perjuicios causados a un grupo, la legitimación para su ejercicio reviste especiales 
condiciones, las cuales se desprenden tanto del artículo 145 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
como de los artículos 3° y 46 de la Ley 472 de 1998, puesto que el interés para interponer esta acción no es individual, sino que radica en el 
grupo afectado.119  
 
Al respecto, la Corte Constitucional ha manifestado: 
 
“La Corte considera importante hacer algunas precisiones sobre el objeto de la acción de grupo. Como bien se indicó, las acciones de grupo 
obedecen a una nueva concepción de las instituciones jurídicas, que se concreta en la aparición de nuevos intereses objeto de protección y de 
nuevas categorías en relación con su titularidad. Esto implica que si bien en el caso de las acciones de grupo, el interés protegido puede verse 
desde la óptica de los individuos, lo que distingue estos mecanismos de protección judicial es que con ellos se busca una protección colectiva 
y grupal de esos intereses. Por consiguiente, no es en razón de la persona individualmente considerada que se diseña el mecanismo, sino 
pensando en la persona pero como integrante de un grupo que se ha visto afectado por un daño.”119 
 
De igual forma, la Corte Constitucional, en la sentencia C-569 de 2004, señaló que en consideración a las circunstancias comunes que se 
encuentren respecto de un mismo interés afectado a múltiples personas que forman parte de una comunidad, hay lugar a aceptar que los 
derechos o intereses de grupo con objeto divisible119 o plurisubjetivo homogéneo son susceptibles de protección a través de la denominada 
acción de grupo, de manera que si bien la determinación de la responsabilidad se tramita colectivamente, las reparaciones concretas son en 
principio individualizadas, puesto que se ampara el daño subjetivo de cada miembro del grupo119. 
 
En la misma providencia, la Corte precisó que el grupo puede ser abierto o cerrado “según las posibilidades concretas de identificar con 
precisión quiénes sufrieron los daños que se persigue indemnizar. Abierto, cuando es imposible, por las particularidades de los hechos dañinos, 
identificar con plenitud las personas afectadas que constituyen el grupo; cerrado, cuando por las mismas causas, esa identificación es posible”.  
 
En este sentido, la legitimación en la causa por activa, la cual se predica del grupo, se desprende claramente del parágrafo del artículo 48 de 
la Ley 472 de 1998, el cual dispone: 
 
“Parágrafo. En la acción de grupo el actor o quien actúe como demandante, representa a las demás personas que hayan sido afectadas 
individualmente por los hechos vulnerantes, sin necesidad de que cada uno de los interesados ejerza por separado su propia acción, ni haya 
otorgado poder”. 
 
La Sala de la Sección Tercera de esta Corporación, sobre este punto, ha señalado que no es necesario que todas las personas que integran 
el grupo afectado con determinado hecho acudan al momento de presentación de la demanda, ni que quienes presenten la demanda sean por 
lo menos 20 demandantes, dado que según el parágrafo del artículo 48 de la ley 472 de 1998 quien actúe como demandante representa a las 
demás personas que hayan sido afectadas individualmente por los hechos vulnerantes, sin necesidad de que cada uno de ellos ejerza por 
separado su propia acción, ni haya otorgado poder, siempre y cuando, claro está, quien actúe como demandante lo haga en nombre de un 
grupo conformado al menos por 20 personas y manifieste los criterios que permitan identificar a los demás integrantes del grupo afectado. 
 
A partir de lo anterior, en esta materia la Sala ha identificado dos tipos de grupos que guardan una estrecha relación: el grupo 
demandante y el grupo afectado. 
 
“La distinción entre estos grupos estriba en que el grupo demandante es aquél integrado por quienes ejercitan el derecho a accionar 
formulando la demanda a nombre de todo el grupo afectado, con la advertencia de que la demanda puede ser presentada por una 
sola persona o por un grupo de personas, mientras que cumplan con la condición de pertenecer al grupo afectado.  
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El grupo, está conformado por las personas que habitaban en los corregimientos,cacerios y 
veredas de Bojayà, tal como  Pogue ,Piedra Candela, Cuìa, La Loma, Corazòn de Jesùs, 
Caimanero, Majandò, Charco Gallo, Chancù, peñita, Rio Napipì, entre otros  que  a   inicios de  
febrero a  mayo  de 2005  se desplazaron  a las cabeceras municipales de Bojayà, Bella Vista 
y Quibdò ; y están, incluidos en la certidicacion expedida por Accion Social que da cuenta de su 
calidad de desplazados obrante a folios  1941-1967. 
 
Los subgrupos beneficiarios de la indemnización están compuesto por dos subgrupos. El 
subgrupo 1 está compuesto por quienes fueron demandantes en este proceso.  El subgrupo 2, 
quienes aún no han solicitado su reconocimiento en el proceso con la extensión de sus efectos.  
 
Al subgrupo 1, se les reconocerá indemnización en su condición de desplazados por concepto 
de perjuicios materiales (daño emergente y lucro cesante) y morales, y al Subgrupo 2 se le 
reconocerá indemnización por perjuicios morales. 
 

Grupo 1 

2043   personas 

 
 

Sugrupo grupo 1120 Subgrupo 2121 

256  accionantes   1787 personas que se acojan a los 
efectos de la sentencia 

 

 

 
Así las cosas la suma ponderada que contiene todas las indemnizaciones colectivas, según la 
distribución de grupos y subgrupos vista, corresponde  
CIENTO CATORCE MIL NOVECIENTOS CINCUENTA (114.950) SALARIOS MÍNIMOS 

LEGALES MENSUALES VIGENTES, equivalente en pesos a la fecha122 a NOVENTA Y CINCO 

MIL CIENTO NOVENTA Y UN MIL MILLONES NOVECIENTOS TREINTA Y CUATRO MIL 
DOSCIENTOS PESOS ($95.191.934.200)  
 
Ante la eventualidad de que personas que no intervinieron expresamente en el presente litigio 
acudan al Fondo para la Defensa de los Intereses Colectivos, para acogerse a este fallo dentro 
de los veinte días siguientes a su publicación, según lo dispone el artículo 55 de la Ley 472, la 
Sala insiste en que para tal efecto, el grupo está compuesto única y exclusivamente por las 

 
“Este grupo se ve acrecentado con la llegada de otros afectados al proceso antes de la apertura a pruebas. Tanto a éstos como a los 
inicialmente demandantes les asiste el derecho a invocar daños extraordinarios o excepcionales para obtener una indemnización 
mayor y a beneficiarse de la condena en costas.  
“El grupo afectado corresponde a una acepción de contenido genérico, en la medida en que corresponde a aquel integrado por 
un número no inferior a veinte personas que hubieren sufrido un perjuicio individual procedente de una misma causa, grupo 
cuyos integrantes deben ser identificados por sus nombres en la demanda, o en todo caso, en la misma oportunidad deben ser 
expresados los criterios para identificarlos y definir el grupo, en los términos del artículo 52 numerales 2 y 4 de la ley 472 de 
1998. De este grupo hacen parte todos los afectados que no hayan logrado su exclusión del proceso, es decir, de él hace parte 
el grupo demandante, quienes se presenten en el curso del proceso y quienes nunca se presentaron a actuar en el proceso, pero 
que fueron afectados con el mismo hecho. 
 
“Al proceso se entienden vinculados no solo los demandantes, sino todos los integrantes del grupo afectado, cuya 
representación es ejercida por el grupo demandante. 
 
“Si bien el legislador ha exigido que para admitirse la demanda deban estar identificados al menos veinte integrantes del grupo 
afectado, o deben establecerse los criterios para su identificación, ello no significa que el proceso se adelanta sólo en nombre 
de esas personas, porque la misma ley previó que el proceso vincula a todos los que han resultado afectados con la causa 
común que los agrupa a menos que hayan solicitado su exclusión, en los términos del artículo 56, regulación que llevó a la Sala 
en oportunidad anterior a concluir que no pueden coexistir dos o más acciones de grupo derivadas de la misma causa119”119 
(Negrilla fuera del texto). 
 
120 quienes fueron demandantes en este proceso No. 27001-33-31-003-2007-00074, y cumplieron todos los requisitos vistos. 
 
121 quienes aún no han solicitado su reconocimiento en el proceso con la extensión de sus efectos. 
 
122 El smlmv año 2019 corresponde a $ 828,116.00 según Decreto No.2451 del  27 de diciembre de 2018. 
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personas que fueron esplazadas de sus territorios entre los meses de febrero a mayo de 2005 
, correspondientes a as comunidades rurales  de Bojayà, estas son:  Pogue ,Piedra Candela, 
Cuìa, La Loma, Corazòn de Jesùs, Caimanero, Majandò, Charco Gallo, Chancù, peñita, Rio 
Napipì, entre otras, y se encuentren  certificadas  como desplazados por la entidad competente, 

obrante en el expediente123. Para esos efectos, cada miembro del grupo, que sea certificado 

por Accion Social, hoy UARIV como desplazado, tiene derecho al reconocimiento de 50 smlmv 
por concepto de resarcimiento por perjuicios morales, conforme se precisó en precedencia. 
El Defensor del Pueblo tendrá en cuenta la cédula de cada reclamante en concurrencia con los 
restantes requisitos. 
 
12. Costas. 
 
En relación con la condena en costas, el numeral 5 del artículo 65 de la Ley 472 de 1998 
establece que la sentencia que acoja las pretensiones de la demanda deberá disponer la 
liquidación de las costas a cargo de la parte vencida, teniendo en cuenta las expensas 
necesarias para la publicación del extracto de la sentencia.  
 
Para su liquidación se tendrá en cuenta que la demanda prosperó por los perjuicios materiales 
y morales y que los demandantes costearon el valor de las publicaciones. Estas se liquidarán 
por Secretaría. 
 
13. Conclusión. 
 
La Sala revoacará la sentencia de primera instancia proferida por el Juzgado Cuarto 
Administrativo del Circuito de Quibdó, pués contrario a lo arguido por el a quo, el Tribunal 
encontró acredito con la prueba obrante en el expediente el daño consistente en el 
desplazamiento de que fueron víctimas los habitantes de las comunidades rurales del municipio 
de Bojayá entre febrero y marzo de 2015, y con éste la imputación alegada respecto de la 
entidad accionada en el presente asunto. Esta Corporación encontró probada la falla en la 
prestación del servicio de seguridad por omisión ante la falta de protección a los habitantes de 
las comunidades corregimientos y veredas Pogue, Piedra Candela, Cuìa, La Loma, Corazòn de 
Jesùs, Caimanero, Majandò, Charco Gallo, Chancù, peñita y el Rio Napipì, del municipio de 
Bojayá, con ocasión a los hechos de violencia acaecida en fechas anteriores, concomitantes y 
posteriores a los meses de marzo y febrero de 2005,  en las referidas localidades, que 
conllevó al desplazamiento de los demandantes, en dichas fechas. 
 
En relación a los argumentos de defensa de las entidades accionadas, DECLARARÁ no 
probadas las excepciones de INEXISTENCIA DEL DAÑO, HECHO DE UN TERCERO, FALTA 
DE CAUSA PARA PEDIR, INEXISTENCIA DEL DERECHO, INDEBIDA REPRESENTACION 
EN CAUSA POR  PASIVA, INCAPACIDAD O INDEBIDA REPRESENTACION DEL 
DEMANDANTE, NO ACREDITACIÒN DE CALIDAD DE DESPLAZADO, INEXISTENCIA DE LA 
PRUEBA DE PERJUICIOS por ellas propuestas, habida cuenta de la falta de prueba, que 
demostraran las razones que las sustenta.   y DECLARARÁ probada la excepción de falta de 
legitimación en la causa por pasiva respecto de la NACIÓN-MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE 
JUSTICIA. 
 
DECLARARÁ probada en forma parcial la excepción de falta de legitimación en la causa por 
pasiva respecto de 691 personas que no lograron acreditar dentro de la actuación la calidad de 
parte procesal al no haber otorgado poder para su representación, ni acreditado su condición 
de desplazado. 
 

 
123 fls. 1943-1967 
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En consecuencia de ello DECLARARÁ administrativa, extracontractual y patrimonialmente 
responsable a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL – POLICIA 
NACIONAL, de los daños y perjuicios materiales y morales, sufridos por los accionantes 
víctimas del desplazamiento en el municipio de Bojayá. Como consecuencia de ello, se 
condenará a dichos entes, a pagar a  título de indemnización, como reparación del daño 
ocasionado, la suma global ponderada de CIENTO CATORCE MIL NOVECIENTOS 
CINCUENTA (114.950) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, 

equivalente en pesos a la fecha124 a NOVENTA Y CINCO MIL CIENTO NOVENTA Y UN MIL 

MILLONES NOVECIENTOS TREINTA Y CUATRO MIL DOSCIENTOS PESOS 
($95.191.934.200), para las personas integrantes del grupo, que se hayan constituido como 
parte en el proceso y los que lo hagan con posterioridad a la presente sentencia, distribuída de 
la siguiente manera:  
 
Se les reconocerá a cada uno de los 256 accionantes, víctimas del desplazamiento, la suma de 
25 smlmv por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente, la suma 
de 25 smlmv por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante y  la suma 
de 50 smlmv por concepto de perjuicios morales. Para los restantes beneficiarios que 
corresponde a un número de 1787 personas, la Sala reconocerá a cada uno sólo perjuicios 
morales, en un equivalente a 50 smlmv.  
 
Adicional a lo anterior, la Sala ORDENARÁ a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – 
EJÉRCITO NACIONAL – POLICÍA NACIONAL,   realizar las siguientes medidas de justicia 
restaurativa: a) Adelantar dentro del término de seis (6) meses contados desde la ejecutoria 
de la presente providencia, un estudio pormenorizado de seguridad, a fin de que como resultado 
del mismo se tomen acciones o medidas de carácter estructural y permanente para que cese 
en forma definitiva la crisis humanitaria y el estado de zozobra e incertidumbre de los habitantes 
de la región del Atrato, bien sea el aumento del pie de fuerza o la instalación de un batallón o 
unidad de fuerza pública permanente en la zona mencionada, b) Publicar en un diario de amplia 
circulación nacional, por una sola vez, y en el sitio web oficial, al menos por un (1) año, la parte 
resolutiva de la presente sentencia, c) Disponer lo necesario para diagnosticar y prestarle a 
las víctimas, el tratamiento integral y adecuado psicosocial que éstos requieran, por el hecho 
del desplazamiento, previa manifestación de su consentimiento, así como d) adelantar y 
coordinar con las entidades competentes el retorno de las víctimas a sus respectivos 
corregimientos, como medidas de rehabilitación y reparación no pecuniaria. 
 
Como reglas y criterios para la ejecución de la sentencia, se ordena que las sumas de dinero 
señaladas en esta providencia deberá ser entregada por las entidades condenadas, al Fondo 
para la Defensa de los Derechos e intereses Colectivos, dentro de los diez (10) días siguientes 
a la ejecutoria de esta providencia, la que será administrada por el DEFENSOR DEL PUEBLO.  
 
El FONDO PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS COLECTIVOS, en cumplimiento de lo 
preceptuado en el último inciso del literal b del numeral 3º del artículo 65 de la Ley 472 de 1998, 
luego de finalizado el pago de las indemnizaciones individuales de las 256 personas, deberá 
distribuir la suma de la condena, restante entre las 1787 personas, que no hayan concurrido al 
proceso y que  se acojan a los efectos de la sentencia dentro de los veinte (20) días siguientes 
a la publicación de la misma. Para esto último el Administrador del citado Fondo tendrá en 
cuenta, todas aquellas personas que se crean con derecho de adherirse al grupo, y por ende a 
lo resuelto en esta sentencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 55 de la Ley 472 
de 1998, quienes deberán acreditar su condición de desplazado(a) de las comunidades 
corregimientos y veredas de Pogue, Piedra Candela, Cuìa, La Loma, Corazòn de Jesùs, 

 
124 El smlmv año 2019 corresponde a $ 828,116.00 según Decreto No.2451 del  27 de diciembre de 2018. 
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Caimanero, Majandò, Charco Gallo, Chancù, peñita y el Rio Napipì, del municipio de Bojayá, 
en los términos precisadas en esta presente providencia. 
 
Las entidades demandadas harán las provisiones de rigor para garantizar el pago de las 
indemnizaciones individuales y colectivas a que haya lugar de conformidad con los lineamientos 
trazados en esta providencia. 
 
Las sumas de dinero no reclamadas serán devueltas a las entidades accionadas. 
 
En relación a las costas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65 de la Ley 472 de 1998 
y el Acuerdo 1887 de 2003, se condenará al pago de las mismas a las entidades accionadas, 
por haber resultado vencidas, a favor de la parte accionante. Para el efecto Secretaría las 
tasará, teniendo en cuenta las expensas necesarias para la publicación del extracto de la 
sentencia. En el mismo sentido se fijará y liquidarán los honorarios a favor del abogado que 
representó el grupo, en una suma equivalente al diez por ciento (10%) de la indemnización que 
obtengan cada uno de los miembros del grupo que no hayan sido representados judicialmente. 
 
Finalmente en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 65 num 4 de la Ley 472 de 1998, se 
ordenará la publicación de la parte resolutiva de la sentencia en un diario de amplia circulación 
nacional, dentro del mes siguiente a su ejecutoria o a la notificación del auto que hubiere 
ordenado obedecer lo dispuesto por el superior. 
 
En concordancia con lo hasta aquí dicho se accederá a las suplicas de la demanda, en los 
términos anteriormente expuestos.  
 
Por lo expuesto, el Tribunal Contencioso Administrativo del Chocó, administrando justicia en 
nombre de la república y por autoridad de la ley, 

FALLA: 
 
PRIMERO: REVÒQUESE  la Sentencia N° 006 del 5 de febrero de 2018 proferida por el 
Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Quibdó  que denegó las pretensiones de la 
demanda y en su lugar: 
 
SEGUNDO: DECLARAR no probadas las excepciones de inexistencia del daño, hecho de un 
tercero, falta de causa para pedir, inexistencia del derecho, indebida representacion en causa 
por  pasiva, incapacidad o indebida representacion del demandante, no acreditaciòn de calidad 
de desplazado, inexistencia de la prueba de perjuicios propuestas por las entidades 
demandadas, de conformidad con los argumentos de la parte motiva. 
 
TERCERO: DECLARAR probada la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva, 
propuesta por la Nación - Ministerio del Interior y de Justicia, conforme lo expuesto en la parte 
motiva de la presente providencia. 
 
CUARTO: DECLARAR probadas parcialmente la excepción de falta de legitimación en la causa 
por activa, no acreditación de la calidad de desplazados en los periodos señalados en la parte 
motiva, respecto de:  
 
1) ABELARDO PALACIOS BICHIVI 4821225,  2)ADELAIDA DUMASA 26264765,  3) 
ADELAIDA LOPEZ CORDOBA 26265298,   4)  ADELINO BEJARANO PALACIOS 82230030, 
5) ADELIO ESPINOZA PEREZ 494643,  6) ADRIANA DIAZ IBARGUEN 35899958, 7) AGUSTIN 
WARAWATA CHAPIA 11616580, 8)AIDA LUZ CORDOBA 43776355, 9) AIDEN MENA 
VALENCIA 4795979,  10) ALBERTA CORDOBA MOSQUERA 35775178,  11) ALBERTO 
CHAMI 11615598,   12) ALEJANDRA CHAVERRA ROVIRA 26464558, 13) ALEJANDRO 
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CORDOBA,1584809,14)ALEX ROMAÑA MURILLO 11616877, 15)ALEYDA RODRIGUES 
MORENO 35555458, 16)ALICIA PALACIOS PALACIOS 35555597, 17) ALIPIO WARAWATA 
CHAPIA 11615638,18) ALIRIO DOJIRAMA TAPI  11616495, 19) ALIRIO MECHA MAJORE 
147959900077, 20) AMANCIA OLEA CONDE  26265221,  21) AMARIS RIVAS CORDOBA 
38436485, 22) AMERICO ASPRILLA PALACIOS 11616913, 23)ANA ASUNCION MOSQUERA 
PALACIOS 35555557, 24)ANA AUDILIA MOSQUERA P. 26264000 , 25) ANA BEATRIZ 
CAICEDO CUESTA 36050090, 26)ANA VEIVA  PALACIOS PALACIOS 26261408,  27)ANA 
CECILIA TORRES ZUÑIGA 26374149, 28)ANA CRECENCIA CÓRDOBA 32195381 29) ANA 
DELFINA MOSQUERA RIVAS 26263574, 30) DOLORES CALVO CHAVERRA, 31)ANA 
ENEIDA OREJUELA BARCO 35555694,32)ANA FLORELIS  PALACIOS MENA 26265064, 
33) ANA LICENIA MARTINEZ PALACIOS 43108348, 34)ANA LUCIA PALACIOS CAICEDO 
1133629673, 35)ANA LUISA MOSQUERA PINO 26263623, 36) ANA MARIA MOSOUÉRA M. 
35555575,  37) ANA MERCEDES CUESTA 26264733, 38) ANA MERCEDES RENTERIA 
ASPRILLA 35555708, 39) ANA SORAIDA PINO PALACIOS 36050004, 40) ANASTACIA DE 
ROMAÑA 26264749, 41) ANGEL ANTONIO ROMAÑA ROMAÑA  4795841, 42) ANIBAL 
ESPINOZA ROMAÑA 4795891, 43) ANNY FATRICIA IZQUIERDO P. 26263534, 44) ARCENIA 
PALACIOS PALACIOS 2626365,45)ARCESIO MACHADO ALVAREZ 4795497, 46) ARCESIO 
PALOMEQUE PALACIOS 1020393584, 47) ARELISMOSQUERA PINO 1133629664, 48) 
ARIASNI ASPRILLA PALACIOS , 49) ARIEL DOMINGUEZ PEREZ 11616068, 50) ARINSON 
CÓRDOBA MURILLO 11811466, 51) ARLIN PATRICIA CUESTA CORDOBA 26265271, 
52)ARNOLIS PALACIOS PRADO 26263385, 53) ASTRID DORILA DIAZ ASPRILLA 3555689, 
54) ATANACIO PALACIOS PALACIOS,55) ATANACIO PALACIOS ROMAÑA 11580118, 56) 
AULOGIA ASPRILLA DE PALACIOS, 57)AURELIO MOSQUERA ROMAÑA 71312264, 
58)AURORA MOSQUERA PALACIOS 35555558,59) AURORA VALENCIA SALAS 4795776, 
60) AYDE F. PALOMINO A 32819356, 61)AZAEL PALOMEQUE BARCO 82110102, 
62)BALDOMIRO PALACIOS CHAVERRA 12021029, 63)BALVINO MOSQUERA 
HURTADO 4856296, 64)BALVINO BECHECHE VICHIVI 4795690, 65)BENITO CUESTA 
BLANDON, 66)BENJAMIN MOSQUERA VALOYES 12020391, 67)BENJAMIN POTES 
GARCIA 11805145, 68)BENTURA ELEUSY MENA HINESTROZA 11617038, 69) 
BERENGENITO MARTINEZ  4599249, 70) BERNABE LOZANO MOSQUERA 11780094, 71) 
BERNABE PALACIOS HINESTROZA 1616807, 72) BESSI TATIANA OREJUELA PEÑALOZA 
133629633, 73)BETHSABELINA PALACIOS ANDRADES, 74) BETZABELINA PALACIOS, 75) 
BONIFACIO PALACIOS MOSQUERA  4804656, 76)BRAULIO MARTINEZ PALACIOS 
2990619, 77) BUENAVENTURA CHAVERRA 36050012,78)CABILDA ARAGON PALACIOS,  
79) CARLINA PALACIOS PALACIOS 355555854,80) CARLOS ALBERTO PALOMEQUE 
11616111, 81)CARLOS ANDRES BETANCURT BENITEZ 89012363487,82)CARLOS 
PALACIOS CORDOBA 4795893, 83) CARMEN ARNULFA PEREA 35555531, 84)CARMEN 
CORDOBA BUENAÑOS 26264582,85)CARMEN ESILDA MOSQUERA 32195834, 86) 
SEBASTIANA LOPEZ RIVAS 35892672,  87) CEFORA JUANCHO MOSQUERA 26264754,  
88) CELENI CUESTA MOSQUERA 35555631, 89) CELIA CHAPIA BAYLARIN 26263864, 90) 
CELIA WARAWATA CHAPIA 26452734, 91) CELMIRA HINESTROZA MORENO 36050021, 
92) CELODONIA CHAVERRA HINESTROZA , 93) CENAIDA MOSQUERA PALACIOS 
26264794, 94) CENAIDA PINO MOSQUERA 36050079, 95) CIRA MARIA PINO PALACIOS 
26263254, 96) CERAFINA ANTONIA ALVAREZ 26264984, 97) CEVERA PALACIOS P. 
35775082, 98) CEVERIANA MURILLO PALACIOS 26263994, 99)CLARENCI HINESTROZA 
PINO, 100)CLAUDIA PATRICIA MACHADO 35555553,101) CLEMENCIA ISLA CUESTA 
26264603, 102)CLEMENTINO OREJUELA BARCO 82110017, 103)CLORETH MONTOYA 
PALOMEQUE 26265409, 104)CRECENCIO WARAWATA 3477578, 105) CRISELDINO 
MOSQUERA QUINTO, 106) CRISTINA MORENO CAÑOLA  20574581, 107) CRIVILDA 
CANSARI TUNAY,  108)CRUZ DAMARIS CALVO BLANCO 1133629657, 109)CRUZ DORILA 
ASPRILLA 26264786, 110)CRUZ MARIA VALENCIA35660034, 111)CUSTODIA ASPRILLA 
35555663,112) DAGOBERTO MOSQUERA CHAVERRA 4795976, 113) DAICI CUESTA M. 
26265309, 114)DAMARIS CORDOBA 26263515, 115)DAMASO DOGIRAMA ISARAMA 
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82110628, 116)DANISSA PINO CORREA 1079288976, 117) DARWIN ANTONIO 
MOSQUERA, 118) DAVID FLORES MORENO 11804234, 119)DENIS PATRICIA ROMAÑA 
CHAVERRA 1077437937, 120)DEMETRIO ALVAREZ 11615785, 121) DEMETRIO CAÑOLA 
ANDRADES 82110087, 122) DENIS ROMAÑA CHAVERRA 1077437, 123) DESIDERO 
ESPINOZA VALENCIA 1584806, 124) DIANA PATRICIA CORRALES MENA 26263887, 125) 
DICIA ORTEGA DOGIRAMA , 126) DIEGO CORDOBA MARTINEZ 8435906, 127) DINA 
LUZ MOSQUERA MORENO 26265386, 128) DIGNA MERIS CORDOBA VALENCIA 35555647, 
129) DIGNO JESUS MOSQUERA P. 4861354, 130) DIMAS E.CORREA Q 4795648, 131) 
DIMAS MENA MOSQUERA 11616800, 132) DIMAS PALACIOS P. 1587428, 133) 
DIOCELINA GUZMAN BEDOYA 26263888, 134)DIONICIO PALACIOS PEÑALOZA 11560354, 
135) DIVA DOMINGUEZ MENA, 136) DIVIANA MACHADO, 137) DOMINGA PALACIOS 
PALACIOS 35775078,  138) DONALDO CAÑOLA ANDRADES 11616112, 139) DONALDO 
SANAPI 11615028, 140) DORA ELENA CUESTA VALENCIA, 141) DORA LISCANO CORREA 
26263877, 142) EDILBERTO CUESTA 11616118,  143) EDINSON CORREA CHAVERRA 
1129044461, 144) EDINSON MOSQUERA CHAVÉRRA , 145) EDUARDA PALACIOS 
PALACIOS 1133629667, 146) EDUARDO RAMOS PINO 11615888, 147) EDUARDO SANTO 
IBARGUEN RAMIREZ 11790594, 148) EDUIGES CORDOBA CALVO, 149) EDWIN CORDOBA 
CALVO, 150) EDWIN CORDOBA MURILLO 11615963, 151) EDWIN MORENO 
CORDOBA 11616855, 152) EDWAR IBARGUEN DOMINGUEZ 1077432354, 153) EFIGENIO 
CHAVERRA GARCIA 11617026, 154) EFRAIN CORDOBA PALMA 4794806, 155) EIMY 
ROCIO ALLIN 26265337, 156) ELADY VELIS MOSQUERA, 157) ELCI MARIA PERES 
BUENAÑOS 1133629608, 158) ELEAZAR ASPRILLA RENTERIA 82110011, 159) ELEODORO 
LOPEZ CORDOBA 11616108, 160) ELEODORO MACHADO VALENCIA 11617033, 161) 
ELEODORA PALOMEQUE TORRES 8115481, 162) EULICES SANAPI 11799259, 163) ELIDA 
DEL C,MOSQUERA RIVAS 54258751,  164) ELVER CAICEDO MENA 2021156, 165) ELVIA 
RENTERIA MORENO 26263984  166) EMI JHOANA ASPRILLA PALOMEQUE 26615986, 167) 
ESMILA DIAZ ASPRILLA 35555690, 168 )EMILIO DUMAZA SAUZA 11616654, 169) EMILIA 
HINESTROZA PINO 36050091, 170) EMINSON CORDOBA ESPINOZA 1133629660, 171) 
EMINZON CORDOBA ESPINOZA , 172) EMILSON HURTADO VALOIS 1079288608, 173)  
ENCARNACION ESPINOZA G. 26262885, 174) ENEIDA OLEA CONDE 26263781, 175) 
ENRIQUE MACHADO 4795527, 176) ENRIQUE MENA VALENCIA 11811249, 177) ENRIQUE 
RENTERIA CUESTA 8426558, 178) ERACLEO LOPEZ RENTERIA 11804418, 179) 
HERACLIO IZQUIERDO BERMUDEZ 4795863, 180) ERCINA DOGIRAMA 26263956, 181) 
EREIZA MOSQUERA PALOMEQUE 36050003, 182) ERIBERTO CHAVERRA 
VALENCIA 4794692, 183) ERNESTINA CHAVERRA VALENCIA 26264939, 184)ERNY RUBI 
ANO 82110133 185) ESAU PALACIO HINESTROZA 8335345,  186) ESAUD MENA PEREZ
 4795923, 187) ESELDA MORENO PEREZ, 188) ESTEBAN MOSQUERA ASPRILLA 
11615954 ,189) EUGENIA PALACIO P 36050009 ,190) EULALIA MARMOLEJO
 26264787, 191)EULALIO POLO GUARDIA 4795933,192) AUSEBIA MOSQUERA 
PEREA 26379600 ,193) EURALISLADA PALACIOS MORENO 36050030, 194) EVARISTO 
CALVO CASAS 4795821, 195)  EVELIN CORDOBA MENA 26263880, 196) EVERLIDES 
RENTERIA MORENO 26263897, 197)  EVERTO UNFRIED MACHADO 11616462, 198) EDIR 
CUESTA MOSQUERA 11616183, 199) EYVIS EMILIA PALACIOS PINO  35545733, 200) 
FANNY  ALVAREZ RENTERIA 1077421913,  201) FANNY DEL CARMEN ALLIN CHAVERRA
 26263359, 202) FELICIDAD MENA MORENO 26256873, 203) FELIPE CAICEDO 
PALOMEQUE 11616827, 204) FELIX ELADIO PALOMINO 4795672, 205) FELIX VICENTE 
PALACIOS 11616789, 206) FELIZ CHAVERRA MURILLO 11788070, 207)FERNANDA 
MACHADO ALVAREZ 26264947, 208) FERNANDA VICTORIA MENA 11615879, 209) 
FERNELIS CHAMORRO 11615652, 210) FIDEL SAUZA CHAMORRO 11616501, 211) FIDEL 
VALENCIA GUARDIA 8110101, 212) FIDELIA CUESTA CAICEDO  35555641, 213) FIDELINA 
CAICEDO LARGACHA 26326826, 214) FIDELIO PALOMEQUE BARCO 82110172, 215) 
FLORIANA RIVAS CUESTA 26263894, 216) FLORICELDA VALOY RENTERIA 36050187, 
217) FRAN YOVANNY CAÑOLA  A. 11616763, 218) FRANCISCA RENTERIA MORENO 
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26279590, 219) FRANCISCO ABRAHAN ROMAÑA MANYOMA 4795887, 220) 
FRANCISCO A CUESTA CORDOBA 1079289065,  221) FRANCISCO LUIS MORENO 
MOSQUERA 4795827, 222) FRANKLIN PALACIOS 11789593,  223) FREDY ROMAÑA MENA 
11615789, 224) FREYLI ENRIQUE MORENO CUESTA 11616856, 225) GABRIEL CHORI M
 4807567,226) GABRIELA PALOMEQUE TORRES 26263538, 227) JEILER IBARGUEN 
DOMINGUEZ 11616875, 228) GENNY MENA MORENO 11615882,  229) GERBACIO 
COMPE MECHA 11607423, 230) GILBERTO CORREA CHAVERRA, 231) GLADYS MARIA 
CUESTA CORDOBA  26279786, 232) GLADYS MOSQUERA 26264934, 233) GLORIA MARIA 
PALACIOS 39415703, 234) GLORIA MERCEDES PALACIOS PINO 35555449,235)  
GRISELDINO MOSQUERA MOSQUERA 4795540, 236) GUILLERMO PALACIOS MORENO 
1004066922, 237) HARINSON PALACIOS 11616003, 238) HARLINTON MOSQUERA 
11616036, 239) HECTOR ALIRIO PINO GARCIA 82110108, 240) HERACLIIO CAÑOLA 
PALACIOS 4795657, 241) HERASMO MORENO CORDOBA 11617014,  242) HERMAN 
MOSQUERA QUINTO 11612100, 243) HERNESTINA CUESTA MOSQUERA 35775149, 
244)HENRY PALACIOS 12021020, 245)HEYNER OREJUELA ASPRILLA 1077996531,  
246)HOLBERTO HINESTROZA PINO , 247)HONORINA PINO 26264789, 248)HORACIO 
A. MORENO ORTIZ 11615892, 249)HUGO MANUEL MENA PEREZ,  1584829, 
250)IDALIDES MENA ASPRILLA 26265397, 251) ILDA MARLENIS LIZCANO C
 26265393, 252) INGRI ROMAÑA RENTERIA 35604460, 253) ISABELINA CALVO 
CORDOBA 26265061, 254) ISIDORA MENA MENA 54255922, 255) JACSON MENA CUESTA 
11617032, 256) JAIME CUESTA MOSQUERA 11617019, 257) JAMILTON MOSQUERA 
MOSQUERA 85110170, 258) JANIER PALACIOS, 259) JATHER PALOMEQUE RODRIGUEZ 
1076320545, 260) JAVIER ANTONIO LOPEZ CORDOBA 11615884 , 261) JAVIER CAÑOLA 
ANDRÁDES 11812654, 262) JAVIER ESPINOSA CALVO 11813254, 263) YEFERSON 
MACHADO VALENCIA 1010010927, 264) JENRY MACHADO CORDOBA , 265) JESUS 
ANTONIO PALACIOS  11616033, 266) JESUS MARIA ZUÑIGA SANCHEZ 4794347, 267) 
JAYLER JOSE MENA CHAVERRA 1010010466,  268) JHERLIN MOSQUERA VALENCIA
 11616905,  269)JHOJALI ROMAÑA MURILLO 1004066923,  270) JHON ANDRES 
CALVO MENA 11615965, 271)JHON FREDY MENA CUESTA 97102501288, 272)  JHON 
JAIRO PALOMEQUE 11615683, 273)JHON JAMES VALENCIA MENA, 274 )JONATAN 
MACHADO , 275) JORGE ANTONIO CALVO CORDOBA 11809739, 276) JORGE BECHECHE 
11616604, 277) JORGE BERMUDEZ ROA 11615689, 278) JORGE ENRIQUE CORDOBA  
4615990, 279) JOSE ADAN PALACIOS ASPRILLA  11807196, 280) JOSE ANGEL DIAZ 
PALOMEQUE 82110089, 281) JOSE ANEL MOSQUERA CHAVERRA 82110176, 282) JOSE 
APARICIO PALACIOS MOSQUERA 4794532, 283) JOSE CASTRO CUESTA ASPRILLA 
11615667, 284)JOSE DELMIRO GOMEZ MOSQUERA,285) JOSE ELICEO PALACIOS 
MOSQUERA 11780163, 286)JOSE GREGORIO GUARDIA MENA 4795938, 287) JOSE IRENO 
PALACIOS PALACIOS 4808076, 288) JOSE ISABEL PALACIOS 4855641, 289) JOSE 
LIVARDO OLEA CONDE 11616516, 290)  JOSE LUIS DOGIRAMA S 82110018, 291) JOSE 
NILSON QUINTO 8112237, 292) JOSE REYES PALACIOS 11780093, 293) JOSE SIRILO 
MARTINEZ PALACIOS 82110111, 294) JUAN ANTONIO PALACIOS 118015055, 295) 
JUANA BERCELIA MURILLO 26283266, 296) JUAN C MENA MENA 11780053, 297) JUAN 
CUESTA CUESTA 19680012,  298) JUAN DE DIOS CALVO HINESTROZA, 299) JUAN DE 
LA CRUZ MARTINEZ MORENO 4556082, 300) JUAN DIDIER PALACIOS 1079289087, 
301) JAUN ESTEBAN CORDOBA 4747059, 302) JUAN EVANGELISTA RIVAS 4800105,  303) 
JUAN PALACIOS PALACIOS  , 304) JUAN VALENCIA INCEL 12022352, 305) JUAN 
VALENCIA PALACIOS 12000861,  306) JUAN  VICENTE ASPRILLA ANDRADES 4794683, 
307) MARITZA DEL C ASPRILLA Q. 32116558, 308)JUANA FLORES MOSQUERA 26265139,  
309) JULIO ENRIQUE HURTADO P. 82110174, 310) KATERINE ESPINOZA CALVO 
113629611, 311) KENNAIDA CUESTA IZQUIERZO 1133629614, 312) KETTY MOSQUERA 
PALACIOS 35898042, 
313) LACINA CUNAMPIA OLEA 35555774, 314) LEIDY LANA C 35555717, 315) LEISON 
PALACIOS P. 11616796, 316) LENIS MARIA OREJUELA RIVAS, 317) LEON JAIR QUEJADA 
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PALACIOS 4794483, 318) LEYDI PATRICIA VALOIS 26263874, 319) LIBARDO HOROBO 
LOPEZ 11585073, 320) LILI JOANA HINESTROZA CHAVERRA 1077428643, 321) LILIAN 
ERINA MOSQUERA 1042732073, 322) LILIANA MORENO MACHADO 1079288679, 323) LINA 
MARIA MECHA MECHA 34471959, 324)LINO ESCARPETA 1584689, 325) LIRIS JOHANA 
MACHADO CORDOBA 1079288888, 326) LUIS MAYO CHAVERRA, 327) LIVIA MARIA 
CORDOBA CHAVERRA 35555661, 328) LIVIO CANSARI OLEA 82110119, 329 )LIVIO 
MANUEL MORENO 11780172, 330)LIVIS MARIA RAMIREZ M. 1332696680, 331) LOURDE 
MARIA GUTIERREZ CORREA 26290351, 332) LUCIA REYES CORDOBA 26329142, 333) 
LUCILA ESPINOZA MORENO 26795172, 334) LICILA ESPINOZAMOSQUERA , 335) 
LUCIO PALACIOS 4854912, 336) LUIS ALBERTO LEUDO 11615468, 337) LUIS ANGEL 
ROMAÑA CHAVERRA 1077427409, 338)LUIS ANTONIO SABEDRA 6708737, 339) LUIS 
ARCADIO MOSQUERA 4795828, 340) LUIS ARMANDO MACHADO 1079288546, 341) LUIS 
ELOY MOSQUERA PINO 8115862, 342) LUIS ELOY VALOYES ZUÑIGA 4817029, 343) LUIS 
EVELIO OREJUELA BARCO 82110037, 344) LUIS EVERTO BARCO R 82110020, 345) 
LUIS JOSE PALACIOS CORDOBA 4580073, 346) LUIS ORFIDIO CUESTA ROMAÑA 
1584692, 347) LUIS RICARDO VALOY 4817141,  348) LUISA  IBARGUEN MORENO  
35603888, 349) LUIZ ARMANDO MACHADO P , 350) LUS MILA URRUTIA 26263636, 
351) LUVARNINA CABRERA PIPILAY 35555859,  352) LUZ YAMILA CALVO BLANDON 
26265231, 353) LUZ DEL CARMEN CHAVERRA 54250523, 354) LUZ MARI MOSQUERA 
OREJUELA 1079288630, 355) LUZ MARINA CAÑOLA DE P 54250624, 356) LUZ 
MARINA IZQUIERDO PALACIOS 35555624, 357) LUZ MARIA RENTERIA CHAVERRA 
26264921, 358) LUZ MILA RODRIGUEZ CORDOBA 43058497 359) LUZ NEY CHAVERRA 
GARCIA 26263883, 360) LUZ YANETH QUEJADA PALACIOS 1077424447, 361) MACARIA 
ALLIN CHAVERRA 26263400, 362) MAGNECIO CAÑOLA ANDRADES 82110016 363) 
MAGNOLIA MACHADO CORDOBA 11617082, 364)MAGNOLIA PALACIOS PALACIOS 
35775053, 365)MANUEL AGUSTO GARCIA P.71986986, 366) MANUEl BAQUIASA 82384823, 
367)MANUEL CLEMENTE CASTRO4823635, 368) MANUEL ERMINIO PALACIOS  11615306, 
369) MANUEL ESPINOZA CAICEDO 11616114, 370)MANUEL FRANCISCO HIROBO LOPEZ 
115580025, 371)MANUEL HUMBERTO DIAZ ASPRILLA 8115858, 372) MANUEL RAMOS 
MOSQUERA P. 4795725, 373) MARCELINO PINO MOSQUERA, 374)MARCIAL ASPRILLA 
MENDOZA, 11580077, 375) MARCIANO CORDOBA MURILLO 11806502  376) MARCO 
ANTONIO PALACIOS ASPRILLA 82110003, 377) MARDONIO MENA ROBIRA , 378) 
MARGARITA CALVO BLANDON 26279744, 379) MARI MENA CUESTA 26265232, 380) 
MARIA ANTONIA VALOY ZUÑIGA 26298002, 381)MARIA BENITA VALOY PEREA 54257684, 
382) MARIA CELINA MARTINEZ 43264634, 383)MARIA CHAVERRA MURILLO 35555688, 
384) MARIA CRISELDA ROVIRA 26264646, 385) MARIA CUSTODIA RIVAS CORDOBA 
26265003, 386) MARIA DE JESUS MURILLO CORDOBA, 387) MARIA DE JESUS PALACIOS 
COSSIO 35775085, 388) MARIA DE LA CRUZ GUARDIA 32190082, 389) MARIA DEL PILAR 
ASPRILLA MOSQUERA 35555693, 390) MARIA ELVITA PALACIOS PALACIOS,  391) MARIA 
EMILIANA BARCO , 392) MARIA ESILDA COPETE MORENO,  393) MARIA EVILA 
MOSQUERA ROMAÑA 36225388, 394) MARIA INES  RENTERIA GOEZ 1079288606, 395) 
MARIA JESUS VALENCIA 26264647, 396) MARIA JOSEFA SANCHEZ 26263985,  397) 
MARIA LUS MASERA GUERRERO, 398) MARIA NELLY RAMIREZ HINESTROZA 35545324, 
399) MARIA O HINESTROZA 5775052,  400) MARIA PASCUALA MORENO GARCIA 
26264615,  401)MARIA RAMOS PINO, 403) MARIA SORAIDA PALACIOS MOSQUERA, 404) 
MARIA VICTORIA MORENO PALACIOS 43152666,  405) MARIA VICTORIA MOSQUERA , 
406) MARIA WILFRIDA MOSQUERA DE LOZANO 35775075,  407) MARIA YANETH ZUÑIGA 
H. 26265400,  408) MARIANA LIZCANO CORREA,  409) MARICEL PINO CHAVERRA ,410 
)MARIELA CHAMI 36050711, 411) MARINA CUESTA VALENCIA, 412) MARINA MARTINEZ 
VALENCIA 35604727, 413) MARIO DOMINGUEZ MENA, 414) MARIO ROJAS ISAMARA 
147959900059, 415)MARISETH PINO CHAVERRA 26265335, 416) MARISOL PANESSO 
PALACIOS 32195894,417)MARLEDYS PALACIOS ASPRILLA 32195836, 418) MARLENIS 
CUESTA MOSQUERA 26263990, 419) MARLENIS MECHA MECHA 1079288032, 420) 
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MARLENIS MENA ROMAÑA 26263995,421)MARLEVINSON CAÑOLA HINESTROZA 
36050021, 422)MARLI ESPINOZA VALENCIA 35898892,  423) MARHTA AURORA PEDROZA 
SANCHEZ, 424) MUARICIA DOMINGUEZ MENA 26265042, 425) MABILIA ESPINOZA 
MOSQUERA 26263989, 426) MAXIMA ASPRILLA A 35555469, 427)MAXIMO 
PALACIOS ASPRILLA, 428)MAYODIS OREJUELA RIVAS, 429) MERLIN CUESTAMACHADO 
1017126124,430)MICAELA VALENCIA DE MACHADO 26264891, 431) MIDELIA 
PALACIOS PALACIOS 26265219,  432) MIGELINA CORDOBA CORDOBA,  433)MILTON 
CAÑOLA CAICEDO 82110027,  434) MILVIO MARTINEZ PALACIOS 82110112, 
435)MIRIAN PALACIOS PALACIOS , 436) MIRNA JULIO VELASQUEZ 26288960,  437) 
MIRSA LESCANO CORREA 26263896, 438) MISAEL PALOMEQUE CUESTA 11615685, 
439) MOISES DIAZ ASPRILLA 82110083, 440) MOISES ROMAÑA ROMAÑA  4795880, 441)  
NAIDA CUESTA MACHADO  26263995, 442) NANCY MACHADO VALENCIA 26265063, 443) 
NANCY IROBO VALENCIA 26265132, 444) NANCY UNFRIED MACHADO 1133629679, 445) 
NARCISO ASPRILLA R. 4795732,  446) NARLI MOSQUERA GONZALES, 447) NECTOLIA 
MOSQUERA DE CUESTA 26264862,  448) NEIFI DEL CARMEN DOMINGUEZ M. 26265043, 
449) NEIFY DEL CARMEN MOSQUERA 35555648, 450) NELI DEL C. PALACIOS 26379497, 
451) NELSON CHAVERRA VALENCIA 118067740863, 452)NELSON MOSQUERA 
PALOMEQUE 4795911, 453) NESTOR PALACIOS PALACIOS, 454) NICOLASA CORDOBA 
VALENCIA 35894658, 455) NICOLAZA PALOMEQUE BARCO 1077429610, 456) NICOLAZA 
VAQUERO FLORES 26265376, 457) NILDA MARIA MOSQUERA PACHECO 36050091, 458) 
NILSA IMELDA GONZALES 35555574, 459) NILSON MACHADO MOSQUERA 11814283, 
460) NISENIA CALVO VALENCIA , 461) NIXON MENA CUESTA 11617081, 462)NIMIA 
CHAVERRA HINESTROZA 1133629648, 463) NIXON PALACIOS PALACIOS  11811050, 464) 
NOEL ESPINOZA ROMAÑA 4795867, 465) NOLASCO ALLIN CHAVERRA  4795511, 466) 
NOLASCO CUESTA ALLIN 1616788, 467) NOLBERTO HINESTROZA H. 11616064, 468) 
NORA SANCHEZ URRUTIA 26264895,  469) NORBERTO HINESTROZA PINO, 470) 
NOLBERTO PALACIOS PALACIOS  11616916, 471) NORELA PRADO PALACIOS
 35555645, 472) NORIS MACHADO SALAS 26263884,  473) NORMILA MORENO 
PEREA 1077421011, 474) OBTAVIANO ASPRILLA CUESTA 11610146,  475) OCTAVILO 
LOPEZ CUESTA  4858031,  476) OLIVIA DOMINGUEZ MENA, 477) ONORINA PINO GARCIA,
 478) ORACIO PALACIOS ARIAS 4800087, 479) ORELIA CUESTA PINO, 480) ORTELIO 
MORENO ASPRILLA 4795504, 481) OSCAR ESPINOZA 4795951, 482) PABLO EMILIO 
OREJUELA BARCO 8211004, 483) PARMENIO MOSQUERA 11616747, 484) PASTOR 
PALACIOS MOSQUERA 11806347, 485) PATROCINIA PALACIOS MOSQUERA 26263283, 
486)PATROCINIO PALACIOS 26263283,  487) PAULA ARAMINTA MOSQUERA PALACIOS 
1077426127, 488) PAULA CORREA CUESTA 26264803,  489) PAULA LESCANO CORREA 
36050083, 490) PAULO PALACIOS OREJUELA 11615688,  491) PEDRO CARLOS CUESTA 
ROMAÑA 4795613, 492) PEDRO LUIS  LEZCANO CORREA 82110074, 493) PEDRO 
MANUEL PALACIOS PALACIOS  11616101,  494) PEDRO MARIANO RENTERIA 4795779, 
495) PEDRO NOLASCO ASPRILLA ALLIN  11615954, 496) PEDRO VICENTE PALACIOS P. 
11616805, 497) PETRONA POLO GUARDIA 26264943, 498) PLACIDA LIMON 35646136, 499) 
PLACIDO MENA ROMAÑA 8110073,  500) PRIMERO CONDE MECHA , 501) RAFAELA 
VELEZ PACHECO  26374563, 502)RANGEL IZQUIERDO PALOMEQUE  82110106, 503) 
REINERIO MOSQUERA QUINTO 4795949, 504) REINERIO PALACIOS MOSQUERA , 505) 
RELINSON DOJIRAMA SANAPI 11616552,  506) RICAEL RENGIFO PALACIOS  6733265,  
507) RICAUTER DE JESUS VALENCIA 11615466, 508) RIQUILDO DUMASA DOGIRAMA  
82110148,  509) ROBINSON MENA RIVAS 11617054, 510) ROGERIO PALACIOS INBA 
8425002,  511) ROMAN MOSQUERA M. , 512) ROMINSER MOSQUERA PALOMEQUE  
11615682,  513) ROMUALDO PALACIOS MOSQUERA 11787105, 514) RONAL UNIFRIED 
CORDOBA 8795909, 515) RONELSON JARAMILLO HOYOS 4795981, 516) ROSA APULIA 
MOSQUERA MARTINEZ  26263401, 517) ROSA ARLIN MORENO SALAS  1077428388,  518) 
ROSA CALVO MENA 26264996,  519) ROSA DE LAS NIEVES CHAVERRA ALVAREZ  
26265022, 520) ROSA DEL C PALACIOS  262665390,  521) ROSA ELENA MARTINEZ P. 
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35899918,  522) ROSA ELENA MOSQUERA  36195682, 523) ROSA ENITH MOSQUERA 
M 32195861, 524) ROSA ESILDA ASPRILLA , 525) ROSA ESTHER MOSQUERA ASPRILLA 
36050024, 526) ROSA EUVILA CALVO CUESTA 26264996, 527) ROSA ISABEL RENTERIA 
26264858, 528) ROSA NARDELIS LIZCANO CORREA 36050084,  529) ROSALIA POTES 
MENA, 530) ROSA LILIA CORREA CHAVERRA 26265053, 531) ROSALINO ASPRILLA  
4795849,  532) ROSIBETH MACHADO CORDOBA 35600781,  533) ROSMIRA PALACIOS 
PINO 36050062,  534) ROSNEI MACHADO SANCHEZ 52497556,535)RUBIELA PEREA 
ORTIZ 35555684, 536) RUBY ROVIRA PALACIOS 26263604, 537) RUFINA CHAVERRA 
GARCIA 26263454, 538)RUPERTO PALACIOS P.11780127,539) RUSBEL ANTONIO 
MOSQUERA 11616892, 540)RUTBEL MOSQUERA MOSQUERA  11616892,  541) SABULON 
MENA PEREZ 4795745, 542) SACARIAS MACHADO CORDOBA 11617111, 543) SAMIRA 
PALACIOS HINESTROZA 35896453, 544) SAN MARTE CHARRITO 11615623,  545) SANTOS 
GUMARANDO ZUÑIGA P. 4817223,546) SATURIO WARAWATA CHAPIA 11615661, 547) 
SAULO ENRIQUE MOSQUERA P. 4795871 , 548) SAULON MENA CUESTA, 549) SEGUNDA 
CHAVERRA GONZALEZ  26264769, 550) SILVIA MARIELA MORENO LOPEZ 54258726, 551) 
SINFORIANO PALACIOS MOSQUERA 4975562, 552) SIRIACO LESCANO CUESTA  
4795718, 553) SIXTO HINESTROZA CUESTA 4975830,554)SIXTO PALOMEQUE BARCO 
82110108, 555) SOILA MORENO BUENAÑO, 556) SONIA MENA PALACIOS 26265297, 557) 
SORIS ARGENIS MORENO M.  35546536, 558) TARCIILA PALACIOS 
MOSQUERA,559)TEODOXIA HINESTROZA DE V.26264901,560) TERECILA PALACIOS 
MOSQUERA 35775048, 561) TEREZA CORREA ORTIZ  32195487, 562) TEREZA 
EVANGELINA PRADO 22178734,563) TIBERINO IBAMIA ISARAMA 11615730, 564) TILSA 
MARIA MOSQUERA VALENCIA 26258484,565)TIRSON HINESTROZA CHAVERRA 
1077420106, 566)TOLENTINO DUMAZA DOGIRAMA 4795903, 567) TOMAZA CORDOBA 
ORTIZ  26376692, 568) ULIER CHORI D. 11615710 569) UVERTINA PINILLA CORDOBA 
1133629663, 570)VENTURA MOSQUERA CHAVERRA  118067741044, 571) VERRAY 
PALACIOS HERRON, 572) VIASNEY A DOMINGUEZ P., 573) VICTOR RIVÁS LOPEZ  
12022483,  574) VIGILIO DOGIRAMA ISARAMA 8115629,  575) VIRGINIA PALACIOS 
PEÑALOZA 54256118, 576)WALDINA ESPINOZA CHAVERRA  26263956, 577) WANNER R 
ESCARPETA ALVAREZ 11809770, 578) WILBERTO ESCARPETA MENA 4794979, 579) 
WILFRIDO ESCARPENTA MENA , 580)WILFRIDO MOSQUERA RIVAS,  581) WILMAN 
HINESTROZA PINO 82110115, 582) WILMAN PALOMEQUE BARCO  82110171, 583) 
WILSON CORDOBA ROMANA, 584) WILSON CUÑAPA  82110082, 585) WILSON MORENO 
G. 11790479, 586) WUALNER CUESTA CORDOBA 11616837,  587)WULLINTON CORDOBA 
RENTERIA, 588) XIMENA MENA MENA 26265240, 589)YACSON CUESTA V. 
1077423908, 590) YADELIS SANCHEZ PALOMINO 1033688493, 591) YADIRA DEL C 
CUESTA M. 26263645, 592) YADIRA DEL CARMEN CUESTA, 593)YAFETHPALACIOS 
CORDOBA 1077433918, 594)YAMIL RENTERIA VALENCIA, 595) YAMILETH PALOMEQUE 
P.35555626, 596)YAMINSON PALACIOS MOSQUERA 71350671, 597) YANELIS 
CHAVERRA BEJARANO, 598) YANELIS CHAVERRA BEJARANO 1010062997,  599) 
YANETH CUESTA CORDOBA 35555654, 600) YANNI ALVAREZ MARTINEZ  35898935, 601) 
YANNI MARIA PALACIOS MOSQUERA 35899945, 602)YARLEY RENTERIA MOYA, 603)
 YARLEY ASPRILLA PALACIOS 35895684, 604)YARLEYDIS PALACIOS ARANGO 
1077424650, 605)YASIRA CHAVERRA GARCIA, 32100419, 606)YEFER PALACIOS P. 
11616802, 607) YEFERSON MENA HEREDIA 4616815, 608) YEINER CAÑOLA PALACIOS 
1079288567, 609)JEISON MACHADO MOSQUERA 12022342, 610) MENSON CAÑOLA 
PALACIOS, 611)NINI YANETH BERRIO CORDOBA 26263875, 612) YERLIN CALVO MENA 
11616839, 613)YERLIN RENTERIA MOSQUERA , 614) YERNI MILENA CORDOBA 
HINESTROZA 37133667, 615) YESMITH MENA J.26265382,616) YIDIANA PALACIOS 
MOSQUERA 20373049, 617) YIRLEAN ASPRILLA PALACIOS 32195853, 618)YIRMA MARIA 
ASPRILLA PALACIOS 26265396 619) YIRTON ASPRILLA BARCO 11615902, 
620)YOLEYDIS MACHADO MENA 35555627,621)YUBELIS MOSQUERA MENA 35604299, 
622)YULI MARIA MENA BERRIO, 623) YULIS MARIA ROMAÑA 32196073, 624)YUSNAY 
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MENA CHAVERRA, 625)YUVELI CUESTA CHAVERRA1079288543, 626)ZIRLEY MARTINEZ 
P .627) CRUZ MARIA VALENCIA MORENO 35660034,628)DARIO DOMINGUEZ MENA 
11615788, 629) ZULEINA ROMAÑA CHAVERRA 32183342.  
 
Las personas que otorgaron poder y que no se incluyeron en la lista de demandantes, ni se 
acreditó  la calidad de desplazados:  
 
1) ANA DOLORES MAYO CHAVERRA 26265060, 2)BENITO CUESTA VALENCIA  4795804, 
3) BENJAMIN PALACIOS MOSQUERA 4804656,  4) CASILDA ARANGO PALACIOS
 26309300, 5)CLAUDIA PATRICIA 26261910, 6)CLICIA ORTEGTA DOGIRAMA 
26050448, 7)OLIVA DOMINGUEZ MENA 1042732102, 8)EDUAR VALENCIA CALVO 
11616888 9)ELEODORO LOPEZ CALVO  475789,10)ELIMELET MORENO MARTINEZ 
71970157, 11) EDWIN BERRIO CORDOBA 11615680, 12) ESILDA MORENO PEREZ 
26263998,  13) HELEODORO MACHADO MENA 11615660 14) ISIDORO CUESTA COSSIO 
3646150, 15) JARLIN PALACIOS  PALACIOS 11615699, 16) JUAN DE DIOS VALENCIA 
HINESTROZA  11617127, 17) HENRI MACHADO CORDOBA  80111410, 18) JOSE DELMIRO 
GOMEZ MOSQUERA 15367394, 19) LIVORIO ASPRILLA ZUÑIGA 11780177,20) LEVIS 
MAYO CHAVERRA  11617107, 21) MARIA GIMENEZ  27365240, 22) MARIA EMILIANA 
OREJUELA B. 36050027,23) MARIA ERVITA PALACIOS MENA 35775133, 24) MARCELINA 
PINO MOSQUERA 36050023, 25) MARTHA A PEDROZA SANTACRUZ 
26263890,26)MARIANO LESCANO CORREA 12021809, 27) MIGUELINA CORDOBA 
CORDOBA 32195383, 28)MARINO CUESTA VALENCIA 475876, 29) MARILUZ MOSQUERA 
GUERRERO 26263895, 30) MAGDONIO MENA ROVIRA 4795892, 31) MARIA ROJAS 
ISARAMA 11616850, 32) MARTHA LUCIA ASPRILLA PALOMEQUE  35555700, 33) MARIA 
DE LA CRUZ ALVAREZ MENA 26264756, 34) NELBA ROSA HINESTROZA PALACIOS 
35775156,35) NASLY MOSQUERA GONZALES 35555672, 36)NEYSON MOSQUERA 
PALOMEQUE 82110116, 37) NIMIA HINESTROZA CHAVERRA 26564902, 38) NICANOR  
PALACIOS PALACIOS 11787606, 39) NIRIAN PALACIOS PALACIOS 1077422766, 40) 
NELSON PALACIOS PINO 10792886, 41) OMAIRA PALACIOS PALACIOS 35775137, 42) 
PEDRO VICENTE PALACIOS M  11780077, 43) PREMICO CONDE MECHA 8115591, 44) 
RAMON MOSQUERA M 1133629653, 45) ROSA ESILDA MOSQUERA ASRILLA 26263752,  
46) ROSA ELENA CUESTA VALENCIA 26255569, 47) REINERO MOSQUERA PALACIOS 
11616808, 48)ROSA NARDELIS LOZANO CORREA 36050084,49)SERVELIO OLEA MECHA 
82110085, 50)VERNY PALACIOS HERRON  35839841,  51) WILLINTON CORDOBA 
RENTERIA 11615672, 52) WILBERTO CORRE CHEVERRA 11615430 , 53) WILSON 
CORDOBA BUENAÑOS 4745853, 54) ZULLY MARIA MENA BARRIOS 26263250, 55) 
YUSNAY MENA VALENCIA 26265076, 56) YANETH RENTERIA VALENCIA 26236355,  57) 
YONATAN MACHADO FLOREZ 11616876, 58) ZABULONMENA CUESTA 11811097, 
59)ZACARIA ALVAREZ DE M. 26264814, 60) ZURLEY MARTINEZ PALACIOS 2027525, 61) 
ZULIA RAMO PINO 3555691 y 62) ZOILA MARIA BUENAÑO ARCE  26264582, conforme lo 
expuesto en la parte motiva de la presente providencia. 
QUINTO: Declarar administrativa y patrimonialmente responsable a la NACION – MINISTERIO 
DE DEFENSA – EJÉRCITO – POLICIA NACIONAL, de los daños y perjuicios, sufridos por los 
2043 personas, del grupo accionantes y beneficiarios, al desplazarse en forma forzosa, de las 
comunidades rurales de Bojayà-Chocó (Pogue, Piedra Candela, Cuìa, La Loma, Corazòn de 
Jesùs, Caimanero, Majandò, Charco Gallo, Chancù, peñita y Rio Napipì), entre los meses de 
febrero y marzo del  año 2005. 
  
SEXTO: Condénese en consecuencia a la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional 
– Policía Nacional, a pagar a  título de indemnización, como reparación del daño ocasionado, a 
las 2043 personas víctimas del desplazamiento de las comunidades rurales del municipio de 
Bojayá, la suma global ponderada de ciento catorce mil novecientos cincuenta (114.950) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, equivalente en pesos a la fecha a noventa y cinco 
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mil ciento noventa y un mil millones novecientos treinta y cuatro mil doscientos pesos 
($95.191.934.200).  
 
La anterior suma será distribuida de la siguiente manera: 
 
Se les reconocerá a cada uno de los 256 personas que se relacionan a continuación, 
víctimas del desplazamiento, la suma de 25 smlmv por concepto de perjuicios materiales en 
la modalidad de daño emergente, la suma de 25 smlmv por concepto de perjuicios materiales 
en la modalidad de lucro cesante y  la suma de 50 smlmv por concepto de perjuicios morales, 
son: 
 

Nº  NOMBRES Y APELLIDOS D. IDENT POSICION FAMILIAR FOLIO 
PODER 

1 ABEL MURILLO AGUILAR 11565150 JEFE HOGAR 40 

2  ABELINA MORENO CORDOBA 26265384 ESPOSA/COM 42 

3  ADELAIDA LOPEZ RENTERIA  26265298 JEFE DE GOGAR 45 

4  AGUSTIN MACHADO VALENCIA 11615993 JEFE DE GOGAR 49 

5  ALAIN MOSQUERA RAMIREZ 11585158 JEFE DE HOGAR 52 

6 ALBERTO CHAVERRA ESCOBAR 4795501 JEFE DE HOGAR 55 

7 ALEXIS RENTERIA MENA 4795925 JEFE DE HOGAR 59 

8 ALFONSO ALVAREZ MENA 4795856 JEFE DE HOGAR 61 

9  ALIRIO PALACIOS PINO 82110107 JEFE DE HOGAR 66 

10  AMPARO MACHADO VALENCIA 26265078 Jefe(a) de hogar 70 

11  ANA AURELINA  CORDOBA H. 26263727 Esposo(a)/  
Compañero(a) 

73 

12  ANA DELIA CORDOBA ROVIRA 26265069 Esposo(a)/  
Compañero(a) 

79 

13  ANA MARIA ZUÑIGA SANCHEZ 33253922 Hijo(a)/Hijastro(a) 87 

14  ANA MIRNA PALACIOS PALACIOS 35899921 NO REGISTRA 90 

15  ANGEL CUESTA MOSQUERA 1079289043 Jefe(a) de hogar 94 

16 AQUILINO CHAVERRA VALENCIA 15366591 Esposo(a)/  
Compañero(a) 

97 

17  ARCESIO MACHADO PEREZ 1584688 Jefe(a) de hogar 100 

18  ARMANDO MAHADADO CHAVERRA no registra otros parientes  106 

19  ASTRID CUESTA JULIO 26265250 JEFE CABEZA DE 
HOGAR 

108 

20  AURELIO CUESTA MOSQUERA 11615450 JEFE CABEZA DE 
HOGAR 

111 

21  AURELIO PINO CUESTA 72141840 JEFE CABEZA DE 
HOGAR 

113 

22 BARTOLA CORDOBA TORRES 52497579 Jefe(a) de hogar 120 

23 BARTOLA MOSQUERA IBARGUEN 35555577 Jefe(a) de hogar 121 

24 BELISARIO MONTES FLORES 8186102 Jefe(a) de hogar 122 

25 BENICIO BERRIO  CORDOBA 11813767 Jefe(a) de hogar 123 

26 BENICIO CORDOBA CHAVERRA 116155883 JEFE DE HOGAR 124 

27 BENIGNA MORENO CUESTA 26264645 Jefe(a) de hogar 125 

28 BENITO CUESTA CORDOBA 11615760 Jefe(a) de hogar 127 

29 BENJAMIN CHAVERRA GARCIA 82110086 Jefe(a) de hogar 128 

30 CARLOS ALBERTO CUESTA VALENCIA 79686237 Jefe(a) de hogar 141 

31 CARLOS ANTONIO ASPRILLA CAICEDO 82110039 Jefe(a) de hogar 144 

32 CARMEN LUCIA HEREDIA CHAVERRA 32195294 Esposo(a)/  
Compañero(a) 

149 

33 CECILIA CORDOBA VALENCIA 36050085 Esposo(a)/  
Compañero(a) 

151 

34 CELEDONIA CHAVERRA HINESTROZA 26265021 No Responde 153 

35 CENEIDA MENA ROVIRA 26264861 Jefe(a) de hogar 160 
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36 CLARA PATRICIA CORDOBA 
BUENAÑOS 

1133629674 Otros Parientes 165 

37 CLAUDIA PATRICIA GUZMAN 35555553 Jefe(a) de hogar 167 

38 CLEMENTINA MENA ALVAREZ 26264728 Jefe(a) de hogar 170 

39 CLEMENTTNA POTES MENA 26265066 Jefe(a) de hogar 171 

40 CRUZ CENOVIA QUINTO DE 
MOSQUERA 

26264551 Esposo(a) 
/ Compañero(a) 

178 

41 CRUZ ELENA MOSQUERA MOSQUERA 26263328 Esposo(a)/  
Compañero(a) 

182 

42 DANIEL CORREA CHAVERRA,  11617016 Jefe(a) de hogar 190 

43 DANIEL CORREA R. 1599167 Jefe(a) de hogar 191 

44 DANIELA CUESTA CAICEDO 52885989 Esposo(a)/  
Compañero(a) 

192 

45 DEINICER ANTONIO MURILLO 
ALVAREZ 

11585152 Jefe(a) de hogar 196 

46 DESIDERO ESPINOZA CORDOBA 11617058 Jefe(a) de hogar 201 

47 DIAMANTINA MORENO CORDOBA 35890260 Jefe(a) de hogar 203 

48 DIANA LUZ GARCES LOPEZ 35555712 Jefe(a) de hogar 204 

49 DIOCELINA MORENO ROMAÑA 35890467 Suegros 214 

50 DORA MARIA BARCO 26264764 Jefe(a) de hogar 221 

51 EDELMIRA CORREA DOMINGUEZ 32195319 Jefe(a) de hogar 222 

52 EDILMA CORDOBA MORENO 35890275 Jefe(a) de hogar 224 

53 EDINSON CHAVERRA PALACIOS NO REGISTRA Hijo(a)/Hija stro(a) 225 

54 EDINSON MENA JULIO 1077420143 Hijo(a)/Hija stro(a) 226 

55 EDINSON MOSQUERA RENTERIA 11617114 Jefe(a) de hogar 227 

57 EFRAIN CORDOBA CHAVERRA 11616894 Jefe(a) de hogar 240 

58 ELADIA CUESTA VALENCIA 26264507 Jefe(a) de hogar 243 

59 ELEAZAR MENA JULIO 11615956 Hijo(a)/Hija stro(a) 246 

60 ELEAZAR MENA MENA 4795742 Esposo(a)/ Compañer o(a) 247 

61 ELKIN ANTONIO CUESTA MENA 4795989 Jefe(a) de hogar 254 

62 ELKIN MOSQUERA DOMINGUEZ 11616144 Hijo(a)/Hija stro(a) 231 Y 255 

63 EMERITA MOSQUERA QUINTO 26265073 Jefe(a) de hogar 258 

64 ENIER VALENCIA HINESTROZA  1079288496 Jefe (a) de hogar 267 

65 EMPERATRIZ ROVIRA SCARPETA 26264874 Jefe(a) de hogar 268 

66 ENRIQUE A CHALA GUARDIA 11617076 Jefe(a) de hogar 269 

67 ENRIQUE BERRIO PINO 7197277 Jefe(a) de hogar 270 

68 ERASMO IZQUIERDO PALOMEQUE 11810875 Jefe(a) de hogar 275 

69 ETANISLADA PALACIOS ASPRILLA 26264678 Jefe(a) de hogar 301 

70 ETENOLDO CUESTA ALLIN 4795991 Jefe(a) de hogar 285 

71  EUCLIDES PALACIOS PALACIOS 11617018 Esposo(a)/ Compañer °(a) 286 

72 EUGENIO RENTERIA MOSQUERA 11617103 Jefe(a) de hogar 288 

73 EVA MORENO CUESTA 26264872 Esposo(a)/ Compañer o(a) 293 

74 EYDA PALACIOS PINO 8812139078 Hijo(a)/Hlja stro(a) 299 

75 FABIO M. SANCHEZ CORDOBA 4795924 Esposo(a)/ Compañer o(a) 308 

76 FAULKNER ALVAREZ RENTERIA 4794268 Hijo(a)/Hija stro(a) 311 

77 FAUSTINO CUESTA CAICEDO 4994942 Jefe(a) de hogar 312 

78 FEDERICO POTES MENA 4795608 Padre o Madre 313 Y 314 

79 FELICIA CHAVERRA A 26264866 Jefe(a) de hogar 315 

80 FELIZ MEDARDO CHAVERRA MURILLO 11616045 Otros Parientes 321 

81 FIDEL VALENCIA MOSQUERA 8110008 Jefe(a) de hogar 326 

82 FLOR CLARICE PALACIOS PINO 36050088 Jefe(a) de hogar 330 

fre
dy

a.
lop

ez
o

426093489 GS-2023-018725-SEGEN

mailto:des02tacho@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

Sentencia:            Segunda instancia 

Referencia:           27001 33 31 003 2007 00074 02 

Acción:                 Grupo 

Demandantes :     Abel Murillo Aguilar Y Otros 

Demandados:       Nación- Ministerio Del Interior Y Otros 

 

 

Calle 24 No. 1 – 30, Palacio de Justicia – Oficina 405 

Correo electrónico: des02tacho@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Telefax 6 71 39 82 

 

Página 93 de 98 
 
 

 

83 FLOR MARIA IBARGUEN COPETE 26263983 Esposo(a)/ Compañer °(a) 331 

84 FRANKLIN CORDOBA CORDOBA 11615694 Jefe(a) de hogar 339 

85 FREDINSON MACHADO CORDOBA 11616840 Jefe(a) de hogar 341 

86 GENOVEVA PALACIOS MORENO 26265058 Jefe(a) de hogar 347 

87 GERARDO MORENO CUESTA 4795526 Jefe(a) de hogar 348 

88 GERMAN MACHADO VALENCIA 1584810 Esposo(a)/ Compañer °(a) 350 

89 GERMAN MACHADO CORDOBA 11805433 Jefe(a) de hogar 351 

90 GERSON MACHADO CORDOBA 11617112 Esposo(a)/ Compañer o(a) 352 

91 GILBERTO PALACIOS MORENO 11615923 Jefe(a) de hogar 353 

92 HECTOR ELOY MENA CUESTA 12020551 Hijo(a)/Hija stro(a) 362 

93 HERNAN PALACIOS TORRES 4795545 Jefe(a) de hogar 367 

94 IRAN JOSE HINESTROZA CHAVERRA 8427697 Jefe(a) de hogar 375 Y 376 

95 IRENE RIASCO LOZANO 35555711 Esposo(a)/ Compañer o(a) 377 

96 ISAAC MACHADO CORDOBA 4795977 Jefe(a) de hogar 378 

97 ISIDORO PEREZ MOSQUERA 3795892 Jefe(a) de hogar 382 

98 ISMAEL CALVO CUESTA 11615889 Jefe(a) de hogar 383 Y 384 

99 JAIME CUESTA MACHADO 1079288624 Hijo(a)/Hijastro(a) 386 

100 JAMINTON CHAVERRA HINESTROZA 11615673 Hijo(a)/Hijastro(a) 389 

101 JARMAN ISABEL MACHADO MENA 26263876 Esposo(a)/ Compañer o(a) 391 

102 JAVIER CUESTA MOSQUERA 11617088 Jefe(a) de hogar 396 Y 413 

103 JESUS ANTONIO MOSQUERA 4795731 Jefe(a) de hogar 398 

104 JHON FREDY CALVO CORDOBA 11615986 Jefe(a) de hogar 405 

105 JHON GEY ORTIZ MENA 11813856 Jefe(a) de hogar 407 

106 JORGE JAVIER CORDOBA RENTERIA 11616132 Jefe(a) de hogar 417 

107 JOSE ANTONIO ESPINOZA CAICEDO 11805318 Jefe(a) de hogar 421 

108 JOSE ELOI MENA MENA 12023728 Jefe(a) de hogar 825 

109 JOSE FELIX MORENO FLORES 11799385 Jefe(a) de hogar 826 

110 JOSE FLORINDO MOSQUERA 82110019 Jefe(a) de hogar 427 

111 JOSE RÁMON MORENO 49O5706 Jefe(a) de hogar 434 

112 JOSE REYES MAYO CHAVERRA 8423754 Jefe(a) de hogar 435 

113 JOSE TRINIDAD PINO MOSQUERA 82110007 Jefe(a) de hogar 437 

114 JOSE VIRGILIO MACHADO MENA 11617118 Jefe(a) de hogar 438 Y 445 

115 JUAN EVANGELISTA CHAVERRA 
GARCIA 

4794868 Jefe(a) de hogar 450 

116 JUAN GREGORIO MORENO 11617013 Jefe(a) de hogar 452 

117 JUAN OLlVÍO PALACIOS PINO 82110001 Hermanos o Cuñados 453 

118 JUANA DOMINGA URRUTIA 26297882 Jefe(a) de hogar 457 

119 JULIA ESTER MENA MORENO 26264972 Jefe (a) de hogar 459 

120 JULIA PALOMEQUE TORRES 26264863 Jefe (a) de hogar 460 

121 JULIAN CUESTA CORDOBA 4795833 Jefe(a) de hogar 461 

122 JULIAN CUESTA PINO 4795833 Jefe(a) de hogar 446 

123 JUSTINA RENTERIA MORENO 26258848 Jefe(a) de hogar 463 

124 JUSTO MOSQUERA TORRES 11806557 Jefe(a) de hogar 464 

125 KELLY JHOANA MACHADO 
PALOMEQUE 

35898288 Esposo(a)/ Compañer o(a) 466 

126 KELLY JHONANA VICTORIA MENA 26265303 Hijo(a)/Hija stro(a) 467 

127 LEIDA ROSA CHALA GUARDIA 26263899 Esposo(a)/ Compañer o(a) 476 

128 LEOPOLDO RENGIFO GUARDIA 4794872 Jefe(a) de hogar 472 

129 LIBORIO CHAVERRA MURILLO 4795935 Jefe(a) de hogar 482 
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130 LICENIA CALVO VALENCIA 26265018 No Responde 438 

131 LILIANA MORENO MACHADO 1079288679 Hijo(a)/Hija stro(a) 845 

132 LINDA EMERITA PALACIOS PALACIOS 26263452 No Responde 487 

133 LUIS ANIBAL HURTADO P 11616125 Jefe(a) de hogar 502 Y 503 

134 LUIS ELIN PALACIOS PALACIOS 11617040 Jefe(a) de hogar 507 

135 LUIS HERNAN PALACIOS ASPRILLA 4795899 Jefe(a) de hogar 511 

136 LUZ DARI ESPINOZA CAICEDO 26263976 Jefe (a) de hogar 519 

137 LUZ MARI CORREA CHAVERRA 262263568 Jefe(a) de hogar 526 

138 LUZ MARINA MARTINEZ CORDOBA 26265304 Esposo(a)/ Compañer o(a) 524 

139 LUZ MARINA REYES ZUÑIGA 26368184 Esposo(a)/ Compañer o(a) 527 

140 LUZ MERI CHAVERRA PALACIOS 50989589 Jefe(a) de hogar 480 

141 LUZ MILA MORENO MOSQUERA 35555527 No Responde 528 

142 LUZ NEREIDA MOSQUERA MORENO 26264935 Esposo(a)/ Compañer o(a) 530 

143 MACARIO ASPRILLA PALOMEQUE 82110090 Esposo(a)/ Compañer °(a) 536, 584 

144 MACARIO MOSQUERA A 4795906 Jefe(a) de hogar 576 

145 MAMERTA MOSQUERA MURILLO 26263992 Esposo(a)/ Compañer °(a) 600 

146 MANUEL AVILIO MOSQUERA 
PALACIOS 

4795650 Jefe(a) de hogar 560, 589 

147 MAUEL ENRIQUE PALACIOS MORENO 11615337 Jefe(a) de hogar 599 

148 MARCELINA RENTERIA 26265077 Jefe(a) de hogar 636 

149 MARCIAL CORDOBA GANZALES 4800605 Jefe(a) de hogar 551 

150 MARIA CRISTINA PALOMINO 26265041 esposo (a;/ Compañer o(a) 595 

151 MARIA DE LA CRUZ BARCO 26263332 Jeíe(a) de hogar 592 

152 MARIA DEL CARMEN CUESTA 
CORDOBA 

26264962 Jefe(a) de hogar 562 

153 MARIA EDUARDA RENTERIA GOEZ 32195283 Esposo(a)/ Compañer o(a) 610 

154 MARIA EUGENIA PALACIOS TORRES 54257315 Padre o Madre 634 

155 MARIA FANCI MOSQUERA MARTINEZ 35696497 No Responde 604 

156 MARIA GARCIA CORDOBA 26264812 Jeíe(a) de hogar 561,564 

157 MARIA GREGORIA RIVAS 26263711 Jefe(a) de hogar 640 

158 MARIA ISABEL ZUÑIGA 39416680 Jefe(a) de hogar 632 

159 MARIA LESLY MACHADO VALECIA 35555628 Hijo(a)/Hija stro(a) 570 

160 MARIA LUZNEI HURTADO SERNA 26265290 Esposo(a)/ Compañer °(a) 608 

161 MARIA PIEDAD MOSQUERA ASPRILLA 36050089 Esposo(a)/ Compañer o(a) 535 

162 MARIA PILAR MURILLO ROVIRA 26264994 Esposo(a)/ Compañer °(a) 568 

163 MARIA SANTOS CORDOBA RENTERIA 32195373 Jefe(a) de hogar 538 

164 MARIA SEGUNDA VALENCIA 35600805 Esposo(a)/ Compañer o(a) 567 

165 MARIANO CORDOBA 4795812 Jefe(a) de hogar 642 

166 MARINO CUESTA CORDOBA 11615927 Hijo(a)/Hija stro(a) 575, 601 

167 MARLEDIS MENDOZA MORALES 26265355 Jefe(a) de hogar 596 

168 MARTHA LUCIA ARCE QUINTO 36050087 Esposo(a)/ Compañer °(a) 621 

169 MARTIN ALBERTO MENA CUESTA 11615465 Hijo(a)/H¡ja stro(a) 623 

170 MAXIMA PALACIOS ASPRILLA 36050069 Jefe(a) de hogar 582 

171 MAXIMILIANO PALACIOS 11615691 Hijo(a)/Hija stro(a) 554 

172 MELKIN HINESTROZA RAMIREZ 11615686 Hijo(a)/Hija stro(a) 591 

173 MIGUEL MARIA GARCIA 11615508 Jefe(a) de hogar 602 

174  MILTON MENA VALENCIA 11617048 Jefe(a) de hogar 550 

175 MISAEL MENA CHAVERRA 6733020 Jefe(a) de hogar 542 

176 NANCY VALENCIA MOSQUERA 26264804 Jefe(a) de hogar 652 
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177 NATIVIDAD DEL SOCORRO LANCE 26378361 Jefe (a) de hogar 657 

178 NEIFI DEL CARMEN DOMINGUEZ M 26265043 Esposo(a)/ Compañer o(a) 649 

179 NEMESIO MURILLO CAICEDO 4795911 Jefe(a) de hogar 692 

180 NICOLASA RENTERIA MORENO 35775207 Jefe (a) de hogar 653 

181 NIRIAN DOMINGUEZ MENA 1133629355 Jefe(a) de hogar 673 

182 NOELIA ASPRILLA PALACIOS 1077433912 Hijo(a)/Hija stro(a) 668 

183 NORA PEREA MORENO 35555639 Jefe(a) de hogar 664 

184 NORELA PRADO PALACIOS 35555645 No Responde 688 

185 NORMANIA BERRIO MOSQUERA 26265070 Jefe(a) de hogar 660 

186 NUMAR CHAVERRA MENA 11615914 Esposo(a)/ Compañer o(a) 690 

187 OBDULIA CORDOBA ALVAREZ 26264504 Jefe(a) de hogar 696 

188 OCTAVIO ESPINOSA ROMAÑA 4795805 Jefe(a) de hogar 700 

189 OCTAVIO ESPINOZA CAICEDO 11615678 Jefe(a) de hogar 699 

190 OCTAVIO ESPINOZA PALACIOS 1079288654 Otros Parientes 701 

191 OLIVA MENA ROMAÑA 26264809 Jefe(a) de hogar 703 

192 OLIVIA DOMINGUEZ MENA NO REGISTRA Jefe(a) de hogar 216 

193 OMAIRA HIESTROZA DE CHAVERRA 26264833 Esposo/ Compañer °(a) 706 

194 OMAR CHAVERRA GARCIA 1133629662 Hijo(a)/H¡ja stro(a) 704 

195 OSIAS MARTINEZ BERMUDEZ 11615783 Jefe(a) de hogar 698 

196 PAULINO AVILES LIMON 11617128 Jefe(a) de hogar 731 

197 PEDRO C HINESTROZA HURTADO 11705560 Jefe(a) de hogar 733 

198 PEDRO CARLOS CUESTA ROMAÑA 4795613 Jefe (a) de hogar 725 

199 PEDRO CUESTA MORENO 4806249 Hijo(a)/Hija stro(a) 714 

200 PETRONA POLO GUARDIA 26264943 Esposo(a)/ Compañer o(a) 716 

201 PURIFICACION CHAVERRA VALENCIA 26265052 Jefe(a) de hogar 732 

202 PORTO CHAVERRA HINESTROZA 11615979 Jefe(a) de hogar 719 

203 RAFAEL OREJUELA CORDOBA 11813349 Esposo(a)/ Compañer °(a) 735 

204 RAMON MACHADO SANCHEZ 11615871 No Responde 758 

205 REGULO VALENCIA MOSQUERA 11785682 Jefe(a) de hogar 751 

206 RICARDO ORTIZ VALENCIA 8110100 Jefe(a) de hogar 790 

207 ROBINSON MACHADO CHAVERRA 1077438 Hijo(a)/Hija stro(a) 757 

208 ROBINSON MACHADO CORDOBA 11617035 Jefe(a) de hogar 735, 775 

209 ROSA CRISTINA PALACIOS ASPRILLA 26263873 Jefe(a) de hogar 769 

210 ROSA FABIOLA ASPRILLA RAMIREZ 35555685 Jefe(a) de hogar 770 

211 ROSA NERI MOSQUERA MOSQUERA 54256080 Jefe(a) de hogar 793 

212 ROSALIA ASPRILLA MOSQUERA 26263981 Esposo(a)/ Compañer o(a) 792 

213 ROSALIA PINO GARCIA 26263882 Jefe(a) de hogar 754 

214 ROSARIO PALACIOS MOSQUERA 26264795 Jefe(a) de hogar 762 

215 ROSAURA CUESTA MACHADO 35555632 Hijo(a)/Hija stro(a) 797 

216 ROSIBETH MACHADO CHAVERRA 1079288590 Otros Parientes 759 

217 ROSIBETH MENA CUESTA 1077420753 Hijo(a)/Hija stro(a) 778 

218 RUBIELA BENITES OQUENDO 39401631 Esposo(a)/ Compañer o(a) 746 

219 RUBILIA CUESTA ROVIRA 26264884 Jefe(a) de hogar 743 

220 RUT ENILDA PALACIOS CHAVERRA 35601779 Jefe(a) de hogar 768, 771 

221 RUTH MARIA RIVAS ANDRADES 26265389 Jefe(a) de hogar 789 

222 SADY MARTINEZ BLANDON 35555512 Jefe(a) de hogar 810 

223 SAMUEL VICTORIA SALAZAR 4794685 Jefe(a) de hogar 814 

fre
dy

a.
lop

ez
o

426093489 GS-2023-018725-SEGEN

mailto:des02tacho@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

Sentencia:            Segunda instancia 

Referencia:           27001 33 31 003 2007 00074 02 

Acción:                 Grupo 

Demandantes :     Abel Murillo Aguilar Y Otros 

Demandados:       Nación- Ministerio Del Interior Y Otros 

 

 

Calle 24 No. 1 – 30, Palacio de Justicia – Oficina 405 

Correo electrónico: des02tacho@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Telefax 6 71 39 82 

 

Página 96 de 98 
 
 

 

224 SANDRA LOPEZ RENTERIA 1010010922 Jefe(a) de hogar 823 

225 SANTO CORDOBA HEREDIA 8115480 Jefe(a) de hogar 822 

226 SANTOS EDUARDO LARGACHA POTES 10497995 Jefe(a) de hogar 820 

227 SARA AURELINA  22181612 NO REGISTRA 815 

228 SATURNINA CHAVERRA ARROYO 26265212 No Responde 809 

229 SATURNINA ORTIZ HEREDIA 22177081 Jefe(a) de hogar 806 

230 SAUL MENA MOSQUERA 11811072 Jefe(a) de hogar 812 

231 SENEN POTE MENA 4795806 Jefe(a) de hogar 801 

232 SILVIA MARIA MARTINEZ BLANDON 54259290 No Responde 798 

233  SONIA IBARGUEN MOSQUERA 35560202 Esposo(a)/ Compañer °(a) 807 

234 TOMAS MORENO CORDOBA 11616121 Jefe(a) de hogar 837 

235 TOMASA CORDOBA MOSQUERA 32571676 Hijo(a)/Hija stro(a) 831 

236 TOMASA PALACIOS MORENO 26265211 Jefe(a) de hogar 826 

237 VICENTE MENA R 4795969 Jefe(a) de hogar 849 

238 VICENTE ORTIZ VICTORIA 8110006 Jefe(a) de hogar 848 

239 VICTOR CALVO ROVIRA 11805071 Jefe(a) de hogar 845 

240 VICTOR MENA ROVIRA 8420520 Jefe(a) de hogar 840 

241 VIRGELINA CORDOBA RENTERIA 26263987 Esposo(a)/ Compañer o(a) 847 

242 WILLINSON ASPRILLA PALACIOS 1079288550 1079288550 858 

243 WILSON ASPRILLA MURILLO 4849139 Esposo(a)/ Compañer °(a) 853 

244 WILSON MORENO G 11790479 Jefe(a) de hogar 865 

245 WILSON PALACIOS ASPRILLA 11615308 Jefe(a) de hogar 857 

246 WILTON MACHADO POLO 11615690 No Responde 861 

247 YANETH CUESTA CORDOBA 35555654 Esposo(a)/ Compañera 
o(a) 

904 

248 YANETH MACHADO VALENCIA 26263879 Esposo(a)/ Compañera 
o(a) 

898 

249 YONIER CUESTA MACHADO 11616853 Otros Pariente 877, 905 

250 YUDIS ABADIA MENA 1133629649 Hijo(a)/Hijastro(a) 883 

251 YUNNI MOSQUERA DIAS 35555692 Jefe(a) de hogar 873 

252 YURANIS ESTHER ALVAREZ LOPEZ 1042732115 Jefe(a) de hogar 875 

253 YUSNAY CUESTA MOSQUERA 26265055 Jefe(a) de hogar 889 

254 OLIVA DOMINGUEZ MENA 1042732102 Jefe(a) de hogar 216 

255 LINO CHAVERRA ALVAREZ 11787912 Jefe(a) de hogar 488 

256 NORA PEREA MORENO 26265294 No Responde 664 

 
Para los restantes beneficiarios que corresponde a un número de 1787 personas, la Sala 
reconocerá a cada uno por perjuicios morales, la suma equivalente a 50 smlmv.  
 
SÉPTIMO: Para la ejecución de esta sentencia y que deben ser tenidas en cuenta por el 
Administrador del Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos, se indican las 
siguientes: 
 
Todas aquellas personas que se crean con derecho de adherirse al grupo, y por ende a lo 
resuelto en esta sentencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 55 de la Ley 472 de 
1998, deberán i) acreditar su condición de desplazado(a)s de los territorios que comprenden el 
area rural del Municipio de Bojayá , estos son: Pogue ,Piedra Candela, Cuía, La Loma, Corazón 
de Jesús, Caimanero, Majandó, Charco Gallo, Chancú, Peñita y el Rio Napipí, y ii) presentar 
ante el respectivo administrador copia de la cédula de ciudadanía. 
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Se le pagará a cada uno de los 256 accionantes, víctimas del desplazamiento, relacionadas y 
enlistadas en esta providencia, la suma de 25 smlmv por concepto de perjuicios materiales 
en la modalidad de daño emergente, la suma de 25 smlmv por concepto de perjuicios 
materiales en la modalidad de lucro cesante y  la suma de 50 smlmv por concepto de 
perjuicios morales.  
 
Para los restantes beneficiarios, 1787 personas, que se adhieran, con posterioridad de esta 
sentencia, y que acrediten su condición de víctimas del desplazamiento, se le pagará a cada 
uno la suma de 50 smlmv, por concepto de perjuicios morales.  
 
El valor del salario mínimo legal mensual será el vigente a la fecha de ejecutoria de la presente 
providencia. 
 
El pago se hará en primer lugar a los desplazados, víctimas constituidas como parte en este 
proceso, y luego a los que acrediten serlo con posterioridad a esta sentencia. El Defensor del 
Pueblo, como administrador de dicho Fondo deberá cancelar las indemnizaciones 
correspondientes a quienes se presenten dentro de los veinte (20) días siguientes a la 
publicación de la sentencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 65 de la Ley 472 
de 1998. 
 
Las entidades demandadas harán las provisiones de rigor para garantizar el pago de las 
indemnizaciones individuales y colectivas a que haya lugar de conformidad con los lineamientos 
trazados en esta providencia. 
Las sumas de dinero no reclamadas serán devueltas a las entidades accionadas. 
 
OCTAVO: ORDENESE a la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional – Policía 
Nacional,   realizar las siguientes medidas de justicia restaurativa: a) Adelantar dentro del 
término de seis (6) meses contados desde la ejecutoria de la presente providencia, un estudio 
pormenorizado de seguridad, a fin de que como resultado del mismo se tomen acciones o 
medidas de carácter estructural y permanente para que cese en forma definitiva la crisis 
humanitaria y el estado de zozobra e incertidumbre de los habitantes de la región de Bojayá, 
bien sea el aumento del pie de fuerza o la instalación de un batallón o unidad de fuerza pública 
permanente en la zona mencionada, b) Publicar en un diario de amplia circulación nacional, por 
una sola vez, y en el sitio web oficial, al menos por un (1) año, la parte resolutiva de la presente 
sentencia, c) Disponer lo necesario para diagnosticar y prestarle a las víctimas, el tratamiento 
integral y adecuado psicosocial que éstos requieran, por el hecho del desplazamiento, previa 
manifestación de su consentimiento, así como d) adelantar y coordinar con las entidades 
competentes el retorno de las víctimas a sus respectivos corregimientos, como medidas de 
rehabilitación y reparación no pecuniaria. 
 
NOVENO: Las sumas de dinero señaladas en esta providencia deberá ser entregada por las 
entidades condenadas, al Fondo para la Defensa de los Derechos e intereses Colectivos, dentro 
de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, la que será administrada por 
el Defensor del Pueblo.  
 
DÉCIMO: Condénese en costas a la parte vencida en el proceso. De conformidad con el artículo 
65 de la Ley 472 de 1998 y el Acuerdo 1887 de 2003. Tácense por Secretaría, teniendo en 
cuenta las expensas necesarias para la publicación del extracto de la sentencia.  
 
DÉCIMO PRIMERO: Fijase y liquídense  los honorarios a favor del abogado que representó el 
grupo, en una suma equivalente al diez por ciento (10%) de la indemnización que obtengan 
cada uno de los miembros del grupo que no hayan sido representados judicialmente. 
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DÉCIMO SEGUNDO: Ordenase la publicación de la parte resolutiva de la sentencia en un diario 
de amplia circulación nacional, dentro del mes siguiente a su ejecutoria o a la notificación del 
auto que hubiere ordenado obedecer lo dispuesto por el superior con la prevención de que trata 
el numeral 4 del artículo 65 de la Ley 472 de 1998. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
Esta providencia fue discutida en Sala conforme consta en el acta de la fecha No. _____ 
 
 
 

MIRTHA ABADÍA SERNA                               ARIOSTO CASTRO PEREA 
Magistrada                                                            Magistrado 

 
 
 

NORMA MORENO MOSQUERA 
Magistrada 

(Incapacitada)  
 

 
 
 

fre
dy

a.
lop

ez
o

426093489 GS-2023-018725-SEGEN

mailto:des02tacho@cendoj.ramajudicial.gov.co

